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  El 11 de marzo de 2004 un brutal atentado asesinó a 191 personas que viajaban en los trenes de cercanías que comunican Alcalá de Henares con la estación de Atocha, en la capital de España. Además los terroristas acabaron con la vida de 2 nascituri e hirieron a 1.857 ciudadanos, algunos de ellos de extrema gravedad.


  En un principio, tanto el Centro Nacional de Inteligencia (CNI) como los demás responsables de la Seguridad del Estado apuntaron a ETA como presunta autora de esta criminal masacre. Sin embargo, las investigaciones llevadas a cabo por la policía fueron confirmando progresivamente la idea de que el atentado había sido obra de terroristas de Al Qaeda. El ministro del Interior informó, casi en tiempo real, de la marcha de la investigación, a pesar de haberse decretado judicialmente el secreto del sumario. Sin embargo, el 14 de marzo muchos españoles acudieron a las urnas con el convencimiento de que el gobierno había mentido sobre la autoría del atentado para obtener réditos electorales y votaron indignados para castigar al Partido Popular, al que consideraban culpable de la masacre por haber secundado a Estados Unidos en el derrocamiento del dictador de Irak Sadam Husein.


  El resultado de las elecciones generales llevó al poder a José Luis Rodríguez Zapatero, con las muletas parlamentarias de Esquerra Republicana de Cataluña y de Izquierda Unida. Las candidaturas del Partido Popular, encabezadas por Mariano Rajoy, no sufrieron un humillante descalabro, pues «solo» perdieron medio millón de votos respecto a los alcanzados en el año 2000, cuando José María Aznar obtuvo mayoría absoluta en las Cortes. Recordemos que en las elecciones del año 2000 el PP obtuvo 10.321.178 votos y 183 diputados, mientras que en 2004 fueron 9.178.144 votos y 148 diputados. Por su parte, el PSOE alcanzó en 2004 un total de 11.026.163 sufragios y 164 diputados, frente a los 7.918.752 votos y 125 escaños del año 2000. La abstención en el año 2000 fue del 31,29 por ciento, mientras que en 2004 descendió al 24,34 por ciento. La elocuencia de estos resultados demuestra el gran impacto electoral del 11-M en beneficio del Partido Socialista y detrimento del PP. Son datos irrefutables que cada cual es muy libre de interpretar. No obstante, pienso que negar el impacto del 11-M en el resultado electoral es negar la evidencia.


  El 27 de mayo de 2004 el pleno del Congreso aprobó la creación de una comisión de investigación con el fin de esclarecer las circunstancias bajo las que se produjeron los atentados del 11 de marzo en Madrid y las actuaciones policiales y políticas anteriores y posteriores a los mismos.


  Después de cincuenta sesiones, en la celebrada el 22 de junio de 2005 la comisión aprobó sus conclusiones por mayoría, con el voto en contra del Grupo Popular, salvo en el punto relativo a las recomendaciones sobre atención a las víctimas por parte de los poderes públicos. El pleno del Congreso, en la sesión celebrada el 30 de junio de 2005, aprobó en la misma forma el dictamen de la comisión.


  Pertenecí a la Comisión de Investigación Parlamentaria en representación del Grupo Popular. En 2006, publiqué un libro titulado 11-M. Demasiadas preguntas sin respuesta (La Esfera de los Libros, Madrid), donde analicé las claves del atentado y relaté los difíciles momentos vividos a lo largo de los trabajos de la comisión. ¿Se pudo evitar la matanza del 11-M? ¿Pecó el gobierno de José María Aznar de imprevisión ante el terrorismo islamista? ¿Trató de manipular el ejecutivo, y en particular el ministro Acebes, a la opinión pública? ¿Cómo y por quién se gestó la acusación de la gran mentira de Estado? ¿Tenían los islamistas conexión con la organización terrorista ETA? ¿Por qué no se han querido investigar los grandes «agujeros negros» descubiertos gracias a la labor de ciertos medios de comunicación y, en especial, del diario El Mundo? ¿Por qué no se quiso investigar la trama asturiana, el funcionamiento del CNI, el de los cuerpos policiales e incluso el del juzgado de Baltasar Garzón, antes y después de la masacre? ¿Fue casual o intencionada la elección del 11 de marzo? ¿Pretendieron los terroristas cambiar el rumbo de la política de nuestro país en la esfera internacional? ¿Querían dinamitar la estabilidad institucional democrática de España? Estos fueron los grandes interrogantes a los que traté de dar respuesta en mi libro, publicado poco después del levantamiento del secreto del sumario de la instrucción llevada a cabo por el juez Del Olmo. Mi conclusión fue que la Comisión de Investigación del Congreso ni pudo ni quiso encontrar respuesta para la mayoría de los interrogantes y por este motivo califiqué de infamia su cierre en falso.


  Debo aclarar que, durante los trabajos de la comisión, el Grupo Popular no puso en cuestión en ningún momento la versión de los responsables de la lucha antiterrorista que atribuyeron el atentado a una célula islamista, cuyos integrantes casi en su totalidad se suicidaron el 3 de abril de 2004 en un piso de Leganés, cuando la policía trataba de conseguir su detención. Durante la operación policial resultó muerto el miembro de los GEO Francisco Javier Torronteras Gadea. Yo tampoco puse en duda dicha versión en mi libro, pues respecto a ETA no pasé más allá de exponer que había motivos racionales para abrir una investigación digna de tal nombre sobre si había existido algún tipo de colaboración entre los islamistas y la banda terrorista. En consecuencia, no me he alineado con ninguna teoría conspirativa. Ni entonces ni ahora estoy en condiciones de sostener que ETA tuvo que ver en la materialización del atentado. Lo único que dije, y lo sostengo, es que había indicios basados en informaciones presuntamente fiables de fuentes diversas que apuntaban a una posible conexión merecedora de ser investigada a fondo, cosa que nunca se ha hecho.


  Por cierto, quienes coreaban la consigna «queremos saber la verdad» mientras asediaban con violencia verbal e incluso física las sedes del Partido Popular durante la jornada de reflexión de las elecciones generales, enmudecieron tan pronto como se conoció el triunfo electoral del Partido Socialista, una victoria raspada pero suficiente para expulsar al Partido Popular del gobierno.


  Se cumple ahora el décimo aniversario del atentado que provocó un auténtico terremoto político en España. De no haber sido por el 11-M es más que probable que no estaríamos inmersos en la grave crisis política nacional que padecemos. El 11 de marzo de 2004 fue uno de los días más trágicos de nuestro país porque 191 personas perdieron la vida en un infame y criminal atentado. Pero, además, aquel aciago día cambió la historia de España. Para mal.
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  La sentencia


  


  Después de casi tres largos años de instrucción, el 15 de febrero de 2007 dio comienzo en la Audiencia Nacional el juicio seguido contra los acusados de haber participado en los atentados del 11-M. El 31 de octubre de ese mismo año, la Sección Segunda de la Sala de lo Penal del citado órgano judicial, presidida por el magistrado Javier Gómez Bermúdez e integrada por los magistrados Félix Alonso Guevara Marcos y Fernando García Nicolás, dictó sentencia. El ponente, es decir, el redactor de la resolución judicial, sería el propio presidente del tribunal. De los veintinueve procesados, ocho serían absueltos y el resto condenados a penas de prisión en virtud de los delitos que la sala consideró probados a lo largo del juicio oral.


  De los enjuiciados, quince eran marroquíes, nueve asturianos, dos sirios, un argelino, un libanés y un egipcio. Cinco de los asturianos resultaron absueltos al igual que el único egipcio y dos de los marroquíes.


  Las penas más duras se impusieron al súbdito marroquí Jamal Zougam, como responsable en concepto de autor de 191 delitos de homicidio terrorista consumados, 2 delitos de aborto y 1.856 delitos de homicidio terrorista en grado de tentativa, y a Emilio Suárez Trashorras, como responsable en concepto de cooperador necesario de los mismos delitos que el anterior. El primero fue condenado a penas que totalizan 42.917 años de prisión. Las penas impuestas al asturiano que facilitó a la célula islamista los explosivos utilizados en los atentados sumaron 34.715 años.


  El relato fáctico de la sentencia resulta coherente con las pruebas practicadas y respalda la llamada versión oficial, sustentada por el gobierno Zapatero desde su acceso al poder. Comienza su apartado de hechos probados dando por sentado que «Sarhane Ben Abdelmajid Fakhet, Jamal Ahmidan, alias el Chino, Mohamed Oulad Akcha, Rachid Oulad Akcha, Abdennabi Kounjaa, Asrih Rifaat Anouar, Allekema Lamari y una octava persona que no ha sido identificada, junto con otras que se dirán (Jamal Zougam), en la mañana del 11 de marzo de 2004 colocaron, en cuatro trenes de la red de cercanías de Madrid, trece artilugios explosivos de iniciación eléctrica compuestos por dinamita plástica y detonador alimentados y temporizados por un teléfono celular o móvil».


  Todos ellos, salvo Zougam, «sobre las 21.00 horas del día 3 de abril de 2004, ante la inminencia de detención por la policía, que les tenía cercados en la vivienda que ocupaban en la calle Martín Gaite número 40, piso 1º A, de Leganés, decidieron suicidarse detonando varias cargas de dinamita de la marca Goma 2 ECO que, además de causarles la muerte a ellos, mataron al subinspector del Grupo Especial de Operaciones del Cuerpo Nacional de Policía don Francisco Javier Torronteras».


  Asimismo, «los ocho ocupantes del piso junto con los procesados Rabei Osman Al Sayed Ahmed, Hassan el Haski, Youssef Belhajd, Abdelmajid Bouchar, Jamal Zougam, Basel Ghalyoun, Otman el Gnaoui, Gnaout o Kanoui, Mohamed Larbi Ben Sellam, Rachid Aglif, Mohannad Almallah Dabas, Fouad el Morabit Anghar, Mohamed Bouharrat, Saed el Harrak y Hamed Ahmidad, son miembros de células o grupos terroristas de tipo yihadista que, por lo que ahora interesa, mediante el uso de la violencia en todas sus manifestaciones pretenden derrocar los regímenes democráticos y eliminar la cultura de tradición cristiano-occidental sustituyéndolos por un Estado islámico bajo el imperio de la sharia o ley islámica en su interpretación más radical, extrema y minoritaria».


  De estos últimos, solo Jamal Zougam fue condenado como autor material de los atentados. A otro de los procesados, Otman el Gnaoui, también se le condenó como autor de los atentados pero en concepto de cooperador necesario. Los demás recibieron penas de prisión por diversos delitos tales como pertenencia o colaboración con banda armada, tráfico de explosivos, tráfico de drogas y falsificación de documento oficial, sin que se hubiera demostrado que tuvieran una participación directa en la perpetración de la masacre del 11-M.1


  Para llegar a tales conclusiones, el juez Gómez Bermúdez dio por sentado que los suicidas de Leganés más Jamal Zougam habían conformado una célula terrorista de carácter islamista para cometer atentados en España como castigo a la participación de nuestro país en las guerras de Afganistán e Irak, así como por haber expulsado a los moros de Al-Andalus en el siglo XVI, secundando así el llamamiento a la yihad o guerra santa contra los infieles cristianos en todo el mundo, formulado por el líder de la organización terrorista Al Qaeda, Ben Laden.


  Los integrantes de dicha célula, con la colaboración de los demás procesados de religión musulmana, decidieron atentar el 11 de marzo, tres días antes de la celebración de las elecciones generales, en el corredor ferroviario de Alcalá de Henares en dirección a la estación madrileña de Atocha.


  A tal efecto, se concertaron con el asturiano Emilio Suárez Trashorras, que les proporcionó dinamita robada en la Mina Conchita, situada en la localidad de Belmonte de Miranda, en el Principado de Asturias, a 64 kilómetros de Avilés, localidad donde residía aquel.


  Una vez obtenida la dinamita, la víspera del atentado, prepararon trece artefactos explosivos en la localidad de Morata de Tajuña, donde los terroristas habían arrendado una finca en la que tenían ocultos los cartuchos procedentes de Asturias. La explosión se realizaría mediante detonadores conectados a teléfonos móviles, que actuarían como temporizadores, y cuyas alarmas se activarían entre las 07.37 y las 07.40 horas del día 11 de marzo, produciendo la deflagración. Los teléfonos habían sido adquiridos en la tienda Decomisos Top, sita en la Avenida Real de Pinto número 42, de Madrid. Todos ellos habían sido «liberados», es decir, manipulados para permitir la utilización de tarjetas prepago distintas de las que portaban en el momento de su adquisición. Esta manipulación se había realizado, por encargo de Decomisos Top, en Test Ayman, establecimiento propiedad de Ayman Maussili Kalaji, un policía de origen sirio que trabajaba en la Unidad Central de Información de la Policía Nacional, encargada de la lucha contra el terrorismo islámico. Por último, las tarjetas prepago que colocaron en los teléfonos habían sido adquiridas en la tienda Jawal Mundo Telecom-Locutorio Siglo Nuevo, sito en la calle Tribulete número 17 de Madrid, del que era socio y gerente Jamal Zougam, perteneciente al grupo terrorista. Dicho comercio había adquirido las tarjetas a Sindhu Entreprise S. L., tienda regentada por los dos súbditos hindúes que, sin comerlo ni beberlo, fueron los primeros detenidos en la tarde del 12 de marzo, acusados de haber participado en el atentado.


  Los terroristas encendieron los teléfonos en Morata de Tajuña entre las 02.24 horas del día 10 y las 2.24 horas del día 11 de marzo de 2004 y sincronizaron las alarmas de los teléfonos para que se activaran en torno a las 07.30, provocando la explosión de la dinamita. Después introdujeron los artefactos explosivos, de entre 10 y 15 kilos de peso, en sendas bolsas o mochilas de deporte.


  


  


  El atentado


  


  En la mañana del día 11, continúa el relato de la sentencia, los integrantes de la célula terrorista se dirigieron a Alcalá de Henares y subieron a distintos trenes. Ocho cargas explosivas fueron colocadas en los vagones que, según el sentido de marcha, ocupaban el primer, cuarto, quinto y sexto lugar de los trenes números 21431 y 17305, con salida en Alcalá de Henares a las 07.01 y 07.04 horas, respectivamente. Todas, salvo la del vagón número 1 del primer tren, explosionaron. Tres en la estación de Atocha de Madrid, a las 07.37 y 07.38 horas, dos mientras el tren 21431 estaba parado en el andén 2 y las otras cuatro a las 07.39 horas en el tren 17305, que circulaba a la altura de la calle Téllez, también de Madrid.


  Otras cuatro bolsas o mochilas con explosivos fueron colocadas en el tren 21435, con salida de Alcalá a las 07.10 horas, único convoy compuesto por vagones de dos plantas. Dos, puestas en el piso superior de los vagones 4 y 5, explosionaron a las 07.38 horas en la estación de El Pozo. Las otras dos, dejadas en los pisos inferiores de los vagones segundo y tercero, no llegaron a explosionar, siendo una neutralizada en la estación y la otra desactivada en el parque Azorín de Vallecas por los especialistas de explosivos de la policía.


  El último artilugio explosivo fue colocado por Jamal Zougam en el cuarto vagón del tren número 21713, que salía de Alcalá a las 07.14 y explosionó a las 07.38 horas, cuando el tren estaba parado en el andén de la vía 1 de la estación de Santa Eugenia.


  A consecuencia de las explosiones fallecieron 191 personas: 34 en la estación de Atocha, 63 en la calle Téllez, 65 en la estación de El Pozo, 14 en la estación de Santa Eugenia y 15 en distintos hospitales de Madrid. Además, resultaron heridas 1.857 personas y se produjeron importantes daños materiales.


  


  


  La furgoneta Renault Kangoo


  


  Para llegar a las conclusiones anteriores, la sala analiza las pruebas que las avalan. Las investigaciones policiales se centraron inicialmente en el hallazgo de la furgoneta Renault Kangoo, aparcada por los terroristas en las proximidades de la estación de Alcalá de Henares. El portero de una finca próxima, Luis Garrudo, observa cómo del vehículo bajan tres jóvenes, con gorro de color oscuro y una especie de bufanda más clara tapándoles la cara, a pesar de que la temperatura es ya primaveral. Uno de ellos se dirige a paso ligero hacia la estación. Era alto, más de 1,80 metros de estatura, delgado, de unos veinticinco años de edad, y portaba una mochila a la espalda. Los otros dos jóvenes permanecieron en posición de espera junto a la furgoneta. El portero pensó que podrían ser extranjeros, pero no árabes, tal vez rumanos, polacos o ucranianos. Su visión le produjo un impacto brutal, se quedó helado y pensó que son atracadores. Entró en la estación detrás del joven de la mochila, al que perdió de vista. Recogió el periódico y regresó a la portería. La furgoneta seguía allí, pero los otros dos jóvenes ya no estaban. Aterrorizado, decidió no decir nada. Sin embargo, sobre las 10.30, Garrido comentó lo sucedido al presidente de la comunidad de vecinos, que decidió contar al primer policía que encontró en la estación de Alcalá lo que acababa de relatarle el portero. Los policías rodearon la furgoneta y pronto descubrieron que se trataba de un vehículo robado. Ante la posibilidad de que fuera un vehículo-trampa, algo bastante habitual en los atentados de ETA, de cuya autoría todo el mundo sospechaba en aquellos momentos, se avisó a los Tedax y se envió una unidad de guías caninos, especializada en la detección de explosivos. Los perros olisquearon la furgoneta desde el exterior sin ningún resultado. Se decidió entonces forzar el portón trasero y Hannibal, uno de los pastores alemanes, se introdujo en el interior, pero tampoco detectó nada. Los Tedax recibieron entonces la orden de trasladar la furgoneta al cuartel general de la policía en Canillas. Para ello se utilizó un coche grúa. A las 15.50 horas, se registró el ingreso de la furgoneta en el recinto policial.


  Los agentes que inspeccionaron la furgoneta descubrieron debajo del asiento del conductor una bolsa de basura en cuyo interior se encontraban siete detonadores (cinco de cobre y dos de aluminio), fabricados por la empresa española Unión Española-Ensing Bickford en 2002 y 20032 y restos de un cartucho de dinamita plástica de color blanco marfil, con papel parafinado, que hasta el 15 de marzo no se supo que se trataba de Goma 2 ECO.3 Asimismo, en el interior del radiocasete del vehículo se encontraba una cinta que, según un traductor de Canillas, contenía la recitación con fines pedagógicos de una serie de versículos del Corán.4


  


  


  La mochila de Vallecas


  


  Pero todo esto era insuficiente. A pesar del descubrimiento de la furgoneta Kangoo había todavía numerosas incógnitas. Los servicios policiales trabajaban a destajo para tratar de averiguar la autoría del atentado antes de la celebración de las elecciones. La suerte acompañó a los investigadores. En la madrugada del día 12, en la comisaría del Puente de Vallecas se produjo un hecho que daría un vuelco radical a las investigaciones.


  Este es el relato del juez Bermúdez sobre la rocambolesca aparición de la famosa decimotercera mochila, que permitió afianzar la tesis de que había sido un atentado islamista y detener, antes de la apertura de los colegios electorales, a Jamal Zougam, a quien mucho más tarde se acusaría de haber colocado una de las bombas que estalló en los trenes:


  


  Entre los objetos recogidos en la estación de El Pozo había un artefacto explosivo que estaba dentro de una bolsa de lona, azul marino, con asas de cuero marrón, de 25 centímetros de ancho por 25 de alto y 45 de largo. Pasadas las 15.00 horas el policía con carné profesional número 24420, de la comisaría de Puente de Vallecas, recibió la orden del jefe de su grupo de que, junto a otros tres compañeros —números 88659, 89324 y 87750—, se dirigieran con dos furgonetas de mediano tamaño a la estación de El Pozo a recoger los efectos recuperados del tren, que habían sido metidos en grandes bolsas de plástico.


  En la estación, cargaron entre 12 y 14 bolsones por furgoneta, ordenándoseles que los llevaran a la comisaría de Villa de Vallecas, que era la más cercana. Cuando llegaron a la comisaría de Villa de Vallecas el jefe de guardia se negó a hacerse cargo de los efectos por lo que, sin solución de continuidad, los dos vehículos, con los cuatro funcionarios de policía y las bolsas, reemprendieron la marcha hasta la comisaría de Puente de Vallecas. Una vez de regreso en el lugar del que habían salido, en torno a las 15.00 horas, el comisario jefe de la comisaría —número 14296— que estaba en compañía de un inspector de apellido Álvarez, les mandó que llevaran los efectos a IFEMA, hacia donde partieron ya avanzada la tarde los mismos funcionarios, salvo el número 24420, que fue relevado por el número 87843 y otro agente, que lo fue por el número 88941.


  En IFEMA, los efectos fueron depositados en el pabellón 6, a la derecha de la entrada, en un lugar acotado junto a un muro, con un cartel que indicaba su procedencia, quedando bajo la custodia de la Unidad de Intervención Policial.


  Esa misma tarde, el comisario de la comisaría de Puente de Vallecas se enteró de que la juez del Juzgado de Instrucción número 49 de Madrid, que estaba auxiliando en el levantamiento de cadáveres y en la recogida de vestigios y efectos al Juzgado Central de Instrucción número 6, había ordenado que los efectos se depositaran en la comisaría de Puente de Vallecas y no en IFEMA, por lo que, ya de noche, fueron recogidos los efectos de IFEMA y llevados a la comisaría. Allí se inventariaron por cuatro funcionarios divididos en dos grupos, uno de ellos formado por los policías con número 79046 y 88163.


  En torno a la 01.30 horas, ya del 12 de marzo, la funcionaria 88163 extrajo de una bolsa de deportes que estaba en el fondo de uno de los bolsones de basura un teléfono móvil, viendo que de él salían unos cables, por lo que, alarmada, se lo comunicó a la subinspectora de servicio —número 66875— que suspendió inmediatamente el inventario, desalojó la comisaría y avisó a los especialistas.


  Personados en el lugar los subinspectores especialistas en desactivación de explosivos de la Brigada Provincial de Información de Madrid con números profesionales 64501, 66618 y 65255 hicieron una inspección técnica de la bolsa, que contenía un dispositivo explosivo, por lo que decidieron trasladarla al parque Azorín, cercano a la comisaría, para intentar desactivarla con el mínimo riesgo.


  Una vez en el parque, se hizo una radiografía que salió velada, por lo que el artificiero número 64501, que era el operador número 1, hizo una segunda. Esta no le proporcionaba información suficiente para la desactivación, pues el artilugio no tenía una estructura lógica y solo se apreciaba una maraña de cables que se perdían en una zona oscura que era la masa explosiva.


  Finalmente, la bomba fue desactivada, conteniendo un mecanismo temporizado y de iniciación eléctrica proporcionado por un teléfono móvil marca Mitsubishi Trium con dos agujeros en la carcasa de los que salían dos cables de color azul y rojo que iban a un detonador de cobre que estaba introducido dentro de 10.120 gramos de dinamita plástica. Además, contenía 640 gramos de tornillos y clavos para que actuaran como metralla, y un cargador válido para el móvil Trium.


  Un estudio posterior en laboratorio determinó que el artilugio no explosionó porque uno de los cables que partían del teléfono estaba desconectado.


  El cable estaba pelado en su extremo y torcido, como si hubiera estado empalmado a otro.


  Este artilugio explosivo era en su concepción, composición y estructura igual a los hallados en el primer vagón del tren de Atocha y en el vagón número 3 del tren de El Pozo que explosionaron ambos al intentar los técnicos desactivarlos.


  


  Sobre la «mochila de Vallecas» se han escrito ríos de tinta y hasta se ha puesto en duda que realmente estuviera en los trenes. Si fuera cierto que alguien la «coló» en la estación de El Pozo o en la comisaría de Vallecas después del atentado, la versión judicial se derrumbaría estrepitosamente. Hay que tener muy presente que la aparición de la mochila permitió obtener una información de especial relevancia para la solución del caso. Esta es la razón por la que el juez Gómez Bermúdez hace un relato tan prolijo de todo cuanto rodea a la decimotercera mochila.


  A pesar de su pretendido rigor, algunas cosas chirrían. Volvamos al lugar de los hechos. El caos se apoderó en un primer momento de la estación de Atocha y de los demás sitios donde se habían producido las explosiones. El escenario era dantesco. Viajeros que huían despavoridos, cadáveres descuartizados y heridos que necesitaban asistencia inmediata. Superada la sorpresa e indignación de esos primeros instantes, los servicios policiales y de protección civil entraron en acción y actuaron de forma ejemplar. En torno a las 10.30 los agentes descubren en los trenes siniestrados de Atocha dos mochilas sospechosas de contener explosivos. Los Tedax desalojan de inmediato a todo el mundo, incluido el ministro del Interior Ángel Acebes. Ante el temor de que se trate de bombas-trampa los artificieros proceden a su desactivación mediante explosión controlada. Solo una de las bolsas contenía dinamita. La otra había sido una falsa alarma.


  Desde ese momento, los Tedax, tanto en Atocha como en los demás lugares, revisan minuciosamente los trenes en busca de mochilas que no hubieran explosionado. En la estación de El Pozo del Tío Raimundo encuentran otra mochila de similares características a las halladas en la estación de Atocha. Los artificieros intentan desactivarla, pero al final ha de hacerse mediante explosión controlada.


  A los efectos de la investigación policial, estas dos mochilas no aportaron ninguna información, pues habían sido destruidas. Durante todo el día 11 de marzo se pensó que los terroristas habían colocado doce bombas, de las que diez habían explosionado en los trenes y las otras dos habían sido desactivadas por los artificieros. Lo que ignoraban los responsables de la Seguridad del Estado era que había otra mochila —la decimotercera— sin explotar. El problema reside en que nadie la vio en los trenes. En el juicio, algunos testigos declararon haberla visto recostada en una pared de la estación de El Pozo, muy cerca de la que habían desactivado los Tedax. Y de esto se hace eco la sentencia. Primero describe cómo se encontró la mochila explosionada por los artificieros en la estación de El Pozo. Resulta que un agente policial descubrió en uno de los vagones lo que parecía una bolsa de viaje que le llamó la atención y «tras sacarla y colocarla encima de los asientos vio en su interior lo que le pareció una fiambrera de forma redondeada —del tamaño de un plato— de la que salían varios cables de color rojo y negro y, encima de estos, un teléfono móvil de color oscuro. Al sospechar que fuese un artefacto explosivo la trasladó al andén y la colocó al lado de una papelera próxima al muro de la estación, tras lo que se lo comunicó a un policía nacional para que avisara a los técnicos en desactivación de explosivos».


  Y sigue la sentencia: «En el andén, próxima a esta mochila, había también otra bolsa oscura, esta totalmente cerrada». Tan tajante afirmación puede ser cuestionada. No parece muy creíble que los Tedax no la hubieran visto, máxime si estaba «próxima» a la mochila desactivada, cuando tenían órdenes de revisar cualquier bulto sospechoso.


  A partir de ahí el periplo de una mochila, cargada de explosivos y de unos 15 kilos de peso, es aún más sorprendente. Alguien, que no se percata de que tiene en sus manos uno de los artefactos explosivos de los terroristas, lo que hubiera verificado si la hubiese abierto para ver su contenido, la introduce sin encomendarse a Dios ni al diablo en un gran bolsón junto a otros objetos personales rescatados de los trenes. De la comisaría de la Villa de Vallecas, próxima a la estación, envían dos furgonetas policiales donde se cargan unos doce a catorce bolsones en cada uno. Al tratar de descargarlos en dicha comisaría, el inspector de guardia se niega a recibirlos. En vista de ello, las furgonetas se dirigen a la comisaría del Puente de Vallecas, donde su comisario les ordena llevarlas hasta el IFEMA, donde se hacía la autopsia de los cadáveres y se habían almacenado los objetos personales recogidos en los trenes para ponerlos a disposición de los familiares de las víctimas y de los viajeros de los trenes siniestrados.


  Los bolsones permanecieron en una dependencia del IFEMA, eso sí, siempre custodiados por la policía. La sentencia hace hincapié en ello porque si se hubiera roto la cadena de custodia la prueba habría tenido que declararse nula. Por fin, se ordenó el regreso de los bolsones a la comisaría del Puente de Vallecas, con el fin de que allí se procediera a realizar un inventario de su contenido.


  A la 01.30 del 12 de marzo, una agente policial extrae una mochila del fondo de uno de los bolsones. Al abrirla advierte en su interior un teléfono móvil, «viendo que de él salían unos cables». Inmediatamente da la voz de alarma. Dos agentes de los Tedax acuden de inmediato y tras una inspección técnica de la bolsa, concluyen que contiene un dispositivo explosivo, por lo que deciden trasladarla al cercano parque Azorín, para intentar desactivarla «con el mínimo riesgo».


  Una vez allí, se le hizo una radiografía, «que salió velada», por lo que se repitió. Pero la segunda tampoco proporcionaba «información suficiente para la desactivación, pues el artilugio no tenía un estructura lógica y solo se apreciaba una maraña de cables que se perdían en una zona oscura que era la masa explosiva». Finalmente, en una actuación heroica, según se nos dijo en la Comisión de Investigación, un agente de los Tedax consiguió desactivarla sin necesidad de proceder a su explosión controlada. La sentencia aclara que «un estudio posterior en laboratorio determinó que el artilugio no explosionó porque uno de los cables que partían del teléfono estaba desconectado». Lo que significa que esa mochila nunca hubiera podido explotar en los trenes, pues los terroristas fueron muy torpes al preparar el artefacto. O sea, nadie la vio en el interior de los trenes, nadie ha explicado por qué los artificieros tampoco la detectaron cuando estaba apoyada en una de las paredes de la estación de El Pozo a poca distancia de la que habían desactivado y nadie puede asegurar que no se rompiera la cadena de custodia durante el trasiego de un lado a otro de los bolsones. Todo esto no impide al juez Gómez Bermúdez afirmar que «este artilugio explosivo era en su concepción, composición y estructura igual a los hallados en el primer vagón del tren de Atocha», a pesar de que no quedó ni rastro de ellos al haber sido desactivados mediante explosión controlada.


  Pero si es oscuro todo lo que rodea al descubrimiento y desactivación de esta decimotercera mochila, las consecuencias del hallazgo fueron extraordinariamente luminosas. El teléfono móvil marca Mitsubishi Trium permitió llegar hasta Jamal Zougam y descubrir que las tarjetas utilizadas en los móviles que actuaron como temporizadores se habían adquirido en su locutorio. Pero así como se deja constancia en la sentencia de que siete de los teléfonos utilizados como temporizadores se activaron por los terroristas en la madrugada del 11-M en Morata de Tajuña, de la tarjeta del móvil de la decimotercera mochila solo se dice que fue activada «entre el 3 y 8 de marzo», pero no se indica dónde. Sí se aclara que la alarma del teléfono de la mochila de Vallecas estaba programada para sonar a las 07.40 horas.


  La mochila no explosionó porque los cables que debían introducirse en el detonador estaban sueltos. Fue una gran suerte, porque esta supuesta incompetencia de los terroristas permitió recuperar intacto su contenido. Y en ella estaban los explosivos. Dentro de una lógica aplastante, si no existía duda alguna de la autenticidad de la mochila y si la bomba no explotó en los trenes por la torpeza de los terroristas, pues se habían dejado los cables sueltos (aunque de esto se informó mucho más tarde), la policía dedujo que el tipo de explosivo utilizado para perpetrar el atentado había sido el mismo que el encontrado en aquella, es decir «dinamita plástica», sin especificar todavía cuál era su marca. Pronto se supo que era Goma 2 ECO. Además de los 10,120 kilos de dinamita, y para reforzar el efecto destructivo del artefacto, los terroristas habían añadido 640 gramos de tornillos y clavos.5


  Del descubrimiento de la mochila y de su contenido dio cuenta el ministro del Interior, Ángel Acebes, en una comparecencia ante los medios de comunicación que se celebró a las 18 horas del día 12 de marzo. Acebes dijo que el explosivo encontrado era Goma 2 ECO. Este hecho alimentó las especulaciones sobre la autoría islamista del atentado, por cuanto se decía —y era cierto— que ETA en los últimos tiempos venía utilizando Titadyn, una dinamita robada en Francia por la banda terrorista. Pero se trataba de una deducción sin demasiado fundamento. ETA ha utilizado a lo largo de su siniestra historia criminal diversos tipos de explosivos. En el pasado había realizado atentados con Goma 2. No había ninguna razón para deducir, cuando todo eran penumbras en la investigación, que la banda terrorista no hubiera podido hacerse con una partida de Goma 2 ECO. Por eso, los responsables de la investigación informaron al ministro de que era prematuro descartar a ETA en absoluto.


  


  


  La investigación policial sobre la autoría


  


  La mochila de Vallecas permitió a los investigadores policiales avanzar con extraordinaria rapidez. Ya sabían cuál era la dinamita utilizada en el atentado —Goma 2 ECO—, sabían quién la había fabricado y, por tanto, podrían averiguar dónde la habían robado los terroristas. Lo mismo ocurría con el detonador, idéntico a los encontrados en la furgoneta Kangoo. Conocían también el modus operandi de los criminales. Y sobre todo tenían el teléfono, que estaba programado para despertarse a las 07.40 horas, provocando así la deflagración. Ya he destacado que fue una suerte que estuviera tan chapuceramente confeccionado el artefacto. Porque el teléfono condujo en primer lugar hasta los dos hindúes que habían tenido la desgracia de venderlo, que fueron detenidos a primeras horas de la tarde del día 13, en plena jornada de reflexión. Pero la gran sorpresa estaba escondida en la tarjeta prepago inserta en el teléfono, que condujo a la policía hasta un locutorio telefónico, regentado por varios súbditos marroquíes, entre ellos Jamal Zougam, que fue detenido a las 14.30 horas. En el momento de su detención, no había ninguna prueba de la participación en el atentado ni de los hindúes ni del propio Zougam. Pero el hecho de que se tratara de un súbdito marroquí era suficiente para que la opinión pública absolviera a ETA de la autoría y se reforzara la hipótesis de un atentado de Al Qaeda como venganza por nuestra participación en la guerra de Irak.


  El ministro del Interior volvió a comparecer ante los medios a las 20.00 horas. En ese momento el CNI seguía apuntando a ETA y los responsables policiales de la investigación acababan de informar al ministro que sobre la autoría nada había cambiado, a pesar de las detenciones. Acebes dijo la verdad, siempre lo hizo, lo que no impidió la irrupción minutos más tarde de Alfredo Pérez Rubalcaba en Televisión Española para acusar al gobierno de mentir. Aquel fue un golpe maestro contra las expectativas electorales del Partido Popular. Rubalcaba, desde la primera cadena de TVE, el día de la reflexión y en medio de una gran conmoción pública, soltó una frase que puede ser considerada como uno de los ejemplos más sobresalientes de maquiavelismo político en nuestro tiempo: «Los ciudadanos españoles se merecen un gobierno que no les mienta, un gobierno que les diga siempre la verdad». Frase que se unió a otra genialidad propia de Rubalcaba. Este reconoció ante la Comisión de Investigación del Congreso que los miembros de la cúpula socialista, con Zapatero a la cabeza, se encontraban «bloqueados».6 No dijo abrumados, compungidos, conmovidos, conmocionados, consternados, destrozados, horrorizados. No, al hablar de su bloqueo venía a reconocer que los máximos dirigentes socialistas eran incapaces de reaccionar ante un acontecimiento que truncaba sus expectativas electorales. No digo que no se dolieran por las víctimas, sino que la percepción que todos teníamos entonces de que el atentado era obra de ETA les había bloqueado y no sabían cómo evitar la debacle que se avecinaba.


  Pero el desbloqueo vino pocas horas después mediante una paloma mensajera que voló desde el Centro Nacional de Inteligencia. En torno a las 16.00 horas Zapatero recibió un informe confidencial del CNI sobre la autoría del atentado. En él se expresaban las razones por las que, con toda probabilidad, nuestra inteligencia entendía que ETA estaba detrás del atentado. Para remachar el clavo finalizaba con esta frase: «Falta una de las huellas más significativas de este tipo de atentados: el terrorista suicida».


  No es casualidad que un par de horas después de la recepción de la nota del CNI el secretario general del PSOE telefoneara a los principales directores de los medios de comunicación para informarles que había aparecido el cadáver de un terrorista suicida y que el gobierno lo estaba ocultando. A las 22.00 horas del mismo día 11 Iñaki Gabilondo abrió el informativo de la Cadena SER con la noticia de que se había descubierto el cadáver de un terrorista suicida: «Tres fuentes distintas de la lucha antiterrorista han confirmado a la Cadena SER que en el primer vagón del tren que estalló antes de llegar a Atocha, iba un terrorista suicida. Interior no lo confirma». La cadena de PRISA daba más detalles: «Las fuentes consultadas por la SER confirman que una persona llevaba tres capas de ropa interior y estaba muy afeitada. Una práctica muy habitual entre los comandos suicidas islámicos antes de inmolarse». La cadena nunca rectificó esta monumental falsedad ni por supuesto informó de cuáles eran las fuentes consultadas ni de dónde había sacado que la ropa interior en capas era la vestimenta habitual de los suicidas islamistas.


  El ministro había informado de todo cuanto hasta ese momento podía contar. Pero en otra genial utilización de los nuevos medios, alguien —cuya identidad el PSOE se negó a investigar, pero cualquiera se lo puede imaginar— lanzó este mensaje telefónico al mediodía del día 13, en plena jornada de reflexión:


  


  Aznar d rositas? Lo llaman jornada d reflexión y Urdaci7 trabajando? Hoy 13M 18h PP Génova. Sin partidos. Silencio x la verdad. Pásalo.


  


  A la hora señalada, miles de «espontáneos» enviados por los partidos de izquierda comenzaron a asediar en toda España las sedes del Partido Popular. Y así se mantuvieron hasta bien entrada la noche.


  Mientras tanto, en el cuartel general de la policía se trabajaba febrilmente en la traducción de una cinta de vídeo que alguien había depositado en una papelera próxima a la mezquita de la M-30. A las 19.40 horas del sábado día 13 un anónimo comunicante, con acento árabe, llamó a Telemadrid para decir que buscaran una cinta en una papelera situada en las proximidades de la mezquita de Madrid. La policía se puso en marcha y se hizo con ella. En la imagen se ve a un encapuchado leer un comunicado en árabe en el que se reivindica el atentado. Una vez traducida, a las 00.45 horas del día 14 de marzo, el ministro Acebes estaba en condiciones de informar de su contenido en una nueva rueda de prensa: «Es una reivindicación sobre la responsabilidad del atentado del pasado 11. Es un varón, habla en árabe con acento marroquí. Habla en nombre de quien dice ser el portavoz militar de Al Qaeda. Su identidad no ha sido acreditada ni por los servicios secretos españoles ni extranjeros. Ahora se está estudiando la fiabilidad que pudiese tener ese comunicado, esta cinta».8


  He aquí el texto íntegro de la reivindicación de quien dice ser Abu Dujan Al Afgani, portavoz militar de Al Qaeda en Europa:


  


  Declaramos nuestra responsabilidad de lo que ha ocurrido en Madrid, justo dos años y medio después de los atentados de Nueva York y Washington.


  Es una respuesta a vuestra colaboración con los criminales Bush y sus aliados.


  Esto es como respuesta a los crímenes que habéis causado en el mundo y en concreto en Irak y en Afganistán y habrá más si Dios quiere.


  Vosotros queréis la vida y nosotros queremos la muerte, lo que da un ejemplo de lo que dijo el profeta Mahoma, si no paráis vuestras injusticias la sangre irá más a más y estos atentados son muy poco con lo que podrá ocurrir con lo que llamáis el terrorismo.


  Esto es un aviso del portavoz militar de Al Qaeda en Europa.


  


  


  Nitroglicerina


  


  Volvamos al relato judicial. Nos habíamos quedado en el momento en que la policía desactiva la mochila de Vallecas y se comprueba que contiene Goma 2 ECO. Las investigaciones posteriores revelan que los explosivos habían sido sustraídos en Mina Conchita, una explotación de carbón asturiana. Más tarde se descubrirá a los autores del robo de los explosivos. Al final, el tribunal considerará probado que varios miembros de la célula islamista, encabezados por Jamal Ahmidan, alias el Chino, llevados de la mano por Emilio Suárez Trashorras, robaron unos 300 kilos de dinamita. De ellos, según informes policiales, alrededor de 150 se utilizaron en el atentado del 11-M.


  Pues bien, el tribunal concluye, tras la valoración de una prueba múltiple, de fuentes distintas y de diversa naturaleza como son las declaraciones de los procesados, los documentos y los informes periciales, que «toda o gran parte de la dinamita de los artefactos que explosionaron en los trenes el día 11 de marzo y toda la que fue detonada en el piso de Leganés, más la hallada en el desescombro posterior, procedía de Mina Conchita».


  De ahí deduce el tribunal que el explosivo utilizado fue Goma 2 ECO. Pero no es una afirmación rotunda. Porque es innegable que la Goma 2 ECO aparece en la mochila de Vallecas y en el desescombro del piso de Leganés tras la explosión del 3 de abril, pero no está tan claro que los minúsculos restos de un cartucho de dinamita encontrado en la furgoneta Kangoo fueran Goma 2 ECO, y en cuanto al análisis de los restos obtenidos por los Tedax en los focos de explosión, que debería ser la prueba determinante, los peritos judiciales no se ponen de acuerdo.


  La confusión surge desde el mismo día 11 de marzo. Sobre las 12.00 horas, el subdirector general operativo de la Policía Nacional, Pedro Díaz Pintado, mientras estaba reunido con la cúpula del Ministerio del Interior, recibió desde la estación de Atocha una llamada telefónica de Santiago Cuadro Jaén, comisario general de Seguridad Ciudadana, para informarle de que el explosivo utilizado era «Titadyn, con cordón detonante».


  Esta información, transmitida sobre la marcha a los presentes en la reunión y al ministro Acebes poco después, sería determinante de la convicción expresada por el gobierno de que ETA había sido la autora del atentado. Sin embargo, a las 17.00 horas las cosas cambiaron de raíz. A esa hora Cuadro Jaén rectifica e informa a Díaz Pintado de que el explosivo utilizado no había sido Titadyn, aunque no podía precisar qué tipo de dinamita había sido. El subdirector general es consciente de que esta rectificación pone a los pies de los caballos al gobierno ante la opinión pública y a él mismo ante el gobierno. Así relató en el juicio su tensa conversación con Cuadro Jaén:


  


  —¿Pero cómo es posible que suceda esto? Y ¿por qué sabéis que no es Titadyn? ¿Qué tipo de sustancia es?


  —No, no, es una dinamita y el Titadyn está excluido porque dentro de sus componentes no incluye nitroglicerina.


  —Pero bueno, no os ha dado tiempo a hacer unos análisis demasiado puntuales. Llama otra vez a ver si ha podido haber un error.


  Total, que lo hace así… me llama… o sea, llama, perdón, recaba datos y me vuelve a decir que realmente queda descartado el Titadyn. Entonces, a partir de ese momento lo único que tenemos es que es una dinamita sin identificar y que no es Titadyn porque no tiene el componente de nitroglicerina.9 Pues nada más terminar esta pequeña conversación entra el director [se refiere a Agustín Díez de Mena, director general de la Policía], se lo digo:


  —Mire ha ocurrido esto… son fallos humanos realmente… pero es lo que tenemos y…


  —Pues bueno… ahora vamos al ministerio e informamos al ministro.


  


  En la Comisión de Investigación del Congreso formulé una inocente pregunta al jefe de los Tedax, Juan Jesús Sánchez Manzano, cuya respuesta le traería graves quebraderos de cabeza. Solo pretendía que nos ilustrara acerca de la composición de los explosivos utilizados en el atentado. Esta fue su respuesta:


  


  He dicho que los restos de los focos de las explosiones llegan a la unidad a las 12.30; se inicia su análisis y se obtienen los primeros resultados en torno a las 14.00 horas [del día 11 de marzo]. En algunos casos (en concreto en ocho de los diez focos), no en todos, cuando se hace el análisis de los restos del foco de la explosión logramos encontrar restos de nitroglicerina, y la nitroglicerina es el componente de todas las dinamitas.


  


  El jefe de los Tedax informó asimismo de que cuando conoció la composición del resto de explosivo hallado en la furgoneta de Alcalá de Henares concluyó que «había indicios más que fundados de que podía ser Goma2, porque coincide con la que utilizamos nosotros». Lo que no dijo en la comisión es que en el informe definitivo del laboratorio de la Policía Científica [que era la dependencia a la que se debieron llevar todos los restos para su análisis] sobre la composición del culote o resto del explosivo encontrado en la furgoneta de Alcalá figuraba un dato desconcertante: además de la nitroglicerina y demás componentes habituales de la dinamita, aparecía una sustancia propia de explosivos militares, la metenamina. Por lo tanto, el explosivo de la mochila de Vallecas y el citado resto no eran idénticos.


  Pero el jefe de los Tedax no solo no lo dijo en la comisión, sino que tampoco lo había hecho ante el juez Del Olmo. En un segundo informe fechado el 16 de marzo de 2004, que ampliaba el remitido al juzgado el día anterior, Sánchez Manzano revela al juez que los componentes del culote y los de la dinamita encontrada en la mochila de Vallecas eran idénticos. No hace la menor alusión a la metenamina. Pero otro cuerpo policial, la Guardia Civil, se daría cuenta de la omisión. El 21 de marzo de 2005, la Benemérita remite otro informe al juez en el que pone de manifiesto la presencia de la metenamina en el culote de Alcalá. Del Olmo se percata de la contradicción y pide explicaciones a Sánchez Manzano. Este se defiende como puede y comunica al juez instructor que hubo un «error de transcripción», para seguidamente tratar de minimizar el efecto de sus manifestaciones anteriores alegando que aunque no se hubiera producido tal error, la metenamina encontrada sería «una sustancia contaminante ajena y extraña a la composición originaria». Dicho en lenguaje coloquial, lo que Sánchez Manzano dijo al juez era que el laboratorio de los Tedax, cuando hicieron el análisis, se encontraba sucio, pues había restos de metenamina que contaminaron la muestra analizada.


  En julio de 2006, un miembro de los Tedax, cuya identidad no ha sido revelada, informó al periodista de El Mundo Casimiro García-Abadillo que la respuesta dada por Sánchez Manzano en la Comisión de Investigación quedaba totalmente en entredicho por cuanto la Goma 2 ECO, a diferencia de la Goma 2, no contiene nitroglicerina. Este inesperado descubrimiento, del que El Mundo informó de inmediato, provocó un auténtico terremoto. Si no había nitroglicerina eso quería decir que el explosivo utilizado no era Goma 2 ECO, lo que suponía el derrumbamiento de la «verdad oficial» sobre el 11-M.


  Según relata García-Abadillo, el ministro del Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, habló aquellos días en varias ocasiones con Pedro J. Ramírez para excusar al jefe de los Tedax. «Fue una confusión —argumentó—. Mira, yo que soy químico te puedo decir que es fácil confundirse, sobre todo con un compuesto que forma parte de las dinamitas. No le deis más vueltas: Sánchez Manzano se ha equivocado. Eso es todo».


  El 17 de julio El País publicó una nota del propio Sánchez Manzano en la que decía que su error «se debió a la asociación del citado término [nitroglicerina] con la palabra dinamita, ya que la nitroglicerina está exclusivamente ligada a las dinamitas en general y no a ninguna en concreto, siendo en este contexto explicitado en el que se produjo, es decir, por asociación natural». Una explicación desmentida por sus propias palabras, reflejadas en el Diario de Sesiones del Congreso, que transcribe su rotunda afirmación de que la nitroglicerina es el componente común de «todas» las dinamitas.


  Para mayor confusión, Sánchez Manzano proporcionó al juez Del Olmo, ante el que hubo de prestar nueva declaración el mismo día de la publicación de sus aclaraciones en el diario El País, esta nueva explicación:


  


  Es errónea la afirmación vertida por él en el sentido de que se identifica en los focos de las explosiones nitroglicerina y que tal expresión, en el contexto en que la estaba pronunciando, se estaba refiriendo en general a los focos de las explosiones de cualquier atentado, no en concreto a las del 11-M en las que intervino su unidad.


  


  Es difícil de entender estas contradicciones sucesivas de Sánchez Manzano. Porque no es verdad que se estuviera refiriendo en general a cualquier atentado, sino al del objeto de su comparecencia. Y ante la comisión manifestó que la nitroglicerina había aparecido en los análisis realizados en ocho de los diez focos de explosión de los trenes.


  


  


  La controversia sobre los explosivos


  


  Estas declaraciones de Sánchez Manzano ante el juez Del Olmo, que se realizaron en una comparecencia realizada en el marco del secreto del sumario, y a la que acudieron solamente la fiscal del caso Olga Sánchez10 y los abogados de la Asociación de Víctimas del 11-M, presidida por Pilar Manjón, no se conocieron hasta el mes de enero de 2007, unas semanas antes del inicio del juicio ante la Audiencia Nacional, que dio comienzo el 15 de febrero. De modo que cuando comenzó la vista las dudas sobre el explosivo utilizado por los terroristas estaban a flor de piel.


  Con tales antecedentes, fácil es de comprender que el tribunal tenía que dar respuesta indubitada a la controversia. Gómez Bermúdez pasó la maroma como un equilibrista a punto de caer al vacío. Sus conclusiones se asientan en las siguientes «premisas»:


  
    	El explosivo utilizado por los terroristas fue, en todos los casos, dinamita plástica, tipo goma.


    	No se sabe con absoluta certeza la marca de la dinamita que explotó en los trenes, pero toda o gran parte de ella procedía de Mina Conchita.


    	Se sabe que la que se usó y se encontró en Leganés y en la vía del AVE era GOMA 2 ECO sustraída de Mina Conchita.


    	La falta de determinación exacta de la marca de la totalidad del explosivo no impide llegar a conclusiones jurídico-penalmente relevantes respecto de la intervención de los procesados en los hechos enjuiciados y su consiguiente responsabilidad criminal.

  


  Esta es la conclusión unánime de todos los peritos que han actuado en la causa, incluidos los ocho que elaboraron la llamada «pericial del tribunal».


  Estos afirmaron de forma clara y rotunda que descartaban las pentritas, centex, cloratitas u otros explosivos distintos de la dinamita.


  Los ocho peritos que realizaron el estudio e informe ordenado por el tribunal estuvieron de acuerdo en la calidad de los análisis y de los métodos utilizados y en la validez científica de los resultados, discrepando sobre el significado de la aparición de restos de dinitrotolueno, nitroglicerina, dibutilftalato y nitroglicol en varios focos.


  Expusieron que la relevancia de que en los focos hubiera unos u otros componentes químicos estaba en que cada marca o clase de dinamita tiene una composición concreta, de modo que la presencia o ausencia de determinados elementos supone descartar o no esa marca o clase.


  Los componentes diferenciales entre una y otra dinamita, según dijeron, son el DNT —dinitrotolueno— y la NG —nitroglicerina—, que forman parte de la GOMA 2 ECO y del TITADYNE, y no están en la composición de la GOMA 2 ECO. Y, a la inversa, el nitroglicol —EDGN— y el ftalato de dibutilo o dibutilftalato, que son componentes de la GOMA 2 ECO y no los tienen ni el TITADYNE ni la GOMA 2 EC.


  Los análisis detectaron en los focos de las explosiones producidas en los trenes los siguientes compuestos químicos a los que, entre corchetes, asociamos una marca de dinamita plástica.


  En todas las muestras, dibutilftalato o ftalato de dibutilo en un porcentaje muy superior al 1 por ciento [GOMA 2 ECO] Nitroglicol —EDGN— en porcentajes superiores al 1 por ciento en todos los focos [GOMA 2 ECO], Dinitrotolueno —DNT— en varios focos en porcentajes muy inferiores al 1 por ciento [GOMA 2 EC y TITADYNE], Nitroglicerina —NG— en un foco de explosión en porcentaje muy inferior al 1 por ciento [GOMA 2 EC y TITADYNE].


  El tribunal, siguiendo un razonamiento lógico concluye que está probada la presencia de GOMA 2 ECO en todos los trenes donde explosionaron artilugios, pues un componente exclusivo de este tipo de dinamita plástica en un porcentaje relevante —más del 1 por ciento—, el dibutilftalato, está en todos ellos y otro, el nitroglicol —también en porcentaje superior al 1 por ciento—, aparece también en todos los focos, aunque este no sea exclusivo de la GOMA 2 ECO y forme parte de algunas variantes de Titadyne que no llevan nitroglicerina.


  Por el contrario, la presencia irregular y en porcentajes menores de nitroglicerina y dinitrotolueno impide descartar la presencia de pequeñas cantidades de otras marcas o clases de dinamitas.


  La discrepancia esencial de los peritos se produce en relación a la aparición de nitroglicerina en la muestra M-1 procedente del foco 3 de la estación de El Pozo.


  Esta muestra, que era el polvo de un extintor usado en la estación de El Pozo, también tiene DNT y ftalato de dibutilo, además de nitroglicol.


  Para explicar la presencia de la nitroglicerina cuatro peritos sostuvieron que esas sustancias se incorporaron a las muestras en el laboratorio y no formaban originariamente parte de ellas; es decir, que la nitroglicerina es consecuencia de una contaminación posterior de la muestra producida en el laboratorio. Otros cuatro negaron que esta pueda ser la causa.


  Sin embargo, todos, los ocho, estuvieron de acuerdo en que, de tratarse de una contaminación, esta no pudo ser intencional, humana, voluntaria.


  Tras el amplio debate producido en el plenario, en el que cada perito expuso las bases para explicar su postura, el tribunal no puede dar por probada una u otra teoría.


  Es cierto, como señalaron diversas partes, que en el caso de que se trate de una contaminación pondría de manifiesto una falla en el protocolo o procedimiento de custodia de restos de explosivos o, para ser más exactos, en la forma en que se conservan. También que toda esta discusión estaría en gran parte resuelta si el primer análisis que se hace en la misma mañana del día 11 de marzo por la perito química de los TEDAX con número 17632, se hubiera incorporado a los autos, defecto que se subsanó parcialmente con la incorporación, durante la declaración de esta en la vista, de las notas manuscritas que tomó durante esos análisis —notas «pasadas a limpio»—. Pero, ninguna de estas cuestiones compete analizar a este tribunal, más allá de su repercusión sobre el objeto del proceso.


  Los órganos judiciales valoran las pruebas aportadas en su conjunto, no de forma aislada o unitaria, y de ellas extraen consecuencias jurídicas favorables o adversas a los procesados —sujetos pasivos del proceso— conforme a las reglas y principios que rigen el Derecho Penal, entre ellos, no por menos conocido más importante, que en caso de duda la solución que dé el tribunal debe ser la más favorable al reo.


  El tribunal, tras apreciar en su conjunto todas la pruebas periciales practicadas sobre la materia a partir del 27 de mayo da por probado que en todos los casos aparecen componentes de la GOMA 2 ECO, lo que indica que esta dinamita estuvo presente en todos los focos de los trenes, si bien no se puede descartar la presencia de otra u otras marcas de dinamita (hipótesis más favorable a las defensas).


  Sin embargo, este dato, en relación con las declaraciones de los procesados y testigos que acreditan la existencia de tráfico y transporte de explosivo desde Mina Conchita y las periciales sobre los restos hallados en el vehículo Volkswagen Golf 0500 CHB, detonadores y restos de explosivo de la Renault Kangoo 0576 BRX y sobre el que componía el artilugio desactivado en Vallecas, lleva al tribunal a afirmar, más allá de toda duda razonable, que la procedencia de todo o gran parte del explosivo utilizado proviene de la explotación minera conocida como Mina Conchita.


  


  He considerado oportuno transcribir el contenido de la mayor parte del hecho probado número 5 de la sentencia porque en él se encuentra la respuesta judicial a la gran pregunta de si en efecto fue Goma 2 ECO la dinamita utilizada por los terroristas del 11-M. Pero el juez Gómez Bermúdez no las tiene todas consigo y ante las dudas suscitadas en el curso del juicio oral sobre el explosivo utilizado concluye que la Goma 2 ECO estuvo presente en todos los focos de los trenes, si bien no se puede descartar la presencia de otra u otras marcas de dinamita.


  Pues bien, hay dudas razonables que ponen en cuestión las conclusiones del tribunal.


  De nuevo ha de salir a escena el jefe de los Tedax, Sánchez Manzano. El día 11 de marzo, en torno a las 17.00 horas, el responsable de la unidad policial que se ocupó de recoger los restos de los focos de las explosiones remitió al laboratorio de la Policía Científica tres muestras para analizar: la M-1, que contenía polvo de un extintor; la M-2, con el culote o restos del explosivo encontrado en la furgoneta Kangoo, y la M-3, una muestra patrón de Goma 2 ECO que no guardaba relación con el atentado. Sin embargo, en el laboratorio de los Tedax se conservaron, sin remitirlas a la Policía Científica, numerosas muestras de restos recogidas por los Tedax en los focos de las explosiones no solo el día 11 de marzo sino en fechas posteriores.


  Recordemos que en el laboratorio de los Tedax, donde se había analizado el culote de la furgoneta Kangoo, la única conclusión ofrecida en torno a las 14.00 horas del día 11 de marzo, había sido que el explosivo era dinamita, aunque no se podía precisar de qué tipo. Lo que se descartaba, según se informó a Díez Pintado sobre las 17.00 horas, era Titadyn, porque la dinamita francesa no contenía nitroglicerina.


  Lo que llama poderosamente la atención es que Sánchez Manzano hubiera enviado el mismo día 11 una muestra patrón de Goma 2 ECO para que en el laboratorio pudieran comparar su composición con la de las otras dos muestras remitidas al laboratorio de la Policía Científica. ¿Acaso tuvo la intuición de que el explosivo utilizado era Goma 2 ECO? ¿Por qué no remitió muestra de otros explosivos, como por ejemplo la Titadyn?


  La Policía Científica, que cuenta con uno de los más avanzados laboratorios de Europa, daría un paso más. El explosivo era Goma 2 ECO, de fabricación española. Pero nadie, en aquellos momentos, como ya relatamos anteriormente, se percató de que este tipo de explosivo no contiene nitroglicerina. Y además la Guardia Civil tardaría un par de años en advertir al juez Del Olmo que la Policía Científica había detectado otro componente, la metenamina, aunque —según Sánchez Manzano— la causa de esta anomalía había sido la «contaminación» de su laboratorio.


  


  


  La macropericia —o mejor, micropericia— judicial


  


  Así las cosas, poco antes de que diera comienzo el juicio oral las acusaciones particulares solicitaron la realización de una macropericia sobre los explosivos, a la que accedió el tribunal, ordenando que su realización se efectuara en el laboratorio de la Policía Científica. Se nombraron ocho peritos, dos de la Policía Científica, dos de la Guardia Civil y cuatro independientes. De estos, tres fueron nombrados a propuesta de las acusaciones particulares (la Asociación de Ayuda a las Víctimas del 11-M y la Asociación Víctimas del Terrorismo, la de Pilar Manjón y la asociación presidida por Ángeles Pedraza). De modo que tres años después del atentado se iba a practicar una prueba crucial para el desenlace del proceso.


  José María de Pablo, abogado de la Asociación de Ayuda a las Víctimas del 11-M, refiere cómo, según se puso de manifiesto en la declaración del responsable de la Brigada Provincial de Madrid de los Tedax, Cáceres Vadillo, los artificieros bajo sus órdenes recogieron «de todo: piedras del andén, se recogió acetona y agua, se recogió todo lo que estuvo en contacto con los focos». Sin embargo, el material entregado al laboratorio para la macropericia tan solo pudo analizar «veintitrés ridículos vestigios». Algo que sorprendió a los propios peritos, que, en su informe, expresarían su extrañeza por el hecho de que «dada la magnitud del atentado, las evidencias de los focos parecen escasas».


  Y continúa el demoledor relato de De Pablo:


  


  En cambio, ni los trozos de teléfono, ni las piedras del andén, ni los algodones impregnados en agua y acetona utilizados por los Tedax para tomar muestras de los trenes llegó a los peritos. Tampoco les llegaron los restos de tierra de los cráteres de la explosión que varios Tedax aseguraron haber recogido. Unos cuantos clavos (menos de dos por foco), un par de pequeños trozos de chapa doblados, una pila de petaca chamuscada y unos restos de polvo de extintor: eso es todo lo que se entregó a los peritos. ¿Y la tonelada de vestigios que faltan? A saber qué ha sido de ellas. ¿Cómo puede ser que en el atentado de ETA contra la T-4, en el que hubo un solo foco de explosión, se entregasen a la Policía Científica más de doscientos vestigios para analizar, y en el 11-M , con doce focos —dos de ellos controlados—, los vestigios no lleguen a dos por foco?


  


  De Pablo refiere cómo en el tren que estalló a su paso por la calle de Téllez, en las proximidades de Atocha, donde los trenes siniestrados fueron cuatro, las muestras entregadas se redujeron a tres: ocho clavos doblados, un trocito de chapa metálica retorcida (de unos 20 centímetros) y un clavo oxidado, lo que significa que de uno de los focos no se entregó ninguna muestra. A la vista de todo ello, se pregunta el abogado:


  


  ¿Y dónde están las muestras de tierra que se recogieron en el cráter que produjo la explosión en ese foco? ¿Dónde están los algodones impregnados con acetona que se utilizaron para tomar muestras en aquel vagón? ¿Qué ha sido de los cables, restos de plancha, muestras de ropa de las víctimas, recogidas en ese foco? ¿O tenemos que creernos que después de varios días buscando evidencias en aquel vagón, los Tedax solo fueron capaces de reconocer un mísero clavo? ¿A quién pretenden engañar? ¿Quién —y por qué, sobre todo por qué— tenía interés en que los peritos no pudiesen analizar el resto de vestigios?


  


  La respuesta a esta última pregunta, a juzgar por lo que vino después, está bien clara. El gobierno de Zapatero, dirigido en este turbio asunto por el ministro Pérez Rubalcaba, no tenía la menor intención de llevarse ningún sobresalto como consecuencia de los análisis.


  Para más inri, de los trenes siniestrados ya no quedaba ni rastro. Esta había sido otra gran revelación del diario El Mundo, obra de Antonio Rubio. El prolongado secreto del sumario, en algunas de sus partes esenciales, había impedido conocer que entre la inmensidad de los legajos judiciales, estaba la prueba de que el juez Del Olmo había autorizado la destrucción de los trenes siniestrados, a petición de la policía, tan solo dos días después de cometido el atentado. Y el secretario judicial ilustrará a la sala el 12 de junio de 2112 que, en el folio 24.549 al 24.653 del sumario 20/04, consta un oficio de RENFE del 29 de septiembre de 2004 en el que informa al juez Del Olmo con todo detalle del destino de los vagones. Unos fueron desguazados y los que resultaron dañados —pero no destruidos— fueron reparados. El desguace se produjo entre los días 13 y 14 de marzo de 2004. La conclusión es que una de las principales pruebas del delito había sido eliminada cuarenta y ocho horas después de cometido el atentado. Se trata de un hecho insólito e inusual. Hasta el propio Tribunal Supremo calificará el desguace de los vagones de «apresurada destrucción». Un lenguaje mesurado de nuestro alto tribunal para definir lo que los ciudadanos de a pie podemos definir con calificativos más gruesos.


  Otro ejemplo revelador de la torticera actuación de algunos elementos policiales. Los restos entregados al laboratorio de la Policía Científica para la macropericia habían sido previamente lavados en el laboratorio de los Tedax con agua y acetona. Esto del lavado dio lugar a falsas interpretaciones. Al parecer es lo que se hace habitualmente. Pero lo que resulta inaudito es que no se conservara el agua y la acetona utilizadas para el lavado, porque en ellas se encontrarían disueltos los componentes de los explosivos.


  En suma, más que de una macropericia lo procedente sería hablar de una micropericia. Eso sí, con la bendición del tribunal.


  Para cuando el juicio dio sus primeros pasos el 15 de febrero de 2007 en la sala habilitada en la Casa de Campo de Madrid, los ocho peritos designados ya llevaban varios días encerrados en el laboratorio para tratar de desentrañar el misterio del explosivo. Y a pesar de las limitaciones expuestas, confiaban en poder conseguirlo.


  


  


  Astracanada en el laboratorio


  


  Pero nadie imaginaba que a lo largo de la pericia se producirían escenas más propias de una gran astracanada que de un trabajo serio y riguroso. He dicho astracanada porque no encuentro otro término mejor para definir lo que ocurrió.


  


  Acto primero:


  La acción se desarrolla en el laboratorio de la Policía Científica el día 6 de febrero de 2007, donde una cámara instalada por orden del presidente del tribunal Gómez Bermúdez graba todo cuanto ocurre en su interior. En escena se encuentran dos de los peritos designados, Andrés de la Rosa, de la Guardia Civil, y Antonio Iglesias, independiente. Analizan una muestra procedente de uno de los focos de las explosiones del tren siniestrado en la estación de El Pozo. De pronto surge algo inesperado. En la muestra aparece DNT. Los peritos no dan crédito a lo que ven sus ojos. Saben muy bien que el dinitrotolueno o DNT no está en la dinamita Goma 2 ECO, pero sí en la Titadyn. Ante la transcendencia del descubrimiento deciden analizar las muestras de los demás restos procedentes de los focos de explosión. No hay duda, en todos ellos aparece DNT. Informan de lo ocurrido a Alfonso Vega, el director de la pericia. Este, visiblemente nervioso y contrariado, ordena repetir los análisis. El resultado es el mismo.


  


  Acto segundo:


  Miguel Ángel Santano, comisario general de la Policía Científica,11 recibe la llamada de Alfonso Vega que le informa de la aparición de DNT. Santano lo comunica de inmediato a sus superiores jerárquicos. El pánico se apodera del gobierno y de la Fiscalía, pues el descubrimiento del DNT pulveriza la versión oficial. Pero es en los momentos de peligro cuando surgen cerebros brillantes que dan la solución. Esa noche, Zapatero y Pérez Rubalcaba pueden dormir tranquilos.


  


  Acto tercero:


  La acción se desarrolla al anochecer del día 6 de febrero y en la madrugada del día 7. A las 20.00 horas el laboratorio de la Policía Científica sufre un corte de luz. Pura casualidad. Las cámaras de televisión dejan de funcionar. Unos desconocidos irrumpen en el lugar y, presuntamente, manipulan las muestras de los cartuchos de dinamita Goma 2 ECO que no habían estallado en los trenes (furgoneta Kangoo, mochila de Vallecas, la encontrada en las vías del AVE con ocasión del atentado frustrado por la Guardia Civil el 2 de abril de 200412 y la del piso de Leganés).


  


  Acto cuarto:


  En el laboratorio se ha restablecido el suministro de energía eléctrica y los peritos vuelven al trabajo el día 7 por la mañana. El director de la pericia ordena entonces analizar las muestras de los cartuchos intactos de Goma 2 ECO. El resultado es que en todas ellas aparece DNT. Los análisis realizados por los Tedax en los días del atentado no habían detectado la existencia de dinitrotolueno. Pero en el laboratorio de la Policía Científica se había producido el milagro. La versión oficial había quedado confirmada. La presencia del DNT permitía mantener el «vale ya» de la fiscal Olga Sánchez. El apagón del laboratorio había vuelto a poner las cosas en su sitio y el tribunal podía concluir que, valoradas las pruebas en su conjunto, la Goma 2 ECO había sido el explosivo detectado en todos los focos de la explosión de los trenes.


  Obligados a dar una explicación, los peritos policiales volvieron a recurrir a la teoría de la contaminación. Esta se habría producido durante el proceso de fabricación de la Goma 2 ECO en las instalaciones de la fábrica MAXAM Europe S. A., en Burgos, de donde procedían los cartuchos analizados. En dicha empresa se venía fabricando Goma 2 EC, que sí contenía DNT, hasta enero de 2002, fecha en que comenzó a producirse la Goma 2 ECO eliminando dicha sustancia. Pero con toda probabilidad en el inicio del nuevo proceso de fabricación de la nueva dinamita habrían permanecido restos del DNT utilizado en la Goma 2 EC.


  Pero MAXAM reaccionó contra esta hipótesis y certificó a los peritos y al tribunal que nunca, en ningún control de calidad, se había detectado la presencia de DNT en las muestras de Goma 2 ECO, de forma que era imposible que se hubiera producido semejante contaminación.


  Por otra parte, incluso en la cocaína detectada en uno de los focos de explosión había aparecido DNT en este nuevo análisis, lo que constituía una burla a la inteligencia.


  Ante la inconsistencia de su argumentación, los inventores de la teoría de la contaminación no cejaron en su empeño. Resulta, dijeron, que en Mina Conchita la Goma 2 EC había sido sustituida por la Goma 2 ECO, pero eso no quiere decir que los terroristas no hubieran robado cartuchos sobrantes del explosivo anterior. Prueba de ello es que la Guardia Civil había encontrado bolsas abandonadas de Goma 2 EC en una inspección ocular realizada en la mina en junio de 2004. Pero esta nueva argumentación se daba de bruces con la circunstancia de que en los análisis realizados por la propia Policía Científica a raíz del atentado de los explosivos de la Kangoo, de la mochila de Vallecas y de Leganés no había ni rastro de DNT, lo que demostraba que no habían sido objeto de ninguna contaminación.


  Finalmente, los peritos de Sánchez Manzano dieron con la solución definitiva. La contaminación tuvo que producirse en Morata de Tajuña, donde en la madrugada del 11 de marzo de 2004 los terroristas procedieron a montar parte de los artefactos con los explosivos robados en Mina Conchita. Y es ahí donde se habrían mezclado cartuchos de Goma 2 EC y de Goma 2 ECO, motivo por el que se había detectado DNT en los restos procedentes de los focos de explosión. Ahora bien, los cartuchos intactos procedían del piso de Leganés. Y eran todos de Goma 2 ECO, sin el menor rastro de Goma 2 EC.


  A pesar de las contradicciones expuestas, los peritos policiales habían vuelto a sonreír. Estaban seguros de que el tribunal compraría su mercancía. Pero la astracanada no había terminado, porque antes de bajar el telón quiso el azar que la nitroglicerina volviera a convertirse en protagonista destacada.


  Resulta que mientras los medios de comunicación debatían apasionadamente sobre la irrupción del dinitrotolueno, uno de los peritos de la Guardia Civil, Carlos Atocha, y otro independiente, Carlos Romero Batallán, volvieron la mirada hacia una muestra enviada por Sánchez Manzano y que procedía de uno de los focos del tren que estalló en la estación de El Pozo. Muestra que no había sido objeto de los análisis derivados del descubrimiento del DNT, porque al examinarla en el laboratorio se concluyó que solo era polvo de un extintor utilizado para apagar el fuego el día del atentado. Y hete aquí que en el nuevo análisis se detectó la presencia de nitroglicerina, sustancia que no forma parte de la Goma 2 ECO, pero sí de la tristemente célebre Titadyn.


  Esta vez Alfonso Vega, ante las cámaras de vídeo de Gómez Bermúdez, estalló en cólera: «¡Es imposible! ¡No puede ser nitroglicerina!». Pero era. Hasta ocho nuevos análisis lo confirmaron. Y con la nitroglicerina llegó el escándalo.


  El descubrimiento se produjo el día 20 de marzo de 2007. Pocos días después llegó la Semana Santa y los peritos se tomaron unos días de descanso. Todos menos el jefe de la pericia, Alfonso Vela, que trabajó incansablemente en el laboratorio. ¿Y qué descubrió? Pues que en todas las muestras del explosivo intacto —Goma 2 ECO— se había detectado la presencia de nitroglicerina. Pero no porque esta fuera componente de dicha dinamita, sino porque se había producido una «contaminación ambiental». Resulta que las muestras habían estado embaladas desde 2004 en bolsas de plástico en el almacén de los Tedax. En consecuencia, según la explicación de Vela, «han podido incorporar a su composición sustancias explosivas y no explosivas presentes en el ambiente en que han estado almacenadas». Esto ponía en una situación comprometida a Sánchez Manzano, por cuanto el almacenamiento de los restos de un atentado gravísimo como el del 11-M no se había realizado con todas las garantías exigibles de conservación. Pero lo importante era salvar a cualquier precio la versión oficial. La contaminación eliminaba la posibilidad de que el explosivo utilizado por los terroristas fuera Titadyn. La versión oficial quedaba «blindada» con esta explicación.


  Pero el juicio oral traería consigo una nueva catástrofe. Fue el día en 28 de mayo de 2007, fecha en que compareció como testigo ante el tribunal la perito del laboratorio de los Tedax, con carné profesional 17632, que había realizado los primeros análisis del día 11 y era la persona encargada de guardar y custodiar las muestras recogidas en los focos de explosión. La testigo demostró que la teoría de la contaminación ambiental era radicalmente falsa al informar que los restos del 11-M se conservaron en un armario, en condiciones de humedad y temperatura estables, sin paso de gente, ventilado, pero cerrado mediante una puerta de acceso. Las muestras se guardaban en bolsas metidas en cajas de cartón, en sobres cerrados, dos o tres por cada uno de ellos, apiladas, encintadas con cinta adhesiva. Por último, las cajas se introducían en una bolsa final, también cerrada.


  Cuando el presidente Gómez Bermúdez preguntó si «con estas características es posible que se traslade o traspase alguna sustancia de una bolsa final a otra final, es decir, la bolsa con la que está en contacto la muestra», la testigo contestó sin vacilar: «Yo encierro en todo ese tipo de bolsas precisamente para evitarlo».


  La teoría de la contaminación ambiental se había volatilizado. Sostener que las partículas voladoras de nitroglicerina hubieran traspasado el armario destinado exclusivamente a guardar las muestras de los explosivos del 11-M y la barrera infranqueable de bolsas de plástico, sobres y cajas de cartón que la responsable del laboratorio de los Tedax había establecido para evitar cualquier contaminación, era un nuevo insulto a la inteligencia.


  Los cuatro peritos independientes rechazaron, por tratarse de un fenómeno científico imposible, la última ocurrencia del director de la pericia.


  Solo por motivaciones extrajudiciales puede entenderse que el tribunal no hubiera decretado la nulidad de la macropericia. Pero sin explosivo no hay autoría y sin autoría no hay condena. El juicio del 11-M hubiera sido un auténtico fiasco.


  El propio fiscal jefe de la Audiencia Nacional, Javier Zaragoza, en su escrito de conclusiones, consciente de la inconsistencia de la pericia practicada sobre los explosivos, afirmó:


  


  En definitiva, da igual el explosivo que se utilizara, lo cierto es que todas las pruebas apuntan a que estos personajes fueron los que cometieron ese atentado y la trama asturiana fue la que proporcionó los explosivos.


  


  Pero no es cierto que dé igual. Si el explosivo utilizado no se conoce y, por tanto, no existe la seguridad de que fuera Goma 2 ECO, en tal caso las dudas sobre la autenticidad de las pruebas adquieren mayor relevancia. Porque si no fue Goma 2 ECO habría que concluir que las pruebas que condujeron al descubrimiento de la llamada «trama asturiana», a la que después nos referiremos, carecen de valor. En la furgoneta Kangoo, la mochila de Vallecas, el frustrado atentado del AVE y la voladura del piso de Leganés estuvo presente la Goma 2 ECO procedente de Asturias, cuya autoría corresponde a la banda de narcotraficantes de el Chino y sus secuaces. Pero si la dinamita asturiana no se utilizó para provocar la matanza del 11-M, la prueba de indicios para atribuir el atentado a la célula islamista ha de ser extraordinariamente sólida y en este caso no lo es. A Jamal Zougam se le condena a 40.000 años de cárcel por el testimonio de dos súbditas rumanas que meses más tarde dicen haberle visto en los trenes. Un testimonio que se encuentra ahora judicialmente en entredicho. Su toma en consideración como elemento esencial para pronunciar esta condena no puede tener un fundamento más endeble. Porque resulta sorprendente que no apareciera ni un solo testigo que hubiera reconocido, aunque fuera bastantes meses después, como en el caso de Zougam, a ni uno solo de los miembros de la célula islamista que saltaron por los aires en el piso de Leganés. Si la Justicia acaba por condenar a las dos rumanas por falso testimonio, otro de los pilares de la sentencia se vendría abajo. Sería demasiado.


  


  


  Tirando del hilo telefónico


  


  Ya expusimos el razonamiento de la sentencia acerca del origen de los explosivos. El teléfono de la mochila de Vallecas condujo hasta Jamal Zougam, aunque en el momento de su detención tan solo se conocía que en su locutorio se habían vendido la tarjeta prepago inserta en aquel. Puesto que no había ningún motivo en aquellos momentos para dudar de que se tratara de una bomba que no había hecho explosión pese a haber sido colocada por los terroristas en el tren siniestrado en la estación de El Pozo, el análisis de los explosivos que se hallaban en su interior demostró que eran cartuchos de Goma 2 ECO, de fabricación nacional. Además, el culote o restos del cartucho de dinamita de la furgoneta Kangoo, tenía adheridas las etiquetas del fabricante, Unión Española de Explosivos (que más tarde adoptaría la denominación de MAXAM). El jefe de los Tedax entró en contacto con la empresa y así se pudo averiguar que la dinamita procedía de Mina Conchita, situada en el concejo asturiano de Belmonte de Miranda, a 56 kilómetros de Oviedo, al igual que los detonadores que habían sido adquiridos a un distribuidor asturiano por la empresa Caolines de Merilles, titular de varias explotaciones mineras, entre ellas Mina Conchita.


  Este descubrimiento produjo una gran inquietud en la Unidad Central Operativa de la Guardia Civil, así como en la policía y en la Guardia Civil de Asturias. El motivo era que en el año 2003 un confidente de la UCO, Rafá Zouhier, súbdito marroquí residente en Madrid, pero que había sido captado en 2002 para colaborar con dicha unidad de la Benemérita en la prisión de Villabona, había informado a sus controladores que Antonio Toro y su cuñado Emilio Sánchez Trashorras, cuya actividad principal era el narcotráfico, tenían en su poder grandes cantidades de dinamita robada que se proponían vender en el mercado clandestino de explosivos así como a la banda terrorista ETA. El confidente llegó a proporcionar a sus controladores una muestra de la dinamita en poder de los asturianos, pero la investigación realizada no había dado resultado porque, según informaron los controladores de Zouhier, se encontraba en mal estado por lo que los agentes de la UCO procedieron a su destrucción.


  Pero los encargados de la investigación desconocían lo anterior. Cuando Sánchez Manzano remitió una nota informativa a la Comisaría General de Información con el resultado de sus pesquisas sobre los explosivos y los detonadores, el comisario general, en aquellos momentos Jesús de la Moneda, ordenó que el inspector de policía Antonio Jesús Parrilla, de la Unidad Central de Información Exterior (UCIE), especializada en el terrorismo islamista, y Miguel Ángel Gamonal, comisario de la Unidad Central de Inteligencia (UCI), encargada de combatir a ETA, se trasladaran a Asturias para contactar con los responsables de la empresa explotadora de Mina Conchita. Así lo hicieron y el 16 de marzo ya estaban en el Principado, donde lo primero que hicieron fue trasladarse desde Oviedo al concejo de Belmonte para entrevistarse con los responsables de la mina.


  Mientras tanto, en la Comisaría General de Información continuaban tras las pistas que arrojaba el teléfono de mochilas. Les llama la atención que desde unas tarjetas prepago adquiridas en el locutorio de Jamal Zougam se había contactado en numerosas ocasiones con teléfonos que operaban en la zona de Avilés. Desde Madrid informaron al inspector Parrilla que la persona titular de uno de ellos era una tal Carmen Toro. Asimismo se verificó que dos antiguos trabajadores de Mina Conchita residían en Avilés. En cuanto a los explosivos los encargados de la mina presumieron de llevar un control exhaustivo y manifestaron que no habían detectado ninguna sustracción de explosivos. Los enviados de la Comisaría General de Información decidieron entonces trasladarse a dicha localidad asturiana.


  Al día siguiente, 17 de marzo, acudieron a la comisaría de Policía de Avilés. Allí les recibió el inspector jefe de la sección de Estupefacientes, Manuel García, al que sus compañeros llaman Manolón. Este les confirmó que de los dos antiguos trabajadores de Mina Conchita, uno de ellos, Emilio Suárez Trashorras, era confidente suyo en asuntos relacionados con el tráfico de hachís. Les dijo asimismo que, poco después de producido el atentado, su confidente le había expresado su convicción de que los autores de los atentados habían sido unos «moritos» que traficaban hachís con él y cuya existencia corroboraba el inspector. Pero como Emilio era un fantasioso, él no le había hecho caso. A petición de sus interlocutores, Manolón llamó a Suárez Trashorras y le pidió que acudiera a la comisaría. El confidente llegó en torno a las 12.00 horas acompañado de su mujer. La primera sorpresa de los investigadores madrileños se produjo al comprobar que se trataba de Carmen Toro, la esposa de Suárez Trashorras, la titular del móvil receptor de llamadas producidas mediante la tarjeta prepago del locutorio de Zougam.


  Pero la conversación —que no interrogatorio policial, pues el asturiano no había sido detenido todavía— ofrecería otras informaciones de extraordinario interés. Al preguntársele por qué sospechaba de los «moritos», contestó que porque el cabecilla de todos ellos, al que él llamaba Mowgli [que no era otro que Jamal Ahmidan, alias el Chino], había mantenido una discusión con Carmen en Madrid, cuando le visitaron el 26 de febrero en Morata de Tajuña al regreso de Canarias, donde habían pasado su luna de miel, pues habían contraído matrimonio el 14 de febrero. La discusión, en tono airado, se había producido porque Mowgli había defendido el atentado contra las Torres Gemelas de Nueva York, lo que reveló su adhesión al radicalismo islamista. Además, Mowgli había hablado por teléfono poco antes del 11-M para decirle, en tono misterioso, que «si no nos vemos en la tierra, nos veremos en el cielo». A la pregunta sobre cómo había conocido a Mowgli, Suárez Trashorras contestó que porque se lo había presentado Rafá, «otro moro», que había coincidido en la prisión de Villabona con su cuñado Antonio Toro.


  Durante la conversación de esa mañana, Parrilla recibió de Madrid otra impactante información. Resultaba que el titular del teléfono que operaba con la tarjeta prepago vendida en el locutorio de Zougam estaba en Asturias y había realizado y recibido numerosas llamadas durante la tarde y la noche del día 28 al 29 de febrero. Llamadas que tenían como destinatario o procedían del teléfono de Carmen Toro. Por otra parte, la compañía Amena había registrado hasta 18 llamadas producidas en el mismo periodo entre dicho teléfono y el de Emilio Suárez Trashorras.


  A partir de ahí, las cosas se precipitaron. Abrumada por las preguntas del inspector Gamonal, Carmen pidió a Emilio que contara todo, pero que a ella la dejara al margen. Y así lo hizo su esposo, aunque ocultó muchas cosas que más tarde confesaría. Dijo que meses atrás había mostrado a Mowgli dónde se encontraba Mina Conchita. Identificó el lugar exacto donde estaba la finca del marroquí en Morata de Tajuña. Informó de cómo a Rafá y Mowgli les había estallado tiempo atrás un detonador, que probablemente procedía de Mina Conchita. Habló de las dos reuniones que había mantenido con los «moritos» en un McDonald’s de Madrid. Y confirmó que Mowgli había estado en Asturias los días 28 y 29 de febrero. Fue entonces cuando el comisario general de información, De la Morena, informado por Parrilla y Gamonal del relato de Suárez Trashorras, ordenó su detención e inmediato traslado a Madrid.


  A su regreso a la capital, el inspector Parrilla elaboró un detallado informe con destino a la UCIE sobre el resultado de su fructífero viaje a Asturias. El informe contenía un punto que no podemos pasar por alto. Suárez Trashorras había manifestado que a primeros de marzo, poco antes del atentado, el Chino estaba en Ibiza, desde donde le llamó por teléfono. En el curso de la conversación, el marroquí le comentó que traficaba con hachís también en el País Vasco y que tenía varios amigos pertenecientes a ETA, entre ellos Gorka Vidal e Irkus Badillo. Ambos acababan de ser detenidos el 29 de febrero con una furgoneta cargada de explosivos en Cañaveras (Cuenca). Emilio le preguntó si eran los que habían salido en la tele, a lo que el Chino asintió.13


  Pues bien, en el juicio oral Suárez Trashorras no negó lo dicho en la comisaría de Avilés, pero manifestó que no volvió a hablar de ello en sus declaraciones posteriores porque tal vez habría sido «un malentendido», ya que los policías presentes «le explicaron que ETA no se relacionaba con traficantes y que ETA hasta había atentado incluso en épocas anteriores contra traficantes, y que era imposible esa relación». Sin embargo, en unas declaraciones realizadas al diario El Mundo el 5 de septiembre de 2006, Suárez Trashorras confirmó, sin ninguna vacilación, su declaración inicial. Por su parte, los terroristas de Cañaveras afirmaron en el juicio ante la Audiencia Nacional, celebrado en abril de 2007, que no tenían ninguna relación ni con el 11-M ni con los islamistas. Declaración de dudosa credibilidad, pues si lo hubieran admitido se habrían enfrentado a un nuevo proceso.


  Pero lo más destacable de este episodio lo constituye el hecho de que el informe del inspector Parrilla, redactado a su regreso de Asturias y que entregó a la UCIE, no fue remitido al juez Del Olmo. En su lugar, se le envió un informe, sin firma, sobre la declaración de Avilés. En él no se hacía ninguna referencia a los etarras de Cañaveras. Parrilla negó haber sido el autor de semejante informe.


  


  


  El episodio Manzano


  


  Relacionado con Suárez Trashorras hubo otro episodio reseñable. Tras su detención, la policía registró su domicilio y encontró una agenda telefónica. En ella aparecía un nombre, Manzano, debajo de un número de teléfono fijo perteneciente a Madrid. En el juzgado de instrucción se pensó que podía referirse a Sánchez Manzano, el jefe de los Tedax. Este negó al juez que dicho número fuera suyo. Entonces Del Olmo, en presencia de Sánchez Manzano, marcó el número misterioso. Al otro lado del hilo telefónico se escuchó la voz de un agente de la UCIE (contraterrorismo islamista). El desconocido explicó a Del Olmo que Manzano era el alias que él utilizaba cuando se relacionaba con sus confidentes. El juez se dio por satisfecho con esta explicación. Mucho más tarde sabríamos que el teléfono anotado en la agenda de Carmen Toro era el del inspector Parrilla, que se lo había dado en Asturias, según manifiesta en su último libro el propio Sánchez Manzano.


  En su relato de hechos en primera persona, Sánchez Manzano se refiere a su comparecencia en la Comisión de Investigación del Congreso, en la que me correspondió interrogarle.


  Fue en el curso de mi interrogatorio cuando el jefe de los Tedax afirmó que la nitroglicerina era la componente de todas las dinamitas, sin tener en cuenta que la Goma 2 ECO no contiene tal sustancia, respuesta que como ya he expuesto anteriormente le trajo muchos quebraderos de cabeza.


  Sánchez Manzano dice en su libro que desde primeras horas de la mañana del 11-M ya habían descartado que ETA fuera la autora del atentado, porque la Titadyn, según sus distintas versiones, tiene color rojizo o anaranjado y los cartuchos que los Tedax habían visto en las mochilas que desactivaron en la estación de Atocha y en la de El Pozo eran de color marfil. Sin embargo, en la comparecencia ante la comisión declaró que no supieron que el explosivo utilizado era Goma 2 (todavía no se había concretado que se trataba de Goma 2 ECO) hasta que analizaron el contenido de la decimotercera mochila, aparecida en la comisaría de Vallecas en la madrugada del 12 de marzo. Más aún, reconoció que este descubrimiento les había inducido a descartar la autoría de ETA, porque ni por las mochilas explosionadas por los Tedax ni en los focos de la explosión de los trenes se pudo determinar el tipo de explosivo, pues una vez producida la deflagración no hay manera de saberlo. No pudo ser más contundente:


  —Después de la explosión es imposible poder saber ni siquiera qué tipo de explosivo es.


  No contento con esto, a mi pregunta acerca de si el hecho de que la dinamita no fuera Titadyn, algo que no se sabía en el inicio de las investigaciones, podía excluir a priori la autoría de ETA, respondió:


  —Policialmente no podemos excluir ninguna hipótesis. Tenemos que tener abierta la mente a cualquier premisa para formular cualquier hipótesis que se vaya dando.


  Volví a insistir sobre esta cuestión:


  —Le voy a hacer otra pregunta que se me ocurre sobre la marcha. Aunque ustedes hubieran sabido desde el primer momento que era Goma 2, ¿eso les conducía al terrorismo islámico? Es que da la impresión de que si era Titadyn, era ETA, y si era Goma 2, eran los terroristas árabes. ¿Eso se puede afirmar? ¿Se puede decir que porque no fuera Titadyn y fuera Goma 2 esto nos conducía necesariamente al terrorismo islámico?


  Esta fue su respuesta:


  —Ya le he dicho antes que, como investigador, hay que tener la mente abierta a todas las hipótesis hasta que no se contrastan los datos, y con mayor motivo en mi unidad, porque solamente manejamos datos contrastados. No podemos trabajar algo que no sea cierto, sino sobre hechos que se vayan asentando. —Y apostilló—: Ya le he dicho que es imposible del resto de una explosión obtener qué clase comercial de dinamita se ha utilizado. Solamente se puede conocer que es dinamita.


  Mis preguntas eran pertinentes, porque la acusación al ministro Acebes de haber mentido al anunciar que se había abierto la investigación de la vía islamista sin descartar la de ETA, cuando ya sabía que el explosivo utilizado no era Titadyn, carece de fundamento.


  En el turno de repreguntas volví sobre esta cuestión fundamental. A lo largo de su comparecencia había quedado meridianamente claro que la conclusión de que el explosivo utilizado por los terroristas había sido Goma 2 era fruto de una deducción lógica: porque era este tipo de dinamita el que se hallaba en el interior de la mochila de Vallecas. Por este motivo, quise saber cuándo habían determinado que era Goma 2 tras la realización del análisis de las muestras obtenidas en el lugar de los atentados.


  Su respuesta no pudo ser más contundente:


  —Eso nunca lo hemos determinado.


  Perplejo ante tan sorprendente respuesta insistí. Este fue el diálogo que mantuvimos:


  —Es decir, que si no llega a ser por esa decimotercera mochila, lo único que sabemos es que es dinamita, pero no sabemos el tipo de dinamita.


  —No sabemos el tipo de dinamita. [Se refiere al análisis realizado en el laboratorio de los Tedax que a las 14.00 horas del día 11 de marzo informó que el explosivo era «dinamita», pero sin especificar de qué marca se trataba]. Lo hubiéramos sabido con los restos del cartucho que se encuentran en la furgoneta.


  —Ah, después.


  —Pero en la furgoneta.


  —En la furgoneta. Tampoco en el lugar de los atentados.


  —Tampoco en el lugar de los atentados.


  —Es decir, que en este momento [7 de julio de 2004] tampoco se puede afirmar ni negar que lo utilizado en las mochilas que explotan es Goma 2.


  —No.


  Hay algo que conviene tener muy presente. Nadie sabe con certeza qué estalló en los trenes. La sentencia utiliza el método deductivo. Si en la mochila de Vallecas había Goma 2 ECO; si en la furgoneta Kangoo se encontraron restos de un cartucho de dinamita Goma 2 ECO; si en el piso de Leganés, que saltó por los aires el 3 de abril, se encontraron entre los escombros cartuchos de dinamita Goma 2 ECO, la conclusión es que este fue el explosivo que los terroristas hicieron estallar en los trenes. Pero no hay una sola prueba de laboratorio realizada sobre las raquíticas muestras analizadas de los restos recogidos en los focos de las explosiones de los trenes que acredite que fue Goma 2 ECO. Digo raquíticas muestras porque los trenes siniestrados se destruyeron a las cuarenta y ocho horas del atentado y la contaminación de las escasísimas muestras que se conservaban en el laboratorio de los Tedax impidieron llegar a una conclusión unánime e indiscutible. De modo que al día de hoy no se puede asegurar que el explosivo de la masacre de Madrid fuera Goma 2 ECO. Más aún, lo más probable es que no lo fuera.


  Pues bien, como ya he dicho al comienzo de este epígrafe, la víspera de la comparecencia de Sánchez Manzano ante la Comisión de Investigación, el periodista del diario El Mundo, Manuel Cerdán había publicado un artículo en el que decía: «Sánchez Manzano tendrá también que aclarar por qué Carmen Toro, esposa de Suárez Trashorras —el exminero asturiano acusado de haber robado y vendido los explosivos utilizados en el 11-M— tenía en su poder una nota con un número telefónico de las dependencias policiales de Canillas con la leyenda Manzano. Ese dato hizo pensar al juez Juan del Olmo que el número pertenecía al propio jefe de los Tedax, aunque este lo negó». Este artículo era continuación de otra información publicada días atrás con el siguiente titular: «Carmen Toro tenía un teléfono con un nombre igual al del jefe de los Tedax». Por este motivo, al final de mi primer turno de preguntas, no pude menos que preguntarle:


  —¿Cree usted que con esta información alguien ha querido dañar su reputación? ¿Sabe qué es lo que hay en este asunto, sin duda enojoso para usted?


  —Todos ustedes —respondió Sánchez Manzano— han leído el artículo y se habrán dado cuenta de que en el contenido del mismo viene la verdad de lo que ha pasado. Se cuenta cómo han sucedido las cosas y, sin embargo, en el titular se da de una manera distinta. Se hace una rectificación al día siguiente y a pesar de ello ayer vuelve a salir. Comprenda usted que hable en este tono porque estoy un tanto indignado, porque los autores o las personas que han publicado eso no se dan cuenta del daño que hacen a mi persona, a mi familia y al entorno que me rodea, aunque eso no es lo más preocupante porque al fin y al cabo yo paso por una institución, soy Sánchez Manzano y me voy, pero queda la institución, y con ese artículo lo único que se está sembrando es la desconfianza de los ciudadanos en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.


  Luego, después de aclarar que no era un teléfono móvil sino uno fijo, relató cómo habían ocurrido los hechos:


  —El juez [Del Olmo] me dijo: mire, viene aquí un teléfono y debajo la palabra Manzano. Me lo muestra y le dije que ese no era mi número de teléfono, que sí era de Canillas, pero que no era mi número de teléfono. El juez lo que hizo fue llamar delante de mí a ese número de teléfono y alguien se puso al otro lado, y a mí me confirmó que era un apodo que se utilizaba desde hace años por un miembro de la Unidad Central de Información Exterior. [Más tarde se sabría que el número de teléfono correspondía al de la mesa de trabajo del inspector Jesús Parrilla]. Además, el juez anotó en un post-it amarillo las iniciales de la Unidad Central de Información Exterior. Yo me marché de allí tranquilo. Si alguien consultaba ya podía ver al lado las iniciales de la Unidad Central de Información Exterior. Me fui tranquilo. Estando fuera de España recibo la llamada a las 07.00 horas de que empiezan los debates en algunas cadenas de radio y que en El Mundo había salido publicado. Esta fue la sorpresa que me llevé estando ya fuera de España.


  Cuando terminó me congratulé de que con mi pregunta hubiera tenido «la oportunidad de deshacer estos equívocos tan desgraciados y que sin duda tanto daño le han ocasionado».


  En esta recapitulación de lo que sabemos del 11-M no tenía la menor intención de recordar el episodio Manzano, que no tuvo ninguna importancia en el conjunto del trabajo de la Comisión de Investigación. Si lo hago es porque no puedo pasar por alto la referencia que de él hace el propio Sánchez Manzano en su reciente libro. «Por su formulación y el tono que utilizó —comenta—, tuve claro que [la pregunta] pretendía desestabilizarme anímicamente para que perdieran coherencia mis declaraciones». Califica mi actuación de «taimada», cualidad que es propia de bellacos o de astutos. Afirma que no me habían satisfecho sus respuestas sobre el explosivo utilizado y que, cuando le formulé la pregunta sobre el teléfono Manzano, estaba visiblemente contrariado porque había declarado que los Tedax nunca habían informado que el explosivo utilizado fuera Titadyn. Apreciación manifiestamente incierta, porque en modo alguno estaba enojado por sus respuestas ni le habíamos imputado que fuera él quien en torno al mediodía hubiera informado al director operativo de la Policía, Díaz Pintado, que el explosivo era Titadyn con cordón detonante. Y sabíamos también que al juez Garzón, sobre las 12.30 horas del día 11 de marzo, en la propia estación de Atocha, un Tedax le comentó que había sido Titadyn. Fracasaron todos los intentos de que Garzón revelara quién había sido el misterioso Tedax.


  Comprendo que Sánchez Manzano viva afectado por el calvario que ha debido padecer por las informaciones, demandas y querellas en las que se cuestiona su profesionalidad como jefe del Tedax en relación con el 11-M. Pero se equivoca de cabo a rabo en sus apreciaciones sobre mí y mis intenciones. Precisamente me había quedado muy satisfecho con sus respuestas al declarar que no era cierto que se hubiera descartado la posibilidad de que el explosivo fuera Titadyn, al menos hasta que en la madrugada del día 12 apareciera la mochila de Vallecas, así como con el reconocimiento de que del análisis llevado a cabo de las muestras obtenidas en los focos de la explosión de los trenes en la mañana del día 11 solo se concluyó que era «dinamita», y esto porque había aparecido nitroglicerina, que es la componente de todas las dinamitas, algo que después reconocería que había sido un error.


  Si formulé la pregunta sobre el episodio Manzano fue porque conocíamos que varios de los detenidos acusados de participar directa o indirectamente en la masacre eran confidentes policiales y no cabía descartar que también Carmen Toro lo fuera. Reconozco que no tuve reflejos para, a la vista de su respuesta, pedirle que nos informara de por qué la esposa del acusado de proporcionar los explosivos a los terroristas tenía en su poder el número de teléfono de un miembro de la UCIE, la unidad encargada de combatir al terrorismo islámico.14 Pero, que quede claro, y hay grabaciones que lo pueden acreditar, que mi pregunta se realizó en tono pausado mientras que fue él quien utilizó un tono airado, según reconoce en su propia intervención.


  Por supuesto, nada dice de que al comienzo de mi intervención, antes de proceder a mi interrogatorio, le di la bienvenida con estas palabras:


  


  En primer lugar, y en nombre de nuestro grupo, le felicitamos muy sinceramente por el esfuerzo que usted realizó, en unión con todo el Cuerpo General de Policía, para desentrañar los trágicos atentados del 11 de marzo. Yo vivo en una zona muy afectada desgraciadamente por el terrorismo, y la labor de ustedes me parece admirable, porque además en esa lucha contra el terrorismo han tenido numerosas bajas como consecuencia del valor que demuestran cada vez que se acercan a un artefacto explosivo con ánimo de desactivarlo. Algunas veces, desgraciadamente, no lo han conseguido y ha pagado con su vida un servidor del orden público. Por eso le expreso mi más sincera admiración.


  


  Esta fue mi pérfida manera de desestabilizar anímicamente al señor Sánchez Manzano. Su juicio sobre mis intenciones no puede ser más desafortunado. Lo malo es que lo publicado ahí queda para los restos.15


  


  


  Detención de Zouhier


  


  La detención de Suárez Trashorras, confidente de la policía, llevó inevitablemente a la de Rafá Zouhier, confidente de la Guardia Civil. El marroquí se enorgullecía de colaborar con «la élite de España», que para él era la Unidad Central Operativa (UCO) del benemérito cuerpo.


  Un confidente no deja de ser un chivato. Es alguien que por dinero o por algún otro interés económico delata a aquellos con quienes convive o trata en el mundo de la delincuencia. Decir de alguien que es un chivato es peyorativo. La mayoría de la gente considera que ser confidente es una actividad muy poco honorable. Pero, nos guste o no, los confidentes son fundamentales para la seguridad de los comunes mortales. Si no fuera por ellos muchos éxitos policiales habrían sido rotundos fracasos.


  En el 11-M hubo confidentes que facilitaron a sus controladores —que así se llama a los agentes que tratan con ellos— elementos suficientes para actuar contra Suárez Trashorras e incluso contra la banda de el Chino, no solo después, sino sobre todo antes de cometerse el atentado. El éxito habría sido que sus informaciones hubieran permitido evitar la gran matanza. Zouhier proporcionó datos precisos acerca de la actividad delictiva tanto de drogas como de explosivos robados. Otros también lo hicieron. El 11-M se fraguó y ejecutó —y lamento decirlo tan gráficamente— en las narices de ciertos miembros de las Fuerzas y Cuerpos de la Seguridad del Estado.


  Al menos, tras la comisión del atentado las confidencias de Zouhier sirvieron para identificar a el Chino como uno de los cabecillas de la célula islamista. Pero a pesar de los datos aportados tampoco hubo suerte porque la policía no consiguió detener a los integrantes del comando islamista que acabaron volando por los aires en el piso de Leganés y que después de la masacre continuaron moviéndose por Madrid. Es verdad que a toro pasado las cosas se suelen ver de otra manera, pero no se entiende cómo Jamal Ahmidan, el Chino, que estuvo en todo momento bajo control policial, no solo no fue detenido, sino que, junto al resto de la banda islamista, tuvo tiempo de preparar el atentado contra el AVE Madrid-Toledo antes de reunirse con los demás miembros de la célula terrorista en el piso de Leganés, donde decidió —o decidieron por él— convertirse o convertirle en mártir del islam.


  La detención de Suárez Trashorras y de Zouhier permitió a los investigadores continuar su trabajo con nuevos bríos. Todo aquel que formara parte del círculo social en el que se desenvolvían los islamistas pasó a engrosar en principio la lista de sospechosos. Gran número de musulmanes fueron detenidos y puestos a disposición del juez Del Olmo. En Asturias ocurrió lo mismo con los trabajadores de Mina Conchita. La mayoría quedaría en libertad y nunca fueron imputados por no acreditarse la participación directa ni indirecta en el atentado. Al final, serían juzgados veinte musulmanes de nacionalidad extranjera y nueve asturianos.


  


  


  La autoría intelectual


  


  La expresión «autor intelectual» hizo fortuna por aquel entonces. La sociedad quería saber quiénes habían sido los miembros del comando que perpetró el atentado. Pero además la gente se preguntaba quién lo había ordenado, planificado y financiado. Para responder a las dudas suscitadas sobre la autoría intelectual, el juez Del Olmo formuló acusación contra un grupo de musulmanes caracterizados por su adhesión ideológica a los planteamientos del islamismo radical. Pero el éxito tampoco coronó la empresa, pues al final no se encontró prueba alguna que vinculara a los presuntos autores intelectuales con la célula inmolada en Leganés.


  En la Comisión de Investigación del Congreso se escucharon numerosas versiones sobre la autoría intelectual. En su comparecencia ante los comisionados, el ministro del Interior, José Antonio Alonso, declaró que se trataba de Sarhane Ben Abdelmajid Fakhet, alias el Tunecino. Después se acusó a Rabei Osman Al Sayed, alias el Egipcio, a quien se interceptó en Italia una conversación telefónica en la que presumía de ser el organizador del 11-M, labor que le había llevado más de dos años. El CNI se inclinaba por Allekema Lamari. Otros informes señalaban con el dedo acusador a Amer Azizi, un marroquí que podría ser el enlace entre los islamistas del 11-M y Al Qaeda, que estaba en paradero desconocido y al que se vinculaba con los atentados de Casablanca. Mas para un destacado miembro de la UCIE, el autor intelectual sería Abuh Dahdad, juzgado en España por su presunta participación en la organización del atentado contra las Torres Gemelas de Nueva York. Demasiados ases para una sola baraja.


  Si Baltasar Garzón no pudo o no quiso despejar la X de los GAL, al juez Del Olmo le ocurrió lo mismo. Al final decidió sentar en el banquillo, como autor intelectual, a el Egipcio, aunque sin descartar a el Tunecino, que no pudo ser juzgado porque el 3 de abril de 2004 había pasado a mejor vida.


  En un informe remitido al juzgado de Del Olmo por la Comisaría General de Información el 3 de julio de 2006, cuando la instrucción estaba a punto de terminar, el comisario general Telesforo Rubio —el mismo que había preparado su comparecencia ante la Comisión del Congreso en la sede socialista de Gobelas— sostiene una nueva teoría que casi concluye que los auténticos autores intelectuales habrían sido Bush, Blair y Aznar, pues la invasión de Irak provocó el ansia de venganza de los islamistas contra sus agresores, de la que germinó por generación espontánea la célula del 11-M:


  


  Dicha autoría intelectual y/o estratégica de carácter global e internacional, surge a lo largo de 2003, y es atribuible a los estrategas que lideran la insurgencia iraquí y a los líderes de Al Qaeda… Dicho liderazgo intelectual se da a conocer a través de diversos comunicados y elaboración de diversos documentos que se hacen públicos por diversos medios, especialmente a través de Internet (en la página web de Global Islamic Media) y cumplen una finalidad de estrategia global.


  


  Considera la Comisaría General de Información que el apoyo de José María Aznar, en 2003, a la guerra contra Irak impulsada por Estados Unidos y el Reino Unido provoca una serie de amenazas contra España por parte del islamismo radical:


  


  Se amenaza a los países que integran la fuerza multinacional desplegada en Irak, entre ellos a España. Ejemplo: los llamamientos a la guerra santa contra los cruzados por parte de los líderes de Al Qaeda, como el de Ayman Al Zawahiri el 21 de mayo de 2003.


  Se señala a las tropas españolas desplegadas en Irak y a los intereses españoles fuera de Irak, como objetivos materiales de atentados. El 18 de octubre de 2003, un comunicado de Osama Ben Laden amenaza a España de manera expresa para lograr objetivos estratégicos más lejanos.


  


  Los «objetivos estratégicos» del terrorismo islamista se contienen en un documento de Global Islamic Media [página web consultada por los radicales que cometieron el atentado del 11-M] que planteaba como objetivos estratégicos provocar un cambio de gobierno y conseguir la retirada de las tropas españolas y, como consecuencia del previsible contagio de las fuerzas internacionales, lograr el aislamiento de los estadounidenses en Irak.


  Se destaca la reivindicación de «los atentados cometidos contra intereses españoles por organizaciones dependientes de Al Qaeda». El 29 de noviembre de 2003, la muerte de siete miembros del CNI asesinados en una emboscada al sur de Bagdad es reivindicada por el grupo iraquí Ansar Al Sunna, liderado por Abu Musab Al Zarqawi. También se destaca el aliento «a las células regionales y locales a ejecutar los objetivos estratégicos establecidos fuera de Irak en el “mensaje al pueblo español” hecho público en Bagdad el 3 de diciembre de 2003 y difundido a través de la página web de Global Islamic Media».


  Como consecuencia de lo anterior, en Madrid surge de forma espontánea una «célula local», que comienza a conformarse a lo largo de 2003:


  


  Haciéndose más evidente su definición a finales de año, coincidiendo con el inicio de la operativa logística de aprovisionamiento de material explosivo, alquiler de inmuebles, etc. Dicha célula local materializa los atentados del 11-M en Madrid para el cumplimiento del fin global establecido y, así lo acreditan las reivindicaciones realizadas tras los atentados, tanto las emitidas por la propia célula local autora de los atentados (la organización Ansar Al Qaeda en Europa, Abu Dujan Al Afgani), como las emitidas por las organizaciones de ámbito internacional (organización terrorista Brigadas de Abu Hafs al Mari que reivindica los atentados en nombre de Al Qaeda).


  


  La Comisaría General de Información fundamenta la conclusión anterior en «evidencias encontradas en los distintos escenarios, especialmente los borradores manuscritos de las reivindicaciones y los registros informáticos intervenidos en el piso de Leganés donde se suicidaron siete terroristas». Tales manuscritos son un «compendio de discurso yihadista [a favor de la guerra santa] en forma escrita, hablada y en imágenes».


  Todo este preámbulo sirve para fundamentar la acusación contra el Tunecino como impulsor de los atentados:


  


  Se puede considerar a Sarhane Ben Abdelmajid, el Tunecino, como el impulsor de los atentados, teniendo en cuenta el papel que jugó al interrelacionar los diferentes grupos que participaron en los atentados. Sarhane busca medios y gente para realizar la misión que ya habían tomado: atentar en España como reacción a la posición en el conflicto de Irak y Afganistán. Se une al grupo de Jamal Ahmidan, el Chino, quien acusa un fuerte perfil Takfir [la misma secta de los autores del 11-S], consiguen los explosivos y reúne un grupo operativo con gente de varios de los grupos participantes.


  El Tunecino era la persona más cercana a Mustapha Maymouni y quien se hizo cargo de la dirección del grupo organizado por este tras su detención. El Tunecino mantenía vínculos con elementos cercanos a Al Qaeda y realizaba actividades de apoyo a presos vinculados a Al Qaeda.


  


  Esta célula local sería el fruto de la integración de varios grupos de distinta procedencia:


  


  Sujetos con antecedentes por delincuencia común: Jamal Ahmidan, Mohamed y Rachid Oulad Akcha, Abdennabi Kounjaa.


  Individuos que había conocido el Tunecino mediante acercamiento al grupo de Maymouni (Mohamed Afalah).


  Otro grupo relacionado con el entorno de Rabei Osman Al Sayed, el Egipcio. Estos últimos son Basel Ghalyoun, Fouad el Morabit, Mourad Chabarou y Mohamed Larbi.


  Personas que mantuvieron contactos con otros importantes elementos de Al Qaeda como Abu Qutada y Amer Azizi y que, por tanto, podrían jugar también un importante papel de enlace con Al Qaeda. Allekema Lamari, Jamal Zougam y Said Berraj, muy unido a Amer Azizi y que también podría ser un enlace directo con Al Qaeda, al quedar constatado en el sumario 35/01 su desplazamiento a los campos de entrenamiento de Al Qaeda en Afganistán.


  


  Telesforo Rubio rechaza rotundamente que ETA hubiera tenido la menor participación en el atentado del 11-M. Solo apunto, sin ninguna intención, que en ese momento ETA y el gobierno estaban en plena negociación. Argumenta que en la furgoneta Kangoo descubierta en la estación de Alcalá de Henares los terroristas no habían manipulado la matrícula, siendo así que ETA suele utilizar vehículos sustraídos, cambiando las placas por otras falsas o dobladas. La dinamita utilizada es de origen español —Goma 2 ECO—, mientras que ETA venía utilizando Titadyn robada en almacenes franceses, en ocasiones mezclada con otros explosivos como la cloratita o amonal, para potenciar su poder devastador. Por último, los etarras nunca han colaborado en sus atentados con grupos delincuenciales ni han utilizado canales de abastecimiento procedentes de la delincuencia común.


  El informe ocultaba que los islamistas, en sus comunicados, no hacían referencia únicamente a la participación de España en Irak, sino también a nuestra presencia militar en Afganistán. En la cinta de la mezquita de Madrid, el islamista encapuchado anunciaba que se proponían cometer nuevos atentados y expresaba su repulsa a las palabras del futuro presidente José Luis Rodríguez Zapatero, por haber anunciado que su gobierno retiraría las tropas españolas de Irak, por ser una guerra ilegal, mientras se comprometía a reforzar nuestra presencia en Afganistán.


  Pues bien, la sentencia de la Audiencia Nacional absuelve al único acusado de ser el autor intelectual del atentado. Rabei Osman Al Sayed Ahmed, alias Mohamed el Egipcio. Había sido oficial del ejército de su país y se le consideraba experto en explosivos. Fue detenido en Italia el 7 de junio de 2004, y entregado a las autoridades españolas, a causa de una conversación grabada por la policía de Milán, mantenida con un amigo suyo, Yahía Mouad Mohamed Rajah el 26 de mayo de 2004, y en la que se refirió al suicidio de la célula islamista en Leganés. En ella se atribuyó el «mérito» de ser el ideólogo del atentado del 11-M:


  —Los que han muerto como mártires en Madrid eran mis queridísimos hermanos, ese era mi proyecto, un proyecto que me costó mucha paciencia y mucho estudio. Me llevó dos años y medio.


  —¿Todos eran mártires? —le pregunta su interlocutor.


  —Cinco han muerto mártires y a ocho les han detenido, son los mejores amigos, son amigos de corazón, fieles. Ya el día 4 comencé a proyectar a alto nivel, pretendí que fuera una cosa inolvidable, que me incluyera incluso a mí… pero me han parado y nosotros obedecemos a la voluntad de Dios... Pretendía una gran carga, pero no encontré el medio. Este proyecto me costó mucho estudio y mucha paciencia, he necesitado dos años y medio. [Resulta sorprendente esta afirmación, pues la guerra de Irak se inicia el 20 de marzo de 2003]. El hilo de Madrid soy yo y aunque en el momento de los hechos no estaba allí, te digo la verdad. Antes de la operación, el día 4 tuve un contacto con ellos. No se te ocurra decir nada, yo me muevo en solitario, ellos trabajan en grupo.


  El propio ministro del Interior italiano, Giuseppe Pisanu, confirmó, en referencia a Mohamed el Egipcio, que «uno de los detenidos en Italia, personaje de notable espesor ideológico y operativo y uno de los principales artífices de la matanza de Madrid, estaba preparando otros atentados».


  La detención de Mohamed el Egipcio, que según los investigadores había resuelto de modo irrefutable la existencia del autor intelectual del atentado de Madrid, acabó en un fiasco. La Fiscalía sostuvo en el juicio que el procesado había realizado diversos viajes a España para coordinar el atentado. Sin embargo, el tribunal lo absolvió:


  


  La investigación de las autoridades italianas ha sido encomiable y han permitido probar sin duda alguna la pertenencia del procesado a las células terroristas de tipo yihadista, en las que realizaba, entre otras, una fuerte labor de proselitismo y captación. Sin embargo, respecto a los atentados de Madrid del 11 de marzo de 2004, no aportan, con la certeza exigida por el Derecho Penal, prueba de la intervención como autor o partícipe del acusado. Los escasos datos que hay son ambiguos y equívocos y, a lo sumo, acreditan que tenía información general sobre la posible producción de los atentados, no que los ordenara, coordinara o dirigiera, por lo que procede la absolución de Rabei Osman Al Sayed AHMED por los delitos de homicidio terrorista, estragos y conexos.


  


  En suma, nos quedamos sin autor intelectual.


  


  


  El fallo de la Audiencia Nacional


  


  Cuando el juez Del Olmo puso punto final al sumario, formuló su acusación contra los 29 procesados, dictando el auto de apertura de juicio oral, la sociedad española podía entender que desde el punto de vista penal el 11-M era prácticamente un caso cerrado. Solo quedaba que el tribunal depurara las responsabilidades individuales de quienes se sentaron en el banquillo de los acusados ante la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, presidida por Javier Gómez Bermúdez.


  Transcribimos íntegramente el fallo de la sentencia dictada el 31 de octubre del 2007 por la Audiencia Nacional:


  


  DEBEMOS CONDENAR Y CONDENAMOS A:


  


  
    	Emilio SUÁREZ TRASHORRAS como responsable en concepto de cooperador necesario de ciento noventa y dos delitos de homicidio terrorista consumados en concurso ideal con dos delitos de aborto, mil novecientos noventa y un delitos de homicidio terrorista en grado de tentativa, cinco delitos de estragos terroristas y como autor de un delito de falsificación de placas de matrícula de vehículo automóvil, con la atenuante de anomalía psíquica, a las penas de VEINTICINCO AÑOS DE PRISIÓN por cada delito de homicidio terrorista consumado, QUINCE AÑOS DE PRISIÓN por cada delito de homicidio terrorista en grado de tentativa y DIEZ AÑOS DE PRISIÓN por cada uno de los cinco delitos de estragos terroristas, e inhabilitación absoluta por un tiempo superior en seis años al de duración de las penas privativas de libertad y la prohibición del derecho de acudir al lugar de residencia de las víctimas y de comisión del delito por tiempo de diez años, y SEIS MESES DE PRISIÓN Y MULTA DE SEIS MESES, con una cuota diaria de 50 €, por la falsificación de placas de matrícula, con la accesoria de suspensión del derecho de sufragio pasivo durante ese tiempo, absolviéndole de los demás delitos de que venía acusado. (En total, 34.715 años de prisión).


    	Jamal ZOUGAM como responsable en concepto de autor de un delito de pertenencia a banda armada, organización o grupo terrorista, ciento noventa y un delitos de homicidio terrorista consumados en concurso ideal con dos delitos de aborto, mil ochocientos cincuenta y seis delitos de homicidio terrorista en grado de tentativa, cuatro delitos de estragos terroristas, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a las penas de DOCE AÑOS DE PRISIÓN por pertenencia a banda armada e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de catorce años, TREINTA AÑOS DE PRISIÓN por cada delito de homicidio terrorista consumado, VEINTE AÑOS DE PRISIÓN por cada delito de homicidio terrorista en grado de tentativa y QUINCE AÑOS DE PRISIÓN por cada uno de los cuatro delitos de estragos terroristas e inhabilitación absoluta por un tiempo superior en 10 años al de duración de las penas privativas de libertad y la prohibición del derecho de acudir al lugar de residencia de las víctimas y de comisión del delito por tiempo de diez años; absolviéndole de los demás delitos de que venía acusado. (En total, 42.917 años de prisión).


    	Otman EL GNAOUI como responsable en concepto de autor de un delito de pertenencia a banda armada, organización o grupo terrorista, ciento noventa y un delitos de homicidio terrorista consumados en concurso ideal con dos delitos de aborto, mil ochocientos cincuenta y seis delitos de homicidio terrorista en grado de tentativa, cuatro delitos de estragos terroristas y como cooperador necesario de un delito de falsedad en documento oficial con fines terroristas, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a las penas de DOCE AÑOS DE PRISIÓN por pertenencia a banda armada e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de catorce años, TREINTA AÑOS DE PRISIÓN por cada delito de homicidio terrorista consumado, VEINTE AÑOS DE PRISIÓN por cada delito de homicidio terrorista en grado de tentativa, QUINCE AÑOS DE PRISIÓN por cada uno de los cuatro delitos de estragos terroristas, y DOS AÑOS de prisión y multa de diez meses, con una cuota diaria de 10 euros por la falsedad, e inhabilitación absoluta por un tiempo superior en diez años al de duración de la pena privativa de libertad y la prohibición del derecho de acudir al lugar de residencia de las víctimas y de comisión del delito por tiempo de diez años; absolviéndole de los demás delitos de que venía acusado. (En total, 42.924 años de prisión).


    	Hassan EL HASKI como responsable en concepto de autor de un delito de pertenencia a banda armada, organización o grupo terrorista, cualificado por su condición de dirigente, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a la pena de QUINCE AÑOS de prisión e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de quince años; absolviéndole de los demás delitos de que venía acusado.


    	Basel GHALYOUN, Fouad EL MORABIT ANGHAR, Mohannad ALMALLAH DABAS, Saed El HARRAK, Mohamed BOUHARRAT, Youssef BELHAJD y Mohamed LARBI BEN SELLAM como responsables en concepto de autores cada uno de un delito de pertenencia a banda armada, organización o grupo terrorista, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a la pena de DOCE AÑOS de prisión para cada uno de ellos, e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de catorce años; absolviéndoles de los demás delitos de que venían acusados.


    	Rachid AGLIF y a Abdelmajid BOUCHAR como responsables en concepto de autores cada uno de un delito de integración en banda armada, organización o grupo terrorista y otro de tenencia o depósito de sustancias explosivas, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a las penas, para cada uno de ellos, de DOCE AÑOS DE PRISIÓN por la pertenencia e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de catorce años y SEIS AÑOS de prisión por el segundo e inhabilitación absoluta por un tiempo superior en diez años al de duración de la pena privativa de libertad; absolviéndoles de los demás delitos de que venían acusados.


    	Hamed AHMIDAD como responsable en concepto de autor de un delito de pertenencia a banda armada, organización o grupo terrorista, y otro contra la salud pública por tenencia preordenada al tráfico, en cantidad de notoria importancia, de sustancias que causan grave daño, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a las penas de DOCE AÑOS de prisión por el primero e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de catorce años, y ONCE AÑOS de prisión y cuatro millones de euros de multa, con la accesoria de inhabilitación absoluta durante el tiempo de condena, por el segundo; absolviéndole de los demás delitos de que venía acusado.


    	Rafá ZOUHIER como responsable en concepto de autor de un delito de tráfico o suministro de explosivos en colaboración con organización terrorista sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a la pena de DIEZ AÑOS de prisión e inhabilitación absoluta por un tiempo superior en diez años al de duración de la pena privativa de libertad; absolviéndole de los demás delitos de que venía acusado.


    	Abdelilah EL FADOUAL EL AKIL como responsable en concepto de autor de un delito de colaboración con banda armada, organización o grupo terrorista, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a la pena de NUEVE AÑOS de prisión y multa de dieciocho meses, con una cuota diaria de 10 euros, e inhabilitación absoluta por un tiempo superior en diez años al de duración de la pena privativa de libertad; absolviéndole de los demás delitos de que venía acusado.


    	Nasreddine BOUSBAA y a Mahmoud SLEIMAN AOUN como responsables en concepto de autor de sendos delitos continuados de falsificación de documentos oficiales, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a la pena de TRES AÑOS de prisión y multa de diez meses con una cuota diaria de 10 euros, con la accesoria de suspensión del derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena; absolviéndoles de los demás delitos de que venían acusados.


    	Raúl GONZÁLEZ PELÁEZ como responsable en concepto de autor de un delito de suministro de explosivos, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a la pena de CINCO AÑOS de prisión, con la accesoria de suspensión del derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena; absolviéndole de los demás delitos de que venía acusado.


    	Antonio Iván REIS PALICIO y Sergio ÁLVAREZ SÁNCHEZ como responsables en concepto de autores de sendos delitos de transporte de explosivos, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal a la pena de TRES AÑOS de prisión, con la accesoria de suspensión del derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena; absolviéndoles de los demás delitos de que venía acusados.


    	DEBEMOS ABSOLVER Y ABSOLVEMOS a Antonio TORO CASTRO, Carmen TORO CASTRO, Emilio LLANO ÁLVAREZ, Mohamed y Brahim MOUSSATEN, Rabei Osman EL SAYED AHMED, Javier GONZÁLEZ DÍAZ, Iván GRANADOS PEÑA, de todos los delitos de que venían acusados.


    	Los condenados SUÁREZ TRASHORRAS, Otman EL GNAOUI y Jamal ZOUGAM indemnizarán conjunta y solidariamente a las víctimas de sus delitos conforme a las bases y cantidades fijadas en el fundamento jurídico sexto. El condenado SUÁREZ TRASHORRAS, por sí solo, indemnizará a las víctimas de los hechos acaecidos en Leganés el 3 de abril de 2004 en los términos expuestos en el mismo fundamento.

  


  


  


  El Tribunal Supremo


  


  La Fiscalía, las acusaciones particulares y los condenados interpusieron ante el Tribunal Supremo los correspondientes recursos de casación. Como es sabido, el Supremo no es un tribunal de apelación, donde se revisa todo el proceso. En casación se parte de los hechos fijados en la sentencia y no se pueden presentar nuevas pruebas. El Supremo verifica si se han cumplido las normas esenciales del proceso y si, al valorar los hechos, el tribunal de instancia ha aplicado correctamente las normas jurídicas y la jurisprudencia. Así que no era de esperar del Supremo grandes novedades.


  Y así fue. Ninguno de los fundamentos de la sentencia se vino abajo. Solamente se revisaron algunas condenas y absoluciones. Empezando por estas últimas, la sorpresa fue la condena a Antonio Toro a cuatro años de cárcel por tráfico de explosivos.


  Transcribimos el fallo:


  


  QUE DEBEMOS CONDENAR Y CONDENAMOS:


  


  Al acusado HASSAN EL HASKI como autor de un delito de pertenencia a organización terrorista en grado de dirigente a la pena de 14 años de prisión e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de 15 años.


  Al acusado MOHAMED LARBI BEN SELLAM, como autor de un delito de pertenencia a organización terrorista en grado de integrante, a la pena de 9 años de prisión e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de 10 años.


  A los acusados NASREDDINE BOUSBAA y MAHMOUD SLEIMAN AOUN como autores de un delito de falsedad en documento oficial a la pena de 2 años de prisión y multa de 10 meses con cuota diaria de 10 euros. Con responsabilidad personal subsidiaria en caso de impago de la multa. Y accesoria de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena.


  Al acusado HAMED AHMIDAD como autor de un delito de pertenencia a organización terrorista a la pena de 12 años de prisión, con la accesoria de inhabilitación especial para empleo o cargo público por 14 años y como autor de un delito de tráfico de drogas que no causan grave daño a la salud a la pena de un año de prisión, y accesoria de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena, absolviéndole del delito de tráfico de drogas por el que venía condenado.


  


  QUE DEBEMOS ABSOLVER Y ABSOLVEMOS al acusado OTMAN EL GNAOUI del delito de falsedad en documento oficial, manteniendo la condena por los demás delitos.


  QUE DEBEMOS ABSOLVER Y ABSOLVEMOS a los acusados BASEL GHALYOUN y MOHANNAD ALMALLAH DABAS del delito de pertenencia a organización terrorista.


  QUE DEBEMOS ABSOLVER Y ABSOLVEMOS al acusado ABDELILAH EL FADOUAL EL AKIL del delito de colaboración con organización terrorista.


  QUE DEBEMOS ABSOLVER Y ABSOLVEMOS al acusado RAÚL GONZÁLEZ PÉREZ del delito de tráfico de explosivos.


  


  La confirmación de la absolución de el Egipcio por la Audiencia Nacional y la revocación de la condena y consiguiente absolución de Basel Ghalyoun y Mohannad Almallah Dabas del delito de pertenencia a organización terrorista fue un duro golpe para la Fiscalía, el Ministerio del Interior y la instrucción de Del Olmo, que los habían acusado de ser los instigadores y organizadores del atentado por su pertenencia a células islamistas de Al Qaeda en Europa.


  El Tribunal Supremo ratificó que el 11-M no fue obra de la organización de Ben Laden sino de un grupo terrorista diferente e independiente.


  Es de destacar también la extrañeza que muestra el Supremo sobre la apresurada destrucción de los trenes, aunque da por válida la prueba practicada para determinar el tipo de explosivos y que condujo a la Audiencia Nacional a sostener que en todos los trenes estalló dinamita Goma 2 ECO, sin perjuicio de que también pudieran haber recurrido a otro tipo de explosivos.


  


  


  El atentado que pudo evitarse


  


  Entramos en una de las cuestiones más polémicas y espinosas del atentado del 11-M. Analizaremos la actuación de los diversos estamentos estatales encargados de la lucha contra el terrorismo para tratar de determinar si el atentado podría haberse evitado si hubiera habido mayor diligencia y coordinación, o por decirlo con palabras más duras pero tal vez más ajustadas a la realidad, si no hubiera habido negligencia y falta de coordinación.


  En el 11-M se da una circunstancia muy peculiar. Además de que no fue un atentado suicida, principal característica de los atentados de signo islamista, hay otra circunstancia muy difícil de entender. Resulta que la mayor parte de las personas a quienes la sentencia atribuye la comisión directa o indirecta de la masacre eran confidentes del CNI, de la Policía Nacional o de la Guardia Civil, o estaban estrechamente vigilados por los cuerpos policiales, en algunos casos bajo la dirección del juez Garzón, que ante la Comisión de Investigación del Congreso se atribuyó un papel estelar en la lucha contra el terrorismo islamista.


  Lo que supimos o intuimos sobre esta espinosa cuestión con motivo de la investigación del Congreso se confirmó irrefutablemente en el juicio celebrado ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. Lo que ocurre es que el tribunal permaneció impasible ante la presunta prestación de falso testimonio o la comisión de otros delitos por parte de algunos testigos relevantes de los Cuerpos y Fuerzas de la Seguridad del Estado. A juicio del abogado José María de Pablo, letrado de la Asociación de Ayuda a las Víctimas del 11-M, se cometió gran número de delitos durante la investigación de los atentados y durante el propio juicio:


  


  Informes y documentos que se ocultan a la autoridad judicial o que se manipulan convenientemente antes de enviarlos al sumario, vestigios de los trenes (vagones enteros incluso) que desaparecen y se hurtan a los peritos que deben determinar el tipo de explosivo utilizado, extraños poltergeist que hacen que unas muestras cambien de composición… pero sobre todo, testigos que mienten… y que son pillados mintiendo.


  


  El abogado refiere que en uno de los recesos del juicio, mientras estaba en un corrillo junto a un grupo de víctimas, todos escucharon una pregunta que formuló a Gómez Bermúdez una estudiante que se encontraba en la zona del público y la respuesta del presidente de la Sala:


  —Oiga, ¿y no se va a hacer nada con los testigos que han mentido? Porque a veces es un poco escandaloso, la verdad…


  El juez le contestó mirando a las víctimas que estaban con De Pablo:


  —No te preocupes, ya verás cómo más de uno va a ir caminito de Jerez.


  En el trámite de conclusiones definitivas, algunos letrados pidieron que se dedujera testimonio de las declaraciones supuestamente falsas para que pudieran juzgarse por los tribunales competentes. Sin embargo, la sentencia se refirió a tales demandas con estas palabras:


  


  Varias acusaciones y defensas han interesado la deducción de testimonio contra testigos y peritos para ejercer las acciones penales correspondientes por delitos de falso testimonio —artículos 458 y siguientes del Código Penal—. El tribunal facilitará a las partes los testimonios que soliciten para que en su caso ejerzan las acciones que estimen convenientes una vez que la sentencia gane firmeza, pues antes no es posible hacerlo. Ello debido a que hasta que la sentencia es firme no puede sostenerse que la valoración que de la declaración hace el tribunal es la correcta ya que, conforme al artículo 715 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, siempre que los testigos que hubieren declarado en el sumario comparezcan a declarar también sobre los mismos hechos en la vista oral, solo habrá lugar a proceder contra ellos como presuntos autores de falso testimonio, cuando este sea el prestado en dicho juicio y no en fase de instrucción.


  


  En suma, Javier Gómez Bermúdez se lavó las manos.


  Pero ¿qué había pasado?


  Desde el atentado contra las Torres Gemelas, e incluso antes, España estaba en estado de alerta contra el terrorismo islámico. Es verdad que la lucha contra ETA era prioritaria y consumía muchas energías. Pero no por ello se había abandonado el frente de Al Qaeda.


  En esta lucha destacaba el infatigable Baltasar Garzón, el hombre que veía amanecer.16 Uno de sus últimos éxitos había sido la desarticulación en Barcelona, en enero de 2003, de una célula islamista, bautizada jocosamente por los socialistas —empezando por el propio Zapatero— como el «comando del jabón» o «comando Dixan», porque tras su irresponsable liberación decretada por un juez sustituto decían que se les había acusado de fabricar armas de destrucción masiva con simple detergente. El gobierno solo quería «meter miedo» a los españoles para justificar su belicosa política exterior. Pero por supuesto nadie pidió disculpas cuando en 2006 los miembros del jocoso comando fueron juzgados y condenados por la Audiencia Nacional a penas superiores a diez años, que más tarde reduciría el Tribunal Supremo a seis años por integración en banda armada.


  Hemos aludido ya muchas veces a la Unidad Central de Información Exterior (UCIE), cuerpo policial especializado en el terrorismo islámico. Antes del 11-M, España podía presumir en los foros internacionales de su eficacia en el combate contra el islamismo radical. Uno de tales éxitos había sido la desarticulación de la célula de Al Qaeda que había participado en la organización del atentado del 11 de septiembre de 2001 contra las Torres Gemelas de Nueva York. La dirigía Abuh Dahdah, detenido pocas semanas después. Fue condenado en 2006 a doce años de cárcel y recientemente ha sido puesto en libertad. Ahora bien, la sentencia del 11-M declaraba que Al Qaeda, como tal organización terrorista, no fue la responsable del atentado, sino una célula «durmiente» que decidió despertar cuando nos metimos en la ratonera de Irak.


  Pues bien, los «durmientes» no eran desconocidos para las fuerzas de seguridad. El CNI tenía controlado a Allekema Lamari, que soñaba con volar la Audiencia Nacional. Unos meses antes del atentado dio la voz de alarma a los demás cuerpos de seguridad.17 De las andanzas de el Tunecino, el agitado radical islamista considerado por la Comisaría General de Información y por el juez Del Olmo como el cerebro de la acción terrorista, se ocupaba un colaborador de la UCIE, un musulmán a quien llamaban Cartagena. El juez Garzón estaba al corriente de la existencia de este grupo, cuya peligrosidad era evidente, al menos desde el punto de vista ideológico. A su vez, el grupo de alegres y confiados narcotraficantes dirigidos por el Chino tenía un topo de la Unidad Central Operativa de la Guardia Civil (UCO), un marroquí llamado Rafá Zouhier. Y en Asturias, Emilio Suárez Trashorras, sobre el que desde 2001 llovían las denuncias de que la venta de dinamita robada se había convertido en su segunda actividad, era confidente de la policía. Todos ellos, ante los ojos ciegos del Gran Hermano, acabaron por juntarse para cometer el terrible atentado.


  Al inicio de los trabajos de la Comisión de Investigación del Congreso teníamos muy poca información sobre lo que luego se dio en llamar «la trama asturiana». Sabíamos que Suárez Trashorras había sido confidente del inspector jefe de Estupefacientes de la comisaría de Avilés, Manuel García, alias Manolón. Y también que Rafá Zouhier, detenido el 17 de marzo de 200418 acusado de haber estado presente en dos reuniones con el Chino y con Suárez Trashorras donde se habría concertado la venta de la dinamita procedente de Mina Conchita, era confidente de la UCO. Nos dimos cuenta de que algo muy grave había ocurrido cuando comenzamos a recibir escritos firmados por Rafá Zouhier, detenido inmediatamente después de Suárez Trashorras. En ellos proclamaba su inocencia respecto a la autoría del atentado y alegaba haber informado a sus controladores en 2003 de que el asturiano y su cuñado Antonio Toro traficaban con dinamita, e incluso se proponían venderla a la banda terrorista ETA. También decía que había denunciado a la banda de el Chino por tráfico de drogas. Por todo ello solicitaba comparecer ante la propia comisión. El PSOE se negó en redondo porque acceder a ello suponía mancillar la dignidad del Parlamento. Hay que recordar que a Zouhier le amparaba hasta ese momento la presunción de inocencia y en modo alguno respondía a la imagen de un peligroso fundamentalista islámico. Pero al menos conseguimos que la comisión citara a declarar a sus controladores, los agentes de la UCO Víctor y Rafael así como a Manolón.19


  Al término de la declaración de Manuel García, alias Manolón, fue cuando improvisé unas palabras que motivaron la reacción casi indignada de los miembros del Grupo Socialista, entre los que se encontraba el asturiano Álvaro Cuesta,20 y de otros portavoces. Esto fue lo que dije:


  


  Señor presidente. Quiero terminar con una consideración. Como comisionado después de esta comparecencia me siento entristecido. Y quiero que me entienda el señor compareciente. Tengo el máximo y profundo respeto por usted. Sin embargo, tengo que decirle que desgraciadamente, por las razones que fueran, a usted se le escapó, a usted se le fue. Estaban preparando el atentado casi a su vista y usted no lo percibió. Siento tener que decirle estas cosas, pero usted estaba muy próximo al señor Suárez Trashorras. Estaba muy próximo. Tenía una relación bastante intensa, como se ha demostrado a lo largo de esta comparecencia, y sin embargo fue engañado, se dejó engañar o simplemente hubo errores humanos, me lo explico. Nadie es perfecto y, por tanto, a usted se le pasó que tenía delante de sí la posibilidad de haber desentrañado, de haber probablemente prevenido uno de los atentados más terribles que hemos padecido en este país. Por eso estoy triste. Esta tarde han pasado otros dos compañeros suyos del cuerpo de la Guardia Civil. Son personas que también tuvieron su relación de colaboración profesional con un confidente llamado Zouhier. Era el que estaba en el otro lado. Suárez Trashorras vendía explosivos, Zouhier estaba del lado de los que los compraban, y tampoco se enteraron, tampoco se dieron cuenta, también les engañaron. Y eso es lo que me da tristeza, que estuvieran tan cerca y, sin embargo, por desgracia, no tuvieran el conocimiento necesario para haber podido detectar ni usted ni los miembros de la Guardia Civil lo que ahora —es muy fácil juzgar a toro pasado— vemos como evidencias que estaban desarrollándose ante su vista.


  Aquí ha habido fallos indudables, y no me refiero únicamente de usted, pero sí tengo que decir que se denuncia un delito de 150 kilos de dinamita, estamos hablando de eso, hay una denuncia expresa sobre Suárez Trashorras y nadie en Asturias es capaz de investigarla, ni la UCO, ni la Guardia Civil, ni la policía, ni el Servicio de Estupefacientes, ni nadie. Habían sido robados 150 kilogramos de las minas asturianas. Los «moritos» famosos a los que usted se refiere en sus informes se paseaban tranquilamente por Asturias, llegan incluso a estar el día 14 de febrero en la boda de Suárez Trashorras. Eso es lo que dicen las declaraciones, que han estado en la boda de Suárez Trashorras. Todo eso, señor compareciente, me produce profunda tristeza porque en esta ocasión podía estar toda la Guardia Civil y toda la Policía Nacional en alerta, pero desgraciadamente quizá esa alerta genérica no fue suficiente, porque ustedes no se enteraron. Qué le vamos a hacer. Ese es el resultado final. Ustedes no se enteraron, ni los compañeros de la Guardia Civil ni usted, que tenía relación directa con Suárez Trashorras. Por eso, señor presidente, en esta comparecencia y en las anteriores he sentido una honda tristeza.21


  


  Pero visto lo que vino después, mis palabras se quedaron cortas.


  Resulta que en el año 2001 Francisco Javier Lavandera informó primero a la policía, que no le hizo el menor caso («se rieron de mí»), y después a la Guardia Civil, que Antonio Toro y Emilio Suárez Trashorras tenían dinamita robada para vendérsela a ETA, que les había hecho un pedido y buscaban a quien supiera montar artefactos explosivos utilizando móviles como temporizadores. La Guardia Civil abrió la «Operación Serpiente», que al parecer no dio ningún resultado.


  La pretensión de los asturianos sobre la utilización de los móviles como temporizadores no era cuestión baladí. El problema de hacer explosionar una bomba mediante mando a distancia tenía la dificultad de que cada vez eran más perfectos los inhibidores de frecuencia. La utilización de la alarma del móvil para iniciar la deflagración eliminaba el riesgo de la inhibición. En un informe aportado al juez Del Olmo por el jefe de los Tedax, Sánchez Manzano, se afirmaba que en los tres atentados en los que ETA utilizó móviles —uno contra el cuartel de la Guardia Civil de Intxaurrondo, otro contra la cúpula del PP en el cementerio de Zarauz y el último contra una garita del puerto de Pasajes—, lo hizo de manera distinta a los terroristas del 11-M: «Los teléfonos fueron utilizados como sistema de activación a distancia de forma controlada mediante una llamada… Por el contrario, el teléfono móvil que contenía el artefacto explosivo desactivado en el parque Azorín de Vallecas en la madrugada del día 12 de marzo de 2004 cumplía con las funciones de temporizador a través de su ALARMA RECORDATORIO DIARIO». Sánchez Manzano destacaba en letras mayúsculas el elemento que constituía la principal diferencia entre el sistema de ETA y el del 11-M. Sin embargo, en 2006, la Dirección General de la Guardia Civil, en otro informe remitido al juzgado en el que se tramitaba uno de los procedimientos de Sánchez Manzano contra el diario El Mundo, reveló que tras la desarticulación en mayo de 2002 del comando Txirrita de ETA se intervinieron «unas notas manuscritas en euskara referidas a los detalles de un dibujo manuscrito de un teléfono móvil manipulado para ser utilizado como sistema de iniciación de artefactos explosivos, significando que la autoría, tanto de las anotaciones como del dibujo, fueron atribuidos, mediante estudio realizado por el Servicio de Criminalística de la Benemérita, al miembro de ese comando de ETA Balbino Sáenz Olarra». Asimismo, se informaba de que en el curso de esta operación se registró un piso alquilado por la banda en el número 27 de la céntrica calle madrileña de Piamonte. En esa vivienda se encontraron 96 kilos de clorato sódico y 14 kilos de azufre para fabricar cloratita; 88 kilos de dinamita de la marca Titadyn; 10 metros de cordón detonante; una bomba lapa; un subfusil; dos pistolas; 64 detonadores y un número indeterminado de temporizadores. Además, había tres teléfonos móviles de la marca francesa Alcatel, modelo One Touch Easy. Una vez más nos tropezamos con Sánchez Manzano y estos no son delirios conspiranoicos.


  Sigamos. En 2003 un narcotraficante llamado José Ignacio Fernández, alias Nayo, que se encontraba preso en la cárcel de Villabona, detenido junto a Antonio Toro en el curso de la Operación Pipol (2001), hizo llegar al fiscal jefe de Asturias a través del abogado de Madrid Carlos Alberto Tejeda, la información de que su socio traficaba con dinamita y que el destinatario de la dinamita era ETA. Nayo sabía muy bien de lo que estaba hablando, porque reconoció que él mismo, como socio de Toro, había sido intermediario de tales transacciones en algunas ocasiones y había participado personalmente en el transporte de armas desde Francia a España con destino a ETA. No cabe duda de que se trataba de una información cuando menos llamativa. La Guardia Civil, por encargo de la Fiscalía de Asturias, llevó a cabo la investigación. Condujeron a Nayo a un monte donde se suponía que se escondía la dinamita. Pero la inspección quedó en nada «porque —son palabras del propio fiscal jefe— no iban a registrar todo el monte».


  Ante la Comisión de Investigación del Congreso comparecieron el jefe superior de Policía de Asturias, Juan Carretero, y el que acababa de ser nombrado fiscal jefe de Asturias, Gerardo Herrero. Se nos dijo que Nayo se hallaba en paradero desconocido y que sus denuncias fueron tomadas en consideración, pero que las investigaciones no habían conducido a resultado alguno. Por aquellos días fuentes policiales informaron de que Nayo había salido de la cárcel y que estaba en paradero desconocido, aunque lo más probable es que hubiera huido a Hispanoamérica. También se especuló con la posibilidad de que a esas horas ya estaría muerto. El testimonio de Nayo tiene gran importancia porque, además de ser un miembro cualificado de la banda asturiana dedicada sobre todo al tráfico de drogas y a la venta de coches robados, había coincidido con Antonio Toro en la cárcel de Villabona cuando este ofrecía los explosivos a quien quisiera comprarlos, especialmente etarras e islamistas. Más aún, Nayo podría confirmar la existencia de una relación directa entre los asturianos y ETA.


  Solicitamos la comparecencia ante la Comisión del abogado Tejeda, pero como tantas otras fue rechazada, a pesar de que no se trataba de ningún confidente susceptible de manchar la dignidad del Parlamento. En vista de ello, y considerando imprescindible su testimonio, me puse en contacto con el letrado y le pregunté si estaba dispuesto a dejar constancia por escrito de cuanto había relatado en su día a la prensa asturiana con el fin de hacerlo llegar a la comisión. Tejeda aceptó encantado colaborar y nos remitió a los comisionados del Grupo Popular una declaración firmada con su versión de los hechos. Enviamos el escrito de Tejeda a la comisión. Esta vez nadie se rasgó las vestiduras, pero el bloque gubernamental mantuvo su negativa a requerir su comparecencia.


  El 14 de diciembre de 2004, con base en el testimonio del abogado Tejeda, presenté ante el Juzgado Central de Instrucción número 6 una denuncia contra Nayo, Toro y Suárez Trashorras por su posible colaboración con la banda terrorista ETA. Nunca recibí ninguna noticia de la Audiencia Nacional sobre el curso dado a la denuncia. Ni siquiera sé si fue admitida a trámite, ni, en su caso, a qué juzgado correspondió su tramitación. En la comisión se nos confirmó que Nayo se había convertido en confidente de la policía y de la Guardia Civil a raíz de su estancia en la prisión de Villabona desde finales de 2001.


  La Guardia Civil recibió una nueva denuncia contra los dinamiteros asturianos por parte de Nayo en febrero de 2003. Además estaba encausado en otros procedimientos por tráfico de droga. Por eso resulta extraña su súbita desaparición. Se publicó que tal vez habría decidido quitarse de en medio siguiendo el «consejo» de quienes estaban interesados en evitar su testimonio ante la Justicia. Pero Nayo está vivo. Al menos lo estaba a principios de 2005. El Mundo lo localizó en un país del Caribe y publicó el 24 de de febrero una gran exclusiva con sus declaraciones. En ellas Nayo volvía a reproducir sus acusaciones contra Toro y Suárez Trashorras por la venta de dinamita a ETA, aunque nada decía de su propia participación en el traslado de armas y explosivos con destino a la banda terrorista. Al día siguiente el rotativo madrileño publicaba otra noticia escandalosa: agentes de la Guardia Civil negociaban con Nayo su voluntario regreso a España. En el Ministerio del Interior nadie confirmó ni desmintió lo publicado por El Mundo.


  A estas alturas Nayo sigue en paradero desconocido, a pesar de que durante el juicio del 11-M el presidente del tribunal ordenó su localización. Inexplicablemente, nunca se ha sabido qué fue de la referida orden y si la Justicia ha pedido en algún momento su extradición.


  Por último, en 2003 se produciría la denuncia del confidente de la UCO Rafá Zouhier, en términos similares a los de Lavandera y Nayo. Los agentes Víctor y Rafael viajaron a Asturias. Pidieron a su confidente que tratara de obtener una muestra de los explosivos en poder de Toro y Suárez Trashorras. Este cumplió el encargo y entregó a sus controladores una muestra de dinamita en un tarro de cristal. Pero el explosivo se encontraba en mal estado y los agentes procedieron a su destrucción, aunque no hay constancia documental alguna de este hecho.


  La UCO envió el 11 de marzo de 2003 una nota informativa fechada el día 6 en la que daba cuenta a la Guardia Civil de Asturias de todos estos hechos para que siguieran la investigación. Después se desentendieron del asunto. Eso es lo que declaró ante la Comisión de Investigación el jefe de dicha unidad, el por aquel entonces coronel Francisco Hernando.


  Pero esto último no fue verdad. Al menos eso fue lo que declaró el general Laguna, que hasta su ascenso al generalato en junio de 2004 había sido coronel jefe de la Guardia Civil de Asturias. Según él, la UCO remitió el 11 de marzo de 2003 una nota informativa con un detallado informe sobre las actividades de los asturianos y se creó un grupo operativo mixto de coordinación, que se desactivó, al no dar ningún resultado, a finales de 2003. Sin embargo, el teniente coronel Aldea declaró en el juicio que no había considerado oportuno crear ese grupo de coordinación, extremo que fue negado tajantemente por su superior: «Al teniente coronel Aldea le dije que se reunieran los dos equipos y fueron ellos los que decidieron que la Comandancia de Oviedo seguiría con la investigación con los apoyos de Gijón».


  Se informó, asimismo, que un oficial de la Guardia Civil, Pedro Marful, capitán jefe de la Policía Judicial de Oviedo, llegó a entrevistarse con los fiscales de Avilés para solicitarles que pidieran al juez la intervención telefónica de Suárez Trashorras, pero estos le dijeron que no había motivos suficientes para judicializar la investigación. En mi opinión, con ese informe había base más que suficiente para acudir al juez.


  La Dirección General de la Guardia Civil remitió el 5 de mayo de 2004 un informe a la Comisión de Investigación del Congreso en el que se puede leer lo siguiente:


  


  A partir de marzo de 2003, al no aportar el citado Rafá nuevas noticias de interés policial, se van reduciendo sus encuentros informativos con el personal de la UCO que siguió indagándole periódicamente sin resultado sobre si disponía de más información relativa al presunto delito de sustracción y comercio ilícito de explosivos del que había informado, llegando a contestar en alguna ocasión que seguramente no era nada (sic). El siguiente contacto, previa llamada telefónica de Zouhier, se produce el 16 de marzo de 2004 manifestando este que, a la vista de alguna de las fotografías que aparecieron en medios de comunicación social, intentaría proporcionar datos que ayudasen en la investigación.


  


  Sin embargo, el coronel Hernando declaró que hubo un contacto anterior el 12 de marzo, fecha en que los controladores de Zouhier le llamaron porque la Guardia Civil de Barcelona les había solicitado que lo interrogasen en relación con un individuo relacionado con la extrema derecha que estaba en Madrid y frecuentaba locales nocturnos a los que iba su confidente. En esta conversación no le preguntaron nada en relación con el atentado del día anterior. También reveló que Zouhier había contactado con los agentes varias veces antes del 11-M, concretamente los días 4, 9 y 10 de marzo, y que el marroquí incluso había estado personalmente en la sede de la UCO para entrevistarse con el capitán Paco, superior directo de Víctor y Rafael un mes antes del atentado. Y que entre Zouhier y los agentes citados había una relación de amistad hasta el punto de que «iban de copas» con frecuencia.


  


  ***


  


  Permítaseme abrir un paréntesis para relatar un hecho que viví en primera persona. El general de la Guardia Civil Félix Hernando Martín tuvo una participación destacada en la lucha contra el terrorismo en los primeros gobiernos de Felipe González. Entre octubre de 1989 y febrero de 1991, el entonces capitán Hernando era jefe de Servicios Exteriores de la Secretaría de Estado de Seguridad; junto con el comisario de la policía Aníbal Machín, adscrito al Servicio de Operaciones Especiales, recibió la orden del secretario de Estado, Rafael Vera, de viajar a Suiza para entregar, en dinero negro procedente de los fondos reservados, más de 200 millones de pesetas a las esposas de José Amedo y Michel Domínguez. Ambos policías habían sido condenados por la Audiencia Nacional por su participación en los crímenes de los GAL y había que taparles la boca para evitar que incriminaran a sus superiores, entre ellos el propio Vera y el que fuera ministro del Interior José Barrionuevo.


  En 1995 Baltasar Garzón abrió sobre este asunto una pieza separada dentro del sumario por el secuestro de Segundo Marey. Procesó a Rafael Vera, Juan de Justo, su secretario, y a los portadores de los maletines Hernando y Machín. Cuando Félix Hernando compareció ante la Comisión de Investigación del Congreso sobre el 11-M cometió un desliz al declarar que la Audiencia Nacional había sobreseído la causa. Pero no era así. Lo que había sucedido era que, no se sabe muy bien por qué, los 28 tomos del sumario se hallaban durmiendo el sueño de los justos en lo alto de un armario, en un pasillo de la planta sexta de la Audiencia Nacional. La explicación que se dio fue que estaba a la espera de que se resolviera un problema de competencia entre la Audiencia Nacional y la Audiencia Provincial de Madrid. Fue esta la que, finalmente, se hizo cargo del proceso en 2005. De modo que la declaración de Hernando sirvió para la reactivación de la causa.


  Tres años después, el 12 de marzo de 2007, dio comienzo el juicio oral. La vista se suspendió el 30 de marzo de 2007, después de la declaración de Vera, y no se reanudó hasta el siguiente mes de septiembre. La Audiencia Provincial, en sentencia dictada el 16 de noviembre de 2007, condenó a Rafael Vera y a Juan de Justo a un año y seis meses de prisión por malversación de fondos y absolvió a Hernando, al considerar que «no ha quedado acreditado durante el juicio oral que supiera la finalidad de la entrega de los citados maletines, por lo que bien pudiera ser un mero hombre de paja encargado de realizar el viaje» a Suiza. Hernando, según el tribunal, «pudo no sospechar que dichos viajes tenían una finalidad concreta» e incluso «no plantearse que el hecho que cometía fuera ilícito», debido a la «estructura jerárquica» de las Fuerzas de Seguridad del Estado.


  Machín no pudo ser absuelto porque falleció en Denia la noche del 26 de julio de 2007 y no concurrió a la última fase del proceso, aunque el tribunal dice de él que, al igual que Hernando, no tenía conocimiento de la finalidad de la entrega de los maletines. Fue una lástima, porque Machín estaba dispuesto a confesar ante el tribunal y con esa voluntad pretendía afrontar el juicio.


  En el caso de Machín no hablo por boca de terceros sino por la del propio acusado. Esto me obliga a relatar el porqué de mi relación con Machín. Durante un par de veranos, en 1994 y 1955, pasé mis vacaciones en Denia. Allí había encontrado refugio Machín como comisario jefe de policía tras su imputación por el juez Garzón. Un íntimo amigo mío, dirigente del Partido Popular de Alicante, me lo presentó. A comienzos de 2005, concretamente el 12 de febrero, volví a coincidir con Machín en la boda de una hija de mi amigo de Denia y a los postres me hizo algunas confidencias después de advertirme: «Juraré que jamás las he hecho». Me expresó su disgusto con las declaraciones de Hernando en la Comisión de Investigación. Le reprochaba que por su culpa se hubiera reactivado el proceso de los maletines. Cuando le dije que tenía la impresión, por un comentario que me había realizado un alto cargo de la Benemérita, de que alguno tenía la intención de cargarle el mochuelo de la entrega de los maletines para exonerar así al jefe de la UCO, se sinceró. Me confesó que él recibió la orden de llevar a Suiza los fondos para comprar a Amedo y Domínguez a través de una persona cuyo nombre omito porque ha fallecido, que por aquel entonces estaba entregada a la lucha contra ETA. Al oponer alguna resistencia por lo insólito de la orden, su interlocutor le dijo que no tenía que preocuparse porque le acompañaría en la entrega el capitán Hernando, de la Guardia Civil, de modo que ambos cuerpos estaban comprometidos y nada había que temer. Me anunció que cuando llegara el juicio, Amedo y Domínguez declararían que Garzón les presionó para que inculparan a José Barrionuevo y Rafael Vera y que el dinero no procedía de los fondos reservados, sino que había sido proporcionado por un empresario vasco. Pretendían a toda costa recuperar el dinero que estaba bajo custodia judicial, después de su envío por las autoridades suizas. Me dio su opinión sobre lo ocurrido el 11-M. A su juicio, era imposible que Hernando no tuviera conocimiento de lo que se estaba cociendo. Le pareció lamentable el «peloteo» de responsabilidades entre unos y otros. En su opinión, ni Hernando, ni Laguna ni los mandos asturianos debían permanecer por más tiempo en sus cargos. Añadió que Hernando había querido defender su fajín de general, aunque estaba seguro —en eso se equivocó— de que no lo iba a conseguir. Me contó cómo por orden de Vera habían organizado una «trampa sexual» al juez Garzón y que personalmente había contratado unas fulanas de lujo en Málaga con dicha finalidad, pagándolas con fondos reservados. Tenían un piso preparado para grabar al juez si caía en la celada. Estaban ya en posición las fulanas en la cafetería Río Frío a la hora en que Garzón solía frecuentarla, cuando recibió la orden de levantar «el operativo». Recuerdo todo lo anterior porque transcribí en mi diario la conversación a mi regreso a Pamplona, de modo que me limito a recordar lo que anoté sin hacer ninguna valoración sobre la veracidad de las cosas que Machín me dijo y que pudieron ser fruto de su fantasía.


  No volví a saber más del personaje hasta la primera semana de marzo de 2007. Fue entonces cuando mi amigo de Denia me llamó para decirme que Machín había estado con él y que pretendía que le gestionara una entrevista con Mariano Rajoy, en su condición de presidente del Partido Popular, porque quería solicitar el amparo del partido a cambio de contar la verdad en el juicio que iba a iniciarse el 12 de marzo, lunes. Le contesté que no estaba dispuesto a realizar tal gestión porque la condición era inadmisible, que lo único que le recomendaba era que dijera la verdad en el juicio y que, si por tal causa, tenía problemas entonces trataríamos de ayudarle. Machín pareció entenderlo así, pero pidió reunirse conmigo. Accedí a ello y quedamos en vernos en Madrid al día siguiente del inicio de la vista.


  El sábado 10 de marzo se celebró la gran manifestación presidida por Rajoy bajo el lema «España por la libertad. No más cesiones a ETA». Cuando en compañía de mi esposa me dirigía hacia la cabecera de la manifestación a través de un pasillo especialmente abierto para los dirigentes del PP, oí que me llamaban. Era Machín, que estaba detrás de una de las vallas de protección. Le saludé y al despedirme me dijo: «Recuerda que tenemos una conversación pendiente». Pero al día siguiente del comienzo del juicio oral me llamó por teléfono para decirme, muy nervioso, que tenía que irse urgentemente a Denia y que ya me llamaría a su regreso. Nunca lo hizo. En la Compañía Telefónica estarán registradas las llamadas que realicé durante varios días a su móvil. Como no contestó a ninguna, me olvidé del asunto.


  Varios meses después, el 27 de julio, mi amigo de Denia volvió a llamarme para informarme de que Machín había aparecido muerto en medio un charco de vómitos y sangre, en torno a las 22.00 horas del día anterior. La prensa informó de su muerte. La autopsia revelaba que la causa del fallecimiento era «variz esofágica con el consecuente shock hipovolémico». Al parecer padecía de una cirrosis hepática, pero un mes antes había acudido al Policlínico San Carlos, de la sociedad médica Asisa, donde no le detectaron nada anormal al menos en sus pulmones. Inmediatamente después de practicada la autopsia, su cuerpo había sido incinerado. El juzgado de Denia declaró que había fallecido de «muerte natural». Sus cenizas fueron enterradas en la localidad orensana de Xunquiera de Andía, en la que había nacido el 18 de agosto de 1941.


  En su blog de Libertad Digital, Luis del Pino publicó que un primo de Machín, Chema Núñez, había asegurado que «unos días antes de morir, le llevó a Alicante (debido a una lesión de cadera Machín no podía conducir), donde mantuvo un encuentro con Vera en un restaurante». Según esa versión, dos horas después Machín salió del local con muchas copas encima y con 6.000 euros en billetes en el bolsillo. Según le dijo el excomisario a Chema, ese dinero era parte de las deudas que todavía tenían con él. A partir de ese día, la situación se hizo insostenible. Machín estaba histérico, con los nervios a flor de piel. Dijo a sus amigos que recibía llamadas amenazadoras. Refiere Del Pino:


  


  Cuando Machín acudió al Policlínico San Carlos el 11 de julio para hacerse un chequeo, le acompañó su hija Lola, que se había desplazado a Denia desde Madrid, preocupada por su estado de salud. Cuando regresó, les dijo a sus hermanos que su padre había vomitado sangre. En un momento, Machín hizo una confesión a Lola. Le dijo que tenía escritas tres cartas, una para cada uno de sus hijos. Presentía su final y en ellas les contaba su verdad. Machín también comentó a varios de sus allegados que guardaba en un maletín papeles comprometedores para la antigua cúpula de Interior en relación a la guerra sucia contra ETA. Su excompañera sentimental [Machín llevaba mucho tiempo separado de su esposa, que vivía en Madrid] había visto ese maletín, pero nunca supo qué documentos contenía. Chema, el exalcalde Pastor y su primo, el médico José Antonio Lamas, están seguros de que Machín tenía en su poder papeles que arrojarían nueva luz sobre los años de plomo de la lucha contra ETA.


  


  No se sabe qué ocurrió con los sobres y el maletín. Algunas manifestaciones que me hizo en 2005 Machín se confirmaron. La sentencia de la Audiencia Provincial declara que fue Vera quien ordenó que más de 206 millones de pesetas se entregaran a las esposas de Amedo y Domínguez «para garantizar el silencio de los dos procesados» sobre la implicación de la cúpula de Interior en los crímenes de los GAL. Amedo no solo negó los hechos en el juicio, sino que en un libro publicado en 2006 titulado La conspiración, sostiene que las acusaciones que formuló contra Barrionuevo y Vera las había hecho bajo la coacción del juez Garzón, que le amenazó con encarcelar a su esposa y a la de Domínguez si no declaraba «lo que él quería» para derribar al gobierno de Felipe González. En el libro acusa al director de El Mundo, Pedro J. Ramírez, de haberle pagado grandes cantidades de dinero por sus revelaciones y afirma que José María Aznar y Francisco Álvarez Cascos hicieron lo mismo para conseguir la implicación del presidente González.


  En fin, una verdadera historia para no dormir.


  


  ***


  


  Tras este paréntesis, recupero el hilo del relato. Al conocerse la existencia de los confidentes, los mandos asturianos de la Guardia Civil se tiraron los trastos a la cabeza. El teniente coronel José Antonio Rodríguez Bolinaga, jefe de la Comandancia de la Guardia Civil de Gijón, se vio en un grave aprieto cuando se descubrió que la cinta grabada por el agente Campillo, que contenía la denuncia de Francisco Javier Lavandera, había aparecido abandonada en el cajón de una mesa del acuartelamiento de Cancienes, al que se le había remitido mobiliario de la referida comandancia. Cuando recibió la cinta en octubre de 2004, Rodríguez Bolinaga la guardó en una caja fuerte. Se le acusó de no haberla remitido al juez Del Olmo.22


  Por otra parte, Rodríguez Bolinaga negó en el juicio que el entonces coronel Pedro Laguna, tal y como este había declarado ante la Comisión de Investigación, le hubiera remitido la nota informativa de la UCO sobre Toro y Suárez Trashorras, a pesar de haber pedido que se le enviara cuanta información tuviera disponible la Comandancia de Oviedo. Acusó a dicha comandancia de haberle tenido al margen en todo este asunto.


  Otro episodio escalofriante. En el juicio del 11-M el comandante Francisco Javier Jambrina, jefe de Operaciones y de Información y Policía Judicial de la Comandancia de Oviedo, declaró que un miembro de la UCO, la víspera de su comparecencia ante la Comisión de Investigación del Congreso, le pidió que destruyera la nota remitida el 11 de marzo de 2003 en la que se informaba del resultado de las investigaciones realizadas como consecuencia de la confidencia de Rafá Zouhier. Por supuesto, él se negó a hacerlo. El juez Gómez Bermúdez le interrogó personalmente sobre este asunto. Pero luego, nada.


  Pero hay otros datos más que sorprendentes. Resulta que todos los movimientos de la banda de el Chino venían siendo controlados durante los meses de febrero y marzo de 2004 por otra unidad policial, la UDYCO (Unidad contra la Droga y el Crimen Organizado). En el sumario figura la transcripción de las cintas grabadas. Pero no es una versión íntegra, pues está repleta de omisiones que los transcriptores justifican por la falta de interés de la conversación intervenida. ¿Con base a qué criterios se produjo la mutilación de las cintas? No lo sabemos. Pero basta su lectura con un mínimo de detenimiento para deducir que las personas objeto de intervención telefónica estaban preparando una gran operación y que a tal efecto iban a trasladarse a Asturias. Como es natural, de las conversaciones grabadas no se desprende que los narcos estuvieran organizando un acto terrorista y que el objeto del viaje a Asturias era comprar la dinamita necesaria para ello. Ahora bien, si el narcotráfico era la causa de la intervención telefónica no había duda alguna de que tramaban algo grande. ¿Por qué no se llevó a cabo ninguna actuación policial? ¿Para qué sirven, si no, los pinchazos telefónicos? ¿Cuál es la razón por la que no establecieron contacto con el jefe de Estupefacientes de Avilés? Se llegó a decir que las transcripciones se hacían con retraso porque no contaban con traductores de árabe suficientes. Casualmente, la vigilancia de el Chino y de su banda cesó el 5 de marzo de 2004, seis días antes del atentado, según reconoció el jefe superior de Policía de Madrid, Miguel Ángel Fernández Rancaño.23


  También Sarhane Ben Abdelmajid, alias el Tunecino, era objeto de especial vigilancia policial por parte de la UCIE, esta vez bajo la batuta del juez Garzón, y al mismo tiempo por la Brigada Provincial de Información de la Jefatura Superior de Policía de Madrid. De la peligrosidad de el Tunecino había alertado en diversas ocasiones una traductora árabe de dicha unidad, hermana de Ayman Maussili Kalaji, el policía de origen sirio destinado también en la UCIE y a quien la Comisaría General de Información acusará de haber participado en la tarea de conectar los detonadores a los móviles, acusación que el juez Del Olmo no tomó en consideración. Este hecho revela el escaso rigor con que se elaboraban los informes de dicha comisaría cuando accedió a ella el comisario Telesforo Rubio, que preparó su comparecencia en la comisión en la sede socialista de Gobelas. A la dirigida por el Tunecino se le llamó en el argot policial «célula de Virgen del Coro», pues el lugar donde se reunían estaba situado en dicha calle madrileña.


  Pero la racha de nuestra mala suerte continúa. Seis días antes del atentado, concretamente el 5 de marzo, también se deja de vigilar a el Tunecino a pesar de que la policía le considera máximo dirigente de la célula islamista o al menos el líder moral de todo el grupo de Lavapiés, aunque Basel Ghalyoun, uno de sus compañeros, encarcelado por orden del juez Del Olmo, declaró que no era más que un cantamañanas y, además, todos sabían que estaba bajo vigilancia policial. Su seguimiento se llevaba a efecto por orden del juez Garzón, a petición de la UCIE, la unidad especializada en la lucha contra el terrorismo islamista. En su comparecencia ante la Comisión de Investigación, Garzón no dijo una palabra sobre todo esto, amparándose en la limitación impuesta por el Consejo del Poder Judicial de que no podía referirse a asuntos de los que hubiera tenido conocimiento por razón de su cargo. Cantamañanas o no, lo cierto es que el Tunecino pudo moverse con entera libertad y participar en la ejecución de la masacre. La policía sabía que además era amigo de Jamal Zougam y también de el Egipcio y de Basel Ghalyoun, uno de los muertos en la voladura de Leganés.


  También se le seguían los pasos a Allekema Lamari, otro de los miembros de la célula durmiente, uno de los suicidas de Leganés. Este era el personaje residente en la Ribera de Navarra de quien el CNI había informado urbi et orbi en noviembre de 2003 que preparaba un gran atentado. Esta es la nota informativa C/15697/06 11.2003, remitida por el gobierno a la comisión tras haber sido desclasificada:


  


  Actividades de Allekema Lamari


  Argelino, detenido en Valencia en abril de 1997. Operación África. Pertenece a grupo armado.


  17 y 20 de octubre pasado, cinco giros postales por valor de 150 euros a una serie de individuos (supuestamente) árabes.


  Está cumpliendo condena en cárceles españolas.


  Tachaduras al principio y después de los nombres.


  Tiene precariedad económica. No se considera normal que se desprenda del dinero.


  Tachaduras.


  Se da la circunstancia de que… en septiembre comunicó la intención de algunos elementos argelinos que podrían cometer algún atentado en España. Incendio forestal de grandes dimensiones sobre algún objetivo rentable. (Descartado). O alguna acción contra un edificio por un ciudadano en un vehículo conducido por un «mártir». Podría ser el organizador.


  Tachaduras.


  No obstante, desde su salida de la cárcel de Alama (Pontevedra) en junio de 2002 se estableció en Tudela (Navarra).


  Tachaduras.


  6.11.2003


  


  Resulta extraño que el CNI no hubiera seguido sus pasos minuto a minuto después del envío de su alerta a los cuerpos policiales.24 Recordemos que el Centro Nacional de Inteligencia, en otra nota informativa, la C/05301/16-03-2004, solicitaba la detención urgente de Lamari por considerar que era el responsable de la célula terrorista autora del atentado:


  


  La principal línea de investigación de nuestro Servicio apunta a que los atentados serían atribuibles a un grupo local de personas con organización todavía rudimentaria que responden a orientaciones ideológicas de la Yihad Internacional radicados en países de nuestro entorno, preferentemente norteafricanos.


  Cita a LAMARI como posible planificado y/o ejecutor de los atentados del 11-M y se justifica por qué: «Tiene el suficiente liderazgo y grado de fanatismo».


  Siguen nueve líneas de tachaduras alternas.


  Como consecuencia de lo anterior se estima que, a corto plazo, es probable la ejecución de nuevos atentados indiscriminados en lugares de grandes concentraciones de personas. Como lugar más probable (tachadura).


  Se considera urgente y prioritaria su localización y detención.


  


  


  Cartagena


  


  Hubo otro confidente que jugó un papel relevante en la investigación sobre los miembros del comando islamista, cuyo controlador era el inspector Jesús Parrilla, al que nos hemos referido anteriormente con motivo de la detención de Suárez Trashorras. Se trata del súbdito argelino, Abdelkader el Farssaoui, imán de la mezquita de Villaverde, alias Cartagena. Con conocimiento de la UCIE se infiltró en el grupo del marroquí Mustapha Maymouni, del que formaban parte el Tunecino, Said Berraj, Mohamed Larbi Ben Sellam y Mohyamed Afallah, implicados todos ellos en el atentado según la policía. Uno de los miembros de ese grupo fue acusado de participar en el atentado perpetrado el 16 de marzo de 2003 contra la Casa de España de Casablanca. Cartagena informó a la UCIE de la peligrosidad de el Tunecino y de la creciente radicalidad de su grupo. Se informó a Garzón de las denuncias de Cartagena, pero no hizo nada a pesar de que tenía las cintas grabadas por la policía que ratificaban lo dicho por su confidente. La excusa fue que las cintas se amontonaban en la Audiencia Nacional sin traducir por falta de medios.


  Según declaró el imán de Villaverde en el juicio del 11-M, dio conocimiento a la policía de que el Tunecino, unos meses antes del atentado, reunió a sus seguidores y tras exigirles que sacaran la batería de sus móviles, les preguntó si estaban dispuestos a hacer la yihad en Al-Andalus e inmolarse como mártires del islam sin necesidad de ir a Afganistán o a Chechenia. Después de obtener la conformidad de todos los asistentes, incluida la del propio infiltrado, les anunció que pronto tendrían la oportunidad de ser mártires. Sus controladores le dijeron que el Tunecino era un bocazas que hablaba mucho, pero que no se preocupara más por él, pues le tenían bien controlados a él y a su grupo. Declaró asimismo en el juicio algo aún más asombroso. Un día vio a el Tunecino y a Said Berraj reunidos con sus controladores de la UCIE en el mismo VIPS donde él solía citarse con ellos. Comprendió entonces por qué le habían pedido que se alejara de él.


  Otro de los servicios prestados por Cartagena fue el seguimiento de Allekema Lamari, el frustrado volador de la Audiencia Nacional.25 El caso es que el día 3 de abril, por la mañana, sus controladores le citaron en el parque Juan Carlos I. Esto es lo que dijo: «Al final de la reunión me pidieron que vaya a visitar al grupo [Allekema Lamari, Jamal Ahmidan y el resto de la célula islamista] a un piso de Leganés, ya que están reunidos y así saber el número de personas que hay y si hay alguien nuevo que no conocía de reuniones anteriores». Algo raro percibió Cartagena, que decidió no ir. De haberlo hecho se habría convertido en el octavo suicida.


  Por último, aunque se trató de un hecho puramente casual, la Guardia Civil estuvo varias veces inspeccionando el chamizo de el Chino en Morata de Tajuña. La última el 10 de marzo, el mismo día en que los terroristas confeccionaron los artefactos explosivos.


  Sin embargo, nadie ha ido «caminito de Jerez», la ingeniosa metáfora utilizada por el juez Gómez Bermúdez para designar al penal de El Puerto de Santa María, en Cádiz.


  


  


  Los últimos flecos: explosivos y rumanas


  


  En teoría, la sentencia del Tribunal Supremo debió poner punto final al 11-M. Pero no ha sido así. En los juzgados ordinarios colean algunos flecos que afectan a la conducta de Juan Jesús Sánchez Manzano en relación con los explosivos y la de dos testigos de nacionalidad rumana cuyo testimonio, presuntamente falso, fue determinante de la condena del único condenado por haber colocado una bomba en los trenes.


  A pesar de que el juez Gómez Bermúdez estaba dispuesto a enviar «caminito de Jerez» a quienes presuntamente habían testificado en falso en el juicio del 11-M, a la hora de la verdad se lavó las manos y no dedujo testimonio contra nadie, pero abrió la puerta para que las acusaciones pudieran dirigirse a otros órganos judiciales para depurar las responsabilidades que estimaran pertinentes. El sindicato Manos Limpias y la Asociación de Ayuda a las Víctimas del Terrorismo recogieron el guante e interpusieron sendas querellas contra Sánchez Manzano.


  El titular del Juzgado de Instrucción número 6 de Madrid, Ramiro de Dios, archivó en 2009 una denuncia interpuesta por el partido Alternativa Española dirigida contra varios mandos de la policía, entre ellos Sánchez Manzano. La denuncia decía basarse en el libro Titadyn, de Casimiro García-Abadillo y Antonio Iglesias, pero según el auto dictado por el juez el escrito era genérico y el denunciante ni siquiera se había personado.


  Pocos días después, y sin tener conocimiento de lo actuado en el Juzgado número 6, la Asociación de Ayuda a las Víctimas del Terrorismo y el sindicato Manos Limpias presentaron sendas querellas contra Sánchez Manzano. La Asociación presidida por Ángeles Domínguez, que contaba con la dirección letrada del abogado José María de Pablo, acusaba al que fuera jefe de los Tedax de la desaparición de los restos de los focos de explosión, incluida la destrucción de los trenes, lo que podía constituir un delito de obstrucción a la Justicia. Tras dos años y medio de instrucción por la titular del Juzgado de Instrucción número 43, Coro Cillán, la Audiencia Provincial de Madrid resolvió, contra el parecer de la Fiscalía, que el archivo de la denuncia de Alternativa Española sobre los mismos hechos tenía el valor de cosa juzgada, lo que implica que nadie puede ser juzgado dos veces por los mismos hechos. Criterio que fue respaldado por el Tribunal Supremo, que, en marzo de 2003, inadmitió el recurso de casación interpuesto por la asociación contra el auto de la Audiencia Provincial.


  Todo parecía indicar que el 11-M estaba muerto desde el punto de vista judicial. Sin embargo, todavía queda algún resquicio. El abogado de la Asociación de Ayuda a las Víctimas presentó en el juzgado del juez Ramiro de Dios un escrito solicitando notificación del auto de inadmisión de la denuncia de Alternativa Española. Se basaba en un pronunciamiento de la Audiencia Provincial en su auto de archivo de la querella tramitada por la juez Coro Cillán, en el que se indicaba que no existía impedimento para que los que se sintieran perjudicados por los delitos que se imputaban a Sánchez Manzano pudieran solicitar notificación del auto de archivo del Juzgado de Instrucción número 6 para intentar personarse y de esa forma reabrir el caso. Así lo hizo la asociación, y el 10 de julio de 2013 el juez Ramiro de Dios le notificó el referido auto. El 13 de julio el abogado De Pablo presentó ante el juez Ramiro de Dios un recurso en el que se relataba de forma pormenorizada la relación de posibles indicios de encubrimiento, omisión del deber de perseguir delitos y falso testimonio en el juicio del 11-M en que habrían incurrido Sánchez Manzano y la responsable del laboratorio de los Tedax.


  Antes de decidir si reabría la causa, el juez reclamó del Juzgado número 43 la remisión de todo lo actuado. El fiscal general del Estado, Eduardo Torres-Dulce, declaró que, a su juicio, los hechos imputados a Sánchez Manzano no podían tener la consideración de cosa juzgada.


  Y así están las cosas, en el momento de escribir estas líneas.


  El otro gran asunto que podría dar un vuelco sin precedentes al 11-M se refiere al testimonio de las dos ciudadanas rumanas que declararon haber visto a Jamal Zougam en los trenes. Su declaración ante el juez Del Olmo determinó su condena a 42.917 años de prisión como autor material del atentado.


  En este asunto el diario El Mundo, único periódico nacional que mantiene viva la investigación de los asuntos todavía oscuros del 11-M, ha jugado un papel determinante, al poner de manifiesto después de una rigurosa investigación, publicada a finales de 2011, que el testimonio de las rumanas podría ser falso. A consecuencia de estas informaciones, el 19 de diciembre de 2011 la defensa de Jamal Zougam presentó una querella contra las testigos protegidas C-65 y J-70 por falso testimonio. La juez del Juzgado de Instrucción número 39 de Madrid, Belén Sánchez, dictó auto de admisión a trámite de la querella por considerar que los hechos denunciados presentaban «características que hacen presumir la existencia de delitos». Pero el 22 de febrero de 2012 la juez cambió de criterio e inadmitió la querella por considerar que no encontraba indicios delictivos y además pretendía «contradecir o impugnar la valoración de la prueba» que hizo la Audiencia Nacional«y en concreto la valoración efectuada por el tribunal de las declaraciones prestadas por los testigos protegidos en la causa».


  Sin embargo, en un auto de la Audiencia Provincial de Madrid, de junio de 2012, que estimaba el recurso de apelación interpuesto por la defensa de Zougam, ordenó al juzgado de Belén Sánchez26 que abriera una investigación para determinar si las testigos «pudieron confabularse con la finalidad de alcanzar ciertos beneficios personales y económicos faltando a la verdad en las manifestaciones que realizaron en la vista del juicio oral». Justificaba esta decisión en la consideración de que Zougam había recibido «una pena de prisión de extrema gravedad con fundamento precisamente en las declaraciones que ahora se reputan falsas y cuya falsedad, de resultar acreditada, daría lugar a la revisión [de la condena]».


  Según la investigación de El Mundo, las rumanas —testigos protegidos C-65 y J-70— identificaron a Zougam ante el juez Del Olmo varios meses después de que la imagen del marroquí fuese difundida masivamente en los medios de comunicación, lo que según el Tribunal Supremo constituye «la principal prueba de cargo» contra el condenado por la Audiencia Nacional. La declaración de la testigo C-65 se produjo por primera vez el 1 de abril de 2004 y la declaración de la testigo J-70 en febrero de 2005, once meses después del atentado. Esta última manifestó que había visto a Zougam con una mochila en su vagón cuando iba acompañada de una amiga, la testigo C-65. Pero ocultó al juez que quince días antes el Servicio de Indemnizaciones del Ministerio de Interior había rechazado su condición de víctima, negándole en consecuencia las indemnizaciones previstas y la regularización de su situación en España, que la ley había concedido a quienes viajaran en los trenes «sin papeles». Tras la inculpación a Zougam, el ministerio rectificó y fue incluida en el listado de víctimas, asignándosele una indemnización de 48.000 euros.


  La investigación de El Mundo reveló que la testigo C-65 fue remitida a la policía por el consulado de Rumanía, adonde había acudido con otra mujer (que no era la J-70) para reclamar las indemnizaciones que pagaba el gobierno rumano. Solo después de que a esa segunda persona se le negase el dinero, porque no aportaba ninguna prueba de ser víctima del 11-M, ambas dijeron que viajaban juntas, que habían visto a un terrorista en el tren y señalaron, en un reconocimiento fotográfico hecho por separado, a Zougam. De esa segunda mujer nunca más se supo, pues su testimonio no trascendió al sumario.


  En el momento de escribir estas líneas, se ha producido la declaración de las testigos, como imputadas, ante la juez Belén Sánchez.


  Habrá que esperar a la conclusión del sumario para ver si la juez decreta la apertura de juicio oral o archiva la causa.


  Así que explosivos y rumanas. Estos son los dos flecos pendientes del 11-M. Y no hay más. Por ahora.


  


  II

  
 MEDITACIÓN
DE UN INDIGNADO SOLITARIO


  


  


  


  


  


  


  No puedo evitarlo. Después de esta mirada retrospectiva al 11-M me siento indignado, pero no llamo a nadie a rodear el Congreso de los Diputados, ni la Audiencia Nacional, ni el palacio del Tribunal Supremo, ni el Ministerio del Interior, ni la sede socialista de Ferraz, ni la sede del Partido Popular. No lo hago porque siempre he sido pacífico y, además, porque probablemente tan solo un puñado de víctimas supervivientes de aquella masacre acudirían a la llamada.


  Pero debería oírse un grito masivo como aquel que tanto se escuchó entre el 12 y el 13 de marzo de 2004, cuando las urnas esperaban el veredicto de los españoles. ¡Queremos saber la verdad! Claro que ese grito ahora dejaría indiferente a la mayoría de los ciudadanos. Bastantes problemas tenemos como para preocuparnos de un grupo de chiflados que se empeñan en negar la evidencia, como es que aquella tragedia nos la ganamos a pulso, por creer que éramos los amos del mundo después de poner los pies en la mesa de Bush y fumarnos un puro antes de desfilar victoriosos por las calles de Bagdad. Además la Justicia, esa institución que tanto prestigio tiene entre nosotros, ya puso las cosas en su sitio. Los autores fueron unos moros cabreados por lo de Irak, que cuando se vieron acorralados por la policía se suicidaron. Discutir sobre si los explosivos fueron galgos o podencos es una solemne pérdida de tiempo. Y, por si fuera poco, hablar del 11-M no da un solo voto. Al revés, seguramente los quita. Así que vale ya.


  Pues no. A estas alturas de mi vida no me importa que digan de mí lo que quieran. No será más de lo que ya han dicho los otros terroristas, los de la boina y la capucha, y sus compinches políticos. Y por eso expreso mi estado de ánimo, que no es otro que el de una profunda indignación. No puedo permanecer impasible cuando veo desfilar por el Congreso y los tribunales a personas uniformadas y sin uniformar, que presuntamente no dijeron la verdad quizás para eludir sus propias responsabilidades y que, en su gran mayoría, no solo resultaron indemnes sino que fueron ascendidas, condecoradas y puestas como ejemplo de pundonor profesional y servicio a la patria.


  Vaya por delante que no discuto la verdad oficial. No tengo ningún dato que pruebe otra cosa. Ni en la Comisión de Investigación ni en mi libro 11-M. Demasiadas preguntas sin respuesta sostuve ninguna tesis discrepante con los puntos básicos del relato surgido de las investigaciones realizadas por los responsables de la Seguridad del Estado. Otra cosa es que pusiera énfasis en los puntos oscuros y solicitara, basándome en indicios racionales, no en meras elucubraciones fantásticas, la posibilidad de que se hubiera producido una concertación entre los islamistas y otros grupos terroristas. Y la otra gran cuestión que planteé, que sigue sin respuesta y a la que he hecho referencia en el capítulo anterior, es cómo se explica que si todos cuantos participaron en el planeamiento y ejecución de la gran masacre o eran confidentes del CNI, o de la policía, o de la Guardia Civil, o estaban estrechamente vigilados por los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, bajo la dirección de los órganos judiciales, entre ellos el juzgado de Baltasar Garzón, al final los explosivos llegaron a poder de los terroristas que se salieron con su criminal propósito de hacer volar los trenes.


  Todo ello era coherente con el objeto de la Comisión de Investigación del Congreso de los Diputados que era, en primer término, «esclarecer la verdad acerca de los hechos sucedidos los días 11 al 14 de marzo, así como los antecedentes y consecuentes que resulten coherentes con aquella finalidad» y, en segundo lugar, «esclarecer los acontecimientos anteriores y posteriores a los atentados del 11 de marzo vinculados con estos y las actuaciones que han realizado sobre ellos los poderes del Estado».


  Hay quien me acusó de dañar a los cuerpos policiales con mi exigencia de responsabilidades por la actuación de algunos de sus miembros. Una exigencia obligada por mi deber como diputado y como miembro de la comisión. A quienes lanzaron semejante insidia les recordaré que mi afecto y respeto por la labor de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado se ha expresado en numerosas ocasiones, incluso cuando nadie se preocupaba o se atrevía públicamente a defender su honor en momentos en que era mancillado por ETA y su entorno político. Debo decir que se trata, además, de un reconocimiento nacido de la gratitud personal, porque han sido mis ángeles custodios desde 1977 hasta hoy 27 y sin su desvelo y eficacia es seguro que no estaría ante el ordenador escribiendo estas líneas.


  Precisamente porque tengo en la mayor consideración y estima la labor de los miles y miles de agentes anónimos que conforman los cuerpos policiales, no puedo tener el mismo respeto por quienes podrían —y lo digo en hipótesis— haber cometido negligencia inexcusable, mentido en la Comisión de Investigación del Congreso y en las diversas instancias judiciales, ocultado, manipulado o destruido pruebas y todo ello para salvar su propio pellejo o proteger los intereses políticos del gobierno que salió de las urnas el 14 de marzo.


  Lo anterior no tiene nada que ver con teorías conspirativas de ningún tipo, algunas absolutamente disparatadas, sino con algo elemental. Ante el brutal asesinato de 191 personas, al igual que ocurrió en América el 11-S, es lícito preguntarse qué fue lo que falló en el funcionamiento de los poderes públicos para que al final los terroristas se salieran con la suya. Imagino el escándalo que se habría producido en Estados Unidos si se hubiera sabido que todos o gran parte de sus autores eran confidentes de la CIA o del FBI o estaban estrechamente vigilados por los servicios de inteligencia. Pero aunque no fuera así, lo que sí sabemos es que la Comisión Nacional sobre los Ataques terroristas en los Estados Unidos (National Commission on Terrorist Attacks Upon the United States), constituida el 27 de noviembre de 2002, que fue presidida por el exgobernador de Nueva Jersey Thomas Kean, y de la que formaban parte cinco demócratas y cinco republicanos, concluyó que los fallos de la CIA y del FBI permitieron que se perpetraran los atentados contra las Torres Gemelas y el Pentágono y que si ambas agencias hubieran actuado más eficazmente los ataques podrían haber sido potencialmente prevenidos.28


  En España, en cambio, algunos de los más notables personajes que desfilaron como testigos y que podrían haber protagonizado conductas censurables fueron condecorados, ascendidos o premiados con destinos privilegiados por el gobierno de Rodríguez Zapatero.


  Tampoco se quiso investigar cómo y por quién se fraguaron las grandes mentiras difundidas entre los días 12 y 13 de marzo y que nada tenían que ver con la investigación judicial sobre la autoría del atentado. Ni la vulneración del deber de acallar la campaña electoral el día de reflexión. Ni el acoso a las sedes del PP en ese mismo día previo a las elecciones.


  De lo que no cabe ninguna duda es que el 11-M se concibió para provocar un terremoto político en vísperas de los comicios del 14 de marzo. Fuera quien fuera el que lo ideara, lo cierto es que consiguió su objetivo. Sabía perfectamente que el terreno estaba abonado desde que el Partido Socialista se puso a la cabeza de la agresiva oposición contra la política de José María Aznar respecto a Irak. La no muy afortunada postura de la fiscal Olga Sánchez, al pretender que la fecha elegida lo había sido mediante una fórmula «cabalística», ni siquiera fue asumida por la sentencia de la Audiencia Nacional.29 Zapatero había anunciado meses atrás que la primera decisión de su futuro gobierno, caso de resultar elegido, sería retirar nuestras tropas de Irak. Luego los terroristas sabían que un ataque brutal conmocionaría al cuerpo electoral y podría inclinar la balanza contra un gobierno al que se endosaría la responsabilidad de la masacre, como así fue. Es cierto que algunos advertimos a José María Aznar, no del riesgo del atentado, pero sí de los peligros que entrañaba una intervención al margen del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, por más que todos estuvieran convencidos de la posesión por Sadam Husein de armas de destrucción masiva. Pero las decisiones adoptadas en materia de política exterior por un gobierno legítimamente democrático, no justifican la campaña de acoso contra el Partido Popular para impedirle su normal funcionamiento. En aquellos aciagos días nuestra actividad política casi tuvo que realizarse en la clandestinidad.


  Todos mis temores se expresaron en la carta que el 12 de marzo de 2003 dirigí al presidente José María Aznar y que reproduzco a continuación porque agua pasada no mueve molino:


  


  Querido presidente:


  Me refiero a la conversación que tuvimos el pasado 4 de marzo en el Congreso. Como recordarás te expuse en ella mi preocupación por el hecho de que los acontecimientos pudieran arrastrarnos a apoyar una intervención militar norteamericana al margen de las Naciones Unidas.


  El anuncio del presidente Bush acerca de su intención de atacar a Irak con o sin resolución del Consejo de Seguridad y las dificultades para encontrar un acuerdo en el seno del mismo podrían situarnos ante ese escenario. La verdad que estas declaraciones, que contrastan con la sabiduría de Bush padre demostrada en 1991, no ayudan a mejorar las cosas y solo contribuyen a complicar la vida a sus propios aliados.


  Pues bien, si eso ocurriera, España no puede formar parte de la «coalición de voluntarios» de Bush, por más que se compartan los argumentos de fondo sobre Irak de los Estados Unidos. Desde que la guerra se convirtió en tema de discusión, cada vez más agresiva, en la opinión pública española, nuestro discurso se ha mantenido con una coherencia intachable. Hemos apostado en todo momento por desarmar a Sadam Husein en el marco de la legalidad internacional y del Consejo de Seguridad. Y para ello hemos optado por proponer al Consejo una segunda resolución que dé a Irak una nueva oportunidad para desarmarse, mediante un ultimátum.


  El partido y, de modo especial, el Grupo Parlamentario ha manifestado sin fisuras su apoyo a la posición de España mantenida hasta este momento. Sin embargo, si traspasamos el límite que nosotros mismos nos hemos marcado y, por tanto, nos embarcamos en una aventura militar unilateral sin respaldo de las Naciones Unidas nos hundiremos en el abismo y será imposible mantener la cohesión del partido y, sobre todo, del Grupo Parlamentario. Me consta que hay diputados que entienden, por razones de conciencia, que no podrían apoyar una guerra unilateral de los Estados Unidos.


  En términos jurídicos puede discutirse si la resolución 1441 ampara el uso de la violencia contra Sadam Husein. En mi opinión de modesto jurista entiendo que no, pues debe ser el Consejo de Seguridad el que verifique si, a su juicio, la resolución ha sido o no incumplida, decisión que no puede quedar al arbitrio de cualquiera de los miembros de las Naciones Unidas. Por otra parte, los informes de los inspectores de la ONU han movido hasta ahora al Consejo a no pronunciarse sobre el incumplimiento de Irak por no haber consenso en su seno. Ello implica que el supuesto carácter ejecutivo de la resolución 1441 ha quedado superado por los acontecimientos posteriores, razón por la que es necesaria —y no solo políticamente conveniente— una nueva decisión. Decir que la resolución controvertida (aunque se hubiera mantenido en un principio) legitimaría el ataque a Irak es muy peligroso. Te recuerdo que la distinción entre «legalidad» y «legitimidad» fue rebatida, con gran acierto, por ti en el primer debate en el Congreso cuando saliste al paso de la infortunada declaración de Zapatero sobre la ilegitimidad del gobierno para representar a España por haberse divorciado de la opinión pública española.


  Por otra parte, que la resolución 1441 no es suficiente lo demuestra que todo el mundo —empezando por los Estados Unidos— se está esforzando en conseguir otra resolución. Y en ello está empeñada España, precisamente para que todo el proceso se desenvuelva en el marco de las Naciones Unidas.


  El precedente de Kosovo se puede invocar, sin duda alguna. Pero en aquel caso no existía una opinión pública activa y militante en contra de la intervención y todo el mundo veía —o, al menos, así se transmitía por televisión— la limpieza étnica y la aniquilación de los albano-kosovares. Finalmente, actuó la OTAN con el respaldo unánime de la Unión Europea.


  En la crisis de Irak la opinión pública, en general, ha tomado postura a favor de la tesis de Francia, Alemania y de los demás países que se oponen a la intervención armada. Con un matiz muy importante. Mientras Zapatero rechaza la guerra en cualquier caso, las encuestas demuestran que una mayoría de españoles solo aceptaría el conflicto bélico si se produce en el marco de las Naciones Unidas. Y ahí está nuestra salida.


  Sé que eres plenamente consciente de que el Partido Popular está en el peor momento de su historia en cuanto a expectativas de voto. Tenemos por delante unas elecciones que son cruciales para nuestra pervivencia en el gobierno de España. Te recuerdo que la conquista de buena parte de los ayuntamientos y de las comunidades autónomas nos facilitó en su día el acceso a La Moncloa. Por eso, no podemos permitir el descalabro electoral y todavía estamos a tiempo de evitarlo si mantenemos la coherencia entre lo que decimos y lo que hacemos.


  Si Bush, además de amigo, es inteligente, comprenderá que si perdemos el gobierno España dejará de ser aliado para sumarse al «eje franco-alemán». Luego debe comprender cuanto tengamos que hacer para evitar el desastre electoral.


  Por otra parte, si el PSOE alcanza el poder, la cohesión de España y el mantenimiento de los logros económicos y sociales conseguidos se vendrían abajo. Como te dije en el Congreso no puede ser que por sacar a España del rincón de la historia dejemos nuestra casa en manos de irresponsables que podrían deshacer en un cuarto de hora todo lo conseguido.


  Pienso que has ejercido hasta este momento con enorme valentía y dignidad tu responsabilidad como presidente adoptando la posición que mejor convenía a los intereses de España, en una apuesta clara por la paz y la seguridad en el mundo. Ahora el interés general de España exige realizar el mayor esfuerzo para evitar la derrota del Partido Popular.


  En consecuencia, si se produjera una intervención sin cobertura de las Naciones Unidas, España debería retirarse a sus cuarteles de invierno después de proclamar que ha hecho todo lo posible y lo imposible para conseguir el respeto al marco de la legalidad internacional tal y como está definida actualmente en la Carta de las Naciones Unidas. Fracasados los intentos diplomáticos, España —que no es una potencia militar— respetará la decisión que adopten los Estados Unidos, pero no podrá dar su apoyo expreso a la misma ni por tanto enviar efectivos militares al área del conflicto.


  Insisto, en este momento has de pensar única y exclusivamente en el interés de España. Y desde luego, en ese interés está la continuidad en el gobierno del Partido Popular. Si se hunde el Partido Popular habrá quien te acuse de haber sido insensible a su caída y quien retuerza en tu contra el gesto ético de tu renuncia a un nuevo mandato.


  Hay otras consideraciones a tener en cuenta. En primer lugar, la peligrosa «batasunización» de la vida pública como consecuencia de la irresponsabilidad del PSOE. Lo ocurrido a Alberto Ruiz Gallardón, a Pilar del Castillo y a Jaime Mayor significa que la estrategia es impedir al PP, e incluso, al gobierno desarrollar normalmente su actividad en la calle. Y esto es muy grave, pues podría ser el comienzo de una peligrosa etapa de extremismo político con grave riesgo para nuestra convivencia pacífica.


  En segundo lugar, no podemos olvidar que a primeros de mayo nos visita el Papa, cuyo mensaje es claro en contra de la guerra. Buena parte de nuestro electorado sigue teniendo en la Iglesia el punto de referencia moral. Y planteada en términos morales la guerra, es claro que nuestra posición sería insostenible, salvo que cuente con el amparo inequívoco de la legalidad internacional.


  No soy dogmático y, por lo tanto, admito la posibilidad de estar equivocado. Pero me temo que cuanto acabo de exponerte sintoniza con el sentir de la mayor parte de nuestro electorado. Por eso, con la lealtad de siempre, me siento obligado a transmitírtelo.


  Que Dios te ilumine. Un fuerte abrazo.


  


  Tres días después del envío de esta carta llegó la foto de las Azores y el ultimátum a Sadam Husein. Y aunque España no envió tropas de combate ni participó en la invasión de Irak que se inició el 20 de marzo, la imagen de los tres dirigentes juntos, Bush, Blair [que paradójicamente ha pasado recientemente por Madrid para mostrar su admiración por Rodríguez Zapatero] y Aznar, bastó para que se transmitiera —falsamente— la idea contraria.


  No debemos olvidar, por otro lado, que en los comunicados de los terroristas posteriores al 11-M se justifica el atentado por nuestra participación militar no solo en Irak sino también en Afganistán, que sí contaba con el respaldo del Consejo de Seguridad (resolución de 14 de noviembre de 2001). Y no solo eso, sino que expresan su decisión de llevar a cabo nuevos atentados en España, decepcionados por el hecho de que el presidente in péctore Rodríguez Zapatero hubiera anunciado la retirada de las tropas de Irak al tiempo que anunciaba una mayor presencia militar en Afganistán, algo que consideraban como una gravísima provocación. Es evidente que para Ben Laden la aniquilación del régimen talibán, que le permitía contar con una base de operaciones amparada por el Estado afgano para vengarse de su derrota , tenía mucho más valor que la intervención en Irak, donde gobernaba un dictador laico, totalmente contrario a la pretensión de Al Qaeda de imponer la ley islámica llevada al extremo.


  Y esto me lleva a otra consideración. En el atentado del 11-M no hubo terroristas suicidas y los hechos posteriores, como el frustrado intento contra el AVE Madrid-Toledo, demostraban que no tenían la menor intención de llegar anticipadamente al paraíso. No se entiende por ello el empeño del CNI en concluir, como lo hizo en la nota informativa C/05303/16.03.2004, fechada el 16 de marzo, en la que analizaba el vídeo reivindicativo depositado junto a la mezquita de la M-30, que la imagen transmitida por el encapuchado que leyó el comunicado de los terroristas era la de un suicida.


  La sentencia de la Audiencia Nacional parte, como hecho indubitado, de que la célula islamista atrapada en el piso de Leganés decidió suicidarse. Lo sorprendente es que lo hiciera sin eliminar a ningún infiel, pues el infortunado miembro de los GEOS, José Antonio Torronteras —cuya tumba sería violada por unos desconocidos que desenterraron el cadáver y después de mutilarlo le prendieron fuego— murió como consecuencia de una esquirla producida por la explosión, que le seccionó la aorta.30


  Reitero, una vez más, que no pongo en duda la versión judicial del atentado, pero sí afirmo que existen numerosas sombras que afectan a aspectos fundamentales de la misma. A las dudas razonables sobre la autoría intelectual del atentado, sobre el suicidio de los terroristas o por qué no lo hicieron en los trenes, sobre la autenticidad de la mochila de Vallecas, sobre el motivo por el que se destruyeron precipitadamente los vagones siniestrados, sobre los explosivos utilizados, sobre quién adiestró a la célula islamista para montar bombas con móviles como temporizadores o sobre si los terroristas realizaron el atentado solos o en compañía de otros31 se añade la circunstancia, absolutamente insólita, de que la práctica totalidad de los miembros de la célula islamista fueran confidentes o estuvieran estrechamente vigilados. Amén de que es un hecho inexplicable que ni siquiera se haya dado respuesta clara sobre cómo es posible que la dinamita llegara a manos de los terroristas si había informaciones fidedignas y reiteradas sobre el tráfico de explosivos realizado por Antonio Toro y Emilio Suárez Trashorras.


  Estas lagunas en la investigación son clamorosas en lo relativo a la posibilidad de una colaboración ETA-islamistas, que al día de hoy ningún informe policial ha acreditado.


  Jesús Eguiguren, uno de los negociadores del gobierno de Zapatero con la banda terrorista, revela en uno de sus libros que «era evidente la obsesión de ellos [los terroristas] por desligarse del 11-M». Tiene su lógica. Si se confirmara su participación, las consecuencias para la credibilidad de la banda, sobre todo ante los suyos, quedaría totalmente arruinada. El olfato político de Arnaldo Otegui se puso de manifiesto cuando, sin tener la menor idea de si ETA iba a reivindicar o no el atentado, negó a primeras horas de la mañana la autoría etarra e insinuó que detrás estaban los islamistas.


  No voy a reproducir aquí, cuanto en nombre del Grupo Popular dije en la Comisión Parlamentaria del Congreso para justificar la solicitud de una investigación rigurosa sobre este asunto. Me remito a los diarios de sesiones y a cuanto expuse en mi libro 11-M. Demasiadas preguntas sin respuesta. Pero no me resisto a hacer mención a un episodio que demuestra que el gobierno mintió cuando informó al Congreso de que había realizado la investigación reclamada —tardó un par de meses en hacerla— y que no había ni rastro de la colaboración entre ETA y los terroristas de Al Qaeda.


  Poca gente sabe que el primero que habló en España de la posible colaboración entre ETA y los islamistas fue un diputado socialista. En una entrevista con la periodista y brillante escritora Julia Navarro, publicada en la revista Tiempo el 1 de octubre de 2001, pocos días después del 11-S, el diputado Rafael Estrella, que por aquel entonces era presidente de la Asamblea Parlamentaria de la OTAN, confirmó la existencia de la conexión entre ambos terrorismos. Esta fue la pregunta: «¿ETA está conectada con el terrorismo islámico?». Y esta la respuesta: «Parece evidente que sí y que los servicios de información tienen noticia de ello».


  Por otra parte, la misma revista a la que no puede tildarse de estar al servicio de los intereses cavernarios de la derecha, publicó el 4 de marzo de 2002 un reportaje firmado por el periodista Ahmad Rafat, perteneciente a la redacción del periódico italiano Il Corriere de la Sera y especializado en los asuntos árabes, en el que revelaba que tres miembros de ETA se habían entrenado en el mes de enero de 2001 en un campo de Al Qaeda en Afganistán, en esa época bajo dominio del régimen talibán. Según Ahmad Rafat, un espía árabe en Pakistán había desvelado la presencia de los etarras en un campo de Al Qaeda situado en la localidad afgana de Jalada. Los etarras habrían recibido instrucción en el manejo de misiles tierra-aire tipo SAM, de fabricación soviética, o Stinger, de fabricación norteamericana, procedentes de la guerra de los talibanes contra la ocupación militar rusa. El informante había manifestado que durante la estancia de los etarras en Jalada se habría concertado la compra de varios misiles tierra-aire a los talibanes.


  Durante los trabajos de la comisión elevé una pregunta al gobierno para saber si se había realizado alguna investigación acerca de los hechos revelados en Tiempo por Ahmad Rafat. El 28 de septiembre de 2004, firmado por el comisario general de Información, Telesforo Rubio, recibimos un informe en el que se decía textualmente:


  


  En esta Comisaría General de Información no existe constancia de ningún otro dato o información que pueda orientar en la dirección de un supuesto entrenamiento de tres miembros de ETA en territorio afgano. Finalmente, entre las múltiples incautaciones de armamento a la organización terrorista ETA no ha aparecido en ningún caso misiles tipo STINGER.


  


  Pues bien, antes se coge al mentiroso que al cojo. El 3 de octubre de 2004, cinco días después de la recepción del informe, en una brillante operación policial realizada por la policía francesa en colaboración con la Guardia Civil, se detuvo en Francia al máximo dirigente político de la banda criminal, Mikel Albizu, alias Mikel Antza. El ministro Alonso calificó de «histórica» una detención que había permitido el hallazgo de cientos de kilos de explosivo y decenas de armas de ETA. La información policial decía que, en uno de los zulos —¡oh casualidad!— se habían encontrado dos misiles tipo SAM. El ministerio se percató del ridículo en el que había quedado el informe del comisario general de Información y sin que nadie se lo preguntara aclaró que los citados misiles habían sido adquiridos por ETA en el mercado negro del Este.


  Años después, resulta que un tal Peio Olano, autor de las amenazas de muerte contra la valerosa alcaldesa de Lizarza Regina Otaola, condenado por este delito a dos años de cárcel, fue detenido de nuevo el 8 de enero de 2010. Olano hizo una sorprendente revelación. ETA había intentado por tres veces, en la primavera de 2001, asesinar a José María Aznar con un misil tierra-aire, tipo SAM, de fabricación soviética. Más tarde, Olano negaría los hechos y denunciaría haber sido torturado.32


  En cualquier caso, al menos una de las informaciones publicadas por el periodista italiano era cierta. En 2001 ETA se había hecho con misiles tierra-aire, como se demostró al descubrirse el arsenal de Mikel Antza. ¿Podremos creer que los misiles los consiguió ETA en el mercado clandestino del Este si cinco días antes, después de su rigurosísima investigación, había concluido que la banda terrorista no tenía este tipo de armamento en sus arsenales?


  La reciente muerte de Manuel Leguineche, maestro de periodistas, me recuerda el artículo que publicó tras el atentado del 11-M, haciéndose eco de otro firmado el 12 de marzo de 2004 por Magdi Allam, subdirector de Il Corriere de la Sera. Recordaba el periodista italiano las andanzas, en vísperas de la invasión anglo-americana de Irak, de la autodenominada Brigada de Euskal Herria [Euskal Herriko Brigada Irakera/ Brigada de Solidaridad de Euskal Herria en Irak]. Allam señalaba que entre los miembros de la Brigada se encontraban los dos etarras detenidos en Cuenca diez días antes de la masacre, Gorka Vidal e Irkus Badillo, cuando trataban de introducir en Madrid una furgoneta cargada con 500 kilos de explosivos. La Brigada estaba compuesta por un grupo de miembros de la izquierda abertzale que se habían ofrecido como escudos humanos ante la inminencia de la invasión. De que la Brigada existió no cabe duda alguna, pues emitió diversos comunicados desde Irak. En cuanto a si entre sus miembros estaban los dos etarras citados no hay verificación posible. En la Comisión de Investigación se nos dijo que no había constancia ninguna.


  Me parece oportuno asimismo reflejar el diálogo que mantuvo en la Comisión de Investigación del Congreso Rafael Gómez Menor,33 jefe de una de las dos brigadas de la Unidad Central de Información Exterior encargada, como ya sabemos, de la lucha contra el terrorismo islamista, con el diputado nacionalista Emilio Olabarría. Se habían publicado antes de la comparecencia de Gómez Menor diversas informaciones acerca de la coincidencia en las cárceles de etarras e islamistas, que en algunos casos podrían haber generado relaciones de amistad. Interrogué a Gómez Menor el 25 de octubre de 2004 y en una de sus respuestas dijo que debía investigarse la posible conexión ETA-islamistas. El diputado del PNV Emilio Olabarría, en su turno de preguntas, intentó desvirtuar lo dicho por el compareciente. Y así se produjo este interesante diálogo tal como quedó reflejado en el Diario de Sesiones:


  


  Olabarría: ¿Usted piensa que ETA, o Al Qaeda alternativamente, visto desde el otro prisma, encontrarían algún tipo de plusvalía operativa vinculándose entre ellas o creando de alguna manera sinergias entre ellas? Le hago esta pregunta desde su punto de vista de experto policial.


  Gómez Menor: Entiendo que sí. Todas las organizaciones terroristas se han unido siempre. Entiendo que, hipotéticamente, cabe la posibilidad.


  Olabarría: ¿Sería entonces factible que el IRA o el Ejército Corso de Liberación impulsaran vinculaciones con una organización de corte islamista transnacional como Al Qaeda? ¿Usted no lo considera inverosímil?


  Gómez Menor: No lo considero inverosímil y, mucho menos, si coinciden en las cárceles.


  


  Pero hay más. El CNI también se pronunció sobre la conveniencia de investigar las relaciones etarras-islamistas en las cárceles. Lo hizo en su nota informativa C/ 035430/16.03.2004, remitida por el gobierno a la comisión:


  


  Asunto: ANÁLISIS SOBRE POSIBLES RELACIONES ENTRE PRESOS DE ETA Y TERRORISMOS ISLÁMICOS.


  Tras los atentados ocurridos en Madrid el pasado 11 de marzo se sigue investigando diversas líneas de trabajo para determinar la identidad de los autores.


  Para ello se están siguiendo con detenimiento los contactos que en el interior de las cárceles se han encontrado entre miembros de ETA y radicales islámicos, principalmente de origen marroquí y argelino.


  Análisis


  Los etarras no se relacionan con presos comunes o de otros grupos con el objetivo de ser considerados presos políticos.


  Los únicos contactos conocidos hasta el momento son los que a título individual realizó en la prisión de Villabona (Asturias) Albdelkrim Benesmail con Juan Igarataundi Peñagaricano y Juan Luis Camarero López. Con ninguno de estos contactos pudo aprender técnicas apropiadas para la realización del atentado en Madrid.


  El primero ingresó en prisión en 1987 y solo tenía conocimientos sobre artefactos explosivos de la época sin móvil. Camarero no ha realizado ningún cursillo de los impartidos por ETA a sus comandos.


  Siguen tachaduras de ocho líneas.


  Conclusiones


  Si bien la línea de investigación se dirige al terrorismo islámico se siguen analizando pormenorizadamente las estancias de presos de ETA y de islamitas radicales en las cárceles españolas. Por el momento no se han encontrado elemento que permitan afirmar que ha habido relación directa o indirecta entre ambos grupos en relación con los atentados de Madrid.


  


  A finales de julio de 2004, tanto el comisario general de Información, Telesforo Rubio, como el ministro del Interior, José Antonio Alonso, habían declarado ante la comisión que la investigación sobre las relaciones entre etarras e islamistas estaba totalmente descartada por innecesaria. Por este motivo, la declaración de Gómez Menor del 25 de octubre les dejaba fuera de juego. Así que reaccionaron de inmediato. El 4 de diciembre de 2004 Telesforo Rubio remitió un informe dando cuenta de que tras la investigación realizada —¡en un mes!— estaba en condiciones de afirmar que de las investigaciones efectuadas no había aparecido conexión alguna «de carácter operativo» entre ETA y los islamistas. Se acreditaba que no existía ninguna relación entre ETA y el terrorismo islamista. El propio presidente Zapatero prestaría su voz a este informe en su comparecencia ante la comisión, que tuvo lugar el 13 de diciembre de 2004.


  Dejo al lector que saque sus propias conclusiones, no sin antes decir que todo cuanto he relatado sobre ETA no conduce a nada más que a una conclusión. No existe ninguna prueba sobre la participación de la banda etarra en la masacre de Madrid. Pero los indicios de que etarras e islamistas no son «como el agua y el aceite que nunca se mezclan», como declaró en la comisión el que fuera director del CNI Jorge Dezcallar, que no son fruto de ninguna imaginación calenturienta sino que se apoyan en testimonios de toda solvencia, demuestran que no era temerario solicitar se investigaran a fondo.


  Pero en el 11-M hubo que creer a ETA. A las 18.30 horas del día 12, un anónimo comunicante, que dijo hablar en nombre de la banda terrorista, contactó con Euskal Telebista y el diario Gara en San Sebastián y aseguró que ETA no tenía nada que ver con los atentados de Madrid. La televisión vasca informó de que la voz del comunicante era la misma que la del encapuchado que el 18 de febrero de 2004 había anunciado la tregua para Cataluña. El 14 de marzo, Gara publicó un curioso comunicado en el que se vinculaba el apoyo de Aznar a Bush a la pretensión de acabar con el «conflicto vasco»:


  


  A cambio de la subordinación y colaboración leal con Bush, entre los beneficios que esperaba Aznar se encuentra terminar definitivamente con el «conflicto vasco». Para obtener los consejos, el servicio y los recursos de los estadounidenses, [Aznar] ha sido un aliado de primera fila con la política internacional criminal de Bush. La política exterior llevada con el objetivo de internacionalizar el problema que considera «interno» respecto a Euskal Herria ha tenido un duro efecto boomerang. Aznar ha fracasado en su política de opresión contra Euskal Herria… Esperamos que quienes vayan a gobernar ahora en España actúen con más sentido, para que logremos una paz sustentada en los derechos, por medio del diálogo, para Euskal Herria.


  


  Lo dijo Pérez Rubalcaba el 12 de marzo: «ETA mata, pero nunca miente».


  Y el 13 de marzo, jornada de reflexión, Paco González, del programa Carrusel deportivo, dio comienzo al mismo con estas palabras: «No suele jugar ETA con la verdad y la mentira en sus comunicados. No juega con el doble lenguaje. No juega con la infamia en beneficio propio».


  De modo que a ETA hay que creerla a pie juntillas. Así que si dijo que no tenía nada que ver con el atentado del 11-M, no hay más que hablar. Y por haber mentido, el gobierno merecía un castigo en las urnas.34


  Quizás se entienda ahora por qué insistí una y otra vez en la necesidad de realizar una auditoría sobre la investigación policial. Fui diputado hasta 2008, momento en que no volví a presentarme a las elecciones por voluntad propia. Hasta el fin de mi último mandato más de una vez declaré, con el respaldo de quien podía dármelo, que si algún día regresábamos al poder descenderíamos hasta las cloacas de Interior para tratar de esclarecer cómo y por qué ocurrieron las cosas. Desde 2012 el Partido Popular gobierna y, que yo sepa, nadie se ha puesto la mascarilla para descender a los infiernos. Es cierto que este compromiso no figuraba en el programa electoral, pero nada impide al Partido Popular, y menos con su mayoría absoluta, llevarla a cabo.


  Y lo que son las cosas. El último en apuntarse a las abracadabrantes teorías conspirativas sería el propio diario El País, que tantas veces las había denunciado por fantasiosas. En un editorial publicado el 14 de abril de 2007, bajo el título «¿Estado responsable?», se hacía eco de la demanda planteada al tribunal del 11-M por una de las acusaciones particulares personadas para que se condenara al Estado como responsable civil subsidiario por mal funcionamiento de los servicios públicos de seguridad, al no haber sabido prever el atentado y cometer graves fallos burocráticos o negligentes.


  La iniciativa había sido promovida por el letrado Gonzalo Boyé y a ella se había sumado la Asociación de Víctimas, presidida por Pilar Manjón. El primero ejercía la acusación particular en nombre de la familia de una víctima de nacionalidad chilena y sostenía que el Estado falló por «una errónea dirección política» en la «investigación y prevención de los actos terroristas que, tal vez, de haberse actuado correctamente, se hubiesen podido evitar».


  La señora Manjón, por su parte, desde un principio viene cargando al expresidente Aznar la responsabilidad de lo ocurrido por nuestra implicación en la guerra de Irak, lo que constituye a mi juicio una tremenda perversión jurídica y moral.35 Por este motivo, es evidente que la petición formulada por Boyé al tribunal del 11-M no estaba orientada solo a la defensa de los intereses económicos de sus representados. Soñaba con que una hipotética condena civil del Estado le proporcionaría la munición necesaria para tratar de exigir responsabilidades civiles e incluso penales, según informaba El País, al expresidente José María Aznar y a los responsables políticos del Ministerio del Interior de su segundo gobierno.


  Pues bien, a juicio del rotativo, la pretensión de Boyé y Manjón no era «del todo descabellada». Y lo argumentaba así:


  


  En el caso del 11-M son numerosos los fallos susceptibles de ser valorados por un tribunal como efectos del mal funcionamiento del aparato de Seguridad del Estado, tanto en su dimensión profesional como política. Y van desde dejar sin concluir seguimientos policiales a elementos yihadistas investigados con anterioridad a la masacre del 11-M, algunos de los cuales participaron en ella, hasta la increíble pasividad policial y judicial frente a la trama asturiana de los explosivos, el descontrol en la custodia de las minas donde se obtenían y la desatención por parte de los máximos responsables políticos de los informes que alertaban de la creciente amenaza del terrorismo islamista en España.


  


  Salvo la conclusión de que hubo «desatención» por parte de los máximos responsables políticos de las alertas de los servicios de inteligencia, todo lo demás se refiere al funcionamiento de los cuerpos policiales. El País considera probado que hubo numerosos fallos en su actuación. Y esto no deja de ser algo sorprendente. Porque en la Comisión de Investigación del 11-M los socialistas, con el respaldo incondicional del periódico, se negaron a realizar una investigación a fondo de lo ocurrido en Asturias y sobre la actuación de otros cuerpos de la Seguridad del Estado. Asunto este que sí entraba de lleno en las competencias de control al gobierno que constitucionalmente corresponde al Congreso de los Diputados.


  Es evidente que una comisión parlamentaria de investigación no tiene por objeto hacer un juicio paralelo cuando un asunto está sometido a la acción de la Justicia. Tuve claro desde un principio que carecíamos de instrumentos para indagar sobre la autoría intelectual y material de los atentados de Madrid. Pero nuestro deber era examinar cómo habían funcionado los servicios de seguridad. Por las declaraciones de ciertos mandos del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil llegamos a la conclusión de que algunos de ellos podrían ser responsables de conducta cuando menos negligente. Y esta es la razón por la que formulamos en la comisión la gran pregunta que no tuvo respuesta entonces ni la tiene ahora. ¿Cómo es posible que los terroristas lograran cometer el atentado si todos sus autores materiales y colaboradores o eran confidentes de la Policía, de la Guardia Civil o del CNI, o estaban estrechamente vigilados por los Servicios de Seguridad del Estado bajo la dirección en algún caso del juez Baltasar Garzón?


  El diario El País me reprochó en alguna ocasión el ser paladín parlamentario de la ridícula «teoría de la conspiración», según la cual el 11-M habría sido fruto de una conjura de islamistas, etarras, servicios secretos marroquíes, agentes del CNI y antiguos colaboradores del exsecretario de Estado de Seguridad, Rafael Vera. Todo por haberme atrevido a poner en duda la profesionalidad y, en algún caso, la veracidad de los testimonios de ciertos funcionarios de la Seguridad del Estado y haber preguntado sobre la posible conexión entre islamistas y etarras. Pero nunca he llegado tan lejos como el editorialista de El País, que declaraba taxativamente que hubo increíbles fallos en el funcionamiento de los aparatos de seguridad. Más aún, El País ponía de chupa dómine a los miembros de la UCO y al célebre Manolón, al que en su día glorificaron porque, según informaron faltando a la verdad, mi interrogatorio había sido tan agresivo que provocó el llanto del policía ante la comisión.


  En cualquier caso, lo que sí resulta rotundamente descabellado es acusar de imprevisión al presidente Aznar y a la cúpula política del Ministerio del Interior y tratar de articular sobre ello nada menos que la exigencia de responsabilidades penales. Los informes de los servicios de inteligencia demuestran que los responsables de la lucha contra el terrorismo islamista se encontraban en estado de máxima alerta. Por otra parte, España tenía un bien ganado prestigio internacional en el combate contra esta lacra universal. Ahí están como prueba las numerosas detenciones, de las que tanto se enorgullecía —y con razón— el juez Garzón, de elementos vinculados a la organización terrorista Al Qaeda. Ningún responsable de los cuerpos de seguridad declaró que la falta de medios hubiera frustrado ninguna operación policial. Y al menos hasta finales de diciembre de 2003, casualmente tres meses antes del atentado,36 la coordinación entre el CNI y la UCIE funcionaba a la perfección. Por último, ¿cómo puede achacarse imprevisión al gobierno, si todos los acusados de perpetrar la espantosa masacre o eran confidentes o estaban controlados y además los servicios encargados de la lucha contra el terrorismo islamista eran plenamente conscientes de los riesgos que se cernían sobre España?


  Pero no era la primera vez que El País denunciaba negligencias policiales. Del editorial publicado el 8 de septiembre de 1988 extraigo el siguiente párrafo:


  


  Se ha puesto de relieve, por otra parte, la existencia de una amplia zona de penumbra en la parte más sensible de todo aparato de poder: su policía... Algunas de las revelaciones producidas en torno al caso suscitan muy serias preocupaciones. Así, la existencia de una auténtica mafia policial, con redes que interrelacionaban a delincuentes, confidentes y agentes, sospechosa de haber eliminado a varios testigos incómodos; la aplicación arbitraria de la inconstitucional legislación antiterrorista; la pasividad, como mínimo, del poder político ante las razonables sospechas existentes y públicamente conocidas...


  


  Esta era la conclusión del periódico sobre el juicio celebrado por la desaparición de Santiago Corella, alias el Nani.37 Y tenía toda la razón, porque aquel fue uno de los episodios más negros de la democracia. Gobernaba por entonces Felipe González.


  Dicho lo cual, comprobar que el diario El País se sumaba al club de los alocados conspiranoicos fue muy gratificante.


  


  ***


  


  La exigencia de investigación sobre el comportamiento de ciertos mandos y responsables de los cuerpos de seguridad e inteligencia del Estado no empaña en modo alguno la labor abnegada y sacrificada de la inmensa mayoría de sus integrantes en defensa de la libertad y de la seguridad de los españoles.


  A dicha labor y a defender su honor colectivo dediqué mi última intervención parlamentaria, que tuvo lugar en la reunión de la Diputación Permanente del Congreso de los Diputados celebrada el 11 de enero de 2008.38 Transcribo este discurso en defensa del honor de la Guardia Civil para poner punto final a estas reflexiones sobre el 11-M de un solitario indignado:


  


  Cualquiera que haya sido nuestra discrepancia con el gobierno en la lucha contra ETA, el Grupo Popular ha expresado siempre su pleno apoyo a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Desde la instauración de la democracia tanto la Policía Nacional como la Guardia Civil han sido objeto permanente de la furia criminal de la banda terrorista. El gran número de asesinados por ETA pertenecientes a ambos cuerpos policiales demuestra hasta qué punto se han cebado contra ellos las alimañas que se creen con derecho a eliminar a cuantos rechazan sus objetivos políticos y condenan de raíz sus métodos liberticidas.


  Esta actitud de afecto y admiración sin límites hacia quienes —como los guardias civiles Fernando Trapero y Raúl Centeno, últimos asesinados por ETA— perdieron su vida para garantizar la integridad física y la libertad de los demás nos lleva a proclamar que jamás nos encontrarán en el camino cuantos, en una actitud de cínica e hipócrita equidistancia, dicen condenar toda actuación violenta, venga de donde venga, para al final prestarse a servir de instrumento propagandístico de la banda terrorista.


  No hay ninguna equidistancia entre la actuación de los asesinos y la de los garantes de la libertad. Entre otras cosas porque no existe ningún conflicto vasco. El único conflicto es el provocado por una banda de asesinos que ha declarado la guerra a la sociedad democrática y de forma totalitaria se atribuye la representación del pueblo vasco para mancillar su buen nombre. ETA es el único déficit democrático del País Vasco, la única torturadora de nuestra sociedad.


  La violencia en el País Vasco acabará de un plumazo si los terroristas aceptan las reglas del juego democrático y reconocen que nadie les ha dado licencia para matar a sus semejantes. Y mientras eso no ocurra o, mejor dicho, para que eso ocurra cuanto antes las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado deben continuar su infatigable y abnegada labor y contar con el respaldo de la sociedad.


  Dicho lo anterior debo hacer una precisión. La lucha contra el terrorismo ha de ajustarse en todo momento a las exigencias del Estado de Derecho. No hay atajos en la lucha contra el terrorismo. Por eso la actuación de los cuerpos policiales ha de respetar siempre los derechos fundamentales de todos por mucha que sea la chulería provocadora de los terroristas que, en el colmo del sarcasmo, no dudan en aplastar los derechos de sus víctimas para después ser los primeros en reclamar respeto para sus propios derechos. Quede claro que en España no puede haber lugar para la tortura. Pero si hubiera alguna extralimitación los tribunales de justicia son los únicos encargados de juzgarla y, en su caso, condenarla. Mientras eso no ocurra la presunción de inocencia —que es un derecho fundamental de nuestra Constitución— ampara a quienes arriesgaron su vida en una acción policial como la llevada a cabo el día de Reyes, que —no lo olvidemos— ha permitido evitar una nueva masacre en Madrid.


  Es bien sabido que el manual de instrucciones de los etarras incluye la obligación de denunciar sistemáticamente torturas físicas o psíquicas en caso de ser detenidos. Y lo cierto es que en la inmensa mayoría de los casos las denuncias han sido rechazadas por la Justicia. Por eso, en este episodio de la lucha contra ETA que tanto preocupa a los grupos que han propuesto la iniciativa que debatimos hay que ser muy prudentes y esperar al pronunciamiento de los tribunales. Entre tanto, no estamos dispuestos a secundar el linchamiento de ningún agente policial ni vamos a permitir, al menos con nuestro voto, que el Congreso de los Diputados sirva de plataforma propagandística para los terroristas, entre otras cosas por el respeto que nos merecen las víctimas de sus crímenes horrendos.


  Termino. No me gusta alardear de ello, pero en esta ocasión me siento impulsado a hacerlo. Desde el día 22 de diciembre de 1977 el gobierno me puso escolta por haber tenido la osadía de defender el derecho de Navarra a conservar su identidad en el seno de la nueva España libre y democrática. Gracias a mis ángeles custodios he podido representar a Navarra y ejercer a lo largo de estos últimos 30 años el derecho a combatir sin otras armas que las de la palabra y la razón, el terrorismo de ETA, aunque a veces haya tenido la sensación de vivir en régimen de libertad vigilada, que no deja de ser una forma de tortura. En todo este tiempo he sostenido el buen nombre de nuestras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en su lucha contra ETA incluso en épocas donde muy pocos lo hacían. Por eso, me siento muy gratificado por el hecho de que el Grupo Parlamentario Popular me haya permitido poner punto final a mi vida parlamentaria con una intervención en defensa del honor de la Guardia Civil.
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  Como había previsto quien fuera el cerebro del atentado del 11-M, la noticia del definitivo descarte de ETA a favor de Al Qaeda provocó un vuelco electoral en España. El voto indignado «contra» el gobierno falsario del Partido Popular, presentado como culpable de la masacre de Madrid por haber ido a Irak, dio el poder a Zapatero. Se dice que no le gustaba al presidente semejante conclusión, pues estaba convencido de que ganó las elecciones por sus propios méritos y que las encuestas ya le daban vencedor antes del 11-M. En cualquier caso, la derrota del PP no fue humillante y la victoria del PSOE tampoco fue arrolladora. Esto fue un gran inconveniente porque obligaba a los socialistas a caer en manos de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds y de Esquerra Republicana de Cataluña.39 Es decir, la izquierda más rancia de Europa, que oculta en su seno al Partido Comunista, y los separatistas más radicales de Cataluña, con estrechas relaciones con ETA y Batasuna, iban a condicionar la política del gobierno socialista.40


  En los países de larga tradición democrática, los cambios de gobierno derivados de la celebración de elecciones periódicas no producen ningún terremoto político. La alternancia en el poder es consustancial con la democracia. Cambian las políticas concretas, pero no se cuestionan los principios esenciales del régimen constitucional. En España esto había sido así desde la promulgación de la Constitución de 1978.


  Sin embargo, la llegada al poder de Zapatero supuso un apartamiento de esta práctica democrática, porque el presidente se consideró legitimado para implantar e imponer al conjunto de la sociedad española sus postulados ideológicos y políticos más radicales. Provocó con ello un resquebrajamiento de los pilares básicos de la Constitución Española y deslizó al país hacia una gravísima crisis nacional. Aunque sería injusto endosarle íntegramente la responsabilidad de lo que hoy acontece en España, pues han sido otros factores, como la corrupción y el desprestigio de las instituciones y de los partidos políticos provocado por su mal hacer y falta de ejemplaridad, los que han potenciado de forma exponencial la gravedad de la crisis.


  


  


  Del marxismo de Pablo Iglesias al republicanismo de Zapatero


  


  Hubo épocas en que la izquierda española consideraba que la democracia no era más que un instrumento solo válido en la medida en que permitiera la conquista del poder para proclamar la revolución social. Esto se puso de manifiesto con toda su crudeza en la insurrección socialista de 1934, cuyo objetivo era derribar al gobierno legítimamente constituido para implantar la dictadura del proletariado como paso previo a la sociedad socialista, según el modelo marxista de eliminación de las clases «burguesas».


  Las conclusiones del Congreso de Suresnes, de 1974, que llevó a la secretaría general del Partido Socialista Obrero Español a Felipe González,41 demuestran el peso de la tradición marxista del partido de Pablo Iglesias. El programa socialista pretendía conseguir, menos mal que por procedimientos democráticos, «el paso de una sociedad capitalista a una sociedad socialista», mediante un programa radical de nacionalizaciones (la banca, los transportes, la industria, la energía, la tierra, etc.). No menos revolucionaria fue la resolución sobre «nacionalidades y regiones», donde se apostaba por una «república federal de las nacionalidades y regiones que integran el Estado Español», a las que se atribuía ni más ni menos que el derecho de autodeterminación «enmarcado en la lucha de clases», lo «que comporta la facultad de que cada nacionalidad pueda determinar libremente las relaciones que va a mantener con el resto de los pueblos que integran el Estado Español».42 En política exterior el PSOE reivindicaba para España su adscripción a los países «no alineados», junto a los países que pretendían mantenerse neutrales entre los dos bloques en conflicto desde el inicio de la «Guerra Fría». Ello implicaba la ruptura de los acuerdos militares con Estados Unidos y, por supuesto, la renuncia al ingreso de nuestro país en la OTAN.43


  Luego vino, también de la mano de Felipe González, la transformación del PSOE en un partido de corte socialdemócrata, dispuesto por tanto a gestionar el capitalismo o, si se quiere, la economía de mercado con marcado acento social,44 así como la renuncia al programa originario del partido que, durante la Transición, cumplió «cien años de honradez y firmeza».45 Todo esto ocurriría en 1979.46


  Por supuesto, Rodríguez solo ha reivindicado de boquilla la tradición histórica y cultural de su partido, sin tocar un ápice —entre otras cosas porque estamos en la Unión Europea— el modelo capitalista. Sin embargo, cuando llegó a la secretaría general en el año 2000, concluyó que la izquierda europea se encontraba desnortada y alicaída, pues el derrumbamiento del sistema comunista demostraba que no había otra alternativa que la economía liberal. Fue entonces cuando encontró en las ideas de Philip Pettit, un irlandés profesor de Ciencias Políticas afincado en Australia, las bases ideológicas de lo que podía convertirse en el nuevo Evangelio del socialismo español: el republicanismo. En 1999, se publicó en España el libro de Pettit titulado Republicanismo. Una teoría sobre la libertad y el gobierno (Paidós Ibérica, Barcelona, 1999), que Zapatero leyó con fruición, convirtiéndose en profeta de una concepción alternativa al pensamiento liberal triunfante.


  En su primera conferencia política como nuevo secretario general del PSOE, pronunciada el 20 de octubre de 2000 en el Club Siglo XXI, Zapatero no debía de tener las ideas demasiado claras todavía, pues eligió este sugerente título: «Socialismo libertario». Pronto se percató del error cometido, porque en España la palabra libertario posee connotaciones anarquistas. Decidió entonces apostar decididamente por el republicanismo, según el credo de Pettit. Consiste este en contraponer el principio de «no dominación», propio de los fundadores de los Estados Unidos, al de «no interferencia», inherente al neoliberalismo de los republicanos norteamericanos, contrarios a la intervención del Estado en la vida social y económica. El republicanismo de nuevo cuño no trata de regresar al estatismo puro y duro, sino de conseguir una sociedad en la que nadie sea dominado por otro.47


  La ventaja para Zapatero del republicanismo de Philip Pettit era que admitía una interpretación radical de sus propuestas. El lanzamiento de la nueva doctrina republicana por un Zapatero convencido de su papel mesiánico en la refundación de la nueva izquierda encandiló a quienes militaban en el PSOE o simpatizaban con él. Muchos creyeron que el PSOE volvía a sus orígenes republicanos en sentido político, para poner en cuestión a la monarquía. Y eso atrajo a quienes habían deplorado que los socialistas hubieran renunciado a la defensa de la república durante el proceso constituyente, en el que retiraron su enmienda en pro de la forma republicana tras una defensa puramente testimonial en la Comisión Constitucional del Congreso. No se percataron de que el republicanismo de Zapatero no pasaba de una mera construcción filosófica, aunque en sus manos sus efectos podían ser gravemente perturbadores. El nuevo secretario general no pretendía poner en cuestión la monarquía parlamentaria, y así lo hizo constar, no sabemos si por convicción o por sentido de la responsabilidad para no conducir a España a una nueva crisis de régimen; pero tan pronto como llegó al poder empezó a alentar lo que se ha dado en llamar «recuperación de la memoria histórica», que llevada a sus últimas consecuencias es un torpedo contra la línea de flotación de la corona.


  Pues bien, el 11-M dio a Zapatero la oportunidad de poner en práctica su personal concepción del republicanismo, lo que le llevó a promover políticas extremadamente radicales. En el ámbito social podríamos destacar, por ejemplo, la imposición de la ideología de género, con sus derivadas en el aborto y el matrimonio homosexual.48 Pero también proyectaría su republicanismo mesiánico a la hora de abordar los graves problemas políticos de España, que, antes de su llegada al poder, ya venían fraguándose, sobre todo como consecuencia del desafío de quienes por aquel entonces se autodenominaban «soberanistas»49 y, que en realidad respondían a la concertación de los nacionalismos catalán y vasco para dar pasos hacia la soberanía política, que no es otra cosa que la independencia.


  


  


  Talante, buenismo y diálogo


  


  En el debate de investidura, que tuvo lugar en el Congreso de los Diputados los días 15 y 16 de abril, Zapatero dio algunas claves de su republicanismo que pasaron inadvertidas para buena parte de la opinión pública, entretenida por la propaganda gubernamental con la exaltación de las virtudes del nuevo presidente resumidas en dos palabras mágicas, «talante» y «diálogo», que serían el hilo conductor de su acción de gobierno. Talante y diálogo encontrarían su máxima expresión en el término «buenismo», que tantos comentarios suscitó. Hay quien sugirió, con acierto a mi juicio, que el presidente estaba afectado anímicamente en el momento de su investidura por el hecho de su traumática subida al poder y por la debilidad intrínseca de su gobierno al no haber obtenido mayoría absoluta. Estaba sensiblero y probablemente era sincero cuando proclamaba que iba a ser «bueno con todos», sin darse cuenta de que con ello revelaba una enorme debilidad.


  Pero talante, diálogo y buenismo se irían al traste en muy poco tiempo. La cruda realidad era que Zapatero había quedado en manos de dos partidos de la izquierda más radical: Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds y Esquerra Republicana de Cataluña. Pronto se vio que el buenismo no iba a incluir al Partido Popular, ni en la definición de la política exterior, ni en la reforma constitucional, ni en la política antiterrorista, ni en la conformación del nuevo marco autonómico catalán, ni en los aspectos supuestamente «progresistas» del modelo social, como el aborto y el matrimonio homosexual, ni en las relaciones con la Iglesia, ni en la definición de la política económica y social. En una palabra, en prácticamente nada. Buenismo, sí, pero solo con los míos o con aquellos de quienes depende mi supervivencia.50


  El candidato socialista utilizó por vez primera la palabra «talante» al definir en su discurso de investidura el espíritu con el que su gobierno se proponía centrar su actividad en torno a los cinco ejes que había definido durante la campaña electoral:


  


  La renovación de la vida pública; una política exterior marcada por una visión europea y europeísta; un desarrollo económico sustentado en la educación, la investigación y la innovación que permita la creación de empleo estable; la puesta en marcha de nuevas políticas sociales para las nuevas necesidades de personas y familias; y el desarrollo y extensión de los derechos civiles y políticos y del valor de la igualdad para lograr una convivencia avanzada.


  


  


  Lucha sin cuartel contra el terrorismo


  


  Zapatero inició su discurso de investidura recordando a las víctimas del 11-M. Seguidamente proclamó que su objetivo prioritario sería «la lucha sin cuartel contra el terrorismo, contra cualquier terrorismo, contra todo terrorismo». Anunció la creación de un mando único operativo de las fuerzas de seguridad, a las que se dotaría de todos los medios necesarios y que actuaría en coordinación con las policías vasca y catalana. Se comprometió a promover la «cooperación internacional para lograr el éxito en esta lucha; cooperación contra el terrorismo que nos ha golpeado durante cuarenta años y contra el terrorismo internacional», eludiendo así citar expresamente a ETA y al fundamentalismo islámico. Reivindicó la «unidad de los demócratas» y condenó «la utilización política del terrorismo», lo que provocó rumores en la bancada popular, que no podía olvidar lo ocurrido entre el 12 y el 13 de marzo. Recordó que fue él quien había propuesto al Partido Popular el Acuerdo por las Libertades y Contra el Terrorismo,51 más conocido como Pacto Antiterrorista, que se firmó el 8 de diciembre de 2000, y expresó su voluntad de extender dicho acuerdo, que «para mí, sigue vigente», a todas las fuerzas parlamentarias. Por último, anunció la convocatoria inmediata de una reunión de la Comisión de Secretos Oficiales del Congreso, que sería en lo sucesivo el marco adecuado para compartir información y definir una estrategia común.


  Señaló a continuación que «en el resultado electoral hay también una exigencia de entendimiento y diálogo», que se había traducido «en una cámara tan plural como la que hoy nos reúne, diversa y sin mayoría absoluta; así lo han querido los ciudadanos». De ahí su disposición «a hacer de esta la legislatura del diálogo, del entendimiento, del encuentro».52


  


  


  La reforma constitucional


  


  Se refirió a continuación a otras cuestiones de gran calado político. La referencia a la necesidad «imprescindible» de abordar la reforma del Senado, en la que «todos coincidimos», como medio para «reforzar la cohesión y la vertebración de España y defender la identidad, el autogobierno y la participación de las comunidades autónomas en una tarea común», fue el preámbulo que utilizó para anunciar su voluntad de reformar la Constitución. «La reforma del Senado —dijo— debe plantearse en un proceso consensuado de reforma parcial de la Constitución». Recordó que la Constitución de 1978 era y es «norma de convivencia» y «con ese espíritu nació, ese fue desde el principio su objetivo más destacado». Proclamó que la Constitución «fue obra de todos y es propiedad de todos», para censurar veladamente al Partido Popular al advertir «la apropiación unilateral de su texto», «los riegos del exclusivismo interpretativo que algunos han querido arrogarse» y expresar su «distancia profunda de una concepción del patriotismo que se limite a la adoración formal de la Constitución como un ídolo».53


  La reforma constitucional «parcial» pretendida por Zapatero tenía cuatro objetivos. El primero, la reforma del Senado, que no precisó en qué consistía —ni supo hacerlo cuando se le interpeló en el curso del debate—, limitándose a decir que se trataba de convertirla en una cámara de representación autonómica. El segundo, la modificación «sin alterar las previsiones que afectan al príncipe de Asturias» de las normas reguladoras del orden de sucesión en la corona, «con el fin de adaptarlas al principio de no discriminación de la mujer». El tercero consistiría en «consagrar, con la fuerza simbólica que proporciona la Constitución, la denominación oficial de las diecisiete comunidades autónomas y su consideración definitiva como parte esencial del Estado». Y el cuarto, la incorporación de una referencia «a la próxima Constitución Europea, como signo solemne de nuestro compromiso definitivo con Europa y del valor real que damos a nuestra condición de ciudadanos europeos».


  No cabe duda de que el contenido de las propuestas era, en principio, razonable, sobre todo la relativa a la sucesión a la corona, pues la reforma del Senado era un sonsonete repetido una y otra vez por toda la clase política española, aunque nadie sugiriera cómo hacerlo. Tampoco resultaba objetable que la Constitución hiciera mención a las comunidades autónomas, pieza esencial de la organización del Estado, y que no pudo incorporarse en el momento constituyente entre otras cosas porque se ignoraba cómo quedaría configurado el mapa autonómico tras la aplicación de los preceptos relativos a su creación, cuya iniciativa quedaba referida a la voluntad de las provincias, salvo en el caso de Cataluña, el País Vasco y Galicia, que no necesitaban de ningún acuerdo previo de sus respectivas provincias por el mero hecho de haber plebiscitado en la Segunda República sendos Estatutos de autonomía.54 Y por último la mención a la Constitución Europea —que resultaría abortada por el «no» de franceses y holandeses en sus respectivos referendos, amén de las reticencias de británicos y polacos— no era estrictamente necesaria, por gozar de la cobertura constitucional del artículo 93 de nuestra ley de leyes. Pero Zapatero perseguía otro objetivo: relativizar la Constitución. En 2003 los españoles habíamos conmemorado el veinticinco aniversario de su promulgación, brindando por su larga vida, hasta el punto de que su permanencia se consideraba una muestra de la madurez de nuestro pueblo. Tan solo un año después, el candidato socialista abría el gran debate sobre la conveniencia de su reforma.


  Es verdad que la Constitución no es un tótem sagrado y que no puede ser inmune a los vertiginosos cambios de la sociedad. Los constituyentes jamás pretendieron su fosilización, como lo demuestran las normas que permiten abordar su reforma total o parcial. Es verdad, asimismo, que el propio Zapatero condicionaba la reforma a la obtención de un amplio consenso político, similar al que presidió el proceso constituyente. Pero el candidato no tuvo en cuenta que los cuatro aspectos de la reforma propuesta en su discurso de investidura no tenían por qué ser los únicos. No hay ni una sola encuesta sobre esta cuestión realizada en España en la que la pregunta «¿es usted partidario de reformar la Constitución?» no reciba una aplastante respuesta afirmativa. El problema está en determinar qué merece ser reformado, e incluso no faltan voces que reclaman la entrada de España en un nuevo periodo constituyente, por considerar «agotado» el «sistema» nacido de la Constitución de 1978. De modo que hay propuestas para todos los gustos. Unos cuestionan la monarquía y prefieren un régimen republicano, otros querrían borrar el artículo 2, que consagra como fundamento de la Constitución la unidad de España, para introducir el derecho a la autodeterminación, los hay que abogan por un Estado federal simétrico o asimétrico, idea que se enfrenta a la de quienes defienden la vuelta al Estado centralista. Quizás la corriente menos controvertida sea la de quienes consideran imprescindible la reforma del Estado de las Autonomías, bien para restringir sus competencias, bien para incrementarlas o bien para reconocer la existencia de tres o cuatro nacionalidades dotadas de un régimen diferenciado. En fin, un auténtico guirigay, que demuestra la dificultad de alcanzar el necesario consenso.


  


  


  Cataluña


  


  El presidente se refirió a continuación a las diversas iniciativas que venían produciéndose en diversas comunidades autónomas para la reforma de sus respectivos estatutos de autonomía, dejando meridianamente clara su postura: «Apoyaremos las propuestas de reforma». Ahora bien, «la legitimidad de las reformas estatutarias solo tiene para nosotros dos condiciones: el respeto a la Constitución y su aprobación mediante mayorías que supongan un amplio consenso político y social». Y añadió: «Porque la reforma estatutaria solo tiene sentido si incrementa la cohesión social, nunca si es un elemento de fractura, de confrontación, de división o enfrentamiento en el seno de una comunidad. El gobierno socialista garantizará, en todo caso, la cohesión social entre los ciudadanos y los territorios de España desde una comprensión positiva de su pluralidad constitutiva».


  Dicho lo anterior expuso cuál era su visión de España, que:


  


  (…) descansa en el reconocimiento de su pluralidad como un valor constitucional. Ello implica que el gobierno de este país debe hacer un permanente esfuerzo de integración de la diversidad en la unidad, respetando siempre las singularidades —lengua, cultura, insularidad— que nuestro ordenamiento constitucional garantiza y preserva. Estoy dispuesto a poner los medios para lograrlo y para ello me propongo, ante todo, recuperar el diálogo político con las comunidades autónomas, con todas las comunidades autónomas. Con este propósito, me entrevistaré con todos los presidentes autonómicos antes del verano, como primera manifestación de una iniciativa que quiero mantener al menos una vez al año. Con la misma voluntad, quiero instituir una conferencia de presidentes que nos reúna a quienes ejercemos los gobiernos de todo el Estado y de cada una de las comunidades. Una conferencia cuya primera reunión quisiera celebrar en el último trimestre del presente año. Una conferencia que será el complemento idóneo de un Senado reformado.


  


  El candidato no hizo ninguna mención ni al proyecto de nuevo Estatuto de Cataluña ni al llamado Plan Ibarreche, que pretendía convertir al País Vasco en un Estado libre asociado con España. Por más que quisiera eludir el debate sobre ambas cuestiones, en el hemiciclo planeaba la solemne e irresponsable promesa que unos meses atrás, en vísperas de las elecciones autonómicas catalanas, había hecho en Barcelona: «Apoyaré la reforma del Estatuto que apruebe el Parlamento Catalán».55


  Seguramente, los portavoces de CiU y de Esquerra Republicana de Cataluña, y los diputados del ala nacionalista del PSC habrían recibido con inquietud estas palabras del candidato. Porque si la referencia a que solo se reconocería legitimidad a aquellas propuestas de reforma que respetaran la Constitución, el compromiso de apoyar cualquier iniciativa que aprobara el Parlamento de Cataluña era papel mojado.


  Así que cuando les llegó su turno, los portavoces de las minorías nacionalistas catalanas, Josep Antoni Durán i Lleida y Joan Puigcercós, le pidieron explicaciones. Y lo mismo hizo, aunque desde una perspectiva radicalmente diferente, Mariano Rajoy.


  Ha de recordarse que entre los dos grandes partidos nacionales se había establecido una verdadera convención constitucional, consistente en que no se llevaría a cabo ninguna reforma estatutaria sin acuerdo entre ambos. El compromiso de Barcelona pulverizaba este acuerdo. Con la particularidad de que el nuevo estatuto que discutía el Parlamento Catalán desbordaba claramente el marco constitucional y su legitimidad última pretendía sustentarse tan solo en la voluntad del pueblo catalán. Es decir, soberanismo puro y duro.


  Rajoy fue al grano cuando se refirió a Cataluña durante su discurso de réplica al candidato con una batería de preguntas:


  


  Usted dijo que apoyaría cualquier reforma del Estatuto de Cataluña que aprobase el Parlamento Catalán sin tocar una coma; después, que solo lo haría si esa reforma respeta la Constitución, pero el señor Maragall dijo que ese límite no es infranqueable. Después han dicho otras cosas, han hablado mucho y han generado mucha confusión. Hoy ha dicho que la legitimidad de las reformas estatutarias tiene como condición el respeto a la Constitución. Entiendo que esa es su postura, la definitiva ya, y también la definitiva de su partido, pero aun así, porque eso lo entiendo, quedan algunas dudas que me gustaría plantearle. ¿Renuncia usted a que esta cámara pueda, como dice el texto constitucional, modificar el proyecto de reforma de estatuto que apruebe cualquier parlamento autonómico? Nosotros, no, desde luego. Nosotros, no, y le hago una segunda pregunta. Si por la vía del artículo 150, 2 se pretende privar al Estado de sus competencias exclusivas, como exigen algunos de sus socios, ¿qué hará usted?


  


  Zapatero no entró al trapo de Rajoy. Se limitó a reiterar lo que ya había dicho sobre los dos límites a las reformas estatutarias: Constitución y amplias mayorías. No obstante dijo algo más: el respeto a la Constitución había de serlo tanto en el procedimiento como en el contenido. Y su gobierno haría todo lo necesario para obtener amplias mayorías dialogando «hasta la extenuación». Hizo oídos sordos a la referencia al mitin de Barcelona y, en lo relativo a la utilización del artículo 150, 2 de la Constitución —que permite transferir o delegar en las comunidades autónomas materias de la exclusiva competencia del Estado que «por su naturaleza» sean susceptibles de transferencia o delegación— le recordó que el Partido Popular acababa de aprobar en Canarias una reforma estatutaria reivindicando la creación de la policía autónoma y de la Agencia Tributaria Canaria. Y no le dijo más.


  Durán i Lleida no se anduvo con rodeos. «Quiero dar a esto una gran solemnidad. España y Cataluña tienen ante sí una gran oportunidad… A lo largo de esta legislatura llegará a esta cámara una nueva propuesta estatutaria para acomodar la nación catalana en el marco del Estado. Será preciso que su gobierno y el conjunto de la sociedad den respuesta positiva a este planteamiento. Aquí sí, señor candidato, sentimos una gran decepción por su intervención». El discurso de Durán fue el de un catalanista que no desea la ruptura con España. Fundamentó la reivindicación de mayor poder político para la «nación catalana» en la propia Constitución. En el artículo 2º, donde se reconoce el derecho a la autonomía de las nacionalidades, en el artículo 3º relativo a la cooficialidad de las diversas lenguas de España en sus respectivos territorios, en la disposición adicional primera, que ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales,56 en conexión con la disposición transitoria segunda donde se establece un procedimiento singular para el acceso de Cataluña, el País Vasco y Galicia a la plena autonomía política. De ahí concluye Durán que Cataluña es diferente, por lo que merece un trato diferente. Y da un paso más. La generalización del modelo autonómico ha tenido por objeto «ahogar y ocultar la plurinacionalidad de España».


  Durán asumía así las tesis sustentadas por Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, que fue ponente de la Constitución en representación de UCD junto a Gabriel Cisneros y José Pedro Pérez Llorca. Herrero ha venido sosteniendo que la disposición adicional primera de la Constitución, que ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales, es también de aplicación a Cataluña.57


  Esta tesis no puede ser más desafortunada. Los títulos históricos, salvo los derivados de la foralidad histórica por ser consustanciales con la existencia misma de las comunidades forales, no pueden considerarse como factor diferencial más que en aspectos muy concretos y excepcionales, como son el derecho a acceder a la autonomía política plena sin cumplir los trámites de los artículos 143 y 151 de la Constitución, el plus competencial derivado en materia de educación y cultura inherente a la posesión de una lengua propia, o la insularidad.


  Nadie puede discutir la identidad de Cataluña, en la que el pasado juega un papel determinante, aunque no sea su único factor identitario. La historia demuestra que, hasta 1714, el principado que nunca fue reino poseía instituciones vivas y en ejercicio para ejercer lo que hoy llamaríamos autogobierno. Extremadura no puede alegar haber sido reino ni principado ni señorío. Pero en su territorio nadie puede discutir que en España el pueblo extremeño tiene identidad propia, aunque no se hubiera reflejado en instituciones históricas. La Constitución de 1978 facilitó que Extremadura pudiera convertirse en comunidad autónoma. Fue el punto cero de una nueva personalidad política proyectada hacia el futuro. Desde ese momento su identidad es tan digna de respeto y de consideración como la catalana, la vasca, la andaluza, la navarra o cualquier otra. En 1979, el pueblo catalán, que el año anterior había refrendado masivamente la Constitución, pudo comprobar cómo al amparo de esa misma Constitución el histórico principado se convertía en una de las regiones más autónomas de Europa. Sus antiguas instituciones reverdecieron mediante un proceso de actualización democrática producido a través de su estatuto. Más aún, jamás había disfrutado en el pasado de un poder político tan grande como el que actualmente ejercen el Parlamento de Cataluña y el gobierno de la Generalidad. Todo ello no significa que los extremeños no tengan derecho a acceder al mismo grado de autonomía que Cataluña. Porque catalanes y extremeños son ciudadanos del mismo Estado y tienen en común su pertenencia a la nación española, algo que también hunde sus raíces en la historia. Luego en un Estado de ciudadanos libres e iguales no cabe establecer otra diferenciación por razones territoriales que las que se deriven, como ya dije antes, de la existencia de una lengua propia, de la foralidad histórica y de la insularidad. Y es eso, justamente, lo que garantiza la Constitución Española. Con la particularidad, de que el sistema no es como se dice «café para todos», sino que a nadie se le impone el mismo ropaje autonómico, por lo que la asimetría es también consustancial con el modelo.


  La identidad de Cataluña no es incompatible con la pertenencia a la comunidad nacional española. Es verdad que en 1714 las instituciones políticas catalanas fueron derrotadas en su pretensión de llevar al trono español al archiduque Carlos de Habsburgo, a quien consideraban —y en efecto, lo era— rey legítimo de las Españas.58 Y no es menos cierto que esa adhesión a quien hubiera reinado con el título de CarlosIII le costó al principado la pérdida de sus fueros. Pero no se puede hablar de una guerra de España contra Cataluña, ni decir que el 11 de septiembre fue el día en que perdió su independencia nacional.59 Para perder algo es preciso haberlo tenido previamente, y no es el caso, pues Cataluña en 1714 no era un principado soberano. Por eso es aberrante hablar de la sumisión violenta de Cataluña a Castilla.


  El haber sido reino, principado, condado o señorío a consecuencia del derrumbamiento de la España visigótica tras la invasión árabe en el siglo VIII, no atribuye ningún derecho de soberanía y mucho menos de independencia. Porque la historia no se puede fosilizar en el momento que nos convenga. La derrota de 1714 no fue el inicio de una etapa de resistencia frente al supuesto opresor español. Todo lo contrario. Cataluña pudo acceder al comercio con América, lo que permitió revitalizar el puerto de Barcelona, marchito a causa del dominio turco en el Mediterráneo oriental. Durante el siglo XIX los catalanes se batieron el cobre contra Napoleón en defensa de la libertad de España. Veinte años después, nutrieron los ejércitos de Carlos V, hermano de Fernando VII, que disputó el trono a su sobrina, Isabel II. Los voluntarios catalanes estarían en el bando equivocado, aunque otros lo harían en las filas de la revolución liberal, que acabó con el antiguo régimen monárquico absolutista. Por aquel entonces, los liberales eran ardientemente defensores del centralismo del Estado, frente a la concepción federalista de la monarquía carlista.


  La figura más relevante del liberalismo catalán sería el general Juan Prim, que combatió heroicamente contra los carlistas en la primera guerra civil y al que la nación entera rindió homenaje por haber sido el héroe de la batalla de Castillejos en 1860, cuando al frente de un batallón de voluntarios catalanes, financiado por la Diputación de Barcelona, derrotó a las tropas del sultán de Marruecos, en el curso de una de las guerras coloniales que mantuvo España en África a lo largo del sigloXIX y principios del XX. Político progresista, fue la figura más relevante de la revolución de septiembre de 1868 (la Gloriosa), que derrocó a IsabelII, aunque luego quiso perpetuar la monarquía en España entronizando una nueva dinastía en la persona de Amadeo de Saboya, duque de Aosta.60 Por desgracia para el duque de Aosta, a Prim lo asesinaron a la salida del Congreso el mismo día en que pisaba suelo español para acudir a su proclamación. La presencia en el trono de un monarca extranjero fue el momento elegido por el mítico Carlos VII para lanzarse de nuevo al campo de batalla. Como había sucedido en la primera guerra fueron muchos los que se sumaron a su causa, pero de nuevo la legitimidad proscrita fue derrotada, esta vez por Alfonso XII, hijo de IsabelII, gracias a Cánovas del Castillo, el gran artífice de la Restauración. En 1874, deshecho su ejército, el pretendiente carlista hubo de refugiarse en Francia. Resulta significativo que tras la derrota carlista se produjera el auge de los primeros movimientos catalanistas, La Renaixença,61 de carácter cultural, que contaron con la adhesión de buena parte del carlismo catalán, que poco a poco languideció.


  Viene a cuento todo lo anterior porque la idea de un pueblo catalán en lucha permanente contra España, que se presenta en la actual propaganda sediciosa de la Generalidad de Cataluña, es radicalmente falsa. La única verdad histórica es que después del 11 de septiembre de 1714 los catalanes participaron en todos los avatares de la nación española, sin renegar en modo alguno de su condición de españoles. La presencia de catalanes en el gobierno y en la Administración de la monarquía española ha sido una constante hasta nuestros días.


  Y es que la española no es una nación artificial, consecuencia de la dominación de unos pueblos por otros. Siglos de empresas comunes, unas veces para defender la fe común y otras para sostener la hegemonía española en el mundo, fueron el yunque en el que se forjó la unidad de España sin mengua de una diversidad que en modo alguno conducía a la segregación. De ahí que no se puede confundir la nación con el Estado. Eso ocurrió durante el centralismo de otros tiempos, en que se negaba la diversidad intrínseca al concepto de España. En el binomio Estado-nación, aplicado a nuestro caso, lo que es indestructible es la unidad nacional, mientras que el Estado puede ofrecer formulaciones distintas en función de la voluntad de los ciudadanos españoles.


  La Constitución de 1978 se fundamenta en la indisoluble unidad de la nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, pero al mismo tiempo reconoce el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran. La Constitución no definió el concepto de nacionalidad. Pero estableció la posibilidad de que nacionalidades y regiones pudieran disfrutar, si tal era la voluntad de sus ciudadanos, del mismo régimen autonómico salvo las excepciones derivadas de los hechos diferenciales a los que antes he hecho mención. Lo que no cabe es invocar el derecho a la autodeterminación, salvo que el pueblo español en su conjunto, como titular único del poder constituyente, decida hacer pedazos la Constitución y reconozca la facultad de segregarse de la patria común.


  No es la de España una historia de dominación sino de integración. Salvo Portugal, que pudo hacerlo pero al final decidió seguir un derrotero diferente, todos los demás pueblos españoles contribuyeron a la consolidación en el concierto internacional de «una realidad no puramente administrativa, sino afectiva, de sentimientos entrelazados, histórica. Hay una serie de vivencias históricas comunes muy importantes, de contacto de la población [yo diría mezcla, más que contacto, por no utilizar la palabra mestizaje], de intereses, de memorias comunes. Todo eso forma una comunidad y España lo es». Quizás le sorprenda al lector saber que esta certera definición de la idea de España es del propio Jordi Pujol. Fue antes de que abandonara el Palau de Sant Jaume, después de disfrutar de un poder omnímodo durante tres largas décadas. Los maledicentes dicen que su campaña de desencuentro, porque Cataluña ya no se siente «cómoda» en España, coincide con el inicio de las investigaciones sobre las actividades empresariales de algunos miembros de su familia. Sea lo que fuere, nunca he entendido qué es eso de sentirse cómodo en España. A mí me gustaría que todos los españoles se sintieran cómodos en nuestro país. Pero no hay un baremo para medir los factores reveladores del índice de comodidad. Porque, sin duda, unos españoles se sentirían más cómodos en una república mientras que otros no están incómodos con la actual monarquía parlamentaria como forma de Estado. Unos quisieran más autonomía, otros añoran la vuelta al centralismo. Y así podríamos describir comodidades e incomodidades hasta el infinito. Pero a pesar de ellas nadie o casi nadie reniega de su condición española.


  Para dar la espalda a siglos y siglos de vida en común no es suficiente argumento que haya habido periodos de desencuentro, provocados en la mayoría de los casos por intereses de monarcas ambiciosos o de clanes nobiliarios ávidos de poder, en los que siempre el único perdedor era el pueblo llano. España es una comunidad de sentimientos, de intereses y de cultura. Su Estado es el más antiguo de Europa. Y de él han formado parte siempre vascos y catalanes. Si se reconoce que España es una realidad afectiva, de sentimientos entrelazados, histórica; si hay entre nosotros vivencias históricas comunes; si los españoles podemos entendernos en un mismo idioma, al margen de la existencia de lenguas propias de algunas comunidades; si con independencia de identidades culturales diversas existe una cultura española común; si nadie puede invocar pureza de sangre, entre otras cosas porque el racismo es una aberración y más en un país en el que se ha producido a lo largo del tiempo un profundo «mestizaje»; si tenemos una memoria común; si somos en suma una comunidad, ¿cómo se puede negar a España la condición de nación?


  En suma, el pensamiento «soberanista» preindependentista, inspirador de las palabras de Durán en el debate de investidura, niega que España sea una nación, aunque eso suponga desdecirse de lo que los representantes catalanes proclamaron en los debates constituyentes, al reducir a España a la condición de un mero Estado plurinacional, es decir, un mero cascarón burocrático con prestaciones comunes del que pueden desengancharse en cualquier momento y en el que se mantienen por razones puramente económicas, pues algunos servicios prestados en común, como la defensa o la diplomacia o las grandes infraestructuras, resultan más baratos si se comparten los gastos.


  Después de esta larga digresión, hora es de volver al debate de investidura. En su respuesta a Durán i Lleida, el candidato socialista expuso cuál era su credo sobre tan candentes cuestiones:


  


  Creo en la España de la diversidad. Creo en la España de la pluralidad. Creo que el autogobierno es positivo, no solo expresa un derecho de identidad, sino que es positivo para el funcionamiento de los pueblos y de las sociedades. Creo que nuestra historia hasta la Constitución de 1978 ha estado demasiado cargada, siempre en paralelo, de autoritarismo y de centralismo. Creo que la identidad común de lo que representa España como proyecto en la Unión Europea, como proyecto en el mundo, se basa esencialmente en la diversidad y en la riqueza de esa diversidad, que es un factor de orgullo... La diversidad implica una manera de ser, una manera de constituirse, una manera de sentir la realidad que permite algo tan objetivo como las diferencias tan notables, llámense hechos singulares o como se quiera, que existen entre las nacionalidades y regiones de nuestro país. Son factores de historia, de cultura, de lengua, de voluntad política, de identidad, de aspiración de autogobierno, y por ello creo que eso está en el reconocimiento de mi forma de ver la evolución de este país, de mi forma de desarrollar este Estado que llamamos España, de mi comprensión profunda por lo que representa el sentirse con una fortaleza identitaria o nacional como usted ha expresado en esta tribuna.


  Sí le diré que tiendo a relativizar los conceptos que tienen una excesiva carga simbólica y emocional como nación o soberanía. Hoy caminamos hacia un mundo donde más que discutir la soberanía, los límites, su contenido, lo que debemos procurar es que las relaciones intergubernamentales, la cooperación, la ampliación de espacios que permiten construir y desarrollar políticas juntos, sin duda es lo que representa mucho más progreso social para la ciudadanía. Y le diré más, que más allá del respeto y de una comprensión hacia eso, como decía antes, creo que un modelo de convivencia, con una profunda descentralización, con proximidad, es un modelo que favorece también el desarrollo de las políticas sociales, del bienestar y de la cohesión. Lo que sí le tengo que decir, señor Durán, es que esa voluntad de profundo autogobierno, se sientan o no se sientan las distintas comunidades como naciones o tengan o no una visión plurinacional del Estado, está presente en muchos territorios de nuestro país, con grados distintos, con intensidades diferentes, pero he reiterado en muchas ocasiones que la autonomía ha sido, sobre todo, un factor positivo para los territorios y para las regiones menos desarrolladas de nuestro país. Regiones que estaban muy lejos de la media de desarrollo, según todos los índices, han tenido la posibilidad de avanzar. Por ello hay una identidad y una clara correspondencia entre autonomía y solidaridad.


  


  El credo de Zapatero contiene aspectos positivos, que podemos compartir quienes defendemos la virtualidad de la Constitución Española para vertebrar la nación española. No obstante, la relativización del concepto de nación, que en otra ocasión proclamó que era «discutible y discutido» o del concepto de soberanía, sería un mal presagio de lo que vendría después, durante la tramitación del nuevo Estatuto de Cataluña.62 Y eso, a pesar de que en su réplica a Durán i Lleida pareció estar arrepentido de su solemne promesa barcelonesa, aunque siempre dentro de una calculada ambigüedad: «En cuanto a la reforma del estatuto, creo que el pronunciamiento que he hecho en torno a esta cuestión es bastante razonable, y es mostrar mi voluntad favorable y abierta a que el Estatuto de Cataluña sea reformado». Luego lanzó una andanada a Convergencia i Unió:


  


  Quiero recordar que, cuando se iniciaba la recta final del debate en el Parlamento de Cataluña, la posición de apoyo y la voluntad de que esta legislatura sea en aquel parlamento la legislatura de la reforma del estatuto se mantuvo por mi parte de una manera clara y contundente, antes de conocer, ni siquiera de aventurar, cuál iba a ser el resultado electoral del 14 de marzo. Es verdad que en Cataluña, en la anterior legislatura, algún grupo no tuvo tanta voluntad de reformar el estatuto. Yo comprendo que había determinados compromisos con el Partido Popular. Me parece que el que ahora esa voluntad sea firme es comprensible y razonable. No voy a reprochar nada, pero permítame decirle con el mejor tono que es difícil entender que los que estaban casi los últimos ahora sean los primeros. Yo quiero que no haya ni últimos ni primeros en la reforma del Estatuto de Cataluña; quiero que haya una actitud de diálogo razonable y de entendimiento con la mejor predisposición.


  Es evidente que por mi parte sería un poco aventurado hacer un pronunciamiento en torno a la reforma que va a plantear y al texto resultante del Parlamento de Cataluña antes de que se inicie el debate y antes de que lo conozcamos, etcétera, pero ya he expresado mi mejor disposición.


  


  Después le tocó su turno a Joan Puigcercós, portavoz de Esquerra Republicana de Cataluña. Era de esperar que el representante del independentismo catalán pusiera contra las cuerdas al candidato. Pero no fue así. Sus primeras palabras fueron para hacer profesión de fe de su catalanismo separatista:


  


  Comprenderán ustedes que este es el momento más oportuno para hablar claro y alto, como hemos hecho siempre, sin ambigüedades, sin doble sentido, sin complejos, sobre quiénes somos, a quién representamos. Esquerra Republicana de Cataluña es un partido independentista, republicano y de izquierdas, de ámbito nacional catalán, es decir, de los países catalanes. Aspiramos a una nación catalana libre, de ciudadanas y ciudadanos libres, donde la justicia social prevalezca sobre la explotación y la desigualdad económica y social, y todo ello mediante la única vía posible: la voluntad de la mayoría del pueblo catalán expresada democráticamente. Soñamos, pues, un país libre y soberano, de personas solidarias y fraternales con los pueblos de España, en el marco de la Europa de las naciones democráticas y pacíficas abiertas al mundo.


  


  Por lo menos, a Puigcercós hay que agradecerle esta declaración de principios, pues la cámara tuvo la oportunidad de conocer las verdaderas intenciones de quienes iban a convertirse en socios preferentes del nuevo presidente, que además formaban parte de la coalición de gobierno de la Generalidad de Cataluña encabezada por Pasqual Maragall y Josep Lluís Carod Rovira.


  Pero la colaboración entre los dos partidos tan alejados desde el punto de vista de la concepción de la nación y del Estado quedaba justificada, al menos así lo manifestó Puigcercós, por la convergencia ideológica. «Estamos convencidos de que las izquierdas española y catalana tenemos mucho camino que recorrer juntos», enfatizó. Por ello reclamaba al candidato valentía para asumir «el legado de ilusión en un cambio político que millones de ciudadanos y de ciudadanas, mediante una pluralidad de opciones de izquierda y nacionalistas depositaron en las urnas el 14 de marzo». Lo fundamental era acabar con el «pensamiento único» de la era Aznar, «que ha coartado las libertades colectivas e individuales de un país». Resulta chocante este reproche a la derecha cuando ellos no vacilan en utilizar todos los instrumentos de poder a su alcance, como por ejemplo el adoctrinamiento educativo y de los medios públicos de comunicación, para imponer el «pensamiento único» de la izquierda o del nacionalismo exacerbado.


  Puigcercós se refirió, como no podía ser de otra manera, al nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña:


  


  La reforma del actual es una necesidad perentoria que goza del apoyo de más del 80 por ciento del actual Parlamento de Cataluña. El Parlamento de Cataluña ha iniciado el trámite de redacción de un nuevo texto estatutario con la creación de la comisión. Así, en el plazo de un año el nuevo estatuto catalán será presentado en esta cámara. Señor candidato, confiamos en su palabra, ya que fue usted mismo quien en Cataluña se comprometió a aceptar el texto que el Parlamento Catalán aprobará. Le pedimos, pues, que no defraude la expectativa de una mayoría social muy amplia de Cataluña que demanda mayores cuotas de poder político para Cataluña.


  


  En su réplica, Zapatero no se dio por enterado de la alusión a su compromiso de Barcelona. Tan solo le pidió a Puigcercós que confiaran en él:


  


  Me gustaría que por un tiempo se mantuvieran a la expectativa y comprobaran cómo puede ser una España plural de verdad, que entendieran que puede ser incluso más atractiva desde sus posiciones y desde esa referencia histórica que desde sus —permítame— tentaciones soberanistas. Espero que puedan comprobarlo, que lo tengamos presente y que por tanto asumamos que hoy casi nadie puede ser independiente; que la libertad para un territorio, para un pueblo, no siempre va acompañada de esa condición, mucho menos en un mundo globalizado, mucho menos con la Unión Europea como una gran y nueva formación política, históricamente desconocida, que abre unas expectativas enormes y que por ello sin ningún prejuicio podamos dialogar intensamente sobre todos estos conceptos que son de gran calado, más allá de lo que representa hoy el debate de investidura, y que me interesan e incluso me llegan a apasionar desde el punto de vista ideológico.


  


  El diputado republicano mostró su satisfacción, a pesar de que solo eran meras palabras. Es posible que hubiera un pacto previo para que Esquerra Republicana votara expresamente a favor de Zapatero y ante la cámara el debate había de ser de guante blanco. Y así fue su réplica:


  


  También creemos que es importante su voluntad de mantener la palabra en la reforma estatutaria. En el Estatuto de Autonomía de Cataluña hay muchas esperanzas centradas. Esperemos que este proceso se cumpla con normalidad. Sabe usted que en Cataluña hay consenso para llevarlo a cabo. Hay un consenso mayoritario en la cámara y en la sociedad catalana.


  


  El candidato socialista no había expresado en ningún momento su voluntad de mantener la palabra en la reforma estatutaria, pero Puigcercós lo daba por hecho. Por lo demás, se dio por satisfecho con la promesa de tratar de conseguir la oficialidad del catalán en la Unión Europea. Respecto a su petición de que se reconociera a Cataluña la posibilidad de que sus selecciones deportivas pudieran participar, al margen de la selección española, en las competiciones internacionales, se mostró más que satisfecho con las palabras de Zapatero, que no pasaron de ser una boutade:


  


  Permítame que termine con una reflexión de acercamiento personal. Es verdad que no he hablado mucho de deporte y de federaciones deportivas, pero sabe muy bien el señor Puigcercós que sí tenemos en eso un terreno bastante fácil a compartir por la simpatía que tenemos a los mismos colores futbolísticos.


  


  Qué cosa.


  


  


  El País Vasco


  


  Otro de los momentos estelares del debate de investidura sería el duelo dialéctico entre el candidato socialista y Josu Erkoreka, portavoz del Partido Nacionalista Vasco. Por aquel entonces, las relaciones entre los socialistas vascos y los nacionalistas estaban muy deterioradas. Los nacionalistas habían considerado como auténtica afrenta la alianza entre Nicolás Redondo y Jaime Mayor para desalojar del poder al PNV, que llevaba en él instalado —siempre sin mayoría absoluta— desde 1979, como si el partido heredero de Sabino Arana tuviera el derecho a gobernar a los vascos por la gracia de Dios.63


  Tras su reelección en 2001, el lendakari Juan José Ibarreche se sintió investido para avanzar en la línea marcada por la declaración soberanista de Barcelona, firmada el 16 de julio de 1998 por los nacionalistas vascos (PNV), gallegos (BNG) y catalanes (CiU)64 con la finalidad de fijar una estrategia común para conseguir la conversión de España en un Estado plurinacional. Dos meses después, el 12 de septiembre de ese mismo año, el PNV concertaba con otras fuerzas nacionalistas «moderadas» y pertenecientes al complejo mundo del fundamentalismo abertzale, el llamado Pacto de Estella, que pretendía iniciar un proceso de paz similar al contemplado en los acuerdos de Stormont, suscrito por los gobiernos británico e irlandés y las fuerzas políticas del Ulster, con la mediación del senador norteamericano George Mitchell, el día 16 de abril de 1998, día de Viernes Santo.


  El de Ibarreche era un órdago a la grande. Ya dije que su plan pretendía pura y llanamente alcanzar para Euskadi un «estatus de libre asociación con España». Algo así como Puerto Rico respecto a Estados Unidos. No dejaba de ser una ingenuidad. Se trataba de salirse de España para regresar a ella al segundo siguiente con el ropaje de un Estado soberano. El voto al nuevo estatuto supondría ejercitar el derecho de autodeterminación. Ibarreche había aprovechado un debate de política general celebrado el 25 de octubre de 2001 para el lanzamiento de su plan. Estaba dispuesto a convocar una consulta popular para someter el nuevo estatuto político de Euskadi a refrendo del pueblo vasco.


  Por otra parte, durante el último gobierno de José María Aznar se habían producido otros acontecimientos que el PNV consideraba como una agresión a su partido. El primero, la firma el 8 de diciembre de 2000 del Pacto Antiterrorista suscrito entre el PP y el PSOE, a iniciativa de José Luis Rodríguez Zapatero. Luego vendría, en junio de 2002, la promulgación de la ley que permitía la ilegalización de aquellos partidos políticos que pudieran considerarse instrumentos de una banda terrorista, como era el caso de Batasuna. Otro motivo de gran irritación fue el enjuiciamiento del presidente Juan María Atucha y otros dos miembros de la Mesa del Parlamento Vasco, por desobedecer al Tribunal Supremo que, en aplicación de la Ley de Partidos, había ordenado la disolución del grupo parlamentario «Sozialista Abertzaleak» de «Herriko Herritarrok» (Ciudadanos Vascos), coalición electoral promovida por Herri Batasuna ante el temor de ser ilegalizada. Entre sus diputados se encontraba Josu Urrutikoetxea (Josu Ternera), que vivía en la legalidad pero en realidad era uno de los máximos dirigentes de ETA.65 A este incompleto rosario de supuestos agravios nacionalistas, hay que añadir la introducción en el Código Penal del delito de convocatoria ilegal de refrendos, para disuadir al lendakari de cualquier intento de llamar a las urnas al electorado vasco para ratificar su plan en un referéndum de autodeterminación.66


  Por último, no puedo dejar de hacer mención a otro acontecimiento producido a comienzos de 2004 y que tuvo gran incidencia en la campaña electoral del 14 de marzo hasta que la polémica quedó sepultada tras la matanza del 11-M. La última legislatura de José María Aznar había sido especialmente brillante en lo que se refiere a la lucha contra ETA y el mundo totalitario abertzale. Por ser el brazo político de ETA, Batasuna había sido ilegalizada por el Tribunal Supremo. La nueva Ley de Partidos y otras medidas normativas habían surtido efecto. El juez Garzón había clausurado sus sedes, cegado sus fuentes de financiación y prohibido todas sus actividades. Su poder municipal había desaparecido al no poder presentarse a las elecciones. Su nombre y el de sus principales dirigentes figuraban en la lista de organizaciones terroristas contra las que la comunidad internacional, después del atentado de Nueva York, había declarado una guerra sin cuartel. Batasuna estaba muerta legal y políticamente. En el terreno de los «frentes de lucha», el balance no podía ser más desalentador para la banda terrorista. ETA parecía tener los días contados, aunque sus últimos coletazos todavía podrían causar grandes sufrimientos. En la lucha contra el terrorismo gobierno y oposición hacían piña, gracias al Pacto por las Libertades y Contra el Terrorismo. Así estaban las cosas a comienzos de 2004, un año electoral en el que todas las encuestas daban por sentado que el Partido Popular iba a revalidar su mayoría parlamentaria.


  Mientras todo esto sucedía miembros destacados del socialismo vasco hacían doble juego. Aparentaban fidelidad a la política antiterrorista pactada por los dos grandes partidos nacionales y al mismo tiempo se reunían en secreto con dirigentes de Batasuna para explorar la posibilidad de un acuerdo de paz. Las conversaciones se habrían iniciado durante la tregua de 1998 y no se interrumpieron ni siquiera cuando ETA decidió reanudar su actividad criminal al comprobar que el gobierno presidido por José María Aznar no estaba dispuesto a negociar otra cosa que la rendición incondicional de la banda terrorista sin plegarse a sus exigencias de carácter político.67 El objeto de tales conversaciones era alumbrar una estrategia negociadora que permitiera la superación del «conflicto». Jesús Eguiguren, desde el año 2002 presidente del PSE, mantenía contactos periódicos y permanentes con Arnaldo Otegui, diputado como él en el Parlamento Vasco.


  En paralelo a estas conversaciones desleales y traicioneras, nada menos que el conseller en cap del gobierno de la Generalidad de Cataluña, Josep-Lluís Carod Rovira, líder de Esquerra Republicana de Cataluña y socio principal del socialista Pasqual Maragall, decidió hacer una visita a ETA. Fue a convencerles de que no mataran, al menos en Cataluña, y a exponerles que había razones muy poderosas para ello, porque estaban a punto de abrirse nuevos caminos paras conseguir el triunfo de sus respectivos proyectos independentistas. Intentó que la reunión se mantuviera en secreto, pero pronto quedaría desvelado que los días 3 y 4 de enero de 2004 se había entrevistado con la cúpula etarra en la ciudad francesa de Perpiñán.68


  El conseller en cap del gobierno de Pascual Maragall, que por aquellos días estaba de presidente en funciones de la Generalidad, fue a dicha ciudad francesa para hacer política de Estado. Y así, los etarras Mikel Albizu, alias Mikel Antza, jefe del «aparato político» de ETA, y José Antonio Urruticoetxea Bengoetxea, alias Josu Ternera, exdiputado vasco huido de la Justicia española, conocieron de primera mano el alcance del Pacto del Tinell.69 Se percataron de que si el nuevo secretario general del PSOE, José Luis Rodríguez Zapatero, llegaba al poder en España, los independentistas podrían asestar un golpe mortal a la Constitución de 1978. Cataluña sería reconocida como nación y España se convertiría en un mero Estado plurinacional. Al Partido Popular ni agua, porque merecía ser expulsado del sistema democrático. Pero para conseguir todo esto se requería un clima de tranquilidad. Desde el cruel asesinato de Miguel Ángel Blanco la gente tendía a identificar terrorismo y nacionalismo y eso era malo para todos. Por eso ETA debía hacer un paréntesis en la lucha armada. Si Cataluña conseguía desestabilizar la España constitucional, Euskadi podría beneficiarse de ello. Por el contrario, una nueva escalada terrorista beneficiaría al PP, lo consolidaría en el gobierno y haría imposible avanzar en el proceso de transformación de España en un Estado plurinacional, presupuesto indispensable para dar el último impulso hacia la independencia.


  «Estoy convencido de que mi reunión permitió abrir el camino que será largo, lleno de dificultades, como ya se está viendo, pero irreversible», declararía el interesado un par de años después.70 Y, en efecto, las conversaciones de Carod Rovira surtirían efecto. El 18 de febrero de 2004, ETA irrumpió en la campaña de las elecciones generales del 14 de marzo anunciando la «suspensión» de su campaña de acciones armadas en Cataluña, un anuncio que produjo una gran conmoción política. El propio Zapatero pidió a Pasqual Maragall que se depurasen responsabilidades políticas en el seno de ERC o el cese de Carod Rovira. Por su parte, el lendakari Ibarreche calificó de «nauseabunda e inmoral» la tregua de ETA en Cataluña, acusando a la banda terrorista de «favorecer el interés electoral del PP», no se sabe muy bien por qué. Ante semejante polvareda, Carod Rovira dimitió de su cargo.71


  Todos estos antecedentes los tenía muy presentes Josu Erkoreka, cuando el presidente le dio la palabra como portavoz del Grupo de Nacionalistas Vascos.


  En el inicio de su intervención, Erkoreka demostró la gran inquina de la formación nacionalista contra el Partido Popular. Las elecciones del 14 de marzo «han puesto fin al periodo más aciago de la política española desde que la muerte del dictador, el año 1975, hiciera posible devolver el poder al pueblo». Y prosiguió:


  


  La VII Legislatura ha constituido un auténtico cuatrienio negro para la democracia y las libertades —así lo vemos nosotros— porque tras el falso banderín de una democracia fuerte y sin complejos, que es lo que se nos decía, el partido político en el poder ha abordado toda una contrarreforma del orden fundamental libre y democrático. Esa es nuestra apreciación. La escandalosa reinstauración del delito político en los últimos días de la legislatura, a través de un procedimiento, como usted sabe, manifiestamente irregular, con la oposición de todas las formaciones políticas de la cámara y con la crítica prácticamente unánime de todos los especialistas de Derecho Penal, solo ha sido el broche último, final, de una legislatura cargada de despropósitos, en la que la mayoría absoluta ha puesto al descubierto la auténtica faz de una derecha autoritaria e intolerante que acaparó impúdicamente el poder para ejercerlo absolutista y arbitrariamente, despreciando a la oposición, satanizando la discrepancia y descalificando de raíz al oponente en un auténtico ejercicio de depredación política.


  


  No contento con esto, Erkoreka continuó con su tremenda diatriba:


  


  Las constantes interferencias del poder ejecutivo en el funcionamiento del poder judicial, la manipulación sectaria de órganos constitucionales cuyo prestigio y credibilidad dependen fundamentalmente de su capacidad de actuar con arreglo a criterios de imparcialidad, independencia y neutralidad, la permanente limitación de los mecanismos establecidos para el control parlamentario y extraparlamentario del gobierno, el incesante estrangulamiento de la libertad de expresión y del derecho fundamental a comunicar y a recibir una información veraz, son algunos, solo algunos, de los rasgos más negativos de una acción política, en nuestra opinión funesta, que está en la base, en buena medida, del creciente escepticismo con el que los ciudadanos contemplan la vida pública y el funcionamiento del sistema institucional. El balance no puede ser más desfavorable desde el punto de vista de la calidad del sistema democrático.


  


  En el colmo del paroxismo, llegó a comparar a Aznar con la dictadura:


  


  La división de poderes se ha convertido en una auténtica quimera y no son pocos los ciudadanos que han vuelto a experimentar aquella profunda sensación de desamparo que hace tan solo unas décadas experimentaron ante los excesos y los manejos abusivos de un poder único —entonces sí que era único, lo que se dividían eran las funciones—, omnímodo e incontrolado, concentrado en muy pocas manos… Los responsables de esta gravísima regresión de la convivencia tolerante y democrática juraron también, y lo hicieron solemnemente, la Constitución. Lo hicieron, sí, sí, pero se tomaron tan seriamente su juramento de guardar la Constitución que literalmente la guardaron en un cajón cerrado con llave, arrojando al rincón del olvido los principales valores sobre los que se asienta, postergando consciente y deliberadamente la libertad, la justicia, la igualdad y, sobre todo, el pluralismo político. El tozudo empeño en banalizar, cuando no en simplificar o en ignorar la enorme complejidad que hoy reviste el Estado Español, tanto desde el punto de vista estrictamente político e ideológico como desde el prisma territorial, ha dado lugar a unos modos de hacer política rígidos, unitaristas, uniformizantes (sic), que se han revelado como absolutamente inadecuados para responder a la heterogénea realidad que pretenden gestionar. Parece que se nos ha dicho: si la realidad es compleja, es variada y es diversa, peor para ella, porque las soluciones a aplicar serán únicas y monolíticas. Así se ha actuado durante cuatro largos años y así nos ha ido.


  


  En mi larga vida parlamentaria, nunca había escuchado una descalificación tan brutal de un partido democrático. Erkoreka mostró así el verdadero rostro del nacionalismo vasco y su radical intolerancia con quienes no comparten su pensamiento político. Pero aún no había terminado su ajuste de cuentas con el Partido Popular:


  


  La prepotencia, la soberbia, la arrogancia, salpicadas a veces curiosamente con oscuras notas de rencor, incluso de resentimiento han inspirado un estilo cargado de desplantes y gestos de altanería y desdén; han impuesto unos modos envarados y petulantes que se han ensañado con especial intensidad en los partidos políticos de la oposición y singularmente en algunos, y además también curiosamente en algunos medios de comunicación, los que no eran controlados por el gobierno; lo de la moneda, etcétera. En fin, gestos envarados y petulantes como pocos. Se ha impuesto desde el poder un tono desabrido y hosco, de miradas cejijuntas y amenazantes, que descalificaban a los discrepantes tachándolos, en el mejor caso, de miserables, porque en el peor eran directamente tildados de cómplices del terrorismo.


  


  Y cómo no, sacó a relucir la cantinela del pensamiento único:


  


  Muchos ciudadanos han acabado hastiados ante el espectáculo dado por una clase gobernante que no ha practicado la política sino la dogmática, que no ha sabido proponer sino imponer, que no ha gestionado la diversidad sino el sectarismo, que no ha planteado ideas y proyectos sino verdades incontrovertidas, que ha sustituido la pluralidad por un asfixiante pensamiento único del que no se podía discrepar sino para sumergirse irremisiblemente en el fuego del averno.


  


  Este demoledor preámbulo le sirvió a Erkoreka para celebrar «la actitud abierta y la disposición al diálogo y al entendimiento que usted (Zapatero) ha querido exhibir tras su triunfo electoral. Solo en un contexto así y con estos precedentes se puede comprender esta exaltación de la disposición abierta y de la disposición al diálogo y al entendimiento».


  Todo esto lo decía, sin cortarse un pelo, el representante de un partido cuyo líder político, Javier Arzallus, había declarado que los nacionalistas «llevarían la guerra política a Navarra hasta doblegar su voluntad», que era y es contraria a su integración en Euskadi. Un partido que impuso sus propios símbolos a toda la comunidad vasca y que practica el adoctrinamiento en el sistema educativo y maneja a su antojo los medios públicos de comunicación vascos. Olvidaba además que en 1996, el PNV, después de un pacto formalizado con luz y taquígrafos, había apoyado la investidura de José María Aznar, cuyos gobiernos habían demostrado no solo su máximo respeto al marco estatutario vasco, sino que había incrementado notablemente su capacidad de autogobierno, sobre todo en materia fiscal en el marco de un nuevo Concierto Económico.


  No dejaba de ser una gran contradicción su loa al candidato socialista, obviando que había sido el promotor del Pacto Antiterrorista con el PP y que tantas ampollas había producido en el nacionalismo. Quizás para ocultar su mala conciencia, Erkoreka rebajó las esperanzas que, a su juicio, había suscitado el discurso de Zapatero poniéndolas en interrogante:


  


  Son muchos los ciudadanos, que aun valorando positivamente el talante abierto y dispuesto que usted exhibe… se preguntan si usted, señor Rodríguez Zapatero, será capaz de abordar los grandes problemas sociales y políticos que nos afectan desde presupuestos y con arreglo a métodos distintos a los que han venido siendo utilizados durante los últimos años. Son muchos los ciudadanos que quisieran saber si usted gozará del temple y del coraje necesarios para concebir, para diseñar y, en su caso, aplicar a los conflictos sociales fórmulas nuevas, recetas inéditas; si podrá, en definitiva, demostrar, no ya con el talante, no ya con la palabra, sino además con los hechos, que usted no es más de lo mismo, que ofrece algo distinto a lo que hasta ahora estábamos acostumbrados a ver y escuchar, que viene, en suma, firmemente dispuesto a innovar y a arriesgar, a ambas cosas —no hay innovación sin asunción de riesgo—, a innovar en el fondo, no solo en las formas, y además a arriesgar. En Euskadi de manera muy especial, son muchos los ciudadanos vascos los que se preguntan si usted, señor Rodríguez Zapatero, se limitará a poner una sonrisa y un gesto amable donde antes un ceño oscuro con semblante retador se dedicaba a descalificar, a amenazar y a insultar, o si será, además, capaz de ensayar métodos y proponer fórmulas políticas novedosas más valientes e imaginativas que las utilizadas hasta el presente para resolver el problema de normalización política que desde hace muchos años aqueja al País Vasco. Son muchos, en suma, los que se preguntan si usted constituye de verdad una alternativa o si se trata de la misma alternativa de fondo, eso sí, expresada con maneras más amables.


  


  Arremetió a continuación contra «un escritor catalán y conservador como Josep Pla» que, en alguna ocasión, había afirmado que «lo más parecido a un español de derechas es un español de izquierdas», con estas palabras:


  


  Es una frase muy famosa que ha pasado ya a los anales de las frases bien construidas. No sé si, al formular esta frase, Pla se limitaba a dar cauce a su cinismo —que era mucho— o si, además de eso, pretendía hacer una constatación empírica, pero es preciso reconocer que no faltarían testimonios del pasado, y aun del presente, que servirían, puestos a ello, para avalar su tesis (…) durante estas últimas semanas desde el mundo nacionalista vasco han emergido voces escépticas que asisten sin esperanza a su investidura como presidente del Gobierno augurando, en la línea de lo que ya denunciaba Pla, que a la hora de abordar el problema vasco las izquierdas españolas serán básicamente lo mismo que las derechas. Es posible —no quisiera, pero es posible— que los hechos acaben dándoles la razón, pero mi comentario —quiero ser justo— no sería exacto ni equilibrado si no hiciera constar al mismo tiempo que la experiencia histórica nos enseña más bien lo contrario.


  


  Tampoco el socialismo vasco saldría bien parado:


  


  Al valorar los resultados electorales del pasado 14 de marzo, una voz, supongo que autorizada, del socialismo vasco afirmaba desde la lógica euforia del triunfo que el veredicto de las urnas demostraba que en el País Vasco no se puede construir nada sin contar con los socialistas. Es posible que no le falte razón, aunque, a nuestro juicio, sea de lamentar el hecho deque la reflexión —alguien la calificó de advertencia— se haya formulado en términos tan poco proactivos porque hubiese sido más positivo ciertamente, hubiese sido más constructivo y edificante que, en lugar de adoptar una posición tan pasiva y tan inmovilista, como la que queda reflejada en ese nada podéis hacer sin mí, se hubiese expresado una disposición más activa, más dinámica a participar con ideas y con proyectos propios en las decisiones colectivas que hayan de adoptarse para la normalización de la vida política en el País Vasco.


  


  Proclamó que en la solución del problema vasco, «son imprescindibles» no solo los socialistas, sino todos los ciudadanos del País Vasco. Pero en el «no sobra nadie» no dudó en incluir a quienes tanto sufrimiento habían causado al apoyar incondicionalmente al terror abertzale:


  


  No sobran, por supuesto, quienes más directamente padecen la amenaza del terrorismo intolerante y antidemocrático de ETA, pero tampoco sobra ese 12 por ciento de votantes que en la última convocatoria electoral, fíjese, se han mostrado dispuestos a renunciar al principal derecho del que disfruta un ciudadano en un sistema democrático, que es el derecho de voto, que es el de participar en los asuntos públicos a través de la emisión del voto, se han mostrado dispuestos a renunciar a ese derecho fundamental, básico, nuclear del que el ciudadano goza en un sistema democrático para darse la íntima satisfacción de introducir en la urna una papeleta que decía no a España; tampoco esos pueden ser excluidos.


  


  Perdonó la vida a los discrepantes del nacionalismo:


  


  En el proceso de normalización política vasca no se puede prescindir de nadie, ni de los españolistas recalcitrantes, que los hay, ¡vaya si los hay!, ni de aquellos otros, que también los hay, que ni se consideran ni quieren ser considerados españoles.


  


  Y por fin hizo referencia al Plan Ibarreche, lamentándose del diferente trato recibido por Euskadi en relación con Cataluña:


  


  En su debate con el señor Rajoy esta tarde usted le pedía que hiciese que el Partido Popular se implicase, participase activamente, en las comisiones constituidas en el seno de los diferentes parlamentos autonómicos para promover las reformas de los estatutos correspondientes. Pues bien, esa misma propuesta le hago yo, pero con respecto al País Vasco. Cuando usted invitaba al Partido Popular a participar en el proceso supongo que se refería al Parlamento Catalán y al Parlamento Andaluz. Eso mismo es lo que yo le propongo a usted que haga en el Parlamento Vasco: que se presente y comparezca en la ponencia con sus propias aportaciones y proyectos, porque nadie puede ser excluido y hace falta la aportación de todo el mundo. Queremos escuchar la aportación de todos. Exactamente igual que lo que ocurre en Cataluña, donde confluyen en la ponencia propuestas presentadas por el Partido Socialista de Cataluña que, hoy por hoy, no tienen equivalente en Euskadi, pero otras propuestas, mucho más avanzadas, que casi se parecen al documento remitido por el gobierno vasco para su debate como una gota de agua se parece a otra gota de agua, están en la misma ponencia y están siendo objeto de debate por ustedes en el Parlamento Catalán. No sé qué es lo que hace que sea posible en Cataluña lo que es imposible en Euskadi.


  


  También arremetió contra el patriotismo constitucional invocado por el Partido Popular:


  


  No se engañen, el patriotismo que inspirará esa oposición no será el patriotismo constitucional, que reconoce la diversidad y respeta el pluralismo, será el patriotismo de la España esencialista, eterna e imperial. Será una oposición que se empeñará en traer a la cámara los ecos ancestrales del imaginario mítico hispánico más reaccionario desde Covadonga a los Reyes Católicos, pasando por Rodrigo Díaz de Vivar; una oposición que no dejará de prevenirle contra los enemigos seculares de España, entre los que, como ya apuntaba el Catecismo Patriótico Español de Martínez de Ripalda, se encuentran, además del judaísmo y la masonería, el liberalismo, la democracia, el marxismo y, por supuesto, el separatismo. Desconfíe de ella, desconfíe de quien se empeña en rememorar las míticas grandezas del pasado con el designio de sacar a España del rincón de la historia.


  


  Antes de terminar, atribuyó la masacre del 11-M a la política de José María Aznar en términos similares al comunicado de ETA del 14 de marzo:


  


  La experiencia más reciente demuestra que, además de equivocados, estos delirios imperiales nunca contribuyen a la solución de ningún problema internacional ni, por supuesto, interno; antes al contrario, son fuente de nuevos conflictos. La terrible experiencia del 11 de marzo es suficientemente gráfica de los males que una errónea política internacional puede acarrear en todos los órdenes.


  


  Siguiendo esa lógica argumental, enfrentarse incluso con la violencia al patriotismo de la España esencialista, eterna e imperial, que aplasta la democracia, las libertades y los derechos colectivos del pueblo vasco al impedirle expresar libremente su voluntad, sería legítimo. El PNV rechaza los métodos violentos, pero comprende sus motivaciones. Sus protagonistas son esos «chicos de ETA» —la expresión es del histórico dirigente nacionalista, Manuel Irujo—, «locos por la patria y el ideal», aunque «cometen actos que no tienen justificación posible». Es lo mismo que el 11-M. Los terroristas son los únicos responsables, pero la culpa es de quienes creyeron que el orden internacional se impone a cañonazos.


  Cuando Zapatero subió a la tribuna, había gran expectación por conocer los términos de su respuesta al diputado nacionalista. El candidato pasó por alto la violencia verbal contra el PP, que había consumido una buena parte de la intervención de Erkoreka, limitándose a decir que el 14-M hablaron los electores. Las urnas tuvieron «una especie de efecto purificador», aunque «los votos en democracia se cuentan, no se explican». Reconoció el valor de las formas hasta el punto de que «hubiera sido imposible hacer la Constitución de 1978 con el espíritu que se hizo… si las palabras que recibieron más aplausos en aquel momento no hubieran sido las de diálogo y consenso».


  Dijo comprender que hubiera pesado en el diputado nacionalista más el escepticismo que la esperanza, porque «es mucho mejor partir del escepticismo a la simpatía, de la simpatía a la confianza y de la confianza poder llegar al apoyo».


  El candidato no quiso dejar sin respuesta la cita a Josep Pla. Fue quizás una de las aportaciones más interesantes de su discurso porque nos permitió conocer en qué consistía para él ser español:


  


  No sé si lo que más se parece a un español de derechas es un español de izquierdas. En fin, a mí me cuesta asumir esa reflexión, pero intelectualmente estoy dispuesto a hacer el oportuno debate. Sí le quiero decir que está ante una persona que aspira a la Presidencia del Gobierno, que quiere obtener la confianza de esta cámara, que se siente orgulloso de vivir en un país que es diverso, en un país que tiene una pluralidad constitutiva bastante evidente. Desde esa filosofía y desde esas convicciones, mi máximo deseo es que la inmensa mayoría de la población de este país, la ciudadanía de cada comunidad, de cada territorio, con su historia, con su cultura, con su lengua, con su voluntad de autogobierno se sintiera mínimamente partícipe de un proyecto común, repito mínimamente partícipe de un proyecto común que es la España moderna, que no es la España de tantos y tantos periodos oscuros que hemos tenido en nuestra historia, que es la España del reconocimiento a lo que debió ser durante mucho tiempo y no fue, que es la España que ha entrado en una Europa, con un futuro sin duda alguna de esperanza y de confianza, que es una España que puede perfectamente convocar a la integración, con el respeto profundo a lo que significan identidades y voluntades de autogobierno; voluntades de autogobierno que en buena medida están todavía por desarrollar.


  


  Este párrafo del discurso de Zapatero es, en principio, impecable hasta la última frase que introducía un factor de incertidumbre al dejarse llevar por tendencia al buenismo, entendido como el deseo de quedar bien con todos. ¿Cuáles eran esas voluntades de autogobierno que en buena medida estaban todavía por desarrollar? Zapatero era consciente de que las únicas voluntades de autogobierno que realmente estaban sobre la mesa «pendientes de desarrollar», eran las de Cataluña y el País Vasco. Ambas contenían aspectos radicalmente inconstitucionales. La primera, porque las pretensiones del nuevo estatuto catalán desbordaban claramente el marco constitucional. La segunda, el Plan Ibarreche, porque implicaba un atentado frontal contra el fundamento mismo de la Constitución.


  El buenismo volvió a fluir en el verbo fácil de Zapatero al reclamar de su interlocutor una actitud recíproca. La voluntad de diálogo para que pueda dar algún fruto, para que arranque en un nuevo escenario, «tiene que ser compartida». Reclamó a Erkoreka respeto a los procedimientos legalmente vigentes, pues solo así podía darse el diálogo. Y le lanzó una seria advertencia:


  


  Si no hay respeto al procedimiento habrá respuesta democrática; si no hay respeto a las reglas del juego vigentes, habrá respuesta democrática, dialogada y democrática, sin demonizar nada, pero respuesta democrática.


  


  Dando todo esto por sentado, Zapatero dio un paso más:


  


  El diálogo institucional entre el gobierno de España y el gobierno vasco debe ser un diálogo en la búsqueda del fin de la violencia y en la búsqueda de un marco de convivencia, marco de convivencia en el que hay que contar con todos los sectores, con todos los ciudadanos y con todos los grupos políticos.


  


  Zapatero, en este parrafito de su discurso, reveló cuáles serían las claves de su política respecto del País Vasco. Primera, la reforma estatutaria debería estar vinculada al fin de ETA, lo que dejaba fuera de juego al Plan Ibarreche que era una iniciativa unilateral del Partido Nacionalista Vasco. Segunda, y esto era una novedad extraordinaria, Zapatero descartaba la derrota de ETA al anunciar su voluntad de negociar un final dialogado. Tercera, era preciso buscar un nuevo marco de convivencia para Euskadi, lo que implicaba que el Estatuto de Guernica y aun la propia Constitución habían dejado de serlo. Cuarta, el diálogo para el final dialogado y el nuevo marco político sería «con todos los grupos políticos», lo que incluía a los mandatarios políticos de la banda terrorista.


  Y para que no hubiera dudas sobre sus intenciones, Zapatero concluyó con estas proféticas palabras:


  


  Me va a permitir que para terminar le diga que tengo el convencimiento de que esta legislatura va a ser una legislatura de gran trascendencia para el futuro de la situación del País Vasco, de la situación política que se vive en el País Vasco; que también va a ser una legislatura de gran trascendencia para lo que representa esa aspiración tan profunda de la inmensa mayoría de los vascos que es el final de la violencia, y me va a permitir que le diga que temple y coraje, como me reclamaba, va a existir; temple y coraje, capacidad de innovación y de reformas también, pero desde una concepción muy clara que le he expuesto aquí.


  


  En aquellos momentos ignorábamos que Zapatero era plenamente conocedor de los contactos en la oscuridad que venían manteniendo Eguiguren y Arnaldo Otegui y, probablemente, el propio Josu Ternera.72 El que fuera presidente del Partido Socialista de Euskadi, tan pronto como conoció los resultados del 14 de marzo, se apresuró a contactar con Otegui porque el cambio de gobierno podía ser la oportunidad que esperaban. Luego informó de sus contactos a José Blanco, siempre a la vera de Zapatero. A la vista de estos antecedentes, su respuesta al PNV en el debate de investidura era una sibilina invitación al vals, puesto que Ibarreche no era su pareja preferida porque tenía otros planes. Pronto sufriría Ibarreche el desplante de Zapatero. Desde luego, a este no le faltó temple y coraje para galopar alegre y confiadamente hacia la derrota victoriosa de ETA.


  Tampoco hay duda de que el candidato socialista tenía ya en mente que para solucionar el problema vasco y dar satisfacción a las reivindicaciones catalanas no valía una receta uniforme. De ahí que invocara el principio de asimetría:


  


  La participación en el proyecto común tiene que articularse necesariamente a través de fórmulas, modos y maneras diferentes entre unos territorios y otros. (…) Quien niegue la asimetría es que no entiende nada de lo que acurre aquí; quien niegue la multilateralidad, quien niegue el diferente modo de abordar o de contemplar ese mínimo proyecto común por parte de los diferentes territorios es que no se ha enterado absolutamente de nada.73


  


  En su segundo turno de palabra, Erkoreka no hizo otra cosa que reiterar lo ya expuesto en su primera intervención. Eso sí, pudimos enterarnos de que al diputado nacionalista le desagradaba El Quijote porque la única trifulca en la que el caballero de la triste figura había salido triunfante, aunque maltrecho, era la que mantuvo con el vizcaíno Sancho de Azpeitia. Este comentario acredita la cortedad de miras, al menos en el campo de la cultura, del portavoz nacionalista.


  Erkoreka defendió la legalidad del procedimiento elegido para la aprobación del Plan Ibarreche, con base en el artículo 46 del Estatuto de Guernica, que facultaba al gobierno vasco para remitir a su Parlamento una propuesta de reforma de dicho estatuto.


  Criticó a Zapatero por haber invocado el marco constitucional «como la rígida frontera que ninguna reforma estatutaria podría franquear», reproche absurdo pues no podía esperar que el candidato a la Presidencia del Gobierno le regalara los oídos anunciando a los cuatro vientos su propósito de hacer saltar por los aires la Constitución para satisfacer las ansias separatistas de los grupos nacionalistas.


  Luego Erkoreka se parapetó detrás del que fuera presidente del Tribunal Constitucional entre 1998 y 2001, Pedro Cruz Villalón, que había sostenido que en el articulado de la Constitución había base suficiente como para fundamentar modelos radicalmente opuestos o absolutamente distintos de organización territorial del Estado. La cita era correcta, pero nunca Cruz Villalón había sostenido que pudiera retorcerse la Constitución hasta permitir la conversión de una comunidad autónoma en Estado soberano o cuasi independiente. Lo único que Villalón quería destacar es que sobre la organización territorial del Estado caben interpretaciones muy diferentes y contrapuestas entre sí.


  Pero también esgrimió como argumento de autoridad en defensa de su tesis uno de mis libros sobre la cuestión catalana:


  


  Hay un libro escrito y publicado por un conocido diputado del Partido Popular que se presentó con todo tipo de alharacas hace unos meses en el hotel Palace, aquí mismo, y con la presencia incluso del candidato del Partido Popular a la Presidencia del Gobierno, en el que se les acusa a ustedes, no a nosotros por una vez, de poner en jaque a la Constitución con las propuestas de reforma estatutaria que están planteando en Cataluña. El libro se titula Jaque a la Constitución.74 Fíjese hasta qué punto la Constitución no contiene un marco cerrado de organización territorial del Estado, fíjese hasta qué punto. Usted se preocupa por la inconstitucionalidad de nuestras propuestas y hay otros señores que, ya no de las nuestras, se preocupan de las suyas, de las de usted.


  


  Esto le sirvió para solicitar al candidato que no se dejara arrastrar por el «fundamentalismo constitucional» del Partido Popular, sino por el «constitucionalismo útil», expresión acuñada por el socialista Ernest Lluch, vilmente asesinado por ETA, según él por defender esa concepción política plenamente legítima.75


  Erkoreka se despidió de la tribuna con otra andanada demostrativa de en qué lado de la mesa está siempre el llamado nacionalismo moderado de su partido. Esta vez su blanco fue el Pacto Antiterrorista, del que dijo que «nunca nos ha gustado prácticamente nada», porque a su juicio no era un pacto contra el terrorismo sino «contra el nacionalismo vasco». Se apoyó en unas declaraciones de Jaime Mayor Oreja. El líder popular en el País Vasco había afirmado que el pacto «era un valor para frenar la ofensiva del nacionalismo vasco», que en Estella había hecho causa común con los representantes políticos de ETA para forzar una negociación en los terrenos «político» y «militar». De aquí que preguntara: «¿Cuál es el objetivo, neutralizar las estrategias políticas de los partidos nacionalistas democráticos o la lucha contra ETA? Todo da a entender que es lo primero más que lo otro».


  La extensión que he dedicado al discurso de Erkoreka no es porque constituya una pieza oratoria digna de pasar a la historia, sino porque refleja la verdadera faz del Partido Nacionalista Vasco, para quien todo vale para descalificar a sus adversarios.


  Zapatero, de nuevo en la tribuna, acabaría por referirse expresamente al Plan Ibarreche. Dijo compartir la tesis de Cruz Villalón, por cuanto en el título VIII nunca quedó «definitivamente cerrado» nuestro modelo constitucional. Volvió a reiterar la necesidad de un profundo respeto a las normas y a los procedimientos, pero con un aditamento muy significativo: «Desde luego, siempre que consigamos la derrota del terrorismo, la derrota de la violencia, el fin de la violencia». A buen entendedor sobran palabras. El nuevo marco de convivencia en el País Vasco estaba vinculado al fin de la violencia.


  Fue entonces cuando pidió al PNV una «rectificación de formas y de fondo»:


  


  Le convoco a la rectificación razonable, sin aspavientos y sin descalificaciones. Le ofrezco el diálogo institucional pleno con el gobierno vasco y, por supuesto, el concurso de diálogo y colaboración con el Grupo Parlamentario del Partido Nacionalista Vasco. Todos somos conscientes de que hay una distancia, que la cosa está verde, podríamos decir, pero hay que hacer una apuesta de convencimiento de que esta, como le decía antes, puede ser una legislatura distinta, una legislatura muy importante en el devenir de tantos problemas que durante tanto tiempo nos han preocupado en torno al futuro de la sociedad vasca, de la convivencia, de la libertad y de la búsqueda en compartir un proyecto común, que tiene que entender que es la aspiración, la gran aspiración de quien pretende ser presidente del Gobierno de España: que el mayor número de ciudadanos y de ciudadanas se sientan mínimamente partícipes de un proyecto común. Yo lo voy a intentar, vamos a ver si lo conseguimos entre todos.


  


  Ya desde el escaño, y en un breve turno de palabra, Erkoreka expresó su «perplejidad» por la rectificación pretendida por Zapatero. Exigió un diálogo sin condiciones, aceptando lo que el interlocutor «es, representa y significa» y le espetó:


  


  «Si yo condicionase el diálogo a las rectificaciones que con arreglo a mi idea tendría que hacer usted en la política de estos cuatro años, no entablaríamos jamás el más mínimo diálogo ni la más mínima comunicación de ningún tipo».


  


  Pero Zapatero no se inmutó ante la perplejidad de Erkoreka:


  


  Esa petición de rectificación que hago a su grupo, que lo hago en el mejor tono, se la voy a transmitir al lendakari en un diálogo fluido, abierto y sincero que quiero tener con el gobierno vasco y por supuesto con el Partido Nacionalista Vasco. Quiero que escuche las razones, que no se pueden obviamente ni agotar ni desarrollar en un debate de esta naturaleza. Aspiro a convencerles en buena medida, democráticamente. Permítame que mantenga esa utopía por mi vocación y mi devoción a Cervantes.


  


  


  La retirada de Irak o el honor de Zapatero


  


  Otro de los asuntos estelares del debate de investidura de José Luis Rodríguez Zapatero fue, cómo no, el relativo a la retirada de las tropas españolas de Irak.


  En marzo de 2003, el secretario general del PSOE anunció que si llegaba al poder en 2004 procedería a la retirada de las tropas españolas de Irak.


  Durante la campaña de las elecciones del 14 de marzo, José María Aznar informó de que si la ONU acordaba antes del 30 de junio poner fin a la ocupación militar, las tropas españolas regresarían a casa.


  El 14 de febrero de 2004, en una entrevista en Telecinco, Zapatero afirmó que, en caso de ganar las elecciones, respetaría el nuevo compromiso adquirido por el gobierno del PP de mantener a los militares españoles hasta el 30 de junio, aunque subrayó que ordenaría su vuelta si en esa fecha Naciones Unidas no había asumido el liderazgo en Irak.


  En el momento de producirse el debate de investidura, la diplomacia internacional trabajaba a marchas forzadas para conseguir una nueva resolución del Consejo de Seguridad en tal sentido.


  Se esperaba, pues, con expectación la postura de Zapatero. Muchos de sus electores confiaban en que el candidato socialista cumpliera sin excusa ni pretexto su compromiso preelectoral.


  En el discurso de investidura el candidato socialista recordó cuál había sido su postura en relación con el conflicto de Irak. Manifestó que «no es mi intención reabrir debates pasados. Todos los españoles conocen mi posición sobre las causas que se esgrimieron para justificar esta guerra y sobre la intervención española en la misma». Pero «día a día seguimos siendo testigos del continuo deterioro de la situación en Irak, que se aleja cada vez más de la paz y la estabilidad que todos deseamos».


  A pesar de ello se mostró ambiguo sobre la retirada de las tropas:


  


  Puedo garantizarles que mi gobierno seguirá firmemente comprometido con la estabilidad, la democratización y la reconstrucción de Irak, pero no sin los iraquíes ni contra los iraquíes. Es urgente que los iraquíes recuperen su soberanía y puedan organizar libre y democráticamente sus elecciones. España desea un Irak que mantenga su integridad territorial y en el que todas sus comunidades puedan sentirse partícipes de un futuro común. Este es el objetivo fundamental con el que estamos plenamente comprometidos, que defenderemos en los foros internacionales y al que prestaremos toda nuestra ayuda. Mi postura sobre la presencia de tropas españolas en Irak es bien conocida, así como sus argumentos y razones, y no cabe malinterpretarla.


  


  El diputado de Esquerra Republicana Joan Puigcercós fue el primero en exigir la retirada de las tropas si bien aceptaba su permanencia bajo la bandera de Naciones Unidas:


  


  Lo que sí necesita es dar marcha atrás en el despropósito de Irak. Señor Rodríguez Zapatero, asuma el compromiso de que si la ONU no asume el control político, militar y de la reconstrucción económica hay que retirar las tropas en junio. Esta fue una guerra ilegal e injusta —si es que hay guerras justas—, a la que el señor Bush arrastró a sus aliados y, entre ellos, al señor Aznar. La mayor parte de la población se expresó contraria a esta guerra que ha llevado más caos y más destrucción a las sufridas poblaciones iraquíes y kurdas, que ya padecieron una dictadura atroz. Señor Rodríguez Zapatero, sea valiente y coherente y retire las tropas. Será la primera contribución a un orden mundial más justo.


  


  Zapatero volvió a ser ambiguo:


  


  Mi compromiso con la guerra de Irak, con la presencia de las tropas españolas, sigue firme en los términos que es bien conocido con mi compromiso europeísta.


  


  Dicho esto se puso a divagar sobre la futura Constitución europea.


  El diputado de Izquierda Unida, Gaspar Llamazares, volvió a la cuestión de Irak:


  


  Otra de las cuestiones que han estado en el trasfondo del colapso democrático, de esa situación límite, de la situación de excepción de los últimos días previos a las elecciones ha sido la implicación española en la guerra de Irak. Hoy mismo nuestras bases están siendo atacadas en territorio iraquí.76 Nosotros desearíamos que no en junio, mañana mismo, volviesen a España las fuerzas que nunca debieron ir a un territorio como el iraquí, pero, en todo caso, el compromiso de la mayoría que hoy se presenta para ser investida en esta cámara es que si en junio Naciones Unidas no coge las riendas de la cuestión iraquí y si además las fuerzas de interposición son fuerzas no beligerantes, el gobierno español traerá a esta cámara una iniciativa legislativa, de forma legal, en el Parlamento Español, para que nuestras tropas vuelvan a casa. Le pregunto, señor candidato, si usted mantiene ese compromiso. Para nosotros ese compromiso es muy importante, no solamente porque repone la dignidad del Parlamento, no solamente porque respeta la voluntad mayoritaria de los españoles, sino porque además se inserta en el derecho internacional y contribuye también a enfrentar la amenaza del terrorismo de otra manera. Yo comparto con usted que la guerra no solamente no acaba con el terror, sino que es un caldo de cultivo de nuevas acciones terroristas, y en estos momentos la guerra de Irak es un nuevo caldo de cultivo, al igual que lo es el conflicto palestino y al igual que lo son los conflictos envenenados.


  


  Obsérvese que Llamazares exigía la retirada salvo que Naciones Unidas asumieran el control político y militar del territorio. En cualquier caso, le pedía que clarificase esta cuestión.


  Zapatero fue más explícito esta vez, y reiteró su compromiso en los términos expuestos por el diputado de Izquierda Unida:


  


  Esta mañana he reiterado que el gobierno que presida cumplirá los compromisos que tiene con la ciudadanía. Entre ellos figura destacadamente lo relativo a las tropas españolas en Irak. Lo he dicho y lo reitero en este momento: si Naciones Unidas no se hace con el control político y con la dirección militar de la situación en aquel país las tropas españolas regresarán con nosotros, y puse una fecha límite, que era el 30 de junio.


  


  Es verdad que, a renglón seguido, se refirió a su escasa confianza en que este hecho se produjera pues «cada día se observan más dificultades para que Naciones Unidas pueda aprobar una resolución que garantice y reconozca el liderazgo de las iniciativas en Irak». Por este motivo, si resultaba investido presidente, «será a partir de mañana» cuando analizaría la situación para tomar una decisión que tendría en cuenta «los intereses de España y el cumplimiento de los compromisos». Y añadió:


  


  Es evidente que no puedo hoy adelantar ninguna de ellas, entre otras cosas por elementales razones de seguridad y por tener una constatación fehaciente de la situación.


  


  Eso sí, adelantó su «compromiso de mantener informados con carácter permanente a todos los portavoces de los grupos parlamentarios a partir de la obtención de la confianza como presidente del Gobierno», información que estaría sometida al principio de «máxima seguridad» de nuestras tropas.


  De modo que ante el Congreso de los Diputados, y en este punto la gran mayoría de la cámara, incluidos sus socios de la izquierda más extrema, le daba su respaldo, Zapatero se comprometió a demorar hasta el 30 de junio su decisión. Si en esa fecha, las Naciones Unidas se mostraban incapaces de controlar el proceso de pacificación, reconstrucción y democratización del país, España se retiraría de Irak.


  Lo que ocurrió después pone de manifiesto que la palabra dada por Zapatero, aun en los términos más solemnes, tenía un valor discutido y discutible.


  El viernes 16 de abril el candidato socialista fue investido presidente por el Congreso. Votaron a favor 164 diputados del PSOE, 8 de ERC, 5 de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya-Verds, 3 de Coalición Canaria, 2 del Bloque Nacionalista Gallego y 1 de la Chunta Aragonesista. En total, 183. En contra, 148 diputados del Grupo Popular (PP-UPN). Se abstuvieron los 10 diputados de Convergencia i Unió, los 7 del Partido Nacionalista Vasco, 1 de Eusko Alkartasuna y 1 de Nafarroa Bai, en total 19.


  Eran las 13.55.


  El sábado 17 de abril José Luis Rodríguez Zapatero prometió su cargo de presidente ante el rey don Juan Carlos. Lo hizo con su mano derecha sobre una Biblia de Carlos IV y un ejemplar de la Constitución.


  El domingo 18 de abril, por la mañana, juraron o prometieron sus cargos ante el rey los nuevos ministros.


  A continuación, ya en el Palacio de La Moncloa, se celebró el primer Consejo de Ministros bajo la presidencia de José Luis Rodríguez Zapatero. Tuvo carácter extraordinario. El Consejo se dio por enterado de una decisión de la mayor trascendencia que acababa de adoptar Zapatero: la inmediata retirada de las tropas de Irak.


  A media tarde del domingo, el presidente compareció ante los medios de comunicación convocados de urgencia, flanqueado por la vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega y el ministro de Defensa, José Bono. Esta fue su primera declaración institucional:


  


  Buenas tardes.


  Esta mañana, una vez que el ministro de Defensa ha jurado su cargo, le he dado la orden de que disponga lo necesario a fin de que las tropas españolas destinadas en Irak regresen a casa en el menor tiempo y con la mayor seguridad posibles.


  En marzo de 2003, hace más de un año, formulé un compromiso público que he reiterado nuevamente el pasado mes de febrero. Dije entonces que, en caso de ser elegido presidente del Gobierno por los ciudadanos, ordenaría el regreso de las tropas españolas en Irak si la ONU no se hacía cargo de la situación política y militar.


  Con la información de que disponemos y que hemos recabado a lo largo de las últimas semanas, no es previsible que se vaya a adoptar una resolución de la ONU que se ajuste al contenido al que quedó condicionada nuestra presencia en Irak.


  Tanto las manifestaciones públicas de los principales actores implicados en este conflicto, como los contactos mantenidos por el ministro de Defensa a petición mía en el curso del último mes, no aportan indicios que permitan prever una variación sustancial en la situación política y militar existente en Irak en los plazos previstos y en el sentido reclamado por el pueblo español.


  Estas circunstancias me han llevado a adoptar la decisión de ordenar el regreso de nuestros soldados con la máxima seguridad y, por consiguiente, en el menor tiempo posible.


  Esta decisión responde, antes que nada, a mi voluntad de hacer honor a la palabra dada hace más de un año a los españoles. El gobierno, animado por las más hondas convicciones democráticas, no quiere, no puede y no va a actuar en contra ni de espaldas a la voluntad de los españoles. Esta es su principal obligación y es también su principal compromiso.


  La decisión responde también al propósito de contribuir a la lucha que libra la comunidad internacional contra el terrorismo desde el más estricto respeto a la legalidad internacional.


  El gobierno español seguirá apoyando firmemente la estabilidad, la democratización, la integridad territorial y la reconstrucción de Irak, y de acuerdo con este principio promoverá cuantas actuaciones de Naciones Unidas y de la Unión Europea ofrezcan un marco de cooperación internacional que contribuya eficazmente a que los iraquíes recuperen su soberanía y puedan organizar, libre y democráticamente, sus elecciones para construir su propio futuro en paz, independencia y seguridad.


  El gobierno mantendrá la condición de España como aliado fiel de sus socios. Cumpliremos los compromisos internacionales de nuestro país, muy especialmente los relacionados con nuestra participación en misiones internacionales de paz y seguridad.


  Quiero expresamente mostrar mi reconocimiento a las Fuerzas Armadas españolas que día a día cumplen sus misiones en España y en los lugares más diversos del mundo, y que en Irak han dado muestras constantes de su preparación, profesionalidad y disciplina, así como de su humanidad y entrega en ayuda a la población civil iraquí. Vaya, pues, para ellos, y en nombre de todos los españoles, mi agradecimiento y afecto personal y el del gobierno.


  El ministro de Defensa les dará cuenta en los próximos días del proceso de vuelta de las tropas.


  Por mi parte, les anuncio que, de acuerdo con lo que he manifestado en el reciente discurso de investidura, hoy mismo he solicitado la convocatoria urgente del pleno del Congreso de los Diputados para que el gobierno informe a los grupos parlamentarios sobre las razones y el alcance de esta decisión que, por otra parte, hace unos minutos ha comunicado personalmente al líder de la oposición.


  Muchas gracias.


  


  El presidente no admitió preguntas.


  Zapatero no dijo la verdad. No era cierto que no hubiera indicios de que antes del 30 de junio la ONU no conseguiría asumir el control de la situación de Irak. Por el contrario, el secretario general de Naciones Unidas y todos los países miembros del Consejo de Seguridad trabajaban febrilmente para tratar de lograr el acuerdo.


  El 9 de junio de 2004 el Consejo aprobó, por unanimidad, la ansiada resolución. Se dispone en ella que el 30 de junio se produciría el fin de la ocupación militar. A partir de esa fecha, la soberanía nacional sería ejercida por un gobierno provisional iraquí de carácter civil. Las tropas de ocupación permanecerían en Irak como fuerza multinacional, bajo un mando único, con plena autorización y mandato de Naciones Unidas, para contribuir a la pacificación, facilitar la democratización y ayudar a la reconstrucción del país. El gobierno interino controlará todos los recursos naturales y financieros. Naciones Unidas coordinará la ayuda humanitaria y la reconstrucción.


  La resolución de la ONU cumplía todas las exigencias expuestas por Zapatero en el debate de investidura.


  La orden de repatriación de los soldados españoles se cumplió de inmediato. El 26 de abril salió de Irak el último soldado de la Brigada Plus Ultra. Esta huida vergonzante humilló a nuestros soldados, que no obstante regresaron con honor después de haber demostrado su valor y preparación militar en la acción de Nayaf.


  Años más tarde, el propio Zapatero reveló que cuando comunicó telefónicamente al presidente Bush su decisión de retirar las tropas, este le expresó su desagrado por la medida. Lo cierto es que durante mucho tiempo el presidente mereció un gélido tratamiento por parte de nuestro principal aliado, tanto por la retirada de nuestros soldados como también por el gesto ofensivo e inamistoso protagonizado por Zapatero cuando, en el desfile de la Hispanidad del 12 de octubre de 2003, se sentó al paso de la bandera de Estados Unidos.


  La retirada de Irak fue el primer triunfo de los terroristas del 11-M. No obstante si creyeron que esto provocaría un efecto dominó en la coalición multinacional se equivocaron.


  Zapatero ha dicho muchas veces que la retirada se produjo por una cuestión de honor personal y por defender el interés general de España. Es muy peculiar su concepto del honor, porque la retirada de nuestros soldados quebrantaba el compromiso asumido ante la representación de la soberanía nacional de mantenerlas ad cautélam hasta el 30 de junio para dar tiempo a que la ONU legitimara la presencia de las tropas extranjeras en territorio iraquí.


  En cuanto a si la decisión respondía al interés general de España depende del cristal con que se mire. Puesto que nuestra única política exterior no puede ser otra que el alineamiento con nuestros socios europeos y los demás países que forman parte de la Alianza Atlántica, la huida de Irak generó una gran desconfianza entre nuestros aliados, que tardó tiempo en recomponerse.


  


  


  


  II

  

  LA DERROTA VICTORIOSA DE ETA


  


  


  


  


  


  


  El Plan Ibarreche


  


  Recordemos aquella enigmática frase pronunciada por el presidente Zapatero en el debate de investidura, dirigida al portavoz del PNV Josu Erkoreka y que, por cierto, fue acogida con grandes aplausos por los diputados socialistas:


  


  Me va a permitir que para terminar le diga que tengo el convencimiento de que esta legislatura va a ser una legislatura de gran trascendencia para el futuro de la situación del País Vasco, de la situación política que se vive en el País Vasco; que también va a ser una legislatura de gran trascendencia para lo que representa esa aspiración tan profunda de la inmensa mayoría de los vascos que es el final de la violencia, y me va a permitir que le diga que temple y coraje, como me reclamaba, va a existir.


  


  Lo que ignoraba el diputado Erkoreka y todo el PNV es que su famosa voluntad de diálogo no incluía para nada la contemplación del llamado Plan Ibarreche, porque el presidente tenía otros proyectos para el País Vasco, reservando al PNV un papel de actor secundario aunque cuando se alzó el telón los nacionalistas intentarían relevar al apuntador.


  Hagamos algo de historia. El 27 de septiembre de 2002, el lendakari Ibarreche expuso ante el Parlamento de Vitoria su decisión de promover un cambio radical del Estatuto de Guernica de 1979. Pretendía negociar con el Estado Español un nuevo pacto para Euskadi. En el fondo, se trataba de un proyecto de secesión del Estado Español cuyo final sería —y ahí estaba la paradoja— un estatus de libre asociación con el propio Estado.


  Previamente, el pleno del Parlamento Vasco celebrado el 12 de julio de dicho año había denunciado que todavía quedaban pendientes de transferir 37 competencias previstas en el Estatuto de Guernica, que al final redujo a 19. Ninguna era vital para el autogobierno del País Vasco. Pero lanzó un órgano al Estado. Si en tres meses no se procedía al traspaso de las referidas competencias, daría por roto el pacto político subyacente en el Estatuto de Guernica y, en consecuencia, Euskadi quedaría legitimada para abrir un nuevo proceso basado en el ejercicio del derecho de autodeterminación. El gobierno de José María Aznar, al que se acusaba de haber emprendido un proceso de involución autonómica, aceptó el envite y expresó su voluntad de tratar de las aspiraciones de Ajuria Enea. Ibarreche no respondió. El agravio de las transferencias congeladas no había sido más que un pretexto para dar un gran salto hacia la independencia del País Vasco.


  El propósito de Ibarreche era que la definición del nuevo marco fuera consensuada con «todas» las fuerzas políticas y sociales de la Comunidad Autónoma Vasca antes de someterlo a la aprobación del Parlamento autonómico. Una vez conseguido el consenso en Euskadi, el siguiente paso sería tratar de llegar a un pacto con el Estado mediante la puesta en marcha del procedimiento de reforma estatutaria previsto en el artículo 46 del Estatuto de Guernica.


  Ahora bien, sin esperar siquiera al inicio de negociaciones entre las fuerzas políticas y agentes sociales vascos para la búsqueda del acuerdo, Ibarreche anticipó las líneas maestras de su «plan». Euskadi dejaría de ser una Comunidad Autónoma en el seno del Estado Español para pasar a disfrutar de un especial estatus de asociación con España. Dicho sin rodeos, el nuevo pacto debería contener el reconocimiento jurídico de la identidad nacional vasca y, por tanto, del derecho del pueblo vasco a la autodeterminación. Eso sí, dentro del respeto a la voluntad de los distintos «ámbitos territoriales y jurídico-políticos» en los que actualmente se articula el pueblo vasco, en referencia a Navarra y a los territorios vascos del sur de Francia. Todos ellos, aunque parte integrante del pueblo vasco, conservarían su diversidad institucional y se respetaría la voluntad de sus ciudadanos, sin perjuicio de articular órganos de coordinación entre sus respectivos gobiernos.77 Asimismo, Ibarreche reivindicaba la plena potestad para regular y gestionar la convocatoria de consultas democráticas a la sociedad vasca por vía de referéndum.


  El nuevo ente soberano vasco, asociado con España, asumiría la práctica totalidad de las competencias del Estado, salvo la defensa y poco más. Se preveía la creación de un poder judicial vasco plenamente independiente del sistema judicial español y no sujeto por tanto a la jurisdicción del Tribunal Supremo. Los poderes públicos vascos tendrían plena autonomía para diseñar las propias instituciones de autogobierno político: autoorganización, seguridad pública, administración foral y local y derecho privado (vecindad, familia, relaciones patrimoniales, empresa y sociedad civil); competencia exclusiva en materia de cultura, lengua y educación, incluyendo la creación de selecciones deportivas nacionales vascas con derecho a competir en los eventos internacionales; la gestión, con autonomía plena de la política económica, del sistema tributario y fiscal y de las relaciones laborales, así como la de los regímenes de previsión, bienestar y seguridad social. Todos los recursos naturales y todas las infraestructuras de comunicaciones serían de competencia vasca, al igual que el régimen del suelo. Y puesto que se instituía un sistema de cosoberanía libre y compartida, se establecería una comisión mixta de garantías para impedir la interpretación unilateral del nuevo estatus por el actual Tribunal Constitucional. Euskadi asumiría la condición de región europea o nación asociada en el seno de la UE. Podría firmar tratados internacionales en materias de su competencia. Por último, los ciudadanos vascos disfrutarían de doble nacionalidad: la vasca y la española.


  Ibarreche expresó su voluntad de conducir el proceso por la vía legal. Y adujo un ramillete de normas jurídicas que, según él, permitían una cuasi secesión pactada sin romper el marco constitucional.


  En primer lugar, invocó la disposición adicional del Estatuto Vasco, a cuyo tenor la aceptación del régimen de autonomía estatutaria «no implica renuncia del Pueblo Vasco a cualesquiera otros derechos que como tal le hubieran podido corresponder en virtud de su historia». Olvidaba que el pueblo vasco como tal no había sido nunca titular de ningún derecho histórico, por la sencilla razón de que jamás, hasta el Estatuto de Guernica, formó una unidad política. Esta disposición fue incluida en 1979, con la aquiescencia del presidente Suárez, para dar satisfacción al mundo nacionalista, pero todas las partes tenían plena consciencia de que se trataba de un pronunciamiento retórico sin ningún contenido real. Y es que se puede hablar de fueros de Álava, de Guipúzcoa y de Vizcaya, pero no de fueros del País Vasco. Fue el Estatuto de Guernica el que consagró por vez primera en la historia la unidad política de las antiguas Provincias Vascongadas.78 Pero ese brindis al sol nacionalista, pues no es otra cosa esa disposición adicional, contenía una previsión de la mayor importancia para evitar falsas interpretaciones. En ningún caso la actualización de esos supuestos derechos históricos del pueblo vasco podría realizarse de forma unilateral, sino de acuerdo con lo que establece el ordenamiento jurídico, que no es otro que la Constitución, cuya disposición adicional primera ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales, pero establece que su actualización general solo puede hacerse en el marco de la Constitución y de los estatutos de autonomía.


  En segundo lugar, Ibarreche encontraba en esa disposición adicional más argumentos para legitimar su propuesta al entender que los territorios forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya habían sido entes soberanos. En consecuencia, era la propia Constitución la que daba cobertura a la propuesta de dotar a Euskadi de un estatus de libre asociación. También pasaba por alto el hecho de que nunca —salvo en la mitología nacionalista— Álava, Guipúzcoa y Vizcaya habían sido, ni juntos ni por separado, comunidades soberanas.


  También sumó a la causa de la pretendida legitimidad de su plan la disposición derogatoria de la Constitución. Pero su empeño era vano a la hora de encajar en ella su proyecto separatista, pues dicha disposición se limita a derogar —en cuanto pudieran tener alguna vigencia— la ley de 25 de octubre de 1839 (en cuanto a las Provincias Vascongadas que hoy componen la Comunidad Autónoma Vasca) y la ley de abolición de sus fueros de 21 de julio de 1876, sin que de tal derogación se pudiera derivar ninguna consecuencia jurídica pues el restablecimiento de los regímenes forales anteriores a 1876 había de hacerse conforme a lo previsto en la disposición adicional primera, mediante el procedimiento de actualización general en el marco de la Constitución y de los estatutos.


  Por último, Ibarreche invocó los pactos internacionales de derechos humanos, donde, según él, encontraba su amparo la autodeterminación vasca. Tampoco es así. El País Vasco forma parte, sin discriminación alguna, de la nación española. Los vascos participan en las instituciones comunes de la nación —y siempre lo han hecho—, en condiciones de igualdad con el resto de los españoles. El País Vasco no puede alegar soberanía originaria ni pretender un régimen de soberanía compartida. Los ciudadanos vascos comparten junto al resto de los ciudadanos españoles la titularidad de la soberanía española. Además la Comunidad Autónoma Vasca tiene sus propias instituciones democráticas para el ejercicio del derecho a la autonomía, que le garantizan un autogobierno que jamás disfrutó en épocas pasadas. En consecuencia, el pueblo vasco no padece ningún tipo de dominación colonial ni de opresión política justificativa del derecho de autodeterminación. Más aún, es en los referidos pactos internacionales donde encuentra su amparo la unidad de la nación española, por cuanto aquellos proclaman el principio de la integridad territorial de los miembros de Naciones Unidas. De acuerdo con tales pronunciamientos, «ninguna de las disposiciones relativas al derecho de autodeterminación autoriza o fomenta cualquier acción encaminada a quebrantar, total o parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e independientes que estén dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al territorio, sin distinción alguna por motivos de raza, credo o color».


  El sueño secesionista de Ibarreche no tenía por tanto encaje constitucional alguno. Se trataba de un burdo artificio para sortear el artículo segundo de la Constitución, cuyo fundamento es la unidad indisoluble de la nación española. Y todo ello sin contar con el único sujeto constituyente que es el pueblo español. En suma, el Plan Ibarreche pretendía destruir la nación española mediante el ejercicio de un inexistente derecho de autodeterminación y convertir a España, por la puerta falsa, en un Estado plurinacional.


  Podríamos preguntarnos por qué el PNV, a pesar de que la consecuencia práctica del nuevo «estatus» vasco fuera la configuración de hecho y de derecho de un Estado propio, no reivindicaba la independencia pura y dura, y en cambio abogaba por que el proceso concluyera en un pacto de libre asociación con el Estado Español. No es difícil la respuesta. No lo hacía por amor a España ni a los españoles. Los nacionalistas en esto no han hecho más que actualizar el odio a todo lo español que forma parte esencial del pensamiento del fundador del PNV, Sabino Arana, cuya memoria cultivan en una poderosa fundación que lleva su nombre. Ibarreche sabía muy bien que si el País Vasco se separaba de España, la consecuencia sería —como ocurrió en el caso de Argelia— su inmediata salida de la Unión Europea, a la que tendría que solicitar su adhesión como miembro de pleno derecho, algo muy difícil de obtener pues podría encontrarse con el veto no solo del país mutilado, España, sino el de otros Estados donde pudieran existir conflictos territoriales. En suma, el estatus de libre asociación era una fórmula ingeniosa para eludir unas consecuencias tan catastróficas para el País Vasco como sería su salida de la Europa unida.


  En nombre de Batasuna, Otegui descalificó el discurso del lendakari tildándolo de «fraude» y «entretenimiento». Los eta-batasunos no creían que cumpliendo la legalidad se pudiera llegar a buen puerto. Y advirtieron de que si no se contaba con ellos, cualquier propuesta estaba condenada al fracaso.


  En su discurso ante la cámara de Vitoria el lendakari hizo «la fotografía de un País en marcha», con un relato idílico de la situación de Euskadi. Si el País Vasco fuera independiente, afirmó, se situaría entre los diez primeros países del mundo en «desarrollo humano, justo detrás de los Países Bajos y por encima de países tan significativos como Japón, Suiza, Luxemburgo, Francia, España o Reino Unido». Así, tal cual. Este argumento no dejaba de contener una gran contradicción, pues es incongruente cantar las excelencias de la privilegiada situación de Euskadi para, a renglón seguido, decretar la defunción del Estatuto, es decir, del instrumento de autogobierno que había permitido a los vascos alcanzar tales cotas de bienestar. Por otra parte, la acción de los poderes públicos españoles, con su política económica y su apoyo a las infraestructuras y al desarrollo del tejido industrial del País Vasco, ¿acaso no había tenido nada que ver? ¿Cómo es posible formular reproches de cerrazón e incomprensión a un Estado que había puesto en manos de las instituciones vascas un instrumento financiero tan vital y poderoso para el ejercicio del autogobierno como los Conciertos Económicos? Dicen que de bien nacidos es ser agradecidos. Pero no.


  El nacionalismo vasco, desde los años de la Transición, detuvo el reloj de la historia para vivir instalado en el agravio permanente. Pasara lo que pasara e hiciera lo que hiciera el Estado Español, para los nacionalistas Euskadi está en conflicto con un Estado que «no nos comprende» y, además, «nos echa de España». En definitiva, el gran esfuerzo realizado desde 1977 para superar los viejos agravios no había servido para nada. Argumentan que todo lo conseguido por el idílico pueblo vasco lo habían «arrancado» los nacionalistas al Estado, doblegando su voluntad centralista. No cabe mayor indignidad por parte de los mentores del nacionalismo. Sostener, sin sonrojarse, que Euskadi está casi a la cabeza del mundo en cuanto a «desarrollo humano» es mofarse de la memoria de los cientos de vascos asesinados por ETA y de los miles y miles que se vieron obligados a emigrar forzosamente del País Vasco a causa del terror abertzale. ¿Es posible un cinismo mayor?


  Por último, Ibarreche anunció que la última fase del proceso de emancipación sería «la ratificación definitiva en referéndum por parte de la sociedad vasca del pacto político alcanzado con el Estado o, en su caso, del proyecto aprobado por el Parlamento Vasco, en un escenario de ausencia de violencia y sin exclusiones». Todo un desafío. Lejos quedaban los sabios consejos del que fuera último lendakari del gobierno vasco en el exilio, Leizaola, cuando advertía de que la independencia del País Vasco sería una locura.


  Un año largo tardó Ibarreche en poner negro sobre blanco el contenido normativo de su plan. El 25 de octubre de 2003, el gobierno vasco, reunido en sesión extraordinaria, acordó remitir al Parlamento la propuesta de Estatuto Político para la Comunidad de Euskadi. El gobierno presidido por José María Aznar quiso abortar el proceso de raíz y presentó un recurso ante el Tribunal Constitucional contra el acuerdo del ejecutivo de Vitoria. No lo consiguió. El 26 de abril de 2004 el alto tribunal dictó auto de inadmisión por entender que se pretendía recurrir un acto de mero trámite, en el marco de un procedimiento claramente reglado por lo que la propuesta era legítima y democrática. Entender otra cosa —añadía— sería desconocer la lógica del sistema democrático parlamentario, uno de cuyos fundamentos consiste en que el Parlamento es la sede natural del debate político.79


  


  


  El final de un sueño o el fracaso de Ibarreche


  


  El trabajo de la ponencia encargada de dictaminar el proyecto se prolongó durante varios meses. Sus componentes fueron Joseba Egibar (PNV), Rafael Larreina (EA), Leopoldo Barreda (PP), Arnaldo Otegui (Batasuna) y Jesús Eguiguren (PSE).


  Al fin, el 30 de diciembre de 2004 la propuesta de Estatuto Político sería aprobada por 39 votos a favor (PNV-EA-IU) más tres diputados de Socialista Abertzaleak, cedidos para garantizar la obtención de la mayoría absoluta. Hubo 35 votos en contra (PSOE y PP y los otros tres miembros del grupo de los socialistas abertzales).


  Esto decía su artículo 1º:


  


  Como parte integrante del Pueblo Vasco o Euskal Herria, los territorios vascos de Araba, Bizkaia y Gipuzkoa, así como los ciudadanos y ciudadanas que los integran, en el ejercicio del derecho a decidir libre y democráticamente su propio marco de organización y de relaciones políticas, y como expresión de su nacionalidad y garantía de autogobierno, se constituyen en una comunidad vasca libremente asociada al Estado Español bajo la denominación de Comunidad de Euskadi.


  


  Dado que la propuesta de nuevo estatuto político se había tramitado como una reforma del Estatuto de Guernica era inevitable su remisión al Congreso de los Diputados. El artículo 46 del Estatuto de Guernica dispone que, tras su aprobación por mayoría absoluta en el Parlamento Vasco, la propuesta de reforma ha de someterse a la aprobación de los electores vascos mediante referéndum.


  En 1993 el presidente del Congreso había dictado una resolución con el fin de regular el proceso a seguir para la reforma de los estatutos que se hubieran tramitado, como era el caso del de Guernica, conforme al procedimiento del artículo 151 de la Constitución. Se contemplaba, en primer lugar, un debate en el pleno de la cámara para la toma en consideración del proyecto de reforma. Una delegación del Parlamento proponente, integrada por tres parlamentarios como máximo, abriría el debate en un turno habilitado para su defensa. Si el proyecto de reforma superaba el trámite de toma en consideración, el siguiente paso sería la presentación de enmiendas por los grupos parlamentarios. Correspondería a la Comisión Constitucional la discusión de las enmiendas con el concurso y asistencia de una delegación del Parlamento proponente, a fin de elaborar de común acuerdo el correspondiente dictamen que habría de ser sometido a la aprobación del pleno de la cámara. Esta norma sería de aplicación al Plan Ibarreche, aunque como veremos a continuación la cuestión de procedimiento suscitó nuevas controversias.


  Al objeto de poner en marcha el procedimiento legalmente establecido, el 14 de enero de 2005 el Parlamento Vasco registró en el Congreso la propuesta de Estatuto Político para la Comunidad de Euskadi.


  El 19 de enero la Mesa del Congreso la admitió a trámite y acordó que su tramitación se produjera con arreglo a la resolución de la presidencia de 1993. A tal efecto, acordó que el debate sobre la toma en consideración del proyecto de estatuto se celebraría en el pleno de la cámara previsto para el día 1 de febrero. Los nacionalistas presentaron un recurso ante la Mesa contra esta decisión. Alegaban que el artículo 151 de la Constitución no preveía ningún trámite previo de toma en consideración, por lo que la norma de 1993 era inconstitucional. Instaban a la Mesa para que revocara su decisión y abriera directamente el periodo de enmiendas, como paso previo a la reunión de la Comisión Constitucional para aprobar su dictamen con el texto definitivo del proyecto, de común acuerdo con la delegación del Parlamento Vasco.


  El 25 de enero la Mesa no estimó las alegaciones del PNV y rechazó el recurso. Los nacionalistas interpusieron de inmediato un nuevo recurso, esta vez ante el Tribunal Constitucional.


  El 31 de enero, con una celeridad inusual y para no hacer perder al recurso su finalidad legítima, el Tribunal Constitucional dictó auto de inadmisión. De modo que la convocatoria del pleno del Congreso seguía en pie.


  El 1 de febrero, a las 16.00 horas, el lendakari Ibarreche, designado como único interviniente de la delegación vasca, subía a la tribuna de oradores para defender su propuesta. El hemiciclo estaba lleno hasta la bandera.


  El discurso del presidente vasco pareció que iba a inspirarse en la máxima romana suaviter in modo, fortiter in re, porque comenzó haciendo solemne profesión de fe en el diálogo. Pero no fue así y acabó por ser un auténtico trágala, porque, pasara lo que pasara, el referéndum de autodeterminación se celebraría en cualquier caso.


  Ibarreche dividió su intervención en una serie de «mensajes», que fue desgranando uno a uno. En el primero proclamó su convicción de que existe una solución, un punto de encuentro, y este es el derecho a decidir y la obligación de pactar. Y por ello abogó por el diálogo, reprochando que no existiera siquiera disposición a negociar. En el segundo, dejó constancia de que el pueblo vasco era un pueblo mayor de edad, cantó las excelencias de la sociedad vasca, que había logrado situarse a la cabeza del Estado en cuanto a nivel de renta, y esta era la razón por la que reivindicaban más autogobierno, pues lo consideraban indispensable para mejorar aún más el bienestar de los ciudadanos de Euskadi. En el tercero, sostuvo que la propuesta del Parlamento Vasco era para convivir y no para romper. En el cuarto, afirmó que el proyecto era legal, legítimo y democrático, abierto a la negociación bilateral con las Cortes Generales, como exigía la Constitución. En su quinto mensaje instó al Congreso a no desaprovechar una «oportunidad histórica» para abrir la puerta a la solución del problema vasco. Por eso, él venía con la mano tendida de la sociedad vasca para negociar un nuevo marco de convivencia «con España» para el sigloXXI, pues, a pesar de la Transición, el problema vasco seguía sin resolverse.


  A renglón seguido lanzó otros cuatro «mensajes finales». En el primero expresó su optimismo porque, pasara lo que pasara ese día, «no será ni el comienzo ni el final de un camino que no tiene vuelta atrás y que terminará en un momento determinado con una consulta democrática a la sociedad vasca, que yo espero que, precedida de un acuerdo, sea además con plena validez jurídica».


  Los destinatarios de su segundo mensaje final fueron el presidente Zapatero y el líder del Partido Popular, Mariano Rajoy. Les reprochó que ya hubieran pactado rechazar la propuesta y les advirtió de que «tendrán que explicar a todas las ciudadanas y ciudadanos vascos que ustedes dos ya han pactado cómo será nuestro futuro y que de nada servirá la decisión democrática que los vascos puedan expresar».


  El tercer mensaje era para la Unión Europea y la comunidad internacional. Quería decirles que «estoy aquí como representante del Parlamento de un país que pide con respeto y con educación que se escuche la decisión democrática de sus ciudadanos». Y les recordó que el derecho a decidir y la obligación de pactar ya se habían planteado en sociedades avanzadas como Canadá, Quebec, Irlanda, Flandes, Valonia y otras.


  El cuarto mensaje tenía por objeto agradecer las numerosas muestras de apoyo que había recibido «de mucha gente en España que entiende que el futuro de Euskadi lo debemos decidir los propios vascos».


  Y, por último, se dirigió a la sociedad vasca:


  


  Estoy orgulloso del pueblo vasco, de nuestra historia milenaria, de nuestra lengua, el euskera, una de las lenguas más antiguas de Europa, pero estoy aún más orgulloso de nuestros hombres y mujeres, de todos los vascos y vascas que hoy vivimos y trabajamos en Euskadi, como antes decía, hayamos nacido donde hayamos nacido y votemos al partido político que votemos. Es fundamentalmente a vosotros a quienes quiero dirigirme para deciros que el futuro nos pertenece y que lo escribiremos nosotros, pactando con los demás, pero lo escribiremos nosotros de nuestro propio puño y letra.


  


  Ibarreche ocultó que el gran problema del País Vasco no es ni la incomprensión ni la opresión por parte del Estado Español, que solo está en la imaginación de los nacionalistas, sino la violencia terrorista, asunto sobre el que el lendakari pasó casi de puntillas. Solo ETA pretendía esclavizar a la sociedad vasca mediante el tiro en la nuca, el secuestro y la extorsión.


  Como es natural, la respuesta que mayor expectación suscitó fue la del presidente del Gobierno, pues la de Mariano Rajoy era, como a él le gusta decir de sí mismo, perfectamente previsible.80 Es cierto que el pacto antiterrorista de 2000 vinculaba a los dos partidos para afrontar en común la lucha contra ETA. Pero pronto se verá que para Zapatero la palabra dada tenía plazo de caducidad.


  Cuando Zapatero subió al pódium del Congreso, España entera estaba expectante. Comenzó con una frase digna de Ortega:


  


  Si vivimos juntos, juntos debemos decidir.


  


  Explicó a continuación por qué el gobierno no había apoyado al Partido Popular, sin citarlo, en su pretensión de no permitir que la propuesta de Ibarreche traspasara la puerta del Congreso. Eran razones poderosas: por el respeto a la decisión del Parlamento Vasco, «aunque sea por una exigua mayoría», porque aquel era el foro donde habían de debatirse las grandes cuestiones que afectan al discurrir de España y, finalmente, porque en una democracia avanzada el derecho de propuesta ha de tener el mayor cauce posible para su ejercicio efectivo.


  El presidente anunció a Ibarreche algo que el lendakari ya sabía: que su propuesta no iba a prosperar. Y esto era normal en democracia, «en la que todo poder es limitado y está sometido a otra voluntad o a la ley suprema». Ahora bien, añadió, «más allá del resultado de la votación de este debate, este puede ser de gran utilidad para el futuro de nuestra convivencia».


  A partir de ahí, a la vista de todo cuanto aconteció después, no existe ninguna duda de que el discurso del presidente no tuvo como destinatario el lendakari vasco, sino los dirigentes de la banda terrorista ETA, que sin duda habrían seguido con gran atención sus palabras. Porque lo que no reveló Zapatero es que desde hacía varios meses guardaba en La Moncloa una carta de ETA en la que la banda terrorista le expresaba «su disposición a comenzar un diálogo conducente a la resolución del conflicto».81


  Esto explica estas palabras del presidente:


  


  Señorías, esta propuesta, como hemos escuchado aquí, pretende proponer una nueva relación entre Euskadi y el conjunto de España y su sustento teórico se centra en el derecho a decidir del pueblo vasco. Creo con tanto fervor como cualquiera, señor Ibarreche, en la expresión que representa la voluntad popular y creo con tanto fervor que esa voluntad popular hay que llevarla a cabo con todas sus consecuencias, y por eso afirmo que la relación del País Vasco con el resto de España la decidirán todos los vascos, no la mitad, y todos los españoles.


  


  Las palabras de Zapatero contenían una gran falacia. Es cierto el reproche que el presidente le había formulado a Ibarreche porque su propuesta había alcanzado, por los pelos y con la ayuda de tres parlamentarios batasunos, la mayoría absoluta para su tramitación conforme al artículo 46 del Estatuto Vasco. Pero no era menos cierto que la reforma del Estatuto había necesariamente de someterse a referéndum de los ciudadanos de Euskadi, por lo que se garantizaba «el derecho a decidir» defendido por el presidente vasco.


  El caso es que Zapatero, a diferencia de lo que hizo inmediatamente después Mariano Rajoy, apenas argumentó en contra del contenido de la propuesta del Parlamento Vasco. Su discurso estuvo plagado de frases retóricas como la cita de Hermann Hesse82 «soy patriota, sí, pero antes persona o ser humano» o «mi convicción profunda se expresa en una firme pasión por la democracia».


  Lo que realmente le interesaba al presidente era dejar constancia de que el rechazo al Plan Ibarreche no suponía un punto final, sino el comienzo de un nuevo proceso.


  Zapatero dedicó parte de su discurso a exponer cuál era su concepción de España. La música sonaba bien, pero la armonía de su construcción quedó perturbada por el hecho de que sus palabras pusieron a la Constitución en situación de interinidad:


  


  Señorías, mi concepción de España es la de la España constitucional, no solo porque sea garantía de unidad sino, ante todo, porque es garantía de libertad y de convivencia. Mi concepción de España es la de una España plural, una España que reconoce las identidades de sus pueblos; identidades demasiadas veces negadas en la historia; identidades a veces humilladas en la historia; identidades que tienen derecho a ser construidas, a convivir. Por eso me he sentido orgulloso, como presidente del Gobierno de España, defendiendo el euskera en Europa. Por eso siento el mismo respeto y aprecio ante la ikurriña que ante la bandera de mi tierra. Por eso me siento con autoridad para decir al pueblo vasco, a los ciudadanos vascos, que la construcción de su identidad y que sus aspiraciones de las más altas cotas de autogobierno son posibles. Y como hoy son posibles y las vamos a llevar adelante, hay que hacerlo decidiendo juntos, y como no hay una única concepción de la identidad territorial en España, sino muchas, y como ninguna es más verdadera que la otra, la mejor solución es que todas convivan, que todas puedan ser vividas.


  Hemos descubierto que decidiendo juntos es posible convivir sin que tengamos que imponer unos su cultura a otros. Les propongo que pensemos en 2007, no en 1839, les propongo que pensemos en 2007, en el año de la vigencia de la primera Constitución Europea. Pensemos en la Europa que vamos a impulsar dentro de 20 días cuando votemos todos juntos, vascos y catalanes, andaluces, leoneses… Seremos los primeros en hacerlo, antes que países que alumbraron hace décadas el ideal europeo en el que soñaron todos los demócratas españoles, también Aguirre. Esa Constitución, antes incluso de enunciar el primero de sus artículos, proclama en su preámbulo: «Los pueblos de Europa, sin dejar de sentirse orgullosos de su identidad y de su historia nacional, están decididos a superar sus antiguas divisiones y, cada vez más estrechamente unidos, a forjar un destino común».83 ¡Qué lección, señorías! Tomemos nota. Sintámonos orgullosos de todas nuestras identidades, de todas nuestras historias y forjemos un destino común como país.


  


  Zapatero rechazó el derecho a la autodeterminación, pero lo hizo en tales términos que entre líneas permitía aventurar que incluso este debate quedaba abierto:


  


  He oído argumentos y he comprobado que se sostienen posiciones sobre una visión de España que fue y ya no es; sobre un concepto de soberanía que fue y ya no es; sobre una noción del Estado-nación que fue y ya no es, sobre una interpretación del derecho de autodeterminación que nunca fue y que tampoco lo es ahora. Señorías, nuestra unión como país no es un tributo a la historia; nuestra unión como país no es un apego a una bandera; nuestra unión se sustenta en la fuerza más poderosa que ha conocido nuestro devenir y el de todos los pueblos: los valores de la razón, la libertad, la ciudadanía de iguales, el pluralismo, la supremacía del derecho, de las garantías, el pacto colectivo, la limitación del poder. Defiendo la integridad territorial de España porque es integridad de los derechos de los ciudadanos. Solo así todas y todos disfrutaremos de una libertad integral, de una igualdad integral, de un pluralismo real. Eso es un Estado moderno; ese es el Estado que estamos construyendo.


  Señorías, después de este debate habrá una votación. La votación en democracia cierra el debate, pero no lo resuelve. El debate, cuando se trata de una norma fundamental para la convivencia, solo lo resuelve el acuerdo. Hoy es previsible que terminemos cerrando un debate y deseable que abramos el tiempo de un acuerdo histórico y definitivo. Para mí, el resultado de la votación no será una victoria y, por tanto, nadie debe entender el mismo como una derrota. Este 1 de febrero no es el final de un plan, sino el día en que asistimos a un nuevo comienzo, a un nuevo proyecto para Euskadi y para el conjunto de España; un proyecto que ha de tener el respaldo de todos y la mirada puesta en el futuro, que ha de establecer la prioridad en aquellos que no pueden vivir como seres libres, en el afán de compartir las identidades y respetar las aspiraciones nacionales dentro de un gran proyecto de convivencia, de un gran proyecto que representa una España orgullosa de su pluralidad.


  Señorías, si vivimos juntos, juntos debemos decidir. A esa gran tarea hoy quiero convocar a todos los vascos y a todos los ciudadanos de este país, que quieren ver la armonía, la convivencia respetuosa, la riqueza de nuestras lenguas y la fortaleza de nuestra unión, de una unión que no se impone y una unión a la que se convoca cada día. Este es mi compromiso. En esta tarea empeñaré el legado de tantos hombres y mujeres que saben que tenemos una oportunidad única y que estamos dispuestos a no fallar.


  


  Ibarreche creyó que Zapatero daba un portazo a su plan y tardaría en comprender cuáles eran sus verdaderas intenciones. Así que en su turno de réplica no pudo ocultar su malestar:


  


  Quiero trasladarles que si esta cámara decide dar un portazo a la mayoría absoluta de la cámara vasca y a la sociedad vasca… Si se decide dar un portazo, lo que haré simplemente será cumplir mi palabra: seguir adelante, trasladar la palabra al pueblo, ¿para qué? Para que todos veamos el clamor con el que la sociedad vasca manifestará que es necesario buscar una salida negociada para encontrar un modelo de relación amable entre Euskadi y España para el siglo XXI.


  


  El Diario de Sesiones del Congreso registra el resultado de la votación: Votos emitidos, 344; a favor, 29; en contra, 313; abstenciones, 2.84


  El Plan Ibarreche había pasado a mejor vida.85


  


  


  La negociación con ETA


  


  Los precursores de la negociación


  


  El primero que diseñó una propuesta de solución del «conflicto vasco» mediante un proceso de negociación fue el histórico dirigente socialista José María Benegas, que sorprendió a todos cuando a principios del año 2000, poco después de la ruptura del alto el fuego unilateral decretado por ETA ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo con el gobierno de José María Aznar, publicó un libro titulado Una propuesta de paz. En él se incluía un último capítulo titulado «Una propuesta de método para avanzar hacia la paz». Benegas, a su vez, había bebido en las fuentes del proceso de paz irlandés.


  Como cuestión previa para que pueda iniciarse un nuevo proceso de diálogo, decía Benegas, «lo lógico es exigir de antemano una declaración de cese pleno y definitivo de la violencia... En último extremo pudiera aceptarse la formulación irlandesa de “cese permanente” de la violencia durante un periodo de tiempo “amplio y determinado”, que como mínimo debería de ser de dos años, en el que nos emplacemos todos para intentar alcanzar un acuerdo definitivo». Si ETA aceptaba esta condición, en tal caso el gobierno debería proceder al traslado de los presos etarras a las cárceles del País Vasco o, si fueran insuficientes, a comunidades limítrofes. Era el paso previo para permitir su paulatina excarcelación. Habría una doble negociación. Una política, entre todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria. Y otra, entre ETA y el Estado.86


  Abogaba por la creación de un Consejo de Partidos por la Paz que tendría dos foros de discusión «con el mismo objetivo pero con diferente ámbito: el de la Comunidad Autónoma Vasca y el que comprende la Comunidad Foral de Navarra».87 Benegas consideraba que los acuerdos alcanzados en el seno del consejo, si afectaban al ordenamiento jurídico general del Estado, debían trasladarse a las Cortes Generales, respetando su soberanía. No hace ninguna referencia a la autodeterminación, pero tampoco la excluye al admitir que el diálogo político sea sin limitaciones previas.


  El libro de Benegas levantó una gran polvareda. Alarmada por la repercusión negativa de la propuesta para los intereses electorales del PSOE, la dirección de la calle Ferraz descalificó rotundamente a su autor, que solo hablaba a título personal. Incluso el diario El País se lanzó a su yugular. El autor de la diatriba contra Benegas fue el editorialista de El País Javier Pradera, que en un artículo publicado el 31 de mayo de 2003 decía, entre otras cosas:


  


  El plan Benegas —formulado «a título personal» y «con extrema cautela»— es un retroceso hacia la vía irlandesa que sirvió en su día de falsa coartada al Pacto de Estella... Además de inoportuna (algo imperdonable en un político veterano al que extrañamente se le sigue llamando Txiki), la propuesta de Benegas resulta inconsecuente con los elementos centrales de su propio razonamiento: la identidad «compleja y plural» de la sociedad vasca, la inexistencia de un «contencioso vasco» con España y Francia, la descripción de la violencia como único «conflicto» diferenciador, el rechazo del principio de autodeterminación como derecho y no como reivindicación, la improcedencia de las soberanías plenas y de los ámbitos de decisión independientes cuando afectan a terceros, la reivindicación del Estatuto de Guernica, la impugnación del Pacto de Estella, el derecho de los navarros a decidir su futuro, etc. En efecto, la «propuesta de método de trabajo» tan escandalosamente lanzada por el presidente de los socialistas vascos, lejos de apoyarse sobre esas premisas, pretende convertir en materia de negociaciones democráticas un conjunto de pretensiones antidemocráticas que solo pueden ser impuestas mediante la violencia y la intimidación... Además de inoportuno y de inconsecuente, el plan de Benegas se muestra impermeable a los hechos que la publicación por Gara del pacto secreto firmado por PNV, EA y ETA en julio-agosto de 1998 puso al alcance de todo el mundo… Los portavoces de la banda no solo se jactan una vez más de que la tregua declarada en septiembre de 1998 e interrumpida en noviembre de 1999 fue una trampa; también critican al PNV y a EA por haber ocultado que ese fraudulento alto el fuego no iniciaba «un proceso de paz», sino que era simplemente un paso hacia «la construcción nacional».


  


  Desde luego Javier Pradera acertó en su juicio sobre el «inconsistente» e «inoportuno» plan de Benegas.88 Lo malo es que lo que reprochaba con tanta vehemencia al dirigente socialista lo llevaría a la práctica Zapatero con el apoyo incondicional del periódico de PRISA.


  Mayor fortuna tendría, tres años después, Jesús Eguiguren. Sin duda, tanto él como su principal interlocutor batasuno, Arnaldo Otegui, habrían reflexionado juntos sobre el libro de Benegas. En 2003 Eguiguren se sintió con arrestos suficientes como para exponer públicamente su propia fórmula para resolver el conflicto vasco que no difería sustancialmente de las «bases» de Benegas, aunque llegaría aún más lejos. Su compañero se había limitado a formular propuestas sobre el método a seguir, pero Eguiguren se adentraba en los contenidos del acuerdo político. El presidente del PSE añoraba un nuevo «Convenio de Vergara», similar al que en 1839 había puesto punto final a la Primera Guerra Carlista89 y sobre cómo lograrlo llevaba al menos desde al año 2000 conversando con Otegui. Y así lo expuso en su libro Los últimos españoles sin patria (y sin libertad). En él se incluía un epílogo con un título sugestivo: «Bases para un arreglo. La vía vasca», en el que sin duda vertió muchas de las ideas entrecruzadas con Otegui, que tendrían fiel reflejo en la propuesta de Anoeta de noviembre de 2004.


  Eguiguren asumía sin vacilar el derecho a decidir y no descartaba una reforma de la Constitución para encajar el acuerdo que pudiera alcanzarse en una negociación política en el caso de que desbordara el marco constitucional. Ahora bien, «si la trascendencia del acuerdo, o acuerdos, lo hace necesario se procederá a su ratificación mediante referéndum, que si afecta a cuestiones esenciales del sistema político, deberá tener un resultado positivo en cada uno de los ámbitos territoriales a que afecte».


  A pesar de que Eguiguren reconocía haber dudado a la hora de publicar sus «bases» por entender que podría ser «políticamente incorrecto»,90 esta vez el presidente del PSOE, Manuel Chaves, guardó silencio. Tampoco mereció ninguna reprobación por parte de la gauche divine de El País. Claro es que al frente del PSOE se hallaba José Luis Rodríguez Zapatero, en cuyo entorno había gentes que le impulsaban a dar un giro copernicano a su política en el País Vasco. La forzada dimisión de Nicolás Redondo Terreros de su cargo de secretario general del PSE y su sustitución por Pachi López, demuestra que Zapatero quería situar al frente del PSE a una persona manejable y dúctil.


  El libro de Eguiguren es una recopilación de artículos publicados en la prensa vasca y madrileña así como de algunas intervenciones en el Parlamento de Vitoria desde 1998. Incluye también algunos artículos inéditos. Son quizás los más interesantes porque revelan la profunda transformación ideológica de Eguiguren, que de la defensa a ultranza del vigente orden constitucional —Constitución y Estatuto— y de la reivindicación de un «fuerismo de izquierdas», pasa de la noche a la mañana a sostener la necesidad de pactar con los terroristas, admitiendo incluso la posibilidad de alterar el actual marco constitucional para dar satisfacción a las aspiraciones políticas de los etarras y conseguir así el fin de la violencia.


  El epílogo no es, a juicio de su autor, más que un «ensayo teórico, sin pretensiones de aplicación a la política práctica». Se trata de un «proyecto para abordar el problema vasco y acabar con el terrorismo, si se dieran unas condiciones que hoy por hoy no se dan». Dicho esto, Eguiguren aclara que no se trata de «una especie de experimento de política ficción... no es una mera especulación fantasiosa». No pretende trasladar «miméticamente modelos extraños inspirados en la experiencia internacional; lo que aquí sostenemos es una vía propia, la vía vasca, la del arreglo y no la de la solución, la del pacto y la concertación y no la de la confrontación y la unilateralidad, en definitiva, la de la negociación y el consenso».


  Merecen especial mención las tres últimas bases, en las que Eguiguren parece ser consciente de su audacia e intenta poner paños calientes.


  En la base décima dice:


  


  En principio, es posible distinguir entre el reconocimiento, su regulación y su ejercicio, que podrían darse en fases distintas en el tiempo. El reconocimiento del principio (se supone que se refiere a la autodeterminación) podrá darse como resultado del diálogo multipartidario, posponiendo su regulación a un momento posterior ya que su ejercicio, en ningún caso, podrá llevarse a cabo de forma inmediata. Tendrá que ser posterior a la culminación de todo el proceso de paz, incluyendo el tiempo necesario para que se hayan curado las heridas del pasado, sea un hecho la reconciliación, se haya consolidado un clima de confianza en el sistema y una convivencia plenamente pacífica. La única forma de establecer esta garantía, además de confiar en la prudencia de los partidos e instituciones, es regular desde el principio el tiempo considerado suficiente —como mínimo diez años— o bien establecer una mayoría cualificada, que requiera el consenso de formaciones pertenecientes a distintas sensibilidades, para adoptar la iniciativa (…). El reconocimiento del principio, en la medida en que afecta al conjunto del Estado, necesitará la previa concertación. Los mecanismos pueden ser diversos, desde la admisión de facto del principio, a la inclusión legislativa o constitucional, o el recurso a las particularidades contenidas por la propia Constitución con respecto a los territorios forales en su disposición adicional y en sus disposiciones derogatorias; ello facilitaría el proceso evitando complejos mecanismos de reforma constitucional y siendo suficiente una regulación parlamentaria ordinaria.


  


  En la base undécima, Eguiguren plantea ciertas limitaciones a la consulta que habría de hacerse en ejecución de los acuerdos alcanzados:


  


  Para que el resultado de la consulta tenga consecuencias deberá lograrse una mayoría cualificada, y, además, en cada uno de los territorios afectados. En caso contrario, no será aplicable a ninguno de ellos.


  


  En la decimosegunda y última de sus bases, Eguiguren propone más restricciones:


  


  El proceso no se inicia de cero, ni puede culminar en algo que rompa radicalmente con el pasado o las relaciones producidas por la historia… Así, la libertad de decisión democrática con que iniciábamos la declaración no puede desconocer nuestra pertenencia a ámbitos más amplios de decisión como son el español y el europeo, que deben ser contemplados, en adelante, no como limitaciones a nuestras libertades o derechos sino como garantía de su ejercicio. Tampoco hemos de hacer tabla rasa del ordenamiento y de las instituciones existentes al inicio del proceso. Todo lo contrario, el ejercicio del diálogo implica el respeto a las instituciones y marcos políticos existentes. Finalmente, la aplicación de los acuerdos y decisiones políticas adoptadas a lo largo de todo el proceso se deberá llevar a cabo siguiendo los procedimientos previstos en el Estatuto de Guernica, la Ley de Reintegración y Amejoramiento del Fuero de Navarra y la Constitución Española de 1978.


  


  El epílogo concluye con estas palabras:


  


  Estas bases, con la apertura al reconocimiento pleno de nuestras facultades democráticas, con el respeto a las garantías establecidas para la salvaguarda de los derechos y libertades de los ciudadanos, y con la clarificación de los desenlaces posibles del proceso, representan una oportunidad de la que únicamente pueden derivar beneficios para todos. Es una oportunidad, también, para ir asumiendo un marco político y democrático afectado por una deficiente adhesión desde el inicio de la Transición. En definitiva, un paso importante para ir superando los problemas y desencuentros que han acompañado a nuestra historia contemporánea donde muchas veces ha sido difícil compatibilizar nuestros particularismos forales y autonómicos y el régimen constitucional.


  


  Eguiguren partía de un hecho falso, pues no es cierto que el actual marco jurídico-constitucional y estatutario se encuentre afectado por una deficiente adhesión desde el inicio de la Transición. La Ley para la Reforma Política de 1977 fue refrendada por una amplísima mayoría de ciudadanos vascos.91 La Constitución Española obtuvo un respaldo claramente mayoritario. El Estatuto de Guernica tampoco tiene ningún déficit democrático, pues con una participación del 54 por ciento del censo electoral de la Comunidad Vasca los síes alcanzaron abrumadora mayoría.


  Las bases de Eguiguren eran un torpedo contra la línea de flotación de la Constitución Española. El dirigente socialista se unía así a los firmantes del Pacto de Estella, que certificaron por sí y ante sí la defunción de la Constitución y del Estatuto Vasco. Peor aún, Eguiguren no justificaba la violencia, faltaría más, pero se alineaba con quienes alientan la lucha armada porque el Estado Español niega al pueblo vasco el ejercicio del derecho a la autodeterminación. Su propuesta no era otra cosa que la rendición del constitucionalismo socialista vasco ante las exigencias de ETA.


  Por otra parte, Eguiguren estaba dispuesto a pagar un precio político para conseguir la paz. Reconocía que en el País Vasco hay un conflicto de naturaleza política y no solo articulaba un procedimiento de negociación con los representantes de los terroristas sentados a la mesa multipartidista, sino que aceptaba, de antemano, la posibilidad de que el acuerdo incluyera el derecho de autodeterminación.


  Finalmente, para Eguiguren Navarra forma parte del conglomerado vasco, pues da por sentado que el proceso le afecta directamente, como lo prueba la alusión que en la base XII se hace al Amejoramiento del Fuero que se verá afectado por los acuerdos y decisiones políticas adoptadas a lo largo de todo el proceso.


  Hasta aquí la referencia a los precursores del proceso de negociación con ETA. Estoy seguro de que el libro de Eguiguren se convirtió el libro de cabecera de Zapatero. Ya he señalado que las bases de Eguiguren no merecieron ningún comentario descalificador por parte ni del secretario general del PSOE ni de ningún otro dirigente del partido.92 Por otra parte, en aquellos momentos nadie podía imaginar que el Partido Popular perdiera las elecciones generales del 14 de marzo de 2004. El gobierno de José María Aznar continuaba con su política de acoso y derribo de la banda terrorista ETA para forzar su rendición. El 11-M cambió radicalmente las reglas del juego.


  


  


  La propuesta de Anoeta


  


  El 14 de noviembre de 2004, mientras el Parlamento Vasco se entretenía con la discusión del Plan Ibarreche, Batasuna celebró un acto multitudinario en el velódromo de San Sebastián donde sus militantes aprobaron por aclamación un plan de paz alternativo al de Ibarreche, conocido como «Propuesta de Anoeta». En ella se contienen las «bases para la resolución del conflicto». Los filoterroristas proponían iniciar un proceso de diálogo político multilateral, partiendo del reconocimiento del derecho a la autodeterminación y del compromiso por parte del Estado de respetar la decisión de la ciudadanía vasca. El acuerdo entre «los agentes de Euskal Herria» debería asegurar el «tránsito político hacia un nuevo escenario en el que el pueblo vasco pueda, en condiciones democráticas, decidir cualquier estatuto político o institucional para nuestro pueblo». Dicho acuerdo habría de ser refrendado por la ciudadanía de Euskal Herria. Hecho esto, los firmantes del acuerdo se convertirían en representantes del pueblo vasco para abrir un proceso de diálogo y negociación con los Estados español y francés. En paralelo se abriría una negociación entre ETA y ambos Estados para tratar sobre la «desmilitarización del conflicto», «presos, deportados y refugiados» y «víctimas». Por supuesto, el ámbito del proceso no solo sería la Comunidad Autónoma Vasca sino también Navarra e Iparralde.93


  El 16 de enero de 2005 ETA emitió un comunicado expresando su pleno apoyo a la propuesta de Anoeta por ser «la aportación política más sólida que se ha presentado de cara a superar el enfrentamiento entre Euskal Herria y los Estados». Batasuna quedaba así legitimada para impulsar y negociar el contenido de su propuesta.


  Por su importancia en el desarrollo de los acontecimientos posteriores, transcribimos los dos últimos puntos de la propuesta de Anoeta:


  


  5.LOS COMPROMISOS DE BATASUNA DE CARA A UN PROCESO DE DIÁLOGO PARA LA RESOLUCIÓN DEL CONFLICTO.

  BATASUNA asume y emplaza a compartir los siguientes compromisos:


  
    	Compromiso para ir a las raíces del conflicto con el objetivo de buscar una salida democrática.


    	Todos y todas las ciudadanas vascas tienen derecho a ser consultadas. En consecuencia, los estatus políticos actuales y de futuro necesitan del refrendo de la ciudadanía. Compromiso para respetar la decisión de los ciudadanos vascos y vascas.


    	Compromiso de que dicha consulta se hará en condiciones pacíficas y democráticas, comprometiéndonos para ello a tomar las medidas necesarias.


    	Compromiso de que el acuerdo tendrá en cuenta tanto la historia como la actual realidad de Euskal Herria. El acuerdo debe contar con la adhesión y el respeto de las distintas sensibilidades existentes en el pueblo vasco.


    	Compromiso para dirimir las diferencias durante el proceso de manera pacífica y democrática.


    	Compromiso de que la utilización de vías exclusivamente políticas y democráticas permitirá la materialización, sin límites ni restricciones, de todos los proyectos políticos.


    	Compromiso de que en el acuerdo se recogerán y regularán los derechos recogidos tanto en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, como en los Pactos por los Derechos Económicos, Civiles y Políticos de la ONU.

  


  


  6.EL PROCESO PARA LA RESOLUCIÓN BASADO EN DOS ACUERDOS.


  BATASUNA considera que debe haber dos espacios diferenciados para el diálogo y el acuerdo:


  6.1.Acuerdo entre los agentes de Euskal Herria.

  Contenidos del acuerdo entre los agentes políticos, sociales y sindicales:

  Deben acordar, partiendo de nuestra actual realidad, el tránsito político hacia un nuevo escenario en el que el pueblo vasco pueda, en condiciones democráticas, decidir cualquier estatus político o institucional para nuestro pueblo.

  El acuerdo debe ser refrendado, inevitablemente, por la ciudadanía de Euskal Herria.

  Los firmantes de este acuerdo deberán, además, constituir la interlocución democrática de nuestro pueblo, abriendo un proceso de diálogo y negociación con los Estados para hacer respetar los contenidos del acuerdo.


  6.2.Acuerdo entre ETA y los estados español y francés.

  Contenidos del acuerdo entre ETA y los Estados español y francés:

  Desmilitarización del conflicto.

  Presos, deportados y refugiados.

  Víctimas.


  


  El documento de Anoeta contiene una novedad de gran calado. ETA renuncia a negociar directamente con el gobierno español la solución política del conflicto, pues la negociación entre la banda terrorista y los Estados español y francés solo tendría por objeto la desmilitarización del conflicto, la excarcelación de los presos y el regreso de los deportados y refugiados así como la atención a las víctimas (se supone que de ambos lados). Sentado lo anterior, la solución del conflicto habrá de negociarse en el seno de una mesa integrada por todos «los agentes de Euskal Herria». Los Estados español y francés deberán comprometerse a respetar el acuerdo alcanzado en dicha mesa, que sería sometido al refrendo de los ciudadanos de Euskal Herria.


  De todas formas, la renuncia de ETA a negociar directamente cuestiones políticas era puramente formal, pues Batasuna no es otra cosa que la marca política de la organización.


  Por otra parte, y esto podría suponer un escollo insalvable, la negociación propuesta por Batasuna incluía a todos los territorios de «Euskal Herria», que en su concepción política incluía a Navarra y a los territorios vasco-franceses.


  El estruendo mediático del Plan Ibarreche impidió que, en aquellos momentos, se le diera a la propuesta de Anoeta la importancia que pretendía Batasuna. Pero en Moncloa tomaron sin duda buena nota. Solo esperaban que ETA hubiera sabido leer y entender el discurso del presidente en el debate con el lendakari y ratificara su disposición a negociar.


  En efecto, los etarras habían percibido con toda claridad el mensaje del presidente. A mediados de febrero de 2005, mientras en Ajuria Enea el lendakari rumiaba el fracaso de su plan, el cartero —Eguiguren— volvió a llamar por segunda vez a las puertas de La Moncloa. Recordemos que la primera vez había sido en el verano de 2004.


  Según refiere Jesús Eguiguren, que fue el «autor intelectual y material» del proceso de negociación, en dicha carta ETA mantenía «su plena disposición para encauzar una vía de comunicación directa, estable y a resguardo de situaciones coyunturales que permita solventar democráticamente, por medio de una negociación política, el conflicto entre Euskal Herria y España». Asimismo, ETA quería saber si el presidente estaba dispuesto a autorizar «que representantes del gobierno que usted preside puedan mantener en fechas próximas un encuentro con representantes de nuestra organización». Finalmente, «en caso afirmativo, le hacemos saber nuestra disposición para dar de inmediato los pasos pertinentes al respecto, responsabilizándonos de la organización del encuentro, que tendría lugar bajo los auspicios de una organización internacional».


  Eguiguren no dice cuál fue la reacción del presidente, pero no hay duda de que fue él quien recibió el encargo de trasladar a ETA la disposición del gobierno a iniciar conversaciones de paz. Que ello es así lo demuestra que en una fecha, en la primavera de 2005, ETA vuelve a escribir por tercera vez «al Sr. Presidente del Gobierno de España» y desvela que «la organización no gubernamental bajo cuyos auspicios tendría lugar el encuentro es HD Centre for Humanitariam Dialogue, con sede en Ginebra (Suiza)», cuyo domicilio facilitaban: «Dicha sede se encuentra en el 114 rue de Laussane, 1202, Genève (Suisse)». La banda indica además cómo y cuándo tendría lugar el primer contacto:


  


  La primera cita sería el 31 de mayo a las diez de la mañana en el hotel President Wilson de Ginebra. A dicha hora un miembro de la organización gubernamental antes citada se presentará en la recepción de dicho hotel y preguntará por ¿M. Felipe Martínez, de la part de M. Scout? Los representantes del gobierno se dirigirán a él, quien les conducirá al lugar del encuentro. En caso de que sus representantes no pudieran estar a la hora indicada, la cita se repetiría una hora más tarde en el mismo lugar. La segunda cita sería el 7 de junio a las mismas horas en el mismo lugar y con la misma contraseña.


  


  El gobierno debería confirmar su asistencia antes del 15 de mayo al director de la organización no gubernamental referida. HD son las iniciales del fundador de la Cruz Roja Henri Dunant, cuyo nombre preside el Centro de Diálogo elegido por ETA como mediador internacional. «En caso de que no efectuasen dicha confirmación —concluye la carta, firmada por el Comité Ejecutivo de Euskadi Ta Askatasuna, con el anagrama de ETA y el sello de la banda— consideraríamos que sus representantes no van a acudir al encuentro, por lo que esperaríamos sus explicaciones por la vía de contacto preestablecida».


  Eguiguren, que era el contacto preestablecido, no revela la fecha de la carta pero es de suponer que fue en el mes de abril, antes de las elecciones vascas convocadas para el 17 de abril de 2005. Por otra parte, si la primera cita iba a ser el 15 de mayo, ETA necesitaba tomarse tu tiempo para garantizar la seguridad de la entrada y salida de sus representantes en Suiza.


  


  


  Los gestos del gobierno


  


  Es de suponer que esta tercera misiva llegó a La Moncloa antes de las elecciones vascas que Ibarreche había convocado, tras el fracaso de su Plan, para el 17 de abril de 2005. Pero la decisión de negociar con ETA estaba tomada al menos desde la recepción de la segunda carta, a mediados de febrero. Para demostrar a ETA que esta vez la cosa iba en serio el gobierno iniciaría una política de gestos de distensión.


  El primero y principal sería permitir al mundo abertzale participar en los comicios vascos. Eso sí, Zapatero se prestó a hacer un doble juego. Aparentó una gran firmeza al aplicar la Ley de Partidos, que impidió a Batasuna presentarse a las elecciones. Pero permitió la aplicación del «plan B» que habían previsto los batasunos ante la previsión de su ilegalización, y que demuestra que los hijos de las tinieblas son más sagaces que los hijos de la luz y cometen fraudes mirando a su futuro. Sobre todo si reciben la ayuda de alguno de los hijos de la luz.


  El 26 de marzo de 2005, tras la ilegalización de la plataforma Aujera Guztiak por considerarla como una continuación de Batasuna, irrumpió en el escenario político un partido desconocido denominado «Partido Comunista de las Tierras Vascas» (EHAK), fundado a la chita callando en el año 2002. Un mes de campaña, con toda la maquinaria electoral de Batasuna a su servicio, le bastó a EHAK para conseguir 9 escaños. La presencia en el Parlamento Vasco de un partido representativo del abertzalismo radical era una condición imprescindible para emprender la negociación «multipartidista» que reclamaba Anoeta. Se cumplió así la profecía de Arnaldo Otegui, que sonó a fanfarronada cuando anunció que la izquierda abertzale estaría presente en las elecciones.


  Otro gran gesto se produciría durante la campaña electoral en la que Zapatero comenzó a quitarse la máscara. Asumió otro compromiso irresponsable similar al de Barcelona, solo que esta vez no hablaba como aspirante sino como presidente del Gobierno de España. Cualquier proyecto de Estatuto Vasco que contara con el respaldo de al menos los dos tercios del Parlamento de Vitoria recibiría el apoyo del gobierno. Y, con el tono solemne que reservaba para las grandes ocasiones, Zapatero anunció que habría un referéndum sobre el futuro del País Vasco. Comenzaba su coqueteo con el derecho a decidir. Tal vez tendría en cuenta que sin el PSOE y el PP los nacionalistas se quedarían lejos de los 50 escaños que necesitarían para alcanzar los dos tercios, lo que le permitiría controlar la negociación multipartidista.


  El 17 de abril de 2005 se celebraron las elecciones vascas.94 La alianza PNV-EA se quedaba muy lejos de los 38 escaños que necesitaba para la mayoría absoluta, pero Ibarreche no iba a tener ningún problema para formar un gobierno en minoría. Zapatero había dado instrucciones a sus diputados para que en última instancia apoyaran la investidura de Ibarreche, renunciando así a formar un gobierno constitucionalista con el apoyo del Partido Popular, opción de gobierno que habría puesto a EHAK entre la espada y la pared, dado que si quería evitarlo tendría que votar expresamente a favor de Ibarreche. Todo ello a causa del peculiar sistema de designación del lendakari que establece la Ley del gobierno vasco de 1981.95


  También se opuso Zapatero a la petición del Partido Popular al fiscal general del Estado para que, en aplicación de la Ley de Partidos, instara la disolución del partido EHAK, pues estaba claro que era una prolongación de Batasuna. El 25 de abril, la Mesa Nacional de Batasuna se felicitaba por su estrategia contra la ilegalización: «Los votos obtenidos por la izquierda abertzale nos dan una base sólida para afrontar con tranquilidad y valentía los próximos retos». En la ronda de conversaciones abiertas por Ibarreche, la representante de EHAK le informó de que su formación política asumía la propuesta de Anoeta. La burla al Estado de Derecho no podía ser mayor. Pero el fiscal general Cándido Conde Pumpido manifestó que solo había indicios de la simbiosis entre Batasuna y EHAK, pero que no serían suficientes para conseguir su ilegalización y, aunque se lograra sería muy difícil impedir que los sedicentes comunistas de las tierras vascas ocuparan sus escaños.


  


  


  La hoja de ruta


  


  Poco después se supo que Eguiguren y Otegui venían manteniendo desde hacía varios años conversaciones secretas en un caserío guipuzcoano.


  Zapatero decidió entonces lanzarse a tumba abierta. Lo hizo utilizando como portavoz de sus intenciones al diario El País, el mismo día en que Batasuna, en el diario Gara, celebraba el éxito de su estrategia. Este era el titular del diario progubernamental del 25 de abril de 2005: «Zapatero ofrecerá a Ibarreche y Rajoy acordar la “hoja de ruta” para Euzkadi para poner fin a la violencia». «Zapatero —informaba el periódico progubernamental— quiere que esta situación desemboque en una mesa, con participación de todos los partidos, para reformar el Estatuto de Guernica y en la apertura de un proceso de paz si ETA anuncia el silencio definitivo de las armas».


  El presidente comenzaba a utilizar expresiones propias de un proceso de paz: «Hoja de ruta», «normalización», «mesa de partidos»... Alarmado ante la deriva presidencial, cuatro días después publiqué un extenso artículo titulado «¿A dónde nos llevas presidente?».96 Entresaco uno de sus párrafos:


  


  Batasuna pide diálogo. El PNV pide diálogo. El gobierno manifiesta su disposición al diálogo. Rodríguez Zapatero se compromete a respetar la voluntad vasca expresada en el Parlamento por dos tercios de sus miembros, lo que significa que excluye del consenso al Partido Popular. Habrá referéndum si hay acuerdo. Y para redondear la jugada, el candidato socialista Pachi López afirma estar dispuesto a participar «en mesas sobre pacificación y definición del marco». ¿No suena eso a la propuesta de Anoeta? Así que está todo dispuesto. Solo falta la tregua de ETA.


  


  Desgraciadamente los hechos posteriores me dieron la razón. De momento, los etarras y sus corifeos habían conseguido sentar las bases para la apertura de un nuevo proceso para sustituir el actual marco jurídico como requisito previo imprescindible para alcanzar la paz. Como demostración de su buena voluntad, y en la búsqueda de puntos de encuentro, los socialistas vascos propusieron la definición de Euzkadi como «comunidad nacional». De forma incomprensible, el respetado presidente del Consejo de Estado, Francisco Gómez Llorente, se lanzó al ruedo de la reforma constitucional para defender la constitucionalidad de la novedosa expresión.


  


  


  ¿A dónde nos llevas, presidente?


  


  Pero antes de que todo estuviera preparado para alzar el telón había que sortear un último obstáculo: el Pacto por las Libertades y Contra el Terrorismo. Lo puso en entredicho el presidente a causa de su negativa a convocar la mesa del pacto y dar explicaciones de por qué no se ponía en marcha el proceso de ilegalización de EHAK y valorar qué consecuencias traería para el País Vasco y Navarra la revitalización de la organización abertzale a través del falso partido de los comunistas vascos.


  El secreto del correcto funcionamiento de la democracia en España durante los últimos veinte años había sido que tanto el PSOE como el Partido Popular compartían la misma idea de España y el modelo de Estado de la Constitución de 1978. El pacto entre ambas formaciones había presidido en todo momento el desarrollo del Estado autonómico. Pero este consenso básico estaba a punto de saltar por los aires por la irresponsable apertura de un fraudulento proceso constituyente y de almoneda del Estado común para satisfacer la voracidad de las comunidades nacionalistas.


  Así que el balance del primer año del gobierno del buen talante en materia antiterrorista no podía ser más desolador. Se había desactivado la aplicación de la Ley de Partidos para permitir el acceso al Parlamento Vasco de la izquierda abertzale a través de un partido fraudulento engendrado y amamantado a los pechos de ETA-Batasuna. Se había decretado la defunción del estatuto vigente como marco de convivencia. Se estaba dispuesto a abrir un proceso de negociación y diálogo con la finalidad de alcanzar un nuevo marco político para el País Vasco.


  En mi artículo antes citado del 29 de abril, a la vista de todos estos hechos, me preguntaba:


  


  ¿Veremos al Estado Español ponerse de rodillas con el señuelo de conseguir la paz? Se dirá que Aznar mantuvo conversaciones con ETA. Y es cierto. Pero tan pronto como los comisionados del gobierno, enviados casi con luz y taquígrafos a Ginebra, tuvieron conciencia de que ETA quería poner precio político a la paz sin moverse un ápice de la reivindicación de independencia y que, además, pretendían una negociación de tú a tú con el Estado, se levantaron de la mesa y regresaron a casa para no volver.


  


  Y estas fueron mis palabras finales:


  


  Rodríguez Zapatero se comprometió a gobernar con total transparencia. En este asunto reina total opacidad. Por eso formulo una pregunta. ¿A dónde nos llevas, presidente? Tu sonrisa no bastará para producir la rendición de ETA. No espero recibir ninguna respuesta a mi pregunta, pero al menos confío en que el presidente será comprensivo con aquellos ciudadanos que, como yo, queremos saber la verdad. Esto último le suena a algo, ¿verdad presidente?


  


  


  La hora de los estadistas


  


  Ante la inminencia del primer contacto con ETA, previsto para el día 31 de mayo, Zapatero empezó a dar pasos para asegurarse el apoyo del Congreso de los Diputados. En el Debate sobre el Estado de la Nación que tuvo lugar los días 11 y 12 de mayo, al referirse a su política antiterrorista, dijo:


  


  Hoy reitero esa convicción, ETA solo tiene un destino: disolverse y deponer las armas. Como presidente del Gobierno tengo el deber de trabajar para lograr ese fin... Señorías, hoy reitero ante la cámara que el fin de la violencia no tiene precio político, pero la política puede contribuir al fin de la violencia. Trabajaré sin descanso con todo mi gobierno por alcanzar el fin de la violencia y tengo la plena convicción de que los españoles apoyarán nuestro esfuerzo. Si se diera el caso, me comprometo formalmente a acudir ante esta cámara para explicar los pasos a dar y para solicitar el respaldo de todos los grupos políticos de poner fin al terrorismo.


  


  La ruptura del pacto antiterrorista era un hecho y Rajoy denunció por ello la actitud del presidente, ante la creciente sospecha de que se negociaba con ETA.97


  De nuevo se manifestó la doblez de Zapatero. El 15 de mayo de 2005, recibió en La Moncloa a Mariano Rajoy, que salió convencido de la sinceridad del presidente. En su comparecencia ante los medios de comunicación el líder del Partido Popular y la vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega anunciaron la creación de una comisión para abordar de manera conjunta la reforma de la Constitución, de los estatutos y de autonomía y del sistema de financiación.


  Pero el clima de colaboración solo duraría unas horas. Aquel mismo día, en el Palacio de La Moncloa se había recibido una carta dirigida por Batasuna al presidente del Gobierno, que tras la reunión con Rajoy tenía previsto acudir a un mitin de su partido en San Sebastián. Firmaba en nombre de la Mesa Nacional de Batasuna Arnaldo Otegui. La carta tenía un tono chulesco en la forma y en el fondo. El conflicto vasco era consecuencia de la opresión de España «como proyecto negador de los derechos nacionales de pueblos que, como el vasco, han sido objeto de maltrato permanente por parte del Estado». De un Estado «que solo es capaz de justificar su existencia desde la pura y simple amenaza militar». Le advertía al presidente «de la gran trampa» con la que «pretendían neutralizarle los amigos de Bush, los grandes manipuladores del 11 de marzo, los Legionarios de Cristo; en definitiva, los que saben que en ese escenario volverán a recuperar el poder en las próximas elecciones». Le recordaba la apuesta de Batasuna y su aportación para la «resolución definitiva del conflicto político y armado que sufren nuestros respectivos pueblos».


  No obstante, lo más importante de la carta de Otegui era la claridad con que concretaba su oferta al presidente:


  


  Batasuna no está planteando un escenario independentista para la solución del conflicto. Batasuna plantea acordar las reglas democráticas que hagan posible un nuevo escenario donde todos los proyectos políticos tengan cabida, también el nuestro, socialista e independentista. Batasuna no está planteando un frente nacionalista vasco que imponga una solución unilateral del conflicto. Batasuna plantea un acuerdo entre nacionalistas y no nacionalistas, un acuerdo que debe contar con la adhesión y el respeto de las distintas sensibilidades existentes en el pueblo vasco. Y que debe ser refrendado, inevitablemente, por todos y cada uno de los ciudadanos y ciudadanas que vivimos y trabajamos en Euskal Herria. Así pues, nuestro compromiso es nítido: ese proceso de decisión debe de ser acordado en tiempos, mecanismos y garantías de derechos por parte de todas o, en su defecto, la mayoría de las formaciones políticas de nuestro país. Asimismo, y una vez que dicho acuerdo sea alcanzado, se deberá abrir un proceso de negociación con el Estado que fije los términos para el respeto de dicha decisión. Podemos asegurar que el día después de dicho acuerdo no supondrá ni la ruptura unilateral independentista ni la alteración de derechos básicos para ningún ciudadano o ciudadana, sea cual sea el ámbito de su adscripción nacional o identitaria.


  


  Finalmente, Otegui se permitía sugerir al presidente:


  


  Este proceso de acuerdo, para que sea integral y eficaz, debe conllevar también el inicio de conversaciones entre su gobierno y la organización ETA para la búsqueda de un escenario de desmilitarización multilateral del conflicto, puesta en libertad de los prisioneros políticos vascos y el reconocimiento social de las víctimas.


  Y apelaba al ego de Zapatero:


  


  Señor presidente, es la hora de los estadistas, es hora de reconocer a la nación vasca su derecho a decidir, pactando ese proceso de decisión entre todos y todas, sin exclusiones y sin vulneración de derechos alguna.


  


  Zapatero se quedó con lo último y decidió convertirse en estadista, en los términos que le reclamaba Batasuna. Aprovechó el mitin de ese mismo día en San Sebastián para contestar a Otegui. Zapatero manifestó su disposición a dialogar con Batasuna, aunque para ello «es necesario que cese de una vez el ruido de las bombas y las pistolas». Exigió a la izquierda abertzale «que tengan la valentía de condenar y rechazar la violencia». Aseguró apostar «fuertemente por ver el fin de la violencia en Euskadi». Todos los ciudadanos vascos, enfatizó, saben «hasta qué punto soy capaz de hacer esfuerzos por la paz que quieren los vascos y todos los españoles, que tenemos que ganar con el esfuerzo de la razón como vamos a demostrar en los próximos tiempos». Y concluyó: «La esperanza en Euskadi ha comenzado, y el final serán la paz y la convivencia entre todos porque ese es el objetivo que comprometí ante los vascos».


  La carta de Otegui marcaba el precio político de ETA-Batasuna para la consecución de la paz. Lo grave es que en su respuesta el presidente expresaba su disposición a realizar todos los esfuerzos necesarios para conseguir el objetivo propuesto, eso sí, siempre que ETA no solo dejara de matar sino también las armas. Solo faltaba.


  


  


  La cobertura del Congreso


  


  Para dar cobertura política a sus intenciones negociadoras, para poder alegar que su actuación estuvo siempre respaldada por el Congreso, así como para demostrar a ETA su sinceridad negociadora, el 17 de mayo de 2005 Pérez Rubalcaba, en nombre del Grupo Socialista, presentó una propuesta de resolución que autorizaba al presidente a poner en marcha un proceso de diálogo con ETA si verificaba que la banda terrorista estaba dispuesta a negociar. La propuesta socialista salió adelante por 192 votos a favor (PSOE, Convergencia i Unió, Esquerra Republicana de Cataluña, Partido Nacionalista Vasco, Izquierda Unida-ICV, Coalición Canaria y Grupo Mixto —Bloque Nacionalista Gallego, Chunta Aragonesista, Euskadiko Ezkerra, Eusko Alkartasuna y Nafarroa Bai—) y el voto en contra de los 148 diputados del Grupo Popular.


  De los siete puntos de su resolución, seis eran plenamente aceptables para los populares, pues no diferían de otras muchas declaraciones realizadas desde la «ortodoxia» en la lucha contra el terrorismo. La causa fundamental de la oposición del Grupo Popular estuvo en el apartado segundo de la resolución que decía así:


  


  Expresamos nuestra convicción de que el Estado de Derecho ha demostrado su fortaleza y superioridad frente al terrorismo. A ETA solo le queda un destino: disolverse y deponer las armas. Esta es la exigencia de la ciudadanía vasca y esta es también la actitud de la totalidad de los grupos parlamentarios del Congreso de los Diputados. Por eso, y convencidos como estamos de que la política puede y debe contribuir al fin de la violencia, reafirmamos que, si se producen las condiciones adecuadas para un final dialogado de la violencia, fundamentadas en una clara voluntad para poner fin a la misma y en actitudes inequívocas que puedan conducir a esa convicción, apoyamos procesos de diálogo entre los poderes competentes del Estado y quienes decidan abandonar la violencia, respetando en todo momento el principio democrático irrenunciable de que las cuestiones políticas deben resolverse únicamente a través de los representantes legítimos de la voluntad popular. La violencia no tiene precio político y la democracia española nunca aceptará el chantaje.


  


  Los socialistas argumentaron que ese punto no era más que la reproducción literal del apartado décimo del Pacto de Ajuria Enea de 1988, firmado por todos los partidos en el País Vasco, incluida Alianza Popular y posteriormente asumido por el Congreso de los Diputados. La única variación era el parrafito final donde se afirmaba que la democracia española nunca aceptaría el chantaje de la violencia y que esta no tiene precio político, como si negociar la paz con los terroristas no fuera en sí mismo un gran triunfo político para los violentos.


  La propuesta socialista pretendía dar cobertura política al gobierno para iniciar la negociación con ETA. El presidente hacía tiempo que había entendido que se daban las condiciones adecuadas para un final dialogado de la violencia. Y el Partido Popular lo sospechaba, aunque solo pudiera disponer de indicios.


  


  


  Prosigue el engaño


  


  Los primeros contactos con ETA estaban previstos para el 31 de mayo y el 7 de junio en Ginebra, según la convocatoria enviada por ETA al presidente. Eguiguren no dice qué ocurrió en estos primeros contactos. Probablemente se limitaron a darse la mano, pero deja constancia de que la primera fase de las conversaciones formales dio comienzo el 21 de junio y finalizó con un preacuerdo sobre el método el 14 de julio.


  Pues bien, el 27 de junio el Grupo Popular sería víctima de otro gran engaño. Ese día se debatió en el Congreso una propuesta de resolución presentada por el Partido Popular instando la ratificación del «Acuerdo por la Paz y la Tolerancia» de Navarra, firmado en Pamplona por el Partido Socialista de Navarra, Unión del Pueblo Navarro y los partidos integrantes de Coalición Popular el 7 de octubre de 1988. El motivo era que el referido pacto, que en su momento había sido ratificado por el Congreso, contenía diferencias sustanciales con el punto décimo del pacto de Ajuria Enea, literalmente transcrito en la resolución del 17 de mayo a que ya hemos hecho referencia.


  Fue una sorpresa que el Partido Socialista ofreciera al Grupo Popular una fórmula transaccional consistente en circunscribir la ratificación del pacto al punto quinto del Pacto de Pamplona, que era, precisamente, el que tenía más interés para su postura contraria a cualquier negociación con ETA. De modo que el Congreso ratificó con el voto favorable de populares y socialistas y la abstención de los diputados nacionalistas, el siguiente pronunciamiento:


  


  Ningún grupo terrorista, ni ningún partido político que apoye la práctica de la violencia o se sostenga en ella para conseguir sus fines, está legitimado para erigirse en representante del pueblo de Navarra. En consecuencia, rechazamos toda posibilidad de que ETA, o cualquier organización respaldada por la misma, sea reconocida en negociaciones políticas que pretendan condicionar el desarrollo libre del sistema democrático en general y el propio de Navarra en particular. Solo la voluntad de nuestro pueblo puede orientar el presente y el futuro de Navarra. Por eso manifestamos nuestra seguridad de que ETA y sus defensores nada han de obtener mediante la violencia y la intimidación y de que Navarra continuará progresando asentada en sus instituciones democráticas y regida por la voluntad de sus ciudadanos.


  


  Como promotor de esta propuesta de resolución, me correspondió subir a la tribuna de oradores para su defensa. Expliqué a la cámara el porqué de la misma. Recordé cómo Pérez Rubalcaba en su intervención del día 17 de mayo en defensa de la resolución aprobada sobre el posible «final dialogado» de ETA, había afirmado que no se hacía otra cosa que ratificar los pactos de Madrid, Ajuria Enea y Pamplona, que formaban un todo indisoluble. Sin embargo, defendí la conveniencia de ratificar expresamente el punto quinto del pacto navarro porque en él se concretaba «de forma clara y contundente, el rechazo a la apertura de ningún proceso de negociación política con ETA». Y añadí para que no quedara ninguna duda:


  


  Dicho en román paladino, el punto quinto del Acuerdo por la Paz y la Tolerancia de Pamplona es radicalmente incompatible con el sueño de ETA, Batasuna y el Partido Comunista de las Tierras Vascas de poner en marcha la propuesta de Anoeta con la doble mesa de diálogo, una de partidos, sin límites ni exclusiones, para negociar la solución al conflicto —entre comillas—, y la otra de los gobiernos español y francés con ETA para tratar de los presos, las víctimas y el desarme.


  


  Y terminé con estas palabras, calurosamente aplaudidas por mis compañeros de grupo:


  


  La reacción suscitada en las fuerzas abertzales de Navarra por la presentación de esta moción es prueba concluyente de las falsas expectativas abiertas por la resolución mayoritaria del Congreso [de 17 de mayo anterior]. Mientras Aralar la calificó de vergonzosa, antidemocrática y alicorta, no menos contundente fue Batasuna. EA advirtió ayer al PSOE que la moción es un anzuelo en su contra, tras calificarnos de manipuladores y sectarios por presentar una iniciativa que consideran contraria a la política del presidente Rodríguez Zapatero. Pues bien, las incógnitas podrían quedar disipadas esta tarde si el Congreso, con el voto favorable del Partido Socialista, ratifica de forma inequívoca la vigencia del Pacto de Pamplona en su integridad y, por tanto, recuerda su punto quinto. Reafirmar lo que acordamos en 1988 y proclamar nuestra fidelidad a los principios básicos del sistema democrático que tienen perenne actualidad no es dejarse arrastrar por ninguna suerte de extremismo ni de inmovilismo reaccionario, sino decir a los terroristas con toda claridad que su único horizonte es la cárcel mientras no cesen sin condición alguna en su locura criminal y que con las pistolas encima de la mesa nadie podrá alterar ni la Constitución, ni el Estatuto Vasco, ni la condición de Navarra como comunidad foral. Si ETA cree que en el Congreso sonaron campanas de muerte para el Pacto Antiterrorista, procede decir alto y claro que los demócratas españoles no vamos a ceder frente al chantaje del terror. El voto afirmativo de la cámara, y anticipo nuestra aceptación de la enmienda socialista, podría ser un gran paso para la recomposición del consenso que condujo al Pacto por las Libertades y Contra el Terrorismo, algo que demanda la inmensa mayoría de los españoles. En nuestra mano está.


  


  En los pasillos del Congreso declaré a los periodistas que la aprobación de nuestra moción había hecho resucitar el Pacto por las Libertades y contra el Terrorismo y se garantizaba que no habría ninguna negociación política con ETA ni con sus representantes políticos. ¡Qué ingenuidad la mía! Fuimos víctimas de un gran engaño. Porque seis días antes habían comenzado en Ginebra las conversaciones con los representantes de ETA. ¿Por qué lo hicieron el tándem Zapatero-Pérez Rubalcaba? No lo sabemos. Quizás pensaron que les convenía esta vez rebajar la tensión provocada por las alarmantes noticias de una inminente negociación con ETA. Ya se encargaría Eguiguren de tranquilizar a los etarras en Ginebra.


  Algunos miembros del gobierno hicieron declaraciones que demostraban su ignorancia sobre las verdaderas intenciones del presidente, que había tomado la decisión de controlar personalmente el proceso. Solo él, Pérez Rubalcaba y Eguiguren tenían información de lo que estaba pasando. Así el ministro José Bono manifestó que los terroristas de ETA no tenían más opción que la de «rendirse y salir de sus madrigueras con los brazos en alto». Antes de la aprobación de esta resolución el Grupo Socialista nos acusaba de estar más dispuestos a creer a ETA que al presidente. Acusación que se prolongaría a lo largo de todo el proceso.


  


  


  El acuerdo sobre el método


  


  El 21 de junio, según su libro de «confesiones», Eguiguren se vio por primera vez las caras con los representantes de ETA. Al frente de la delegación etarra se encontraba Josu Ternera.98 Aquel mismo día, Eguiguren regresó a Vitoria para participar en la votación de investidura del lendakari Ibarreche. Después volvió a Ginebra, donde el 25 de junio tendría lugar una segunda reunión. Los mediadores del Centro Henri Dunant estuvieron siempre presentes. Todos tomaron notas, pero no se levantaron actas. Las que más tarde se publicaron como tales, no eran otra cosa que las notas de los etarras en un ordenador portátil donde reflejaban los pormenores de las conversaciones.99 La cuestión del método y las condiciones del diálogo centraron ambas reuniones. Pero ese mismo día, ETA provocó una gravísima explosión en el Estadio Olímpico de Madrid, La Peineta. Eguiguren estuvo a punto de levantarse de la mesa, pero no lo hizo.


  Las conversaciones con los representantes de la banda terrorista comenzaron a dar frutos, aunque se mantenían en el más absoluto secreto. ETA estaba dispuesta a acordar una nueva tregua —no el cese definitivo de su criminal actividad— pero exigía contrapartidas políticas. Y estas llegarán a finales de 2005 y continuarán a lo largo de 2006. Hoy sabemos que hubo dos fases en las conversaciones entre Eguiguren y ETA. La primera se inició en Ginebra el 21 de junio de 2005 y el 14 de julio se alcanzó un principio de acuerdo sobre el método. La segunda fase tuvo lugar en Oslo. Las conversaciones se reanudaron el 2 de noviembre y concluyeron con un total acuerdo el día 10 del mismo mes.


  Estos eran los puntos principales del acuerdo. El primer paso lo daría la banda terrorista que asumía el compromiso de declarar una tregua. A continuación, el presidente del Gobierno español haría una declaración anunciando el inicio de conversaciones de paz. Incluso se llegarían a pactar los términos tanto del comunicado de ETA como de la declaración presidencial. No habría detenciones por parte de la Guardia Civil, la Policía Nacional, la Ertzaintza y las Fuerzas de Seguridad francesas, salvo que se cometieran acciones delictivas. ETA se comprometía a no realizar atentados contra personas y no continuar con la extorsión económica así como a no abastecerse de armas o explosivos ni de material para su fabricación. En el caso de producirse «accidentes» puntuales, que ambas partes tratarían de evitar, se discutirían en la mesa. El gobierno garantizaría la seguridad de la delegación etarra.


  


  


  El inicio del principio del fin


  


  Como acabamos de señalar, el primer paso para la apertura de conversaciones formales de paz lo tendría que dar la banda terrorista para anunciar la tregua. Pero antes de llegar a ella habría nuevas concesiones.


  En noviembre de 2005 Pachi López anunció la disposición de los socialistas vascos a sentarse a la mesa multipartidista propuesta por Batasuna para la resolución del conflicto. Este enorme globo sonda del secretario general de los socialistas vascos solo encontró el rechazo del Partido Popular. A título personal, las socialistas Gotzone Mora y Rosa Díez manifestaron su disconformidad con la deriva de su partido, pero su testimonio fue acallado por el griterío de quienes las acusaban de estar al servicio de los intereses de la derecha empeñada en torpedear los esfuerzos de Zapatero para alcanzar la paz.


  El gobierno no se arredró ante las críticas del PP y dio nuevos pasos para satisfacer las exigencias de ETA y empujarla a decretar el alto el fuego. Estos son hechos irrebatibles:


  


  
    	El presidente del Gobierno apoya la celebración del Congreso ilegal de Batasuna en Baracaldo, prevista para mediados de enero de 2006, por entender que la Ley de Partidos políticos es excesivamente limitativa pues no se puede «restringir» el derecho de reunión de los militantes batasunos.


    	El fiscal general del Estado cesa el 2 de febrero de 2006 al mítico Eduardo Fungairiño, azote de la banda terrorista, como fiscal-jefe de la Audiencia Nacional. Para mayor inri se intenta enlodar el buen nombre del fiscal destituido —aunque formalmente dimitido— con la filtración de supuestas negligencias en el ejercicio de su función.


    	Ese mismo día, la Fiscalía del Tribunal Supremo informa favorablemente el recurso de Henri Parot, uno de los terroristas más sanguinarios de ETA, contra la decisión de la Audiencia Nacional de mantenerle en prisión. El etarra pretendía lograr su excarcelación en 2009, después de haber cumplido 20 de los 4.799 años de prisión a los que había sido condenado por 82 asesinatos y otros delitos. La Audiencia Nacional había rechazado la pretensión de Parot. Este recurrió en casación y el Supremo decretó que el etarra no podría salir de la cárcel hasta 2034. La Fiscalía del Tribunal Supremo, a las órdenes del fiscal general del Estado Conde Pumpido, no dudó en llenarse de oprobio al dar la razón a Parot y sostener que, de acuerdo con la ley, procedía acumular todas sus condenas en una sola de 30 años de cárcel, en lugar de dividirse en dos penas de 30 años cada una, como había resuelto la Audiencia Nacional para mantener en la cárcel al terrorista etarra hasta 2034. El Tribunal Supremo rechazó tales alegaciones y sentó un nuevo criterio interpretativo de la legislación anterior a la ley sobre cumplimiento íntegro de las penas impulsada en la segunda legislatura del Partido Popular. La Justicia se erigía así en única garante del Estado de Derecho haciendo oídos sordos a las peticiones del fiscal general para que los jueces aplicaran la ley a la vista de las nuevas expectativas de paz. No fue ninguna casualidad que en 2007 Zapatero impulsara el nombramiento como magistrado del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de Luis López Guerra, que había formado parte de su gobierno como secretario de Estado de Justicia y había defendido públicamente el criterio de la Fiscalía contraria a la aplicación de la «doctrina Parot».100

  


  


  En otro orden de cosas, el macrojuicio contra los miembros del aparato de propaganda internacional de la banda terrorista seguido por aquel entonces en la Audiencia Nacional producirá gran indignación entre los dirigentes de Batasuna. Lo mismo ocurrió con las actuaciones del juez Grande-Marlaska, sustituto del juez Baltasar Garzón, que también generarán gran incomodidad al gobierno. En la creencia de que los jueces son marionetas del poder, la izquierda abertzale clamaba por su sustitución. Más tarde conoceremos que los «compromisos» acordados con el gobierno para lograr la declaración de alto el fuego permanente incluían el cese de lo que en su argot califican como actividad «represiva» del Estado.


  Dispuesto a evitar a cualquier precio que el proceso acabara en un fiasco, el 16 de diciembre de 2005 el presidente Rodríguez Zapatero compareció ante los medios de comunicación al término del Consejo de Ministros para anunciar al país que se sentía esperanzado ante la posibilidad de que se produjera «el inicio del principio del final de ETA». Declaró no confiar en Mariano Rajoy, un excelente pretexto para no facilitar ninguna información al partido de la oposición.


  El mes de enero de 2006 estará marcado por el intento de Batasuna de celebrar en Anoeta otra gran asamblea, para proceder entre otras cosas a la elección de los nuevos miembros de su mesa nacional y ratificar la propuesta de Anoeta. La Justicia impidió la celebración del acto, aunque en un claro desafío al Estado de Derecho Batasuna presentará en Pamplona a los miembros de la nueva dirección del partido, nombrados en la clandestinidad.


  


  


  La ominosa rendición de los socialistas vascos


  


  El 14 de febrero de 2006 el Partido Socialista de Euskadi dio un nuevo paso hacia la indignidad, siguiendo servilmente los mandatos del presidente. Ese día, el PSE difundió un documento sobre «pacificación y normalización» titulado «Euskadi 2006. Hacia la libertad y la convivencia». En él asumía lisa y llanamente la propuesta de Anoeta.


  Esta será, sin duda, la peor noticia para la suerte de los constitucionalistas en el País Vasco. El mismo título del documento indica que su objetivo es demostrar a ETA, Batasuna y los nacionalistas en general que los socialistas vascos aceptan que si se produjera el «cese de la violencia», se sentarían a negociar políticamente en la proyectada mesa multilateral. Adviértase que los socialistas vascos solo hablan del «cese de la violencia», no de su cese «definitivo», a diferencia de lo que hasta ese momento venía afirmando la vicepresidenta Fernández de la Vega en línea con la resolución del Congreso del 17 de mayo de 2005.


  La claudicación del PSE no pudo ser más ominosa. Después de recordar que los socialistas vascos siempre habían estado en primera línea contra la dictadura, el fascismo y el terrorismo, como si eso les otorgara patente de corso para hacer cualquier cosa, se avinieron a sentarse a la mesa con los proetarras para pactar un nuevo estatus jurídico-político para Euskadi en el marco de una «política de paz».


  El documento asumía la fraseología típica del nacionalismo vasco, tanto de la llamada izquierda abertzale como del PNV:


  


  Nada de lo que hoy está presente en el debate sobre pacificación nos es ajeno: mesas, consenso, pluralidad, final dialogado, etc. No necesitamos ni rectificar ni renunciar a nuestra trayectoria. En esta materia, la coherencia y el mantenimiento de unos mismos principios han sido una constante a lo largo de toda la Transición. Así va a seguir siéndolo en el futuro también cuando se inicie el proceso de paz.


  


  Advierten los socialistas vascos que el cese previo de la violencia es la condición sine qua non para considerar «que estamos en un nuevo tiempo, ante un proceso de pacificación y normalización».


  La referencia a las víctimas del terrorismo es similar a la de otro documento hecho público por el PNV en el otoño de 2005. Si el final dialogado llegara a producirse, las medidas de gracia jugarán un papel determinante. Las víctimas comenzaron a tener la impresión de que se pretendía cambiar «paz por presos» y, por tanto, los autores de crímenes tan nefandos como los cometidos por ETA serían excarcelados.101 Curiosamente, el apartado del documento socialista referido a las víctimas se titula «Pasado y futuro. Víctimas y reconciliación». Sin embargo, no se hace ninguna referencia a la reconciliación. Probablemente, a sus redactores les pareció muy fuerte apelar a la reconciliación de las víctimas con sus verdugos. La reconciliación es deseable en una guerra civil con dos bandos enfrentados. Pero en el País Vasco no hay ninguna guerra fratricida, sino un grupo de criminales fanáticos que utilizan el terror para atemorizar a la población e imponer sus ideas políticas. Los asesinos de ETA son delincuentes comunes, no prisioneros de guerra, sobre los que debe caer todo el peso de la ley.


  Los socialistas vascos explican qué entienden por «pacificación» y «normalización». Cuando el Pacto de Ajuria Enea hace referencia al final dialogado de la violencia se refiere a la pacificación. Esta consiste en el cese de la violencia terrorista y no puede entrañar el pago de ningún precio político. Y ello es así, dicen, porque «la paz no tiene precio político y no puede, por tanto, mezclarse con proyectos políticos partidistas».


  Pero una cosa es predicar y otra dar trigo, porque a renglón seguido el PSE acaba justificando la negociación política al aceptar como interlocutor al brazo político de ETA so pretexto de conseguir la «normalización» de Euskadi. Esta ha de discurrir por los derroteros de la política y se ha de hacer por acuerdo entre las fuerzas políticas vascas. Si no se ha producido la normalización de Euskadi es por un «consenso insuficiente en torno al marco jurídico-político y a las reglas de juego que hay que respetar». La falta de consenso «es producto de percepciones y sentimientos identitarios diversos, por la distinta forma de enfocar y de vivir la singularidad de Euskadi, su voluntad de autogobierno y sus relaciones con el conjunto de España». El terrorismo es una «patología de la política vasca, un intento ilegítimo de condicionar las decisiones y debates políticos desde fuera del sistema de libertades y reglas de juego democráticas asumidas por todos». Por eso es necesario que callen las armas para que hablen libremente los políticos:


  


  De ahí que nos enfrentemos a dos procesos que deben ser encauzados mediante un orden de prioridades: cese de la violencia, en primer lugar, como paso previo al diálogo entre fuerzas políticas para resolver, sin interferencias del terrorismo, los problemas políticos. Dicho de otra forma, solo cuando se produzca esta circunstancia, el diálogo político tendrá sentido y posibilidades de éxito, y alcanzará a todas las fuerzas representativas de la realidad vasca.


  


  Este párrafo es la constatación de la claudicación ideológica del PSE, pues si se reconoce la existencia del llamado conflicto político vasco —por carecer el actual régimen estatutario del suficiente consenso—, la consecuencia inevitable es la necesidad de encontrar un nuevo marco político y otras reglas de juego que cuenten con la aquiescencia de los terroristas. Por otra parte, sus exigencias políticas —autodeterminación y Navarra— solo podrían satisfacerse mediante una ruptura del orden constitucional. Es contradictorio tildar tales demandas de «intento ilegítimo de condicionar las decisiones y debates políticos» para luego reivindicar la necesidad de acordar ese nuevo marco para dar respuesta, precisamente, a las pretensiones de los terroristas.


  A continuación el documento aborda la cuestión de «las dos mesas». Una mesa ETA-gobierno, «que no puede entrar en cuestiones políticas», para tratar exclusivamente de los problemas relativos a la pacificación que, aunque no se definen en el documento, es de suponer que hacían referencia a la situación de los presos «políticos» y a la entrega de las armas, eso sí, añadiendo la coletilla de la atención a las víctimas para acallar la mala conciencia.


  Se insistía en que para «activar la constitución de la mesa de partidos es condición indispensable el cese de cualquier tipo de coacción o violencia o de los apoyos a la misma». En cuanto a su representatividad, deberían estar en ella «todas las sensibilidades políticas vascas, con la única condición del rechazo a la violencia y la apuesta por el uso de métodos exclusivamente democráticos». Asimismo, «debe quedar absolutamente claro desde el principio que la mesa de partidos no puede estar sometida a ningún tipo de condicionante externo, incluido el desarrollo de un hipotético diálogo entre el gobierno y ETA para la resolución de las cuestiones que afectan a la organización terrorista».


  Los socialistas excluían imponer «condiciones previas para la constitución de la mesa: acuerdo sobre la territorialidad, reconocimiento del derecho a decidir, etc. Los socialistas nunca aceptaremos esas condiciones para formar parte de la mesa. Acudiremos con nuestros propios planteamientos, defendiendo la Constitución y el Estatuto».


  En cuanto a las reglas de funcionamiento, el PSE difiere del PNV y parece rectificar al presidente Zapatero, que se había comprometido a asumir cualquier proyecto de Estatuto que llegara avalado por una mayoría no inferior a los dos tercios del Parlamento Vasco. El PSE aboga por el principio del consenso no solo a la hora de establecer las reglas de funcionamiento de la mesa sino «también en la fase resolutiva». Sostiene que «para la adopción de acuerdos no sirve el principio de la mayoría. Este principio sirve para cuestiones de legalidad ordinaria, no para aprobar las bases que han de regir la convivencia de los vascos. Ningún acuerdo puede ser posible sin que representantes de las dos grandes sensibilidades políticas presten su consentimiento al mismo».


  De todas formas, este pronunciamiento era ambiguo. Las dos grandes sensibilidades políticas son, sin lugar a dudas, el nacionalismo y el constitucionalismo. Cualquier acuerdo debe ser por consenso entre ambos sectores de la sociedad vasca. Pero el constitucionalismo tiene, a su vez, dos manifestaciones en el País Vasco: el PP y el PSOE. ¿Qué pasaría si el PP no se avenía a formar parte de la mesa de partidos? ¿Asumiría el PSOE en solitario la representación de la sensibilidad vasca no nacionalista? ¿Buscaría el PSE el consenso con el PP?


  Cuando los socialistas vascos definían «las bases que han de regir la convivencia de los vascos», es evidente que daban por sentada la apertura en el País Vasco de un proceso cuasi constituyente y por tanto asumían el pacto de Estella, donde, como ya sabemos, los nacionalistas se unieron para asestar un golpe mortal a la Constitución Española y al Estatuto Vasco.


  En su reflexión final los socialistas vascos hacían una mención a «los vascos y España». Advertían que «el conjunto de la política española necesita también contemplar de otra manera el proceso abierto en Euskadi». A su juicio, estábamos ante una oportunidad histórica: «Quienes se llenan la boca de apelaciones a la patria, es algo que no deberían olvidarlo». Es esta una desafortunada alusión al Partido Popular, que es la formación política española con más víctimas del terrorismo en sus filas y cuyos militantes no se avergüenzan sino al contrario de ser españoles y no tienen por qué ocultarlo. Lo malo no es hacer apelaciones a la patria, sino utilizarla como justificación para los crímenes más viles. Por eso semejante reproche debió dirigirse a quienes, como los gudaris etarras, se envuelven en la ikurriña y se sienten con licencia para matar.


  


  


  ETA se hace de rogar


  


  A pesar de la claudicación en toda regla del Partido Socialista de Euskadi al aceptar la propuesta de Anoeta como método para la búsqueda de un nuevo marco político para el País Vasco; a pesar de la comparecencia del presidente del Gobierno del 10 de febrero de 2006, donde transmitió a los españoles su esperanza, basada según él en informaciones fiables, de que pronto entraríamos en «el inicio del principio del fin de ETA», lo que hizo disparar el rumor de una tregua inminente; a pesar de los mensajes lanzados por la Fiscalía General del Estado sobre la disposición del ministerio fiscal a colaborar en un futuro escenario de paz; a pesar de la insólita defensa por parte de Rodríguez Zapatero del derecho de reunión de los militantes de Batasuna y de su descalificación de la Ley de Partidos por su excesivo rigor; a pesar de todo ello, ETA no acababa de anunciar la ansiada tregua que permitiera arrancar el proceso.


  En vista de ello, el presidente intensificó el envío de señales a ETA para convencerle de que decretara de una vez por todas el cese sine die de su actividad criminal.


  La primera gran señal fue permitir el rearme moral de ETA y la impunidad fáctica de Batasuna. Si dos años antes se pensaba que los terroristas estaban al borde de la derrota total a juzgar por la facilidad con que se neutralizaban sus «comandos», compuestos de gente cada vez más bisoña, por la drástica disminución del característico espíritu combativo de los dirigentes de la izquierda abertzale y de su capacidad para movilizar a las masas afines, lo cierto es que la política de gestos del gobierno había conseguido que la cúpula batasuna acariciara seriamente la posibilidad de alcanzar un final dialogado mediante la puesta en marcha de la propuesta de Anoeta. El mundo abertzale comenzaba a envalentonarse.


  Además ETA parecía no tener ninguna prisa y seguía atentando contra intereses económicos y continuaba extorsionando a los empresarios. ETA consideraba que su buena disposición lo demostraba que ya no había víctimas mortales, pero advertía al gobierno que su capacidad operativa seguía intacta y en cualquier momento podría dar una vuelta de tuerca y reanudar los atentados contra las personas si las conversaciones no llegaban a buen puerto.


  En realidad, el gobierno y ETA realizaban ejercicios de calentamiento. En ese contexto, el 18 de febrero de 2006 la banda terrorista publicó un nuevo comunicado reiterando con toda claridad sus intenciones. La paz solo será posible si el gobierno se aviene a reconocer, como cuestión previa, la existencia de Euskal Herria como nación («territorialidad») y decide abrir un proceso de negociaciones políticas multilaterales para definir el futuro estatus político del País Vasco. Siempre y cuando se aceptara como cuestión previa que el acuerdo alcanzado —que por supuesto debería incluir a Navarra— se sometiera al refrendo del conjunto de los ciudadanos vascos («derecho a decidir»).


  Esta declaración de ETA colocaba el gobierno en una pésima situación. Para salir del paso, voceros cualificados de Moncloa sostuvieron que se trataba de una declaración para consumo interno.


  En estas circunstancias adversas, el único que no se arredró fue el presidente. Sin duda confiaba en que el anuncio del PSE de sumarse a la propuesta de Anoeta tendría un efecto balsámico y el comunicado de ETA era de una fecha anterior.


  La verdad es que ETA no podía tener motivos de queja. La colaboración entre los sectores constitucionalistas del País Vasco había quedado pulverizada por el anuncio del PSE de estar dispuesto a participar activamente en el «proceso de paz y normalización» con el objetivo de conseguir el cese definitivo de la violencia y un nuevo marco político para Euskadi. El socialismo vasco, con la aquiescencia del presidente del Gobierno, se había rendido. Ya no había marcha atrás. Más no se podía pedir.


  Pero la tregua seguía sin llegar y, en vista de ello, Rodríguez Zapatero lanzó un último requiebro a ETA para conseguirla. El medio elegido para ello fue el periódico ABC. El 19 de febrero de 2006 el órgano oficioso de la derecha sociológica española publicaba una larga entrevista con el presidente. Quizás para curarse en salud, el presidente advierte que «sería un error histórico tener prisa. Esto nos llevará años y habrá momentos difíciles».


  El fin de la violencia, afirmaba el presidente, será «el triunfo de la democracia». No habrá vencedores ni vencidos, viene a decir, porque ETA también aspira a lo mismo, pues si mata y extorsiona es porque entiende que no existe un verdadero marco democrático ni en Euskadi ni en el Estado Español. Pero aceptar este planteamiento es dramático. Es tanto como reconocer, aunque se rechace el recurso a la violencia, que una de las partes está convencida de la legitimidad política de su lucha. Si la democracia no ha desplegado en su plenitud sus efectos en el País Vasco, la culpa solo la tiene el terrorismo de ETA, un movimiento separatista, de ideología socialista y totalitaria, cuya finalidad es lograr la independencia de Euskadi. Como toda organización armada de liberación nacional está convencida de que matar, secuestrar, extorsionar y amedrentar a los enemigos de la patria forma parte de los sufrimientos que inevitablemente han de producirse para liberar de sus ataduras al pueblo vasco. De ahí que el fin de la violencia solo será el triunfo de la democracia si no se produce como fruto de una transacción vergonzante entre los demócratas y los liberticidas. El Estado democrático no puede dar carta de naturaleza al crimen organizado.


  Zapatero ni afirmaba ni negaba que el gobierno hubiera mantenido contactos directos o por intermediarios con ETA. Se escudaba en la resolución del Parlamento de mayo de 2005, donde se concretaban las condiciones para abordar un final dialogado y su compromiso de que en el caso de que se pueda «constatar que hay una voluntad de abandono de las armas o de fin de la organización» en ese momento «compareceré ante el Parlamento». Pero es evidente que no tenía ningún sentido aprobar en el Congreso la reafirmación del pacto de Ajuria Enea y estar de brazos cruzados a la espera de que la banda se moviera de forma espontánea. Si el presidente no negaba categóricamente los contactos directos o indirectos con ETA era porque había autorizado a Eguiguren conversar con la banda terrorista para transmitirle su disposición a emprender el proceso de paz y el diálogo entre partidos. Todo esto lo intuíamos y hoy lo sabemos con certeza aunque no podíamos ni imaginar hasta qué punto estaba dispuesto a llegar el presidente, cuyas declaraciones aparecieron al día siguiente del comunicado de la banda terrorista que ponía como condición sine qua non que el final de proceso de diálogo no podría ser otro que la configuración de un nuevo marco político, fruto del derecho de los vascos a decidir y del reconocimiento de la territorialidad de la nación vasca.


  El presidente hizo a continuación otro pronunciamiento no menos sorprendente. No es «imprescindible» una declaración de cese de la violencia por parte de ETA. «Así ha sido tradicionalmente, pero no debemos trasladar la situación actual a los esquemas de otras ocasiones históricas que, por cierto, recordemos que no llegaron a buen puerto», en clara alusión a la tregua de 1998. En consecuencia, «cuando el gobierno considere que hay elementos suficientes que nos hagan tener conciencia seria, rigurosa, de que es posible ver el fin dialogado de la violencia, compareceré en el Parlamento». El presidente responde así a un nuevo requerimiento sobre esta cuestión que le formula el periodista de ABC:


  


  Insisto: no pensemos en los protocolos del pasado. Estamos en una circunstancia nueva y donde el gobierno ha dicho tres cosas claras: trabaja con una expectativa que cree posible, no me atrevo a decir con qué grado de probabilidad; si esa expectativa llega, compareceré en el Parlamento y pediré su autorización para el proceso determinante y decisivo, que será largo; y, por supuesto, exigirá el concurso de todas las fuerzas políticas y, de manera especial y singular, del PP.


  


  Recuérdese cómo la resolución del Congreso supeditaba la puesta en marcha del final dialogado a la constatación de la inequívoca voluntad de ETA de poner fin a sus actividades criminales. Pero Zapatero ni siquiera se sentía vinculado por la resolución parlamentaria pues, según él, para iniciar el proceso de paz bastaba con que el gobierno tuviera «conciencia seria, rigurosa» de que «es posible ver el final dialogado de la violencia», sin que fuera «imprescindible» que ETA decretara el alto el fuego. Las hemerotecas son, en ocasiones, traicioneras. Zapatero demuestra, esta vez en las páginas de ABC, la volatilidad de los sus compromisos.


  Finalmente, el jefe del ejecutivo intentará tranquilizar a las víctimas. Al ser preguntado si habrá paz por presos responde: «No hay ni precio, ni hipoteca, ni subasta. Aquí solo hay un camino, que es la democracia y la legalidad».


  Las afirmaciones tranquilizadoras del presidente hacia los sectores inquietos ante una posible claudicación frente a ETA no podían ocultar lo que a mi juicio era lo más relevante de sus declaraciones: el anuncio de que en cualquier momento comparecería ante el Parlamento para solicitar su autorización para iniciar las conversaciones de paz por haber «constatado» que se daban las condiciones objetivas para el final dialogado de la violencia. El presidente expondría ante el pleno del Congreso la «hoja de ruta» del proceso de paz. Habría por tanto información, debate y votación. Pero las palabras del presidente, aunque escritas en las páginas de ABC, se las llevaría el viento.


  


  


  Por fin, la tregua


  


  Los requiebros de Zapatero a ETA produjeron por fin el efecto deseado. Sobre las 11.00 horas del día 22 de marzo de 2006, ETA hizo pública su decisión de decretar de forma unilateral un «alto el fuego permanente» que entraría en vigor a partir de la media noche del día 24 de marzo. En el hemiciclo del Congreso hubo besos y abrazos y la euforia se desató. «Hoy es un día histórico. Espero que estéis a la altura de las circunstancias», me dijo nada más conocerse el comunicado, junto a las verjas del Congreso, mi paisano Julián Lacalle, director general de Comunicación de la Presidencia del Gobierno. Cuando le expresé que para sumarnos al contento general necesitábamos saber cuál era el precio a pagar, me contestó enfadado: «Este no es el momento de hablar de ello». Entonces se nos acercó el diputado nacionalista Luis Olabarría. Mientras se fundía en un gran abrazo con Lacalle le susurró: «Enhorabuena. Sé todo lo que has hecho para llegar hasta aquí».102


  Ni siquiera la lectura del comunicado íntegro de la banda terrorista enfrió el entusiasmo de La Moncloa. El gobierno filtró que la palabra «permanente» se había introducido por exigencia suya, lo que demostraba que se había producido una negociación en toda regla. La expresión «alto el fuego permanente» no figuraba en el texto difundido en euskera. La traducción literal del comunicado es la siguiente: «ETA ha decidido impulsar la interrupción permanente de la acción armada a partir de las 00.00 horas del 24 de marzo». (Euskadi Ta Askatasunak, 2006ko martxoaren 24ko 00:00-tik aurrera ekintza armatuen etenaldi iraunkorra abiatzea erabaki du).


  Se dirá que «interrupción permanente de la acción armada» es lo mismo que «alto el fuego permanente». Así lo entendió el mundo abertzale, pues su órgano oficioso Gara utilizará desde el primer momento la expresión alto el fuego. En cualquier caso, ETA solo se comprometía a interrumpir sus acciones «armadas», pero nada decía de las demás formas de terrorismo (kale borroka, extorsión a los empresarios, acoso a los cargos electos no nacionalistas, etc.).


  Por su importancia, considero oportuno analizar el contenido del «histórico» comunicado de la banda terrorista que tanta satisfacción produjo en las filas socialistas y nacionalistas.


  


  El objetivo de esta decisión es impulsar un proceso democrático en Euskal Herria para que mediante el diálogo, la negociación y el acuerdo, el Pueblo Vasco pueda realizar el cambio político que necesita.


  Superando el actual marco de negación, partición e imposición hay que construir un marco democrático para Euskal Herria, reconociendo los derechos que como pueblo le corresponden y asegurando de cara al futuro la posibilidad de desarrollo de las opciones políticas.


  Al final de ese proceso los ciudadanos y ciudadanas vascas deben tener la palabra y la decisión sobre su futuro, dando así una solución política al conflicto.


  


  El alto el fuego tenía, pues, para ETA un objetivo inequívoco: impulsar mediante la negociación y el acuerdo un proceso democrático en esa entelequia política a la que llaman Euskal Herria y a la que confieren el carácter de entidad política unitaria e incuestionable para la construcción de un marco democrático previo reconocimiento de los derechos del pueblo vasco y del derecho de autodeterminación. Respecto a este último, ETA exigía que quedara abierta la puerta para su ejercicio, pues no otra cosa se esconde en la frase referida al futuro desarrollo de las opciones políticas. Para ello resulta imprescindible superar el actual marco de negación, partición e imposición. En la jerga abertzale, el ordenamiento jurídico vigente niega la existencia de Euskal Herria al partirla en tres pedazos: la Comunidad Autónoma del País Vasco, la Comunidad Foral de Navarra y los territorios con raíces vascas del sur de Francia.


  ETA olvidaba que los vasco-franceses disfrutan desde hace más de doscientos años de un sistema democrático, sin que hayan expresado nunca su voluntad de retornar al Antiguo Régimen absolutista que cayó en 1789 a manos de la Revolución Francesa. Por otra parte, aunque lo hubieran hecho, en ningún caso hubieran permitido su separación del Estado francés y menos para constituir otro Estado con territorios segregados del Estado español.


  La banda terrorista pasaba también por alto que el vigente Estatuto de autonomía de Euzkadi fue fruto de la negociación entre los legítimos representantes del País Vasco, democráticamente elegidos, y la Comisión Constitucional del Congreso de los Diputados, y que después obtendría el respaldo mayoritario del pueblo vasco mediante referéndum expresamente convocado al efecto.


  Y en cuanto a Navarra, ETA despreciaba su régimen foral histórico, amparado y respetado por la Constitución de 1978, que fue refrendada por amplísima mayoría del pueblo navarro. El pacto para el Amejoramiento del Fuero de 1982 no nació de ninguna imposición sino que fue negociado con el Estado por la Diputación Foral y ratificado por el Parlamento de Navarra, como representación democrática de la ciudadanía navarra, titular de su régimen foral, y por las Cortes Generales, donde se residencia la soberanía del pueblo español.


  ETA, por último, para dar por resuelto el imaginario conflicto, exigía que el acuerdo alcanzado en el marco del proceso democrático fuera refrendado por la ciudadanía vasca que habría de incluir a la población de los siete territorios llamados a constituir la nación euskalherríaca. Como se puede comprobar, la autodeterminación está siempre presente en la mente de la banda terrorista, aunque sea bajo la etérea fórmula del «derecho a decidir». Así se expresaba en su comunicado:


  


  ETA considera que corresponde a todos los agentes vascos desarrollar ese proceso y adoptar los acuerdos correspondientes al futuro de Euskal Herria, teniendo en cuenta su pluralidad y totalidad.


  Los Estados español y francés deben reconocer los resultados de dicho proceso democrático, sin ningún tipo de injerencias ni limitaciones. La decisión que los ciudadanos y ciudadanas vascas adoptemos sobre nuestro futuro deberá ser respetada.


  Hacemos un llamamiento a todos los agentes para que actúen con responsabilidad y sean consecuentes ante el paso dado por ETA. Es tiempo de compromisos. Todos debemos asumir responsabilidades, para construir entre todos la solución democrática que el pueblo vasco necesita. Es el momento de tomar decisiones de calado, pasando de las palabras a los hechos.


  ETA hace un llamamiento a las autoridades de España y Francia para que respondan de manera positiva a esta nueva situación y para que no pongan obstáculos al proceso democrático, dejando de lado la represión y mostrando la voluntad de dar una salida negociada al conflicto.


  


  ETA solo da vela en el entierro de la posible defunción de la unidad de España a los vascos de Euskal Herria. Los Estados español y francés, obligados a permanecer como meros convidados de piedra, habrían de comprometerse a reconocer el resultado del proceso democrático. Solo en un momento de delírium trémens se puede llegar a plantear como requisito imprescindible que tanto la Constitución española como la francesa se conviertan en papel mojado, como si España y Francia fueran repúblicas bananeras donde prevalece la voluntad del dictador de turno. Lo mismo ocurre con la pretensión de que el Estado de Derecho mire para otro lado y cese en toda actuación represiva del terrorismo. Lo peor de todo no es que ETA formulara tal exigencia, sino que el gobierno —en su ámbito de actuación— se hubiera comprometido a ello, pues de no ser así no se explica la inhibición de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado ante hechos clamorosamente delictivos ni la petición del fiscal general del Estado a los jueces en demanda de una aplicación flexible de la ley para contribuir al buen fin de las expectativas de paz.


  Concluía ETA:


  


  Finalmente, hacemos un llamamiento a los ciudadanos y ciudadanas vascas en general y a los militantes de la izquierda abertzale en particular, para que se impliquen en este proceso y luchen por los derechos que como pueblo nos corresponden.


  ETA muestra su deseo y voluntad de que el proceso abierto llegue hasta el final, y así conseguir una verdadera situación democrática para Euskal Herria, superando el conflicto de largos años y construyendo una paz basada en la justicia. Nos reafirmamos en el compromiso de seguir dando pasos en el futuro acordes a esa voluntad y de seguir luchando hasta lograr los derechos de Euskal Herria.


  La superación del conflicto, aquí y ahora, es posible. Ese es el deseo y la voluntad de ETA.


  


  Siempre la misma cantinela antihistórica con la pretensión de dar legitimidad a su actuación criminal.


  


  


  Zapatero, intérprete de los terroristas


  


  Tres días después de la declaración unilateral de alto el fuego permanente, el presidente del Gobierno concedió una extensa entrevista al diario El País, que apareció en su edición dominical del 26 de marzo de 2006.


  Para Zapatero el comunicado de ETA tenía tres elementos. En primer lugar, es la primera vez que ETA hace un alto el fuego permanente «con el significado que este término tiene, con la evocación manifiesta de lo que fuera la declaración del IRA en 1994». El segundo elemento lo constituye «la voluntad de abrir un proceso democrático. El lenguaje y el contenido son inéditos en las expresiones de la banda terrorista». Por último, la declaración se produce como fruto de un proceso de tres años «sin víctimas mortales y, seguramente, de una reflexión profunda de todo lo que podemos llamar izquierda abertzale».


  El presidente afirmaba que «la expresión alto el fuego permanente necesita un contraste, una verificación de que eso representa la voluntad de abandono definitivo de las armas, pero es un punto de partida suficiente». No echa de menos que ETA no hubiera hecho ninguna referencia a la kale borroka, aunque «para el gobierno son elementos sustanciales de la verificación de esa voluntad de abandono definitivo de la violencia», de forma que el ejecutivo «tendrá que comprobar que, en efecto, incluye cualquier tipo de actuación de las que ha venido haciendo habitualmente ETA».


  El presidente no descartaba que en el proceso se produjeran «accidentes» utilizando la misma expresión del acuerdo de Oslo: «Hemos manifestado que el proceso será largo, duro y difícil. Como todo el mundo puede comprender, estamos hablando de 40 años de violencia, de muchas personas implicadas en la violencia, y aunque mi deseo es que no haya ningún accidente, nadie puede descartarlo».103


  Más adelante el presidente considera «suficientes» los meses que van hasta el verano para verificar la voluntad inequívoca de ETA de renunciar a la violencia: «Es un margen razonable para abrir el diálogo y, en su caso, la negociación con la banda terrorista si el conjunto de las fuerzas políticas así lo estiman conveniente. Si la decisión es la que todos esperamos, podremos comprobarla en poco tiempo».


  A la pregunta de cuándo tuvo la convicción de que podía ponerse en marcha el proceso, el presidente se niega a contestar escudándose en la obligación de «mantener reserva de la información de que he dispuesto». En cualquier caso, revela que a comienzos de 2005 alimentó la esperanza de que pudiéramos estar «en el principio del fin». Esto explica la política de gestos dirigida a dar confianza a la banda terrorista, comenzando por la voladura de los puentes de entendimiento con el PP. Ahora bien, añade Zapatero, «la parte más decisiva es lo que puede ser un diálogo entre el gobierno y ETA. Digo que será la más decisiva porque en ella necesariamente tiene que haber el concurso de todas las fuerzas políticas y, muy especialmente, del Partido Popular». Palabras que, como veremos, también se las llevó el viento, pues, a pesar de no contar con el concurso del partido de la oposición, Zapatero decidirá iniciar la negociación con ETA.


  Después de confesar «la emoción» que le produjo el comunicado de ETA, manifestaba tener una «hoja de ruta» y aclaraba:


  


  Hay tres o cuatro ideas fundamentales de esa «hoja de ruta» y un método. El método es la unidad de los demócratas, imprescindible, esencial. En estos momentos es el objetivo en el que más me voy empeñar en esta primera fase. Hay tres puntos básicos. Primero, comprobar que estamos ante el fin de la violencia, de cualquier tipo de violencia. Segundo, que la política solo se puede hacer desde la no violencia y desde las reglas democráticas y desde las leyes; y que todo el mundo cabe en democracia, todo el mundo que actúe democráticamente. Es la grandeza de la democracia. Que tiene el alma y las reglas para integrar a todo el mundo que use medios democráticos para defender las ideas que quiera. Tercero, tenemos un aspecto fundamental que tiene que ver con todas las personas que han estado implicadas en las acciones terroristas, terreno que será lógicamente difícil, que llevará tiempo y que exigirá, de manera esencialísima el concurso de todas las fuerzas políticas, de la opinión pública, de la sociedad y, por último, la tarea a plazo más largo, que es la de refundar la convivencia social en Euskadi.


  


  Inevitablemente el periodista le pregunta por la previsible resistencia a adoptar medidas de gracia con quienes han cometido actos atroces:


  


  Creo que es un poco prematuro hablar de esto. Nos va a llevar mucho tiempo hablar de estas cuestiones. No es aún tiempo de hablar de reinserción, llegará a su momento. Eso supondrá que las cosas avanzan bien, pero no ha llegado ese momento y creo que sería muy poco apropiado que yo hiciera ningún pronunciamiento en ese sentido, aunque tengo un esquema en la cabeza, lógicamente.


  


  La doblez del presidente —no sé calificarla de otra forma— se puso de manifiesto cuando se le requirió a pronunciarse sobre la posibilidad cierta en aquellos días de que Arnaldo Otegui diera con sus huesos en la cárcel. «¿Sería esto un accidente?», pregunta El País. Zapatero en su respuesta afirma que «hay que respetar las leyes y a los jueces» y deja claro que «un gobierno no puede influir en las decisiones de los jueces». Impecable. Solo que antes de este pronunciamiento había hecho un panegírico de Otegui —«hombre de paz»—, cuyo único destinatario no era otro que el juez de la Audiencia Nacional (Grande-Marlaska) que tenía en su mano la decisión sobre el futuro del dirigente abertzale: «No cabe duda de que Otegui ha venido manteniendo un discurso a favor de la esperanza de paz, y es fundamental que la izquierda abertzale participe en el proceso de paz».


  


  


  La visión de los encapuchados


  


  También ETA se vio en la obligación de dar explicaciones. Eligió para ello el diario Gara, que el 14 de mayo de 2006 publicó una extensa entrevista con dos encapuchados pertenecientes, según el periódico, a la dirección de la banda terrorista.


  ETA se atribuye el mérito de haber conseguido llegar hasta aquí: «Ha sido la lucha por la construcción y la defensa de Euskal Herria la que ha permitido abrir la situación actual; eso nos ha traído este escenario». Los etarras subrayan que «Euskal Herria, en su conjunto, es hoy una realidad cada vez más aceptada, y ello ha abierto el camino, de un modo más consistente que nunca, al reconocimiento político de Euskal Herria». La banda terrorista asume la propuesta de Anoeta al definir «el doble esquema que deberá desarrollarse: por una parte, el proceso político para decidir el futuro de Euskal Herria; y por otra, lo que deberá ser acordado entre ETA y los Estados».


  Y añaden los encapuchados:


  


  Si algo es obvio es lo inevitable del cambio político, y ello es así porque el agotamiento de los marcos que dividen y niegan a Euskal Herria es más evidente que nunca. Y trae con ello el fracaso de quienes impusieron la reforma política de España hace 30 años. Por una parte, porque ha quedado demostrada la incapacidad de esos marcos para construir Euskal Herria; esa maraña política la construyeron para secuestrar la libertad de Euskal Herria, y con la lucha de estos años hemos demostrado que esos marcos no valen para liberar Euskal Herria, no valen para construir nuestro pueblo... Por lo tanto es necesario el cambio político de los marcos impuestos a Euskal Herria.


  


  Al hablar de «marcos que dividen y niegan Euskal Herria» no cabe duda de que los etarras se referían tanto al Estatuto Vasco como al Amejoramiento del Fuero Navarro y que su reproche se dirigía con toda claridad al PNV por haber entrado en el juego de la «reforma» durante la Transición a la democracia. Estaba claro, además, que para ETA la única solución al conflicto pasaba por «poner en marcha el proceso democrático que plasmará ese cambio».


  El director de Gara pregunta si el alto el fuego es consecuencia de «contactos y negociaciones» con el Estado español, pero los etarras se salieron por la tangente alegando que «la discreción es un elemento básico e indispensable en un proceso de negociación». A cambio, revelaban que ETA había dirigido una carta al primer ministro francés, Dominique de Villepin, para reprocharle la cerrazón de su gobierno, que no solo no había contestado sino que la filtró a la prensa «incluso modificando y manipulando su contenido».


  En otro momento, los etarras se refieren al Plan Ibarreche. El PNV «quiso tomar la iniciativa a la medida de sus intereses, claro está... y buscaron arrinconar a la izquierda abertzale». Sin embargo, tras la propuesta de Anoeta, comienza a perfilarse una nueva situación y esta es la razón por la que «el principal proyecto del PNV comenzó a hacer crac». No niegan al PNV «su sitio en el proceso», si bien le advierten que «si lo que persiguen es, adecuándolo a la situación actual, repetir el mismo objetivo que buscaban con el Plan Ibarreche, lo que decimos es que caminan en la dirección equivocada». Y remachan el clavo: «Pero el PNV no puede ser el árbitro del conflicto, porque es parte del mismo». Además «sigue sin salir del remolino de su ambigüedad histórica».


  ETA dejaba bien sentado que no estaba dispuesta a permitir por más tiempo que mientras ellos movían el árbol fuera el PNV quien recogiera las nueces.


  Se abordaba también la situación de los presos. Para ETA «son militantes políticos que están en prisión por luchar por Euskal Herria y, por lo tanto, respondiendo a la razón que les ha llevado a la cárcel se dará respuesta asimismo a la cuestión de los presos políticos. Y eso, en un proceso de resolución del conflicto tiene un nombre: amnistía y excarcelación de presos. Poner en libertad a los presos es condición democrática imprescindible en el proceso de resolución del conflicto. Los militantes que están secuestrados son presos que el pueblo considera suyos y es la propia Euskal Herria la que proclama que en un proceso de resolución del conflicto los presos deben estar en la calle». En este sentido, el acercamiento de presos supondría «desactivar una pieza de la situación de excepción impuesta al Colectivo. Sobre estas bases —concluyen— se abriría la situación para hablar y negociar sobre las consecuencias del conflicto, es decir, el momento para hablar de presos y desmilitarización. Pero el punto de partida es el otro desde nuestro punto de vista. Ese es el sentido que damos al ámbito de negociación de ETA».


  El 21 de mayo de 2006, el presidente del Gobierno acudió a un mitin organizado por el Partido Socialista de Euskadi en la localidad vizcaína de Baracaldo con motivo de la Fiesta de la Rosa. Era su primera visita al País Vasco después de la tregua de ETA. En el curso de este acto de partido, Zapatero reveló que en el mes de junio comunicaría a las fuerzas políticas el inicio del proceso de diálogo con ETA, después de dar por bueno el alto el fuego decretado por la banda terrorista. Recordó el presidente cómo ya había dicho que se tomaría un tiempo para evaluar el alcance de la tregua. Al hacer tan trascendental anuncio el presidente daba cumplimiento a su compromiso basado en tres informes de verificación elaborados por el Ministerio del Interior.104 Hay que recordar que el 11 de abril de ese mismo año, Zapatero había sustituido a José Antonio Alonso por Alfredo Pérez Rubalcaba.


  


  


  El mitin de Baracaldo


  


  El 30 de mayo de 2006 tuvo lugar el segundo Debate sobre el Estado de la Nación protagonizado por el presidente Zapatero. Había gran expectación porque se decía que después de meses de distanciamiento parecía haberse recompuesto el clima de entendimiento con el Partido Popular, demandado por importantes sectores de la opinión pública que consideraban imprescindible la unidad de los dos grandes partidos para afrontar la situación creada tras la tregua de ETA. Fue en el curso del debate cuando Zapatero pronunció estas insólitas palabras:


  


  Dije en Baracaldo que todos teníamos una visión parcial del mundo y seguramente también de Euskadi y de lo que es una España políticamente descentralizada, una España en la que se puedan defender todas las ideas, las identidades, el autogobierno y las máximas aspiraciones de realización de una voluntad política propia. Ahora se trata de que esas visiones parciales del mundo, de Euskadi, de España, se pongan encima de la mesa y sepamos hacer una tarea de entendimiento, de cesión, lógicamente, de acuerdo y de refundar esa convivencia de la que he hablado en alguna ocasión y que hoy recordaba el señor Erkoreka; refundación de la convivencia que tiene una dimensión de integración social y una dimensión de justicia, con lo que ha pasado en términos históricos y lo que han sufrido muchas personas, de generosidad, porque solo se puede llegar a la generosidad desde la justicia y desde el reconocimiento. Esa es la posición que mantengo al respecto.


  


  Lo dicho por Zapatero ante la representación de la soberanía nacional expresaba con toda claridad la disposición de Zapatero a pagar un precio político para conseguir la disolución de ETA. Bajo el eufemismo de refundar la convivencia se esconde la voluntad de claudicar ante las exigencias de la banda terrorista aunque para ello haya que llevar a cabo una «tarea de entendimiento, de cesión, lógicamente, de acuerdo». En suma, si queremos la paz es preciso ceder. La expresión utilizada es eminentemente política. Refundar la convivencia exige alcanzar un nuevo marco jurídico-político fruto de un nuevo consenso porque los terroristas rechazan el actual marco constitucional y estatutario. Tras esta solemne rendición ideológica del presidente Zapatero, poniendo al Congreso por testigo, quienes defendíamos la vigencia de la Constitución y del Estatuto de Guernica pasamos a ser enemigos de la paz.


  El presidente Zapatero conocía muy mal el País Vasco. Solo quien está en la mayor ignorancia de lo que ocurre —o hace como que no se entera— puede creer en el buen fin de un proceso de «refundación» de la convivencia en Euskadi. En estos últimos cuarenta años la siembra del odio ha sido tan intensa que no es posible cosechar frutos de paz. Quienes forman parte del llamado «mundo abertzale» son una especie de secta diabólica, que se siente con derecho a eliminar física y moralmente a quienes considera enemigos del «pueblo vasco», al que mancillan día tras día con sus acciones criminales.


  El entramado etarra no tiene el menor síntoma de arrepentimiento por el sufrimiento causado. Hay además muchas maneras de sembrar el terror además del tiro en la nuca o el coche bomba. Está la extorsión económica a los empresarios y a los profesionales, la constante intimidación e insulto a los cargos electos de los partidos «estatales», a los que considera colaboracionistas con el enemigo, las acciones de guerrilla urbana o de kale borroka, las pintadas amenazadoras, la sistemática destrucción del mobiliario público, las amenazas contra los medios de comunicación desafectos, la quema de banderas nacionales y tantas y tantas manifestaciones de intolerancia y agresividad. Hay profesores de ikastola e, incluso, de los centros públicos de enseñanza que son activistas ideológicos de ETA.105 Demasiados jóvenes vascos y navarros han crecido en el odio a España entonando canciones de guerra. La sociedad española ha tenido la oportunidad de ver por televisión el desprecio que muestran los presos etarras hacia los familiares de sus víctimas y su actitud chulesca, desafiante, amenazadora y agresiva cuando salen de la cárcel y se les recibe como héroes. No son episodios aislados, como pretendía hacernos creer el gobierno de Zapatero, sino representativos del sentir casi unánime del llamado colectivo de presos, que, salvo algún caso aislado, no muestra el menor síntoma de arrepentimiento. En tales circunstancias, ¿cómo podía el presidente alimentar la esperanza de una refundación de la convivencia?


  


  


  La declaración del zaguán del Congreso


  


  El 29 de junio de 2005, el mismo día en que el Congreso celebraba su última sesión antes de comenzar sus vacaciones veraniegas, el presidente hizo su aparición en el viejo caserón de la Carrera de San Jerónimo.


  Zapatero se había comprometido en varias ocasiones a ir al Congreso para recabar su autorización a fin de iniciar la negociación con ETA después de verificar el cumplimiento por parte de la banda terrorista del alto el fuego permanente.


  El presidente suele hacer gala de fidelidad a sus compromisos. Pero en esta ocasión no lo fue. Sin dar ninguna explicación, Rodríguez Zapatero sustituyó el prometido debate y votación en el pleno de la cámara por una «declaración institucional» que tuvo lugar ante los medios de comunicación junto a una estatua de Isabel II situada en el zaguán del Congreso, flanqueado por una bandera nacional y junto a una vitrina donde se conserva un ejemplar de la Constitución de 1812. Así anunció Zapatero el comienzo de la negociación con ETA.


  El presidente valoró la ausencia en los últimos tres años de atentados mortales y la decisión de ETA de declarar por primera vez un alto el fuego permanente, «habiendo desaparecido prácticamente la totalidad de sus acciones». Hizo alusión, a continuación, a los esfuerzos realizados por gobiernos anteriores para erradicar el terrorismo:


  


  Los gobiernos sucesivos, tanto el de Felipe González como el de José María Aznar, intentaron alcanzar la paz. No fue posible. Lo intentaron de buena fe, y desde aquí mi reconocimiento a esos esfuerzos que en su día hicieron.


  


  Como si quisiera lavar su mala conciencia, recalcó que para erradicar la violencia en el País Vasco y en el resto de España:


  


  Ha habido distintos procesos de diálogo y de acuerdo entre fuerzas políticas destinadas a fortalecer el Estado de Derecho. En estos largos años todos los gobiernos han intentado alcanzar la paz desde un compromiso amplio de convivencia, manteniendo un principio esencial —la democracia no va a pagar ningún precio político para alcanzar la paz— y defendiendo que el proceso de pacificación y normalización del País Vasco es una tarea de todas las fuerzas políticas. Así se ha recogido en distintas resoluciones institucionales.


  He reiterado en más de una ocasión que el proceso va a ser largo, duro y difícil.


  


  A renglón seguido, Zapatero resaltó cómo el País Vasco disfruta del mayor autogobierno que ha habido nunca en su historia: «Decidieron los ciudadanos vascos libremente su futuro». Pero ello no ha sido suficiente: «Desgraciadamente, han persistido la violencia y el terror».


  Y sentenció:


  


  Tenemos la oportunidad de poner fin a esta situación y desde los principios del pasado, desde los principios democráticos, les digo que el gobierno respetará las decisiones que los ciudadanos vascos adopten libremente, respetando las normas y procedimientos legales, los métodos democráticos, los derechos y libertades de los ciudadanos, y en ausencia de todo tipo de violencia y de coacción. En más de una ocasión me han escuchado decir que el futuro de Euskadi exige un gran acuerdo de convivencia político. Concretamente, en el debate sobre el Plan Ibarreche, si vivimos juntos, afirmé en aquella ocasión, decidimos juntos un gran acuerdo político de convivencia. Por eso el gobierno entiende que los acuerdos entre las distintas formaciones políticas de Euskadi han de alcanzarse con el máximo consenso posible, respetando la pluralidad política de Euskadi, y en igualdad de oportunidades para todas las formaciones, voluntad democrática, sujeción a la legalidad, amplio acuerdo político que recoja el pluralismo de la sociedad vasca; esas son las reglas, reglas que valen también para la participación en la vida política institucional, para las formaciones políticas.


  


  Resulta sarcástica esta afirmación presidencial después de haber proclamado que la democracia española no iba a pagar ningún precio político para alcanzar la paz. Pues si el presidente del Gobierno se proponía alcanzar ese gran acuerdo de convivencia en Euskadi y estaba dispuesto para ello a respetar las decisiones que los ciudadanos vascos adoptaran libremente en virtud del llamado «proceso de pacificación y normalización», es evidente que ambas cuestiones estaban para él indisolublemente vinculadas, de forma que si se alcanzaba la paz sería porque había habido acuerdo, que es ni más ni menos que el precio político a pagar por la disolución de ETA. Por otra parte, la mesa multilateral era un subterfugio para encubrir la negociación política con la banda terrorista, pues no hay ninguna diferencia entre tener como interlocutor a Josu Ternera o sentarse con Arnaldo Otegui.


  Seguidamente, el presidente definió las reglas sobre las que había de asentarse el proceso:


  


  Voluntad democrática, sujeción a la legalidad, amplio acuerdo político que recoja el pluralismo de la sociedad vasca. Esta son las reglas, reglas que valen también para la participación en la vida pública institucional y para las formaciones políticas. Por ello, quiero reiterarles que el gobierno va a mantener la vigencia de la Ley de Partidos.


  


  No faltó un mensaje a sociedad vasca:


  


  La paz es una tarea de todos, la paz será fuerte si tiene profundas raíces sociales y si abarca el conjunto de la sociedad vasca. Por ello, entiendo que los partidos políticos y los agentes sociales, económicos y sindicales deben adoptar acuerdos para ese pacto de convivencia a través de los métodos de diálogo que estimen oportunos y, por supuesto, a través de los métodos democráticos para trasladar dichos acuerdos a los distintos ámbitos institucionales.


  


  El presidente aceptaba otra de las exigencias básicas de Batasuna, asumidas por ETA. Al dejar en manos de los partidos políticos y de los agentes sociales, económicos y sindicales vascos la fijación de «los métodos democráticos» para la concertación política, Zapatero no solo dio el espaldarazo a la mesa de partidos, sino que al utilizar las mismas palabras que ETA y Batasuna, es decir la expresión «agentes políticos, sociales, económicos y sindicales», asumió la exigencia de los terroristas de que en la mesa de diálogo político se integraran no solo las formaciones políticas sino otros «agentes». Por otra parte, al situar el diálogo político fuera del Parlamento dejó la puerta abierta al reconocimiento del principio de territorialidad, pues nada impediría que en la mesa se sentaran también «agentes» políticos y sociales de Navarra.


  Sin embargo, en su alocución el presidente formulaba otra declaración de calculada ambigüedad:


  


  Quiero expresar el compromiso absoluto del gobierno, y el mío personal, con los valores, principios y reglas de la Constitución de 1978, que ha representado un éxito colectivo para nuestra convivencia.


  


  Veamos. Los valores de la Constitución de 1978 son la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. La concreción de los principios es más compleja. Podríamos considerar como tales, el principio de igualdad ante la ley y el respeto a la dignidad de la persona y de sus derechos y libertades fundamentales. La referencia a las reglas constitucionales parece conducir a la necesidad de respetar las normas de reforma tanto de la Constitución como de los estatutos. No es una precisión menor, pues si el acuerdo alcanzado en la mesa multilateral chocaba con preceptos nucleares de nuestra Ley fundamental, su incorporación al ordenamiento jurídico solo podría hacerse previo acuerdo de las Cortes y el refrendo del pueblo español como titular único de la soberanía.


  Pero al hablar solo de valores, principios y reglas dejaba fuera otros preceptos esenciales de la Constitución, como el relativo a la unidad de España, que es su propio fundamento. Llama la atención que el presidente del Gobierno de la nación no hubiera aclarado qué quiso decir cuando repitió algo tan manido como que no se pagará precio político alguno por la paz. De ser así, hubiera debido garantizar que en ningún caso quedaría afectado el orden constitucional. Es evidente que la declaración tenía un único destinatario: ETA. Más aún, por las «confesiones» de Eguiguren sabemos hoy que Zapatero introdujo en su discurso los párrafos pactados con ETA en la reunión del Oslo del 10 de noviembre de 2005.


  Zapatero humilló al Congreso al utilizar el zaguán del palacio de la Carrera de San Jerónimo para dar carta de naturaleza política a los enemigos del Estado de Derecho y de la unidad de la nación, sin recabar su expresa autorización tal y como lo exigía la gravedad del asunto y su propio y reiterado compromiso. Por sí y ante sí, decidió abrir la negociación con ETA en paralelo con el diálogo con Batasuna, vulnerando las dos resoluciones del Congreso de mayo y junio de 2005 que exigían la renuncia definitiva y expresa a la violencia. Al comprometerse a respetar la decisión de los ciudadanos vascos anunció su disposición a traspasar las líneas rojas marcadas por la Constitución. En suma, vino a legitimar de hecho al terrorismo como método de acción política, pues para conseguir la paz el gobierno está dispuesto a negociar un nuevo marco político con los apoderados de ETA.


  El 29 de junio de 2006, día aciago para la democracia española, el presidente pasó el Rubicón. Solo le faltó haber terminado su alocución con la histórica frase pronunciada por César en el momento de cruzar con sus legiones el famoso río italiano sin permiso del Senado y traicionar con ello su deber de lealtad a la República romana: alea jacta est. La suerte está echada.


  Al escuchar al presidente Zapatero, en la mente de Pérez Rubalcaba tal vez habrían resonado las palabras que pronunció en 1998, con motivo del intento frustrado de negociar el final de ETA: «Nunca nos sentaremos en una mesa en la que esté presente gente como Josu Ternera».106


  


  


  La internacionalización del conflicto


  


  En el verano de 2006, Batasuna anunció que el Parlamento Europeo debatiría sobre el proceso de paz en el País Vasco en el mes de octubre de 2006. No se trataba de ninguna baladronada. Poco después se conoció que el Partido Socialista presentaría una propuesta de resolución para obtener el apoyo de la cámara al proceso de paz. El hecho de que fuera Batasuna la encargada de comunicar en rueda de prensa este hecho demuestra que formaba parte de los acuerdos previos a la declaración de alto el fuego. En el Parlamento de Estrasburgo se escenificó la división de los demócratas españoles. Los socialistas europeos presentaron una propuesta de resolución que incluía el siguiente texto:


  


  [El Parlamento] apoya la lucha contra el terrorismo, así como la iniciativa de paz en el País Vasco emprendida por las instituciones democráticas españolas.


  


  Por su parte, el Grupo Parlamentario Popular Europeo, presidido por Jaime Mayor, presentó otra propuesta con el siguiente texto:


  


  [El Parlamento Europeo declara]: Que desde la coincidencia plena con el sentir abrumadoramente mayoritario de las víctimas del terrorismo considera que no se han producido los cambios necesarios en la organización terrorista ETA ni se dan las condiciones establecidas en la resolución del Congreso de los Diputados del 17 de mayo de 2005 que justifiquen un cambio en la política antiterrorista definida por el pacto por las libertades y contra el terrorismo suscrito el 8 de diciembre de 2000 por las dos fuerzas políticas mayoritarias en España: Partido Popular y Partido Socialista Obrero Español.


  


  Finalizado el debate, el presidente del Parlamento, José Borrell, sometió a votación ambas propuestas. Primero se votó la del Grupo Popular Europeo que fue derrotada por 302 votos a favor, 322 en contra y 31 abstenciones. A continuación se votó la del Grupo Socialista, que resultó aprobada con 321 votos a favor, 311 en contra y 24 abstenciones.


  Aquel día ETA había logrado una de sus aspiraciones, lo que en la jerga abertzale se denomina «internacionalización del conflicto».


  Al día siguiente, la prensa española mantuvo posiciones encontradas a la hora de valorar lo ocurrido en Estrasburgo. Sin embargo, hubo gran coincidencia en destacar que la victoria pírrica de Zapatero solo había servido para fracturar en dos al Parlamento Europeo. Quien realmente había salido ganando del debate era ETA-Batasuna, que había conseguido dar un paso de gigante en su objetivo de internacionalizar el conflicto.


  En la tribuna de invitados se sentaron dos procesados en España por colaboración con banda armada. Se trataba de Rafael Díez Usabiaga, secretario general del sindicato LAB, y Gorka Aguirre, miembro del PNV imputado por su presunta pertenencia a la red de extorsión de ETA a los empresarios vascos y navarros. Este último pudo acudir gracias a una decisión del juez de la Audiencia Nacional, Santiago Pedraz,107 que le autorizó expresamente para viajar a Estrasburgo. En cuanto a Aguirre, el juez Baltasar Garzón, convertido en paladín del proceso de negociación, había levantado en un auto fechado el 10 de octubre gran parte de las medidas cautelares adoptadas por el juez Fernando Grande-Marlaska, entre ellas la prohibición de viajar fuera del territorio nacional. Tras conocerse el resultado de la votación, Díaz Usabiaga no podía ocultar su satisfacción: «En el debate se han manejado todos los ingredientes para solucionar el conflicto y el apoyo del Parlamento Europeo es algo así como ganar una meta volante en una etapa larga».108


  En vísperas del debate europeo, ETA robó más de 300 armas de fuego en la localidad francesa de Nimes. Demostraba así que seguía operativa a pesar del alto el fuego permanente y del acuerdo de Oslo, burlándose de las «verificaciones» de Zapatero. Pero el presidente, que ya había declarado que el proceso sería largo y difícil, tildando incluso de «accidentes» la posibilidad de nuevos atentados mortales, decidió capear el temporal. «No vamos a precipitarnos —declaró tras reunirse el mismo día del debate con su homólogo belga Gui Verhofstadt—, pero tendrá consecuencias en el futuro». Después se negaría a aclarar qué consecuencias serían esas, para, a continuación del Consejo de Ministros celebrado el viernes 27 de octubre, reafirmar su voluntad de seguir con el proceso de paz.


  Peor aún, en una reunión con periodistas celebrada en la localidad soriana de San Leonardo de Yagüe, se erigió en abogado defensor del terrorista De Juana Chaos,109 juzgado por la Audiencia Nacional por un delito de exaltación del terrorismo, pues los artículos publicados por el sanguinario terrorista en el diario Gara «eran una pura crítica política», añadiendo que de las informaciones de que dispone el gobierno se infiere que el etarra está a favor del proceso de paz. Respecto a la marcha del proceso señaló que «va y se mueve» y que el gobierno «no está detenido» ni «quieto», al tiempo que señalaba que el ejecutivo iba a seguir verificando la voluntad de ETA de dejar las armas, aunque eso lleve «semanas» o «meses», porque después de cuarenta años el tiempo «no va a condicionar».


  Un presidente que valora los esfuerzos para lograr la paz de Arnaldo Otegui, uno de los principales propagandistas de la causa etarra, y llega hasta el extremo de defender a un asesino como De Juana Chaos, partidario por cierto del entendimiento con los islamistas, demostraba que estaba dispuesto a conseguir «como sea» el acuerdo con la denominada izquierda abertzale. Nadie había llegado tan lejos.


  


  


  El triángulo de Loyola


  


  Con la intención de buscar un acuerdo político que permitiera poner en marcha la mesa de partidos y agentes de Euskal Herria, el 20 de septiembre de 2006 representantes del PSE, del PNV y de Batasuna se fueron a la casa de ejercicios espirituales del santuario jesuítico de Loyola.110 Las conversaciones se prolongaron en el más absoluto secreto hasta el 10 de noviembre de ese mismo año, con un total de once reuniones.


  El 31 de octubre los comisionados consiguieron consensuar un histórico documento, con el que sin duda pretendían convencer a ETA de que el acuerdo político era posible, aunque no fuera un pacto definitivo, pues tenía que recibir el visto bueno de las direcciones de los partidos llamados a formalizarlo.


  El documento se titula «Bases para el diálogo y acuerdo político». Consta de una introducción, unas «bases políticas del futuro acuerdo», un «esquema general del proceso democrático de diálogo multilateral» y un sorprendente «protocolo para la gestión del acuerdo marco».


  En síntesis, este era su contenido:


  Reconocimiento de la identidad del pueblo vasco (Euskal Herria).


  Respeto del Estado a las decisiones democráticas adoptadas por la ciudadanía vasca y ausencia de violencia.


  Reconocimiento del euskera como lengua oficial tanto en la Comunidad Autónoma Vasca como en Navarra.


  Creación de un órgano interinstitucional entre la Comunidad Vasca y Navarra.


  


  Creación, en el marco de la Unión Europea, de una eurorregión integrada por todos los territorios de Euskal Herria: Comunidad Vasca, Navarra e Iparralde.


  El acuerdo final sería ratificado mediante referéndum de todos los territorios vascos peninsulares.


  Además, se fijaba el 2 de diciembre de 2006 como fecha para la celebración de una «conferencia de paz en San Sebastián».


  Asimismo, el protocolo para la gestión del acuerdo-marco contemplaba su formalización en un solo documento firmado por los representantes de los tres partidos, que sería «depositado en el Vaticano». Según refiere Imanol Murúa, autor de un documentado libro titulado El triángulo de Loiola (Ttarttalo, San Sebastián, 2010) la intención de los convenidos era entregar el original al general de la Compañía de Jesús, el papa negro Peter Hans Kolvenbach, quien lo haría llegar al Vaticano para su depósito «en forma oficial».


  Destacamos tres de sus principales pronunciamientos. En el punto 1.1, se reconoce la existencia de Euskal Herria como una comunidad política, asumiendo el cacareado «principio de territorialidad»:


  


  Aceptamos que existe una realidad conformada por vínculos sociales, lingüísticos, históricos, económicos y culturales llamada Euskal Herria que se constata en los territorios de Araba, Nafarroa, Bizkaia y Gipuzkoa en el Estado Español y Lapurdi, Zuberoa y Baxe-Nafarroa en el Estado Francés.


  


  En el punto 1.4 a. se establece el compromiso de:


  


  Promover la creación de un órgano institucional común para los cuatro territorios comprendidos en dichos ámbitos. Este órgano institucional tendrá las atribuciones ejecutivas y de propuesta legislativa en el marco competencial que se acuerde, de conformidad con el ordenamiento jurídico.


  


  Por último, el punto 1.4 b. expresa la voluntad de


  


  Crear, impulsar, desarrollar y financiar instituciones del conjunto de los territorios y ámbitos administrativos de Euskal Herria (…) nos comprometemos a que el acuerdo resultante, dentro de la Unión Europea y el respeto de las legislaciones de los Estados correspondientes, contemple la creación de una eurorregión vasca u otras estructuras institucionales que la evolución del Tratado de la Unión Europea vaya posibilitando.


  


  Resulta inaudito que los socialistas vascos hubieran aceptado tales pronunciamientos que dejaban a sus compañeros navarros a los pies de los caballos.


  La ejecutiva del PNV aprobó el documento sin ninguna objeción. Por su parte, los socialistas vascos obtuvieron la conformidad de la dirección nacional del PSOE. De modo que todo dependía de la decisión de Batasuna. El día 8 de noviembre cada uno tendría que descubrir sus cartas en la que se esperaba fuera la última reunión.


  Desde el comienzo de la reunión, los proetarras plantearon agregar varios párrafos y expresiones. En el punto 1.2 pretendían que el ordenamiento jurídico resultante del acuerdo político alcanzado en la mesa de partidos y agentes sociales se ratificara en un referéndum conjunto para los cuatro territorios que consideraban vascos, de forma que se permitiera «a la ciudadanía de Araba, Bizkaia, Gipuzkoa y Nafarroa establecer libremente su condición política proveyendo asimismo su desarrollo económico, social y cultural». Batasuna pretendía asimismo introducir que ese futuro marco político podría ser «autonomista, federalista e independentista». Y en cuanto al órgano institucional común entre la Comunidad Vasca y la Comunidad Foral de Navarra, una de sus funciones sería la elaboración de «un estatuto de autonomía» para los cuatro territorios, «refrendado por la mayoría de la ciudadanía de cada ámbito». Por último, a dicho órgano se le encomendaría la regulación y garantía que pudieran derivarse de la «condición nacional del pueblo vasco».


  Al parecer, los socialistas conocieron con anterioridad las propuestas de Batasuna, por lo que decidieron presentar modificaciones en el texto pactado que les permitieran salvar la cara en caso de que llegara a conocerse el acuerdo del 10 de noviembre. La propuesta más significativa era que si se obtenía el acuerdo político «este garantizará que todos los proyectos políticos democráticos pueden ser defendidos y en su caso, materializados. Todo ello, desde el principio de respeto a la voluntad democrática de la sociedad vasca, a la pluralidad política, a los principios democráticos, a los procedimientos y normas que integran el ordenamiento jurídico vigente». Algo infumable para los proetarras. También proponían que el reconocimiento del euskera como lengua oficial solo sería en los tres territorios de la Comunidad Autónoma Vasca, si bien en «el territorio» de la Comunidad Foral de Navarra se comprometían a desarrollar «una política activa y progresiva tendente al objetivo de la total normalización lingüística», lo que al fin venía a ser lo mismo aunque diferido en el tiempo.


  


  


  La moción de la claridad


  


  Abro un paréntesis para dar cuenta de un debate que tuvo lugar en el Congreso el día 30 de noviembre de 2006, un mes después del acuerdo de Loyola. Aunque desconocíamos su contenido, corría el rumor de que los socialistas habían llegado a un acuerdo político con Batasuna, que incluía a Navarra. Interpelé sobre ello al ministro del Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba. Recordé cuanto hasta ese momento conocíamos sobre la negociación con ETA, que no era mucho, y emplacé al ministro a que diera respuesta a los grandes interrogantes que inquietaban al menos a un gran sector de la opinión pública:


  


  Señor ministro, el Grupo Parlamentario Popular representa a casi 10 millones de españoles. En su nombre le requiero para que suba a esta tribuna y deje bien claro que el gobierno está dispuesto a respetar íntegramente las resoluciones del Congreso de los Diputados y que por tanto no aceptará la constitución de ninguna mesa de diálogo extraparlamentaria para debatir con los apoderados de ETA o bajo la tutela de la banda terrorista ningún nuevo estatus para el País Vasco. Proclame que el gobierno no tiene la menor intención de reconocer la existencia de la ensoñación euskalherríaca, esa nación que dicen que existe desde el comienzo de los siglos. Afirme que el gobierno no consentirá la celebración en Navarra de ningún referéndum que no esté expresamente contemplado en la Constitución y no el que pretenden los terroristas, ese referéndum del acuerdo que pueda alcanzarse en la mesa de constitución de Euskal Herria como nación. Anuncie que el gobierno no negociará con ETA otra cosa que su disolución incondicional y que ninguna medida de gracia será posible mientras no medie el arrepentimiento de los criminales y el resarcimiento del daño causado a sus víctimas. Declare que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado perseguirán a los terroristas allí donde se encuentren. Exprese el máximo respeto a la independencia de los jueces… Lance un mensaje de tranquilidad a la sociedad navarra, dejando bien claro que el gobierno no permitirá que nadie suplante la voluntad de sus instituciones ni negociar el futuro de Navarra en ninguna mesa o foro extraparlamentario.


  


  Pérez Rubalcaba no contestó a ninguno de mis requerimientos, aunque sí afirmó que al gobierno le «gusta» el actual marco institucional de Navarra contenido en el Amejoramiento del Fuero y que Navarra sería siempre «lo que los navarros quisieran ser».


  Dos semanas más tarde, el 19 de diciembre, la cuestión volvió a debatirse en el pleno del Congreso con una propuesta de resolución como consecuencia de mi anterior interpelación. La defendí en nombre del Grupo Popular. La he bautizado como la «moción de la claridad», porque se trataba de dejar las cosas claras sobre la negociación con ETA. Su parte resolutiva decía literalmente así:


  


  El Congreso de los Diputados considera que la democracia no puede pagar precio político alguno por la paz y en consecuencia insta al gobierno a:


  
    	Rechazar la pretensión de constituir una mesa de «agentes» políticos, sociales, económicos y sindicales o de cualquier otra naturaleza, para acordar un nuevo marco o estatus político conjunto para la Comunidad Autónoma Vasca y Navarra, por cuanto la representación democrática del pueblo vasco y el pueblo navarro reside única y exclusivamente en las instituciones reconocidas por la Constitución, el Estatuto de Guernica y el Amejoramiento del Fuero.


    	Rechazar toda propuesta encaminada a dar satisfacción a la llamada «internacionalización del conflicto».


    	Reconocer que los instrumentos de cooperación entre comunidades previstos en la Constitución, en el Estatuto Vasco, y en el Amejoramiento del Fuero, no pueden servir para establecer ningún órgano común de cooperación universal que tenga facultades decisorias y funciones de representación.


    	Poner todos los mecanismos del Estado de Derecho a disposición de la Justicia para que se evite la presencia en las próximas elecciones Municipales y Autonómicas de cualquier candidatura que no haya condenado previamente el terrorismo.

  


  


  Nos quedamos solos y la moción fue derrotada. Pedíamos claridad frente a ETA y no la conseguimos. Pero sí llegamos a la conclusión, a contrario sensu, de que el PSOE estaba dispuesto a llegar a una fórmula transaccional con los terroristas para alcanzar un nuevo estatus político a cambio de la paz; que al PSOE no le temblaría el pulso si hubiera que transigir sobre el principio de territorialidad, buscando fórmulas que armonizaran la permanencia del actual régimen de la Comunidad Foral con la pertenencia, siquiera sea testimonial, a Euskal Herria; que el órgano permanente Comunidad Vasca-Comunidad Foral sería una solución de compromiso temporal; que el PSOE intentaba comprometer a Francia en el proceso, por exigencia de los terroristas, y por eso había ido a Estrasburgo a solicitar el apoyo del Parlamento Europeo y la inserción en el proceso de los territorios vasco-franceses con el fin de dar satisfacción al principio de territorialidad, dogma de fe del fundamentalismo abertzale; y, finalmente, que el PSOE sería laxo en la aplicación de la Ley de Partidos a fin de permitir la presencia de Batasuna —o algún sucedáneo— en las elecciones vascas.


  Ahora hemos sabido que tanto durante el debate con Rubalcaba como en el de la moción de la claridad, el gobierno ya conocía que el acuerdo de Loyola se había ido al traste y que en Ginebra las cosas no iban mejor. El rechazo a nuestra propuesta solo puede explicarse porque Zapatero, con su proverbial optimismo buenista, todavía abrigaba la esperanza de que el proceso no encallara definitivamente.


  


  


  El trágico final de la ensoñación de Zapatero: ETA dinamita la tregua


  


  Las reuniones de los representantes gubernamentales con los comisionados de ETA comenzaron en Ginebra el 21 de junio de 2006. En esta fase de la negociación, Eguiguren estuvo acompañado por Javier Moscoso, que fue ministro de la Presidencia en el primer gobierno de Felipe González en 1982 y fiscal general del Estado entre 1986 y 1990.111 La última reunión de los representantes del gobierno con ETA tuvo lugar en Oslo el 15 de diciembre. Ese día las cosas estaban en un punto muerto, a pesar de nuevos ofrecimientos del gobierno. La reunión terminó como el rosario de la aurora, pero no hubo una ruptura formal de las conversaciones. Cuenta Eguiguren que cuando Zapatero recibió estas malas noticias mantuvo su posición de «determinación paciente».


  El 29 de diciembre, al día siguiente de los Santos Inocentes, el presidente celebró una rueda de prensa en el Palacio de La Moncloa donde hizo un balance del año que estaba a punto de terminar. Más de una vez se habrá arrepentido de haber pronunciado estas palabras:


  


  Es de sentido común afirmar que se está mejor cuando hay un alto el fuego permanente que cuando había bombas como en las Navidades de hace un año y sin duda se está mejor que hace cuatro o cinco años, cuando teníamos víctimas mortales. Algún parámetro de objetividad tiene que haber en democracia y sin duda se está mejor que hace cuatro o cinco años, cuando teníamos víctimas mortales.


  


  En política cabe todo menos el ridículo. A las 08.30 horas del 30 de diciembre una gran explosión destruyó el aparcamiento de la T-4 del aeropuerto de Madrid-Barajas. Entre los escombros aparecieron los cadáveres de dos súbditos ecuatorianos, Carlos Alonso Palate y Diego Armando Estacio. Hubo varios heridos y las pérdidas materiales fueron muy cuantiosas.112


  Zapatero, que se hallaba en Doñana para celebrar con su familia la llegada del nuevo año, regresó de inmediato a Madrid y al día siguiente, 31 de diciembre, acordó la «suspensión» del proceso de negociación con ETA. Visiblemente afectado, el presidente compareció por la tarde en rueda de prensa en la que dijo que la decisión de suspender el diálogo con la banda terrorista se había adoptado porque no se daban las condiciones establecidas en la resolución del Congreso de los Diputados de mayo de 2005.


  Los intentos de Mariano Rajoy de recuperar el Pacto Antiterrorista fracasaron. En una sesión extraordinaria celebrada por el Congreso el 15 de enero de 2007, el presidente del Partido Popular espetó a Zapatero: «Apoyarlo a usted es un suicidio».


  Pero los etarras no dieron por muerto el proceso. El 8 de febrero, en Pamplona, los batasunos hicieron pública una nueva propuesta en la que partían de la aceptación de los dos marcos políticos —la Comunidad Vasca y Navarra—, y proponían que Navarra se integrara en Euskal Herria con un estatus propio, «tomando como base su identidad y su personalidad». Nadie la tomó en serio.


  La primavera estuvo cargada de tensión. El PNV acusó al PP de estar «hundido en el lodo», mientras los populares convocaban manifestaciones de repulsa a la política del gobierno.


  Otro hecho lamentable conmovió a la opinión pública. El 1 de marzo de 2007 el gobierno excarceló a De Juana Chaos, en huelga de hambre desde finales de octubre del año anterior. Sin duda, se trataba de un nuevo gesto de Zapatero a ETA para volver a la mesa de negociaciones. Pérez Rubalcaba sería el encargado de firmar su repugnante excarcelación.


  Con la discreción más absoluta, porque el gobierno decía tener por roto el proceso, los días 30 y 31 de marzo hubo nuevos contactos con ETA. Esta vez el representante del gobierno sería el abogado José Manuel Gómez Benítez, persona de la absoluta confianza del presidente, al que poco después elevaría al Consejo General del Poder Judicial en la renovación de 2008. El gobierno exigía a ETA que condenara el atentado de la T-4 y se comprometiera a no volver a las andadas para reanudar las conversaciones de paz.


  Llegaron las elecciones municipales y autonómicas de mayo de 2007. ETA exigía que la izquierda abertzale pudiera presentarse tanto en las elecciones forales de Navarra como en las de las Juntas Generales, instituciones fundamentales del autogobierno vasco. En Pamplona se celebró una gran manifestación, con presencia de la plana mayor del Partido Popular, en defensa de la españolidad de Navarra y para expresar el más rotundo rechazo a que Navarra fuera «moneda de cambio en la negociación con ETA».


  Zapatero volvió a demostrar su doble juego. No habría listas de la izquierda abertzale. Pero entonces se volvió a repetir la misma jugada que con el Partido Comunista de las Tierras Vascas (EHAK). Batasuna resucitó al partido Acción Nacionalista Vasca (ANV), que a pesar de haber sido fundado en 1930 como fruto de una escisión del PNV, había permanecido prácticamente inactivo desde su legalización en 1977. En sus listas había candidatos contaminados por su militancia batasuna y también los había no contaminados. Eso sirvió al fiscal general del Estado, Conde Pumpido, para instar la ilegalización de una parte de las listas pero permitió la presentación de 123, entre ellas la del Ayuntamiento de Pamplona. No así la del Parlamento Foral. Los criterios del fiscal general para hacer esta selección de listas fueron absolutamente arbitrarios.


  Entre los días 14 y 16 de mayo los anteriores negociadores gubernamentales volvieron a sentarse con los comisionados de ETA. En paralelo, también en Ginebra, negociarían miembros del PSE y de Batasuna. Entre ellos destacaba Eguiguren, empeñado en sellar un acuerdo político con los batasunos que facilitara el entendimiento con ETA. Entre los mediadores internacionales se encontraba un personaje de especial relevancia internacional. Se trataba de Gerry Adams, el líder del Sinn Fein irlandés, artífice de los acuerdos de Stormont en Irlanda del Norte. Por Batasuna acudió a la cita Arnaldo Otegui, que planteó que la solución del conflicto solo vendría si se reconocía el principio de territorialidad, es decir, la consideración de Navarra como parte integrante de Euskal Herria, aunque de momento se respetara su actual estatus político. El etarra Thierry comunicó a Eguiguren que tenían diez días para decidir el futuro de Navarra. Este respondió que solo aceptarían el órgano institucional común pactado en el acuerdo de Loyola. Ante la falta de acuerdo, ambas partes se emplazaron para una nueva reunión el 21 de mayo. Pero ese día las posturas de ambas delegaciones se habían endurecido aún más y la ruptura se consumó.


  Las elecciones autonómicas y municipales se celebraron el 27 de mayo de 2007.


  El 5 de junio ETA decretó el fin de la tregua.


  Así terminó este triste episodio de nuestra reciente historia. La negociación política con ETA había fracasado. Pero los etarras habían obtenido una gran victoria al conseguir negociar de tú a tú con el Estado Español.


  Años más tarde, Eguiguren declararía a Imanol Murua que, de cara al futuro:


  


  No ha quedado más que el acuerdo de Loyola. Todo lo demás no sirve. El método está quemado. El gobierno no se va a sentar nunca más con ETA para decirle que no va a detener a sus miembros. Es inimaginable. Tampoco le va a pedir que declare una tregua, porque lo de la tregua ha perdido valor, porque incluso en tregua ETA comete atentados.


  


  Esta confesión es clave para entender el escándalo del «chivatazo» del Faisán. Como se recordará, en los acuerdos del gobierno con ETA en Oslo (diciembre 2005), se había pactado que no habría detenciones mientras duraran las negociaciones. El 22 de marzo de 2006 ETA decretó su alto el fuego. El 17 de mayo siguiente el Congreso dio luz verde a la negociación. Solo faltaba la declaración de apertura formal de negociaciones por parte del presidente, que tuvo lugar el 29 de junio.


  Pero la Justicia seguía su trabajo. El juez Grande-Marlaska había autorizado una operación policial de gran escala contra el aparato de extorsión de ETA, que tendría lugar el 4 de junio en el bar Faisán, junto a la frontera de Irún. El dueño del bar era Joseba Elosua,113 que actuaba como intermediario en el pago del llamado «impuesto revolucionario». La policía sabía que ese día habría una reunión para la entrega de dinero a la que asistirían, además de Elosua, el recaudador de ETA, José Antonio Cau y Gorka Aguirre, miembro del comité ejecutivo y responsable de las relaciones internacionales del PNV.


  La detención de Aguirre, sobrino del primer lendakari vasco José Antonio Aguirre, podía hacer naufragar las inminentes conversaciones con ETA previstas para el mes de junio. Había tregua pero el presidente todavía no había acudido al Congreso para dar el pistoletazo de salida de la negociación. Alguien pensó que lo mejor era abortar la operación y para ello no había otro medio que avisar a ETA. No es creíble que el «chivatazo» fuera una iniciativa de un inspector de policía, Alejandro Ballesteros, y del jefe superior de Policía del País Vasco, Enrique Pamiés, únicos que han sido juzgados y condenados por la Audiencia Nacional por un delito de revelación de secretos, aunque no por colaboración con banda armada. La sentencia no es firme hasta que el Tribunal Supremo resuelva los recursos interpuestos por las partes, entre ellas el Partido Popular, contra esta absolución parcial.


  A pesar del «chivatazo», Grande-Marlaska no se arredró y en colaboración con la juez francesa Laurence Levert, el 20 de junio consiguió asestar un duro golpe al aparato de extorsión etarra con la detención de siete personas en Francia y cinco en España. Al día siguiente se iniciaron las conversaciones en Ginebra y la delegación gubernamental tuvo que soportar los improperios de los etarras por el incumplimiento de lo acordado el pasado mes de diciembre en Oslo. Los representantes gubernamentales se excusaron por lo ocurrido y adujeron que el gobierno no podía controlar a los jueces y que lo sucedido en el bar Faisán era la demostración de su buena voluntad.


  Para determinar quiénes fueron los «autores intelectuales» del chivatazo, la reflexión de Eguiguren cobra un especial significado: «El gobierno no se va a sentar nunca más con ETA para decirle que no va a detener a sus miembros. Es inimaginable». Solo Zapatero y Pérez Rubalcaba —y, por ende, la cúpula de Interior— sabían lo que estaba pasando. Pretender que creamos que el jefe superior de Policía del País Vasco, por sí y ante sí, tomó una decisión de tanta responsabilidad como la de abortar una operación ordenada por la Justicia, es tomarnos por tontos.


  Ignoramos si después de la ruptura de la tregua se produjeron nuevos intentos de retomar el proceso de paz. La Justicia y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado continuaron su labor y fueron numerosas las detenciones y condenas de miembros de la banda. Pero la política de gestos no cesó.


  El 30 de marzo de 2010, un grupo de personalidades internacionales, movilizadas por Batasuna, presentó un documento en el Parlamento Europeo en el que pedían a ETA que declarase un «alto el fuego permanente», instaban a la izquierda abertzale a defender sus objetivos políticos por medios «exclusivamente democráticos» y requerían al gobierno español a legalizar «los partidos independentistas» y que permitiera el acercamiento de los presos a las cárceles del País Vasco. A la cabeza del documento figuraba Brian Currin, un ciudadano sudafricano especializado en la solución de conflictos.114


  Este espectacular golpe de efecto de Batasuna hace sospechar que la negociación con ETA, por otros cauces, continuaba.


  Finalmente, el 10 de enero de 2011, ETA declaró un alto el fuego «permanente, general y verificable», susceptible de ser «verificado por la comunidad internacional».


  No sabemos qué habría sucedido si Zapatero hubiera continuado en el poder. Pero la crisis económica arrasó al PSOE y Mariano Rajoy se convirtió en nuevo presidente. Salvo el lamentable episodio de la excarcelación del asesino etarra Josu Uribetxeberria Bolinaga, ocurrida el 24 de octubre de 2012 por razones humanitarias, habida cuenta de su permanente estado de cáncer terminal, el gobierno del Partido Popular solo espera la disolución definitiva y la entrega de las armas, sigue deteniendo etarras y no ha movido un músculo para satisfacer las exigencias negociadoras de ETA.


  Pero entretanto, Sortu gobierna en Guipúzcoa, donde la mayoría de sus alcaldías están en sus manos, y controla numerosos ayuntamientos en el País Vasco. También en Navarra, aunque en menor grado. Desde la ruptura de la coalición UPN-PSN, los socialistas navarros votan en numerosas ocasiones con los parlamentarios de Sortu y su secretario general ha anunciado que en las próximas elecciones forales no es descartable la cooperación con los proetarras para desbancar a la derecha del poder y producir el cambio político que, según él, Navarra necesita.


  El 10 de julio de 2012 la Sala Pequeña del Tribunal Europeo de Derechos Humanos dictó sentencia anulando la «doctrina Parot» al estimar el recurso de la etarra Inés del Río, que sería confirmada el 21 de octubre de 2013 por el pleno del Tribunal de Estrasburgo. La sentencia del Tribunal de Estrasburgo, anulando la «doctrina Parot», una de las exigencias suscitada en el proceso de negociación, ha permitido que sesenta presos de ETA, con crímenes espantosos a sus espaldas, sean recibidos como héroes a su vuelta a casa.


  La democracia ha derrotado a ETA. Este latiguillo se ha convertido en la expresión políticamente correcta para referirse al final del terrorismo, mientras la humillación de las víctimas no cesa.


  Quienes así se pronuncian, aseguran que ETA ha sido derrotada porque ha quemado el cartucho de la negociación, que era su eterna cantinela, por lo que el fin de la violencia no tiene vuelta atrás. Ojalá sea así. La duda está en saber si todo esto es o no consecuencia de una última negociación en la oscuridad y la banda terrorista solo espera para disolverse a la excarcelación de los presos, sin haber conseguido ninguno de sus objetivos políticos.


  El 20 de enero de 2014, el diario El Mundo revelaba la existencia de una «hoja de ruta» pactada por el PNV con el colectivo de presos de ETA para presionar a Mariano Rajoy a fin de conseguir la excarcelación de todos los etarras. El PNV actuaría como mediador, al tiempo que se pondrían en marcha, tras la aprobación de un nuevo plan de paz y convivencia, que debería haberse producido antes del fin de 2013, nuevas «políticas estratégicas», con actos protagonizados por los mediadores internacionales y culminarían con un primer gesto de entrega de armas por parte de ETA. Es evidente que el PNV ha regresado al acuerdo de Estella. Pero a lo mejor los nacionalistas pretenden resucitar la «Liga de los Vascos Españolistas» que acarició Sabino Arana en los últimos años de su vida.


  Así las cosas cabe preguntarse. ¿Se disolverá ETA y entregará sin más las armas? A corto plazo no lo parece. ¿Se formará en Navarra, tras las elecciones generales, un gobierno de coalición del PSN con los partidos nacionalistas y el apoyo, explícito o implícito, de Sortu, que ponga en marcha el órgano institucional común diseñado en Loyola? En este momento los socialistas navarros lo negarán, pero quién sabe. ¿Volverá a estar sobre el tapete el acuerdo de Loyola para la búsqueda de un nuevo marco político que reconozca la existencia de Euskal Herria como comunidad nacional? No hay que descartarlo, pues como dijo Eguiguren, solo eso queda del frustrado proceso de negociación emprendido por Zapatero. ¿Conseguirá ETA transformarse en un partido político si finalmente entrega las armas? No, al menos con el Partido Popular en el gobierno. ¿Emprenderá el PNV el camino hacia la secesión que ha convulsionado Cataluña? No tengo la menor duda. ¿Habrá un punto final con la salida de las cárceles de los etarras en un futuro próximo si el Partido Popular pierde el poder tras las elecciones de 2015? No tengo la menor duda.115 ¿Volverá ETA a cometer nuevos atentados si se cansa de esperar? El riesgo existe pues aún queda gente a la que si la banda terrorista le ordena coger una pistola y matar, mata.


  Espero y deseo que las respuestas a los interrogantes anteriores no sean las que conduzcan a los demócratas españoles a un descalabro total. Porque si así fuera, tendríamos que concluir que la ingenuidad del presidente Zapatero nos llevó a la derrota victoriosa de ETA.


  


  


  III

  
 EL DISLOCAMIENTO DE LA CONSTITUCIÓN


  


  


  


  


  


  


  El día en que Zapatero abrió la caja de Pandora


  


  Al comentar el debate parlamentario de su primera investidura, el presidente Zapatero anunció su propósito de promover una reforma limitada o parcial de la Constitución. Además de justificar la modificación de los preceptos relativos a la sucesión a la corona para suprimir la actual discriminación de la mujer, Zapatero propuso citar por su nombre a cada una de las comunidades autónomas, mencionar de forma expresa la Constitución Europea y reformar el Senado para convertirlo en una auténtica cámara de representación territorial.


  Cuatro años después de lanzar a los cuatro vientos la relatividad de la Constitución, Zapatero echó marcha atrás y decidió aparcar sus propuestas de reforma hasta mejor ocasión, alegando que no existía el consenso necesario para sacarlas adelante, a pesar de que el Consejo de Estado había emitido un informe favorable. Más aún, en el Debate sobre el Estado de la Nación celebrado en diciembre de 2008 sorprendió a todos al afirmar que la reforma constitucional «no es imprescindible ni una tarea prioritaria para el gobierno».


  El día en que Zapatero abrió la caja de Pandora de la reforma constitucional se desataron todos los males. No fue capaz de prever que el camino emprendido, sin objetivos claros y sin consenso con el principal partido de la oposición, podía conducirnos a un nuevo fracaso colectivo.


  El presidente Zapatero sembró de cargas de profundidad los pilares de la Transición. Algunas con efecto retardado. El caso es que movió el árbol y ni siquiera fue capaz de coger las nueces.


  


  


  Crisis económica y crisis política


  


  El deterioro de la situación económica, otra de las peores herencias del presidente —del que sus colaboradores creyeron que en un par de tardes aprendería economía—116 ha sumido en la pobreza y la desesperación a millones de españoles. El temor a que la situación se agrave aún más produce indignación en unos y pesimismo en casi todos.


  Después de dos años de gobierno del Partido Popular, los datos macroeconómicos aventuran que nos hemos salvado de caer en el abismo que nos hubiera conducido inexorablemente a un rescate a la griega, y estamos ya en condiciones de impulsar la recuperación de la microeconomía. Otra cosa es que cada vez que aparece un dato favorable que es bien recibido por los mercados internacionales, en nuestra propia casa surjan voces que se encargan de enfriar cualquier síntoma de optimismo. Qué cierto es aquello de que «el enemigo somos nosotros».


  Cuando las cosas van mal afloran otros problemas que han puesto de manifiesto la existencia de una profunda crisis política y social. Se habla por ello del agotamiento del «sistema». Algunos sueñan con dinamitarlo en búsqueda de una nueva utopía de contornos indefinidos e inquietantes. El 15-M pretendió ser un nuevo «mayo del 68», pero pronto demostró su incapacidad para convertir sus protestas en una alternativa coherente y de futuro y estuvo a punto de derivar en un movimiento de violencia callejera.


  Así las cosas bueno es reflexionar sobre qué podemos hacer. La solución no está en destruir el régimen constitucional, sino en restablecer la pureza de la Constitución, pues la crisis política, e incluso la económica, es consecuencia de la perversión de los valores y principios constitucionales y del incumplimiento de algunos de sus principales mandatos.


  Puestos a buscar culpables, la responsabilidad de lo que ocurre está muy repartida. Los primeros que están en la picota son los «políticos», cuyo crédito está prácticamente arruinado. Se trata de una generalización injusta. La gran mayoría de los servidores públicos realiza sus funciones con honradez y dedicación. Pero precisamente por ello son ellos los primeros que debieran ponerse a la cabeza de la lucha contra la corrupción.


  Por otra parte, no tiene la misma responsabilidad el político que gobierna que el que está en la oposición. Y en este reparto de culpas, al que tan aficionados somos los españoles, también al pueblo soberano le corresponde alguna. Si en una comunidad cualquiera el partido gobernante lleva 30 años ininterrumpidos en el poder es porque los ciudadanos así lo han querido. No podemos decir que sea cierto en tales casos aquel viejo y sabio axioma de que el pueblo desconfía de quienes se perpetúan en el ejercicio del poder. Ni voy a repetir esa tontería de que el pueblo nunca se equivoca. Pero la experiencia dice que el ejercicio prolongado del poder acaba por hacer realidad el certero aforismo de que el poder tiende a corromper y el poder absoluto corrompe absolutamente.117 Es verdad que el pueblo es fácil de engañar, sobre todo si políticos sin escrúpulos usan y abusan de los medios de comunicación públicos que dependen de ellos o de los privados que les rinden pleitesía.


  Luego están los comportamientos irritantes de los poderosos, que en alguna medida contagiaron a la llamada clase política. El maridaje entre la política y la economía es un hecho inadmisible. La bonanza económica hizo que nadie se inmutara ante el escándalo de la ostentación de la riqueza. La desaparición del peligro comunista quitó el miedo a los ricos muy ricos para rivalizar en la exhibición de la mansión más cara, el yate de eslora más larga, los coches de la gama más lujosa y hasta los aviones privados más sofisticados. Por eso, cuando estalló la crisis la sociedad comenzó a pasar examen a los índices de igualdad, justicia y solidaridad, máxime cuando los medios de comunicación ofrecían desahucios con dramas humanos que producían desolación. Mientras esto ocurría, conocíamos el escándalo de las retribuciones euromillonarias de los altos directivos de la banca o de empresas que en muchos casos nacieron con capital público y que no debieran olvidar que son meros administradores de lo ajeno. Nuestra sociedad ha renunciado demasiado alegremente a políticas tendentes a una razonable igualación de ingresos y patrimonios. Rebajar impuestos para fomentar el empleo es una medida necesaria para el desarrollo económico, pero no es incompatible con la efectividad del principio de que «quien más tiene, más pague» con el fin de una más justa contribución al sostenimiento de las cargas públicas.


  Mucho se habla de los privilegios de los políticos. En bastantes casos con razón, aunque la crisis se ha llevado por delante corruptelas y abusos irritantes. Corremos, sin embargo, el peligro de que a la política solo accedan en el futuro o los ricos o los funcionarios. Los primeros porque no necesitan de la retribución pública para vivir. Los segundos porque tienen asegurado su puesto de trabajo cuando terminen su dedicación a la política. No parece razonable que un político que desempeñe elevadas responsabilidades de gobierno tenga una retribución muy inferior a la media de los ejecutivos medios de las principales empresas españolas. Bien es cierto que para ser presidente del Gobierno no se exigen especiales requisitos de preparación e idoneidad, aunque se dirá que para llegar a donde han llegado han aprobado con sobresaliente cum laude el más difícil de los exámenes, que son las urnas, donde reside la soberanía popular.


  En esta época de crisis hay tres palabras clave: igualdad, justicia y solidaridad. Igualdad para que en la meta de salida de la vida nadie se adelante cientos de metros por haber tenido mejores oportunidades de educación y cultura. Justicia para buscar siempre el bien de los ciudadanos mediante actuaciones y comportamientos éticos, equitativos y honrados. Solidaridad para movilizar a la sociedad y a los poderes públicos en ayuda de quienes de la noche a la mañana la crisis los ha convertido en indigentes.


  Lo que resulta incuestionable es que España necesita otra forma de hacer política para afrontar el futuro. Precisa de nuevas ideas, nuevos modos, nuevos horizontes, nuevas personas. Y gobernantes idealistas, dispuestos a decir la verdad, a dejarse la piel en el servicio público y a actuar con total austeridad, transparencia y honradez. Es imprescindible esta tarea regeneracionista para reconstruir las partes destruidas o dañadas del edificio constitucional, sobre todo si afectan a sus cimientos.


  


  


  Reivindicación de la Constitución


  


  Removiendo el pasado


  


  En el año 2002 los españoles celebramos el veinticinco aniversario de la Constitución. No es que hubiera un entusiasmo desbordante, pero por regla general se valoró que el modelo constitucional refrendado por el pueblo español en 1978 había permitido a España disfrutar del más amplio periodo de democracia real y de estabilidad política de su historia y alcanzar cotas inimaginables de progreso y bienestar. La celebración del treinta aniversario, en 2008, tuvo aún cierto esplendor. El acto del Congreso presidido por el rey don Juan Carlos demostró que la Constitución todavía podía ser el punto de encuentro de posiciones políticas irreconciliables como las que ya en ese momento mantenían el PSOE y el Partido Popular. Puro espejismo.


  La Constitución, llamada con acierto de la libertad y la concordia, fue el comienzo de una nueva era para España superadora de viejos conflictos y endémicas frustraciones. «No podemos consentir un nuevo fracaso, ni como catalanes ni como españoles», había dicho Jordi Pujol en su discurso de aceptación final de la Constitución en las Cortes constituyentes en nombre de la minoría catalana.


  España ha padecido demasiados fracasos colectivos en los últimos dos siglos. Si hacemos un balance de la historia contemporánea de nuestro país el resultado no puede ser más descorazonador. Sin contar con la Guerra de la Independencia de 1808, donde también hubo españoles defensores de José Bonaparte, desde 1820 hasta 1936 España padeció cinco guerras civiles, la última especialmente cruenta y devastadora, cuyas trágicas secuelas se han reabierto so pretexto de recuperar la memoria histórica. En 1898 nuestro orgullo nacional sufrió un durísimo golpe al perder, en una derrota fulminante a manos de Estados Unidos, los restos de nuestras pasadas glorias imperiales (Cuba, Puerto Rico y las Islas Filipinas). Para conservar un pequeño protectorado en tierras africanas consumiríamos grandes energías y, sobre todo, sacrificaríamos la vida de miles de españoles. Todo ello sin contar los numerosos pronunciamientos militares y asonadas de izquierda y de derecha, magnicidios, sediciones, sublevaciones, anarquismo terrorista y desórdenes públicos habidos durante todo este convulso periodo de nuestra historia. Cuando España parecía recuperarse del retroceso sufrido por causa de un conflicto superado pronto surgía otro, o si no nos los inventábamos. Mala cosa fue ser español durante todo este tiempo, aunque no pensemos que el maleficio era solo cosa nuestra. Los demás europeos también tuvieron que padecer numerosas guerras civiles, dos espantosas guerras mundiales y una larga secuela de guerras coloniales.


  «Españolito que vienes al mundo, te guarde Dios. Una de las dos Españas ha de helarte el corazón». Así reza el famoso poema de Antonio Machado, oportunamente recordado por un cantautor de éxito en los años previos a la Transición. Al proclamarse la Segunda República en 1931, el hambre y la miseria, el analfabetismo y la explotación de obreros y campesinos eran terreno abonado para la lucha de clases y el fomento de un anticlericalismo radical y sectario. Todo se conjuraba para la perpetuación de las dos Españas.


  La Constitución republicana no solo no fue capaz de resolver los problemas sino que contribuyó a agravarlos y enquistarlos. No vino con la mano tendida sino con el puño cerrado. Entre 1931 y 1936 España fue sacudida por fuertes convulsiones políticas y sociales. Se quemaron iglesias y conventos; hubo incesantes desórdenes públicos; un sinfín de huelgas generales revolucionarias; pronunciamientos militares fracasados como el del general Sanjurjo en 1932; insurrecciones revolucionarias, como la protagonizada por el PSOE en 1934, que en Asturias ofrecieron un ensayo general de lo que podía esperarse de la revolución social para implantar la dictadura del proletariado; y pistoleros tanto de izquierdas como de derechas ensangrentaron los pueblos y las ciudades con el asesinato de dirigentes políticos y líderes sindicales, en un incesante espiral de violencia, consecuencia del principio de acción-reacción. La convivencia entre los españoles llego a ser irrespirable. Nada que ver con el cuadro de una idílica Segunda República como la que el pensamiento único trata de imponer ahora en España gracias a una sectaria y falsaria interpretación de la memoria histórica. Porque no es cierto que en esa España cada vez más partida en dos, uno de los bandos estuviera cuajado de intachables y honrados demócratas, que se dejaron la piel en defensa de la libertad, de la justicia y de la igualdad, y el otro fuera un nido de fascistas y liberticidas, capitaneados por una banda de militares facciosos ávidos de sangre y de poder, que acabaron por decapitar a la joven y bella doncella republicana.


  No voy a negar que la Constitución de la Segunda República contuviera preceptos que hoy forman parte del constitucionalismo democrático de todos los países. Por ese motivo quedaron reflejados en la Constitución de 1978. Pero ni en el modo de elaboración ni en la regulación de algunos de sus artículos fundamentales hubo la menor voluntad de consenso. Al contrario, se introdujeron a sabiendas de que podían fomentar el fuego del enfrentamiento cainita en una irresponsable manifestación de sectarismo.


  La guerra de 1936 —cuyo preludio o inicio fue la sublevación socialista de octubre de 1934 para implantar en España la dictadura del proletariado— fue la culminación de la gran tragedia de España y el más condenable fracaso de nuestra historia. Quizás la paz hubiera sido posible si esa tercera España, formada según dicen algunos historiadores por la mayoría silenciosa de los españoles, incrédulos ante los signos del Apocalipsis, se hubiera situado con energía en medio del extremismo de cruzados indigestados de estrellas y revolucionarios rebosantes de utopía. Nos hubiéramos ahorrado la muerte y desolación de tres años de guerra civil y casi cuarenta años de dictadura militar, que se mantuvo en el poder dejando bien claro que de las dos Españas una había salido victoriosa y la otra humillada y vencida, por más que en el Valle de los Caídos se encuentren sepultados soldados de ambos bandos. Quien ordenó tal cosa quizás quería demostrar que la reconciliación habría de hacerse en la vida eterna, pero no en la terrena.


  Muchos de los sublevados en 1936 contra la Segunda República no se imaginaban ni que la guerra iba a durar tres años, ni que su resultado sería la instauración de la dictadura del general Franco, que fue el último en sumarse a la sublevación. La «teoría del caudillaje», oportunamente esbozada por su corte de aduladores, le sirvió para presentarse como salvador de la nación, lo que era una manera de obtener la legitimidad en el ejercicio del poder. En plena Guerra Civil, Serrano Suñer, primer secretario general de FET y de las JONS, el partido único creado por Franco, recordó ante el Caudillo las palabras bíblicas de Jehová al profeta Jeremías: «Mira que te he puesto en este día sobre gentes y sobre reinos, para arrancar y para destruir, y para arruinar y para derribar, y para edificar y para plantar». Esa concepción mesiánica del poder y la convicción de haber sido elegido por Dios para desempeñar una misión histórica se mantuvo hasta el final de su régimen, como lo demuestra el hecho de que la efigie de Franco en las monedas de curso legal quedaba orlada con el lema «Caudillo de España por la gracia de Dios».


  Nadie pudo evitar que entre 1936 y 1939 las dos España se acometieran hasta que una de las dos saliera victoriosa. No hubo nadie entre los dos bandos y, si lo había, se quitó de en medio. Todos tenían, en principio, nobles motivaciones, pero lo cierto es que en los dos bandos se cometieron crímenes horrendos. Luego, la victoria otorgó a Franco el monopolio de la represión y la depuración. Lo que ocurrió hubiera ocurrido, con no menor virulencia, si los vencedores hubieran sido los vencidos. Lo malo era que el régimen decía tener a Dios y a sus ministros de su parte —lo que no dejaba de tener su lógica, pues más de 8.000 sacerdotes, frailes y monjas fueron asesinados por el bando republicano por el mero hecho de ser seguidores de Cristo—, pero olvidaba que el cristianismo es amor, perdón y reconciliación. Durante muchos años, el peligro comunista fue utilizado como argumento para mantener el enfrentamiento civil de las dos Españas, aunque al correr del tiempo la liberalización económica y la presión de la comunidad internacional obligaron al régimen a suavizar sus métodos y a tratar de ofrecer signos políticos de apertura.


  Cuentan de Franco que solía aconsejar a algunos de sus visitantes: «Haga usted como yo, no se meta en política». Un consejo que durante mucho tiempo hubo de seguir, de buen grado o a la fuerza, la mayoría de los españoles, entre otras cosas porque, además de la falta de libertades, había que ocuparse de sobrevivir. Durante el periodo republicano, la crisis económica mundial del 29 golpeó con fuerza a la economía española. Una buena parte de la población campesina, sobre todo en el sur, vivía en la indigencia. Los índices de analfabetismo y de escolarización de entonces nos convertirían hoy en un país tercermundista. La República hizo un gran esfuerzo de escolarización. Fracasó, en cambio, en su intento de llevar a cabo la reforma agraria.


  La guerra destruyó el escaso tejido industrial y provocó un gran retroceso en el desarrollo económico. Las infraestructuras quedaron gravemente dañadas. Para colmo de males, en los sótanos del Banco de España no quedaba ni un solo lingote de oro. El gobierno había dispuesto llevar nuestras reservas al extranjero —Rusia fundamentalmente— para evitar que pudieran caer en manos de los nacionales y cubrir los cuantiosos gastos de la guerra.


  En los primeros años de la posguerra —coincidentes con la Segunda Guerra mundial— el hambre se adueñó de toda España. Fue la época del aislamiento internacional, del pan negro y del racionamiento. El trigo de Argentina alivió la situación y en 1947, Evita, la esposa del presidente Juan Domingo Perón, que era un populista con ribetes de dictador, recorrió en triunfo las calles de Madrid. Un año antes, las Naciones Unidas habían expulsado a España de su organización y las grandes potencias retiraron sus embajadores en Madrid. Pero el régimen se creció en la adversidad, aguantó el pulso y lo ganó cuando Estados Unidos se dio cuenta de que una república comunista en el suroeste de Europa sería mortal para los aliados occidentales.


  La Guerra Fría entre los dos bloques jugó a favor de Franco. Gracias a su anticomunismo militante pasó de ser un peligro para la paz internacional a convertirse en aliado de los norteamericanos. En 1950, la ONU revocó la expulsión de España y los embajadores regresaron a Madrid. En 1953 Estados Unidos y España firmarían un pacto de alianza y ayuda mutua. El presidente Eisenhower, con Franco a su vera y en coche descubierto, recorrería en triunfo la Gran Vía madrileña. El «Caudillo» había ganado una nueva batalla y podía ostentar un nuevo título, el de «Centinela de Occidente».


  De la autarquía y el consiguiente intervencionismo del Estado, propio de los años cuarenta, se pasó a finales de los cincuenta a la liberalización económica. España vivió a partir de entonces una fiebre de desarrollo que se tradujo en un incremento significativo del nivel de vida de la población, consolidándose así una poderosa clase media. Cataluña y el País Vasco serían los grandes beneficiarios. Se modernizaron las infraestructuras. Se acabó con el analfabetismo y se incrementó el número de universitarios. Se extendió la sanidad pública a la mayor parte de la población y se sentaron las bases que permitirían, ya en la democracia, universalizar la seguridad social. Los trabajadores mejoraron sus condiciones laborales en virtud de unas leyes proteccionistas, que ahora algunos añoran.


  La reconstrucción de Alemania y el rápido incremento del nivel de vida en Europa Occidental permitió a España explotar uno de sus principales recursos naturales: el sol. Millones y millones de turistas europeos descubrieron las playas españolas. El turismo tuvo un efecto beneficioso no solo por la entrada de divisas y la creación de empleo sino porque permitió a los españoles descubrir que allende los Pirineos, al alcance de la mano, había un universo políticamente libre, económicamente desarrollado y culturalmente avanzado. La mejora del nivel de vida provocó numerosos cambios en la mentalidad y las costumbres. El «mayo francés» o «mayo del 68», aunque fracasó en París, produjo un gran impacto entre los universitarios españoles. Las universidades entraron en ebullición. La Iglesia comenzó también a despegarse del régimen gracias a los nuevos vientos del Concilio Vaticano II. A pesar de las limitaciones derivadas de la obligada autocensura de los directores y de algún que otro sonado cierre de periódicos118 la Ley de Prensa de Manuel Fraga permitió la aparición de nuevos medios de comunicación independientes, que se abrieron camino cada vez con mayor libertad y defendieron la necesidad del cambio político, frente al anquilosamiento biológico de las estructuras del franquismo. España empezaba a dejar de ser diferente. Nuestra vocación de centinelas de Occidente había terminado.


  La década de 1965 a 1975 es la época dorada del Partido Comunista de España. Su secretario general Santiago Carrillo se sumó al eurocomunismo franco-italiano, renunció a la resistencia armada para derribar al franquismo y aparcó la dictadura del proletariado. A partir de entonces aunó voluntades en la Junta Democrática, con sede en París, para promover en España el sistema democrático. El PC, todavía en la clandestinidad, creció como la espuma o al menos eso es lo que se creía en los ambientes políticos. En cualquier caso, en las postrimerías del franquismo los comunistas eran el único partido político organizado en el interior de España. Los demás partidos de la oposición, incluido el Partido Socialista Obrero Español, eran grupúsculos insignificantes, salvo alguna excepción de ámbito regional como el Partido Nacionalista Vasco o la Asamblea Democrática de Cataluña. Por aquel entonces, ETA cuya primera acción violenta se produjo en 1961, comenzó a dar signos de una gran capacidad organizativa. El juicio de Burgos contra dieciséis de sus activistas, que tuvo lugar en 1970, tendría gran resonancia pública. Condenados a muerte seis de ellos, Franco cedería a la presión internacional y conmutó la pena capital por treinta años de reclusión.


  España era lo que era, para bien o para mal. Casi nadie se acordaba del gobierno republicano en el exilio. Los españoles nacidos bajo el régimen de Franco ignoraban siquiera su existencia. Distinto era el caso de dos exiliados que mantenían el fuego sagrado de la legitimidad republicana en Cataluña y el País Vasco. Me refiero al presidente de la Generalidad, Josep Tarradellas, y a José María Leizaola, presidente del gobierno vasco. En el corazón del régimen comenzaban a surgir voces reformistas o aperturistas. En el exterior algunos ilustres republicanos estaban ansiosos por hacer las maletas, aunque todavía tendrían que esperar algún tiempo.


  Franco murió el 20 de noviembre de 1975. Paradójicamente su fallecimiento tendría lugar en La Paz, el gran hospital clínico madrileño al que cuando años más tarde comenzaría el revisionismo del nomenclator franquista no hubo que cambiar de nombre. Dos días después, Juan Carlos de Borbón fue proclamado rey por las Cortes españolas. Toda España contuvo la respiración ante el horizonte incierto que se presentaba, sobre todo las generaciones que habían vivido y padecido la Guerra Civil. Nadie quería volver a las andadas.


  En política —y la frase se atribuye a Alexis de Tocqueville— un exceso de memoria es mala cosa. Pero también puede serlo la cortedad de la memoria. Sin duda, olvidar los agravios es requisito indispensable para el perdón. Pero es imposible borrar el pasado porque, querámoslo o no, está ahí. Es inútil tratar de convertir en motivo de orgullo cuanto de noble y generoso pudiera observarse con ocasión de un enfrentamiento fratricida, pues nada puede justificar tanta muerte sin sentido, tanta desolación y tanto sufrimiento colectivo. La guerra es la tumba del romanticismo. Ahora bien, alguien escribió que los pueblos que se olvidan de su historia están condenados a repetirla. Por eso, no es bueno que a pesar de haber transcurrido casi ochenta años desde aquel día aciago en el que los españoles tomaron las armas para acometerse unos a otros, cavemos de nuevo en las fosas del rencor y del odio. No fue aquella una historia de buenos y malos. La sangre injusta y cruelmente derramada mancilló los ideales de todos por nobles que fueran.


  Zapatero olvidó todo esto al obligar a las actuales generaciones a preguntarse si sus padres o abuelos estuvieron en el bando de los «buenos», es decir, de los derrotados según el pensamiento único de la memoria histórica, o de los «malos», que fueron los vencedores, sin tener en cuenta que el gran perdedor fue la inmensa mayoría del pueblo español sin distinción de facciones o banderías.


  


  


  El espíritu de la Transición


  


  Entre las muchas imágenes representativas del espíritu de la Transición viene a mi memoria la protagonizada por nuestro gran literato Rafael Alberti, exiliado en 1939 y que regresó a España el 27 de abril de 1977. Ante una muchedumbre que acudió a recibirlo al aeropuerto de Barajas, al descender del avión dijo estas palabras: «Salí de España con el puño cerrado, pero ahora vuelvo con la mano abierta, en señal de paz y reconciliación con todos los españoles».


  ¿Con quién deseaba Alberti reconciliarse? No con sus camaradas de partido ni con todos los que estuvieron en frente de la dictadura franquista, que no lo necesitaba, sino con los vencedores de la Guerra Civil, que aún detentaban el poder político y que tiraron voluntariamente las armas el día en que las Cortes franquistas aprobaron la Ley para la Reforma Política para dejar paso a la democracia sin adjetivos. Alberti transmitió el mismo propósito expresado por el rey en su discurso ante las Cortes el día de su proclamación: «Quiero ser el rey de todos los españoles».


  Por eso, en la mente y el corazón de la inmensa mayoría de los españoles y en la de los diputados y senadores que fuimos elegidos el 15 de junio de 1977, las primeras elecciones realmente democráticas de nuestra historia, había una auténtica obsesión, desterrar para siempre la violencia, el odio y la intolerancia. En aquel histórico trance los españoles queríamos demostrar al mundo que el lema Spanish is different, que aunque fuera un reclamo turístico encerraba la idea de que éramos diferentes también en lo político, se había acabado para siempre.


  Con el impulso del rey, que conforme a la legalidad aún vigente conservaba un gran poder institucional, los representantes elegidos por el pueblo español, hicieron bien su trabajo. Lo primero fue elaborar un cuaderno de agravios, aquellos que tanto habían perturbado en el pasado nuestra convivencia en paz y en libertad y podían seguir haciéndolo, para proceder a su reparación como condición indispensable para consolidar el nuevo régimen constitucional.


  Mágica en la transición a la democracia fue la palabra consenso. La práctica totalidad de los grupos políticos supieron renunciar a sus legítimas posiciones maximalistas en el plano ideológico, superar diferencias aparentemente irreconciliables y buscar puntos de encuentro. No todo fue un camino de rosas. Hubo momentos de tensión y hasta riesgo de ruptura, pero al final se alcanzó pleno acuerdo. La Constitución es por eso directa consecuencia de un gran pacto político constituyente.


  Poco a poco, con un gran sentido político, el joven monarca fue desatando los nudos del régimen que Franco había creído dejar «atado y bien atado». Cuando en 1976 el rey designó a Adolfo Suárez como presidente del Gobierno, muchos pensamos que se trataba de un peligroso paso atrás, dada su trayectoria falangista. Pero pronto se percibió que la democracia era posible. El rey ordenó a Suárez desmontar el entramado institucional del franquismo. Las Cortes «orgánicas»119 se hicieron el haraquiri, al aprobar en noviembre de ese mismo año la Ley para la Reforma Política, que permitió la convocatoria de las primeras elecciones democráticas con la elección democrática del Congreso y del Senado después de una negociación con la «comisión de los nueve» integrada por representantes de los principales partidos de la oposición democrática.120 Esta negociación puso punto final a las aspiraciones de los partidos que pretendían la «ruptura» total con el régimen anterior y supuso el triunfo de la «reforma» como método para alcanzar la democracia.


  La legalización del partido liderado por Santiago Carrillo, por decisión del presidente Adolfo Suárez, tomada a las 18.00 horas del 9 de abril de 1977, día de Sábado Santo, cuando quedaba un par de meses para la celebración de los comicios, sería pieza capital para la legitimación del cambio emprendido por don Juan Carlos. El Partido Comunista se había comprometido a acatar la monarquía y aceptar la bandera rojigualda. La decisión de Suárez convulsionó al Ejército, pues a Carrillo se le acusaba de ser responsable del asesinato durante la Guerra Civil de varios miles de personas, entre ellos muchos militares. Los ministros del Ejército, de la Marina y del Aire presentaron su dimisión. Suárez reaccionó nombrando vicepresidente y ministro de Defensa al teniente general Gutiérrez Mellado, cuyo prestigio dentro de las Fuerzas Armadas contuvo a los más recalcitrantes. Las primeras elecciones democráticas demostraron que los temores suscitados por la comparecencia de los comunistas eran totalmente infundados, al ser arrollados por el Partido Socialista Obrero Español.


  Preciso es destacar el ejemplar comportamiento del pueblo español durante el proceso de transición a la democracia. Se vivieron momentos de gran tensión, sobre todo cuando un grupo de extrema derecha asesinó el 24 de enero de 1977, en su despacho de la calle Atocha, a cinco abogados laboralistas vinculados al Partido Comunista. Santiago Carrillo supo contener la justa indignación de sus militantes y encauzar los movimientos de repulsa por la vía pacífica. Esta actitud facilitaría la legalización del PC.


  En los momentos cruciales los pueblos necesitan dirigentes que estén a la altura de las circunstancias. Y España los tuvo. En primer lugar, resulta imprescindible destacar el papel esencial del rey don Juan CarlosI. A finales de los años cuarenta del siglo pasado, Franco arrancó al joven príncipe del lado de su padre, don Juan de Borbón y Battenberg, exiliado en Estoril (Portugal), y se lo trajo a España para ocuparse de su educación. El dictador decía ser monárquico. En 1947 sometió a referéndum, donde solo se permitió la propaganda del sí, la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado, que convertía a España en reino, eso sí, sin alterar el carácter vitalicio de su caudillaje.


  Pero en vez de proceder a la «restauración» de la monarquía en la persona de don Juan, legítimo sucesor de Alfonso XIII, y a quien el régimen demonizaba por haber firmado en 1945 el Manifiesto de Lausana, donde abogaba por la inmediata celebración de elecciones democráticas, Franco optó por una «instauración» en la figura de su hijo don Juan Carlos, a quien en 1969 nombró sucesor con la esperanza de conseguir así la continuidad de su régimen. Los españoles, durante la dictadura, habíamos desarrollado un fino sentido del humor. Se corrió la especie de que don Juan Carlos no tenía capacidad para gobernar y circularon muchos chistes sobre ello. El «príncipe de España» soportó sin inmutarse las chirigotas populares e incluso el título de Juan Carlos I «el Breve», que le dieron quienes pronosticaban que su reinado iba a ser muy efímero.


  Pero don Juan Carlos rompió el falso estereotipo que le habían labrado. El rey era consciente de que su legitimidad de origen estaba cuestionada por el hecho de haber sido designado sucesor a título de rey por el dictador. Más aún, sabía que la monarquía o era democrática o no sería. Así que, demostrando una extraordinaria habilidad e inteligencia, don Juan Carlos decidió llevar a cabo su propósito largamente acariciado de ser el rey de todos los españoles. Para eso tenía que devolver al pueblo español el libre ejercicio de su soberanía y transformar la institución diseñada por las leyes franquistas en una monarquía parlamentaria plenamente democrática. Renunciaba así a ejercer el inmenso poder que las leyes fundamentales del régimen le otorgaban. La oposición receló en un principio de la sinceridad del rey. Pero pronto tuvo motivos para cambiar de opinión.


  Y así quedaron resueltas en la Constitución de 1978 aquellas grandes cuestiones nacionales que en el pasado habían sido causa de graves convulsiones políticas y sociales, comenzando por el dilema monarquía-república. La cuestión de la forma de gobierno había sido en el pasado uno de los principales caballos de batalla. Pudo haberlo sido también en el proceso constituyente. El Partido Socialista presentó en solitario un voto particular dirigido a la restauración de la república, pero no obtuvo ni siquiera el apoyo del Partido Comunista. Llegado el momento de su debate, los socialistas dejaron testimonio de su fe republicana por fidelidad a su tradición histórica, pero en aras de la concordia nacional acabaron por acatar la monarquía parlamentaria, fruto de la voluntad de la mayoría de la cámara y que mereció más tarde el refrendo del pueblo español. La corona posee por tanto plena legitimidad democrática. La monarquía parlamentaria ha revelado ser un instrumento extraordinariamente útil para España al preservar a la Jefatura del Estado de las contiendas partidistas. Además el rey ha ejercido hasta ahora con extraordinaria dignidad y acierto su función representativa, abstracción hecha de debilidades humanas impropias de una institución donde deben reinar la transparencia y la ejemplaridad. No podemos olvidar que sin su decisiva intervención la democracia española hubiera naufragado en aquel humillante 23-F a manos de un grupo de militares golpistas que secuestraron al Congreso y al gobierno de la nación. Por todo ello, la corona mantiene su alta capacidad integradora por lo que no debiera ser cuestionada y menos en los momentos tan trascendentales para el futuro de España que nos toca vivir.


  El consenso se proyectó también, de manera muy positiva, sobre cuestiones otrora objeto de grandes controversias. Se aceptó por todos la bandera roja y gualda como símbolo de la nación. Se definió el papel de las Fuerzas Armadas, con la misión de garantizar la independencia y la integridad territorial de España y de su ordenamiento constitucional con plena sujeción al poder civil; se suprimió la confesionalidad del Estado; se reconoció la pluralidad lingüística de España, sin menoscabo del idioma común de todos los españoles. La cuestión religiosa, motivo endémico de conflicto desde el inicio mismo del régimen constitucional a principios del siglo XIX, quedó plenamente superada al garantizar la Constitución la libertad religiosa y de culto y proclamar que ninguna confesión tendrá carácter estatal, de forma que se consagró la total separación entre la Iglesia y el Estado, y establecer que los poderes públicos habrán de tener en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española así como mantener las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia católica y las demás confesiones. Es de deplorar por ello que hayan vuelto a aparecer los ataques a la Iglesia católica de la mano de un laicismo exacerbado que contó, si no con el aliento, al menos con la complacencia del propio gobierno de Zapatero.


  También la definición del modelo económico requirió un alto grado de consenso. Conviene recordar que en el momento de debatirse la Constitución el mundo estaba dividido en dos bloques antagónicos: el comunista y el liberal capitalista. Hoy ya nadie discute la propiedad privada de los medios de producción, ni el libre mercado y la libre competencia como principales motores de la actividad económica, por más que al calor de la crisis se pretenda descalificar a los «mercados», supuesta manifestación del capitalismo puro y duro, a los que se hacen responsables, y sin duda lo son, del actual desastre. Pero en aquellos momentos el comunismo, a la búsqueda siempre del utópico socialismo real, se encontraba en uno de sus puntos álgidos. Pues bien, a pesar de las graves diferencias ideológicas, también aquí hubo acuerdo. El modelo elegido sería el de una economía social de mercado. Se garantizaría la libre empresa, pero se reservaba a los poderes públicos la facultad de planificar la economía, a fin de corregir las injusticias del mercado y luchar eficazmente contra la desigualdad y la marginación y exclusión social. Los principios rectores de la política social y económica responden en la Constitución a las exigencias de la sociedad del bienestar, en términos similares o superiores a los de los países más avanzados de la Europa Occidental.


  Hubo un gran debate a la hora de regular el derecho a la educación y el reconocimiento de la libertad de enseñanza.121 Algunos ideólogos de la izquierda soñaban por aquel entonces con la escuela única y laica. Desde sectores más conservadores se llegó a profetizar la defunción de la enseñanza privada, porque, a su juicio, el artículo 27 garantizaba el derecho a crear centros educativos pero no aseguraba el derecho a dirigirlos. La conciliación llegó con la introducción en el artículo 10 de un precepto de capital importancia. Todos los derechos y libertades fundamentales —entre ellos el de la libertad de enseñanza— habrían de interpretarse conforme a la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás pactos internacionales suscritos por España en esta materia. Conforme a los referidos pactos, la creación por la iniciativa privada de un centro de enseñanza conlleva el derecho a dirigirlo de acuerdo con el ideario de sus fundadores. Hoy, en España, coexiste la enseñanza pública con una red de centros privados merecedores de ayudas públicas si cumplen determinados requisitos de interés social.


  


  


  La idea de España en la Constitución


  


  Todo lo anterior, con ser muy relevante, partía de la definición de la realidad de España como nación. Hubo un gran debate tanto en el Congreso como en el Senado de las Cortes constituyentes sobre la unidad nacional. Al final hubo un gran acuerdo sustentado por la inmensa mayoría de ambas cámaras. Sobre él se construiría el núcleo esencial del pacto constituyente de 1978.


  En primer lugar, España es una nación. Así lo declara con absoluta rotundidad el preámbulo de nuestra ley fundamental y lo ratifica su artículo segundo al proclamar que «la Constitución se fundamenta en la unidad indisoluble de la nación española, patria común e indivisible de todos los españoles».


  En segundo lugar, la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan todos los poderes del Estado, y así lo establece el artículo primero.


  En tercer lugar, se afirma el carácter plural de la nación española al expresar en el preámbulo la voluntad de proteger a todos los pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones. Pluralidad concretada en el artículo segundo al reconocer el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que integran España, con un especial llamamiento al cumplimiento del de solidaridad entre todas ellas.


  En cuarto lugar, la nación española es una comunidad plurilingüe con un idioma común, el castellano o español, que como lengua oficial del Estado todos los españoles tienen el deber de conocer y el derecho a usar, al tiempo que las demás lenguas españolas también son oficiales en las respectivas comunidades autónomas, de acuerdo con sus respectivos estatutos.


  Por último, la personificación jurídica de la nación es el Estado Español, único aunque no unitario, porque el ejercicio del derecho a la autonomía supone un profundo reparto del poder político entre el Estado y las comunidades autónomas.


  España no nace, por tanto, de la voluntad expresada en la Constitución, sino que esta es directa consecuencia de la preexistencia de una nación cuya soberanía ejerce, en el momento constituyente, el pueblo español.


  La España constitucional no es, pues, un mero Estado plurinacional fruto de la libre asociación de naciones imaginarias dispuestas a renunciar a parte de su soberanía para configurar una especie de cooperativa de servicios comunes, encargada (porque así resulta más barato) de la defensa, la diplomacia y poco más. Precisamente en la negación de la idea de España como nación, presente en las propuestas soberanistas de los nacionalismos vasco y catalán, reside su radical inconstitucionalidad.


  Los constituyentes asumieron con convicción la defensa de esta idea de España. Es verdad que Miquel Roca, ponente de la Minoría Catalana, se refirió a España como una «nación de naciones», consciente de que trataba de introducir un concepto innovador inexistente hasta entonces en la ciencia política, pero no con la intención de debilitar, sino de robustecer la unidad española. El propio Jordi Pujol, al explicar el voto favorable de la Minoría Catalana al conjunto de la Constitución, proclamó que la Constitución diseñaba un «Estado equilibrado, un Estado fuerte, no en el sentido autoritario de la palabra, sino en el de la eficacia y en el de la capacidad de servicio», plenamente compatible con el reconocimiento «de las identidades colectivas». Los demás portavoces parlamentarios se adhirieron a esta idea de España. Incluso el portavoz del Partido Nacionalista Vasco en la Comisión Constitucional del Congreso, Javier Arzallus, votó a favor de todos y cada uno de los artículos integrantes del título preliminar de la Constitución, incluido el relativo a la función de las Fuerzas Armadas, y lo hubiera hecho en los trámites posteriores de no haber sido por la orden de rectificación dictada por el entonces presidente del PNV, Carlos Garaicoechea, so pretexto de la supuesta ineficacia de la disposición adicional primera del texto constitucional para garantizar la reintegración de los regímenes forales vascos, falso pretexto cuya única finalidad era justificar la abstención nacionalista para no tener que votar una Constitución cuyo fundamento no es otro que la unidad de España.


  No consagra la Constitución un nacionalismo español excluyente, sino un patriotismo integrador. Se trataba de construir los cimientos del nuevo Estado Social y Democrático de Derecho y del funcionamiento de una democracia avanzada, no de alumbrar la nación, cuya previa existencia no se discutía.


  


  


  Éxito de la España constitucional


  


  Han transcurrido más de tres décadas desde la promulgación de la Constitución. Muchas cosas han ocurrido en el mundo a lo largo de este tiempo. Quizás el acontecimiento más importante haya sido el derrumbamiento a finales del siglo pasado del sistema comunista. La caída del infame muro de Berlín puso de manifiesto la terrible perversión del socialismo real, causante desde 1918 de la muerte de millones de personas y de la reducción a la esclavitud de buena parte de la humanidad.


  En España, por contra, bajo el imperio de la Constitución, de la libertad y de la concordia se ha producido una transformación sin precedentes. Somos hoy un país moderno y avanzado en todos los órdenes. Constituimos un Estado Social y Democrático de Derecho. Hemos disfrutado hasta ahora de una envidiable estabilidad institucional. Se ha demostrado el papel integrador de la corona y el acierto de haber establecido como forma política del Estado Español la monarquía parlamentaria. Es difícil encontrar en el derecho comparado un régimen político donde los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos encuentren tanta amplitud y amparo constitucional. El viejo Estado centralista fue sustituido por el Estado autonómico, mucho más acorde con el ser plural de España, en un proceso realizado en corto espacio de tiempo, sin provocar una grave distorsión en el funcionamiento de los servicios prestados por las administraciones públicas. Pocos países en el mundo disfrutan de un régimen tan amplio de descentralización política. La autonomía de los diversos pueblos de España y el autogobierno de sus municipios han vigorizado la participación de todos en las tareas públicas.


  Somos miembros de pleno derecho de la Unión Europea desde 1986. España se acercó a la media europea en cuanto a renta y bienestar, hasta el punto de figurar entre los diez países más industrializados del mundo, aunque la crisis económica ha debilitado nuestra posición y se ha llevado por delante el sueño de entrar por derecho propio en el G-8, el foro de las principales potencias económicas del mundo.


  La sanidad y la educación dejaron de ser privilegio de las clases más favorecidas de la sociedad. Nuestras infraestructuras ya no desmerecen cuando se comparan con las de los países más avanzados de nuestro entorno. Nos hemos sumergido, hasta el tuétano, en la sociedad de la información y del conocimiento. Se ha combatido la marginación, la exclusión social y las bolsas de pobreza. Dejamos de ser exportadores de mano de obra barata para convertirnos en un país receptor de gran número de inmigrantes, atraídos por las oportunidades de trabajo y bienestar de nuestro país, aunque la llegada de la crisis haya puesto de manifiesto la ligereza de algunas políticas irresponsables que provocaron el efecto «llamada». Cuando nadie apostaba por ello, logramos en 2002 cumplir los requisitos para formar parte de la Europa del euro, uno de los acontecimientos más notables de los últimos tiempos. Conseguimos superar viejos complejos de inferioridad, fruto de nuestro histórico aislacionismo, y España comenzó a ser respetada en el concierto internacional.


  Seguramente sería una ingenuidad establecer una relación directa entre todos estos logros y la Constitución, atribuyendo a esta un papel taumatúrgico o milagroso. Al fin y a la postre, una Constitución no es otra cosa que un marco de convivencia donde se establecen las reglas de juego al que deben sujetarse los protagonistas de la política, que son los partidos y, en definitiva, los propios ciudadanos. Pero no puede negarse a la Constitución el mérito de haber establecido y asegurado un marco de convivencia democrática e institucionalmente estable, condiciones imprescindibles para el desarrollo social y económico, la promoción de las condiciones necesarias para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, y remover cuantos obstáculos impidan o dificulten su plenitud.


  Quizás se me reproche haber hecho una descripción excesivamente optimista o autocomplaciente de nuestra realidad política, social y económica. Pero si en otras épocas pudo hablarse —y con razón— de la demagogia de los hechos, que por sí solos ponían de manifiesto el escándalo de la pobreza y las enormes desigualdades de nuestro país, la fría elocuencia de la estadística demuestra ahora el gran avance experimentado por España en todos los órdenes.


  Por desgracia, la tremenda crisis que padecemos impide dibujar un cuadro tan optimista. Ahora bien, de ello no hay que echar la culpa a la Constitución ni certificar su defunción. Por el contrario es en nuestra ley fundamental donde podemos encontrar herramientas y sobre todo criterios de actuación para recuperar la confianza y superar el actual clima de desesperación. Eso no significa que la Constitución sea una obra perfecta, pues una cosa es buscar la perfección y otra muy distinta conseguirla de tejas abajo.


  


  


  Constitución y crisis nacional


  


  Dicho todo esto, ¿es necesario reformar la Constitución? Hay encuestas en las que se introduce esta pregunta. La mayoría de los ciudadanos consultados contestan que sí, que es necesario. Ocurre que cada uno puede tener su proyecto de reforma en la cabeza, por lo que esa respuesta no tiene ningún valor. Habría que sustituir una pregunta tan abstracta por la formulación de alternativas sobre temas concretos. Solo así podríamos tener orientación sobre si existe la posibilidad de alcanzar un gran acuerdo nacional para proceder a la reforma.


  El derrumbamiento de la economía llegó a España al rebufo de la crisis financiera internacional. Esto es indiscutible. Pero entre nosotros se había gestado otra crisis de características propias. Al estallar la llamada burbuja inmobiliaria, la «crisis del ladrillo» multiplicó los efectos devastadores de la crisis general. Es la conjunción de ambos cataclismos, que el gobierno de Zapatero no quiso o no supo prever, la que ha conducido a España al borde del abismo. Pero sobre nuestra propia crisis añadida a la internacional, sí que hubo serias advertencias (recuérdese el debate entre Manuel Pizarro y Pedro Solbes en la campaña electoral de marzo de 2008, en el que hasta el vicepresidente económico ha confesado que mintió para ganar las elecciones). Nuestros gestores económicos lo sabían, no hicieron nada para evitarlo, lo ocultaron y cuando quisieron reaccionar era demasiado tarde. Peor aún, cuando ya nos arrasaba el tsunami financiero, se adoptaron medidas contrarias a lo que debía de haberse hecho, como por ejemplo incrementar el gasto público inútil (el famoso plan E)122 hasta que los grandes del mundo sacaron tarjeta roja al presidente del Gobierno y le conminaron a tomar medidas drásticas, con muy poco fruto y un enorme coste social y el agravamiento de la situación de los sectores más desfavorecidos (pensionistas y desempleados).123 No deja de ser paradójico que la única reforma constitucional promovida por el gobierno Zapatero fue la modificación del artículo 135 de la Constitución124 obligado por la presión del presidente norteamericano Barack Obama, del primer ministro chino Wen Jiabao, de la canciller alemana Angela Merkel y de otros dirigentes de la Unión Europea, reforma para la que sí buscó y obtuvo el consenso del Partido Popular.


  Son muchos los preceptos constitucionales que la crisis ha puesto en stand-by, pero no porque se hayan revelado erróneos e inconvenientes, sino porque la falta de medios económicos impide o dificulta su plena realización. Pero la vigencia de los principios rectores de la política social y económica es incuestionable. En ellos se contienen las bases de la sociedad del bienestar y, por consiguiente, todos los poderes públicos deben hacer cuanto esté en su mano para darles cumplimiento. La protección a la familia (art. 39); la promoción de las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una mejor distribución de la renta regional y personal (art. 40); el mantenimiento del régimen público de la Seguridad Social para todos los ciudadanos (art. 41); el reconocimiento del derecho a la protección de la salud, mediante un servicio asistencial público (art. 43); la obligación de los poderes públicos de promover y tutelar el acceso a la cultura (art. 44), que es complementario del derecho fundamental de todos a la educación; el derecho a la vivienda y el propósito —siempre incumplido hasta ahora— de impedir la especulación del suelo (art. 48); la atención prioritaria a las personas discapacitadas (art. 49); la garantía de pensiones y la defensa de los consumidores y usuarios (art. 52); la subordinación de la riqueza del país al interés general (art. 128) y el reconocimiento de la función social de la propiedad (art. 33); la participación de la comunidad en las plusvalías generadas por la acción urbanística de los entes públicos (art. 47),125 son todos ellos preceptos de un indudable contenido social que deben orientar la acción de los gobiernos, sean del signo que sean.


  


  


  El Estado autonómico


  


  La Constitución quiso —y lo consiguió— acabar con el centralismo del Estado. No se trataba de una mera opción organizativa basada en la conveniencia de acercar la Administración a los ciudadanos —que también—, sino que el reconocimiento del derecho a la autonomía era una exigencia congruente con la idea de España plasmada en la Constitución y, en concreto, en su artículo segundo.


  El título VIII fue una apuesta decidida, aunque arriesgada, de los constituyentes, porque no resultaba fácil armonizar la existencia de un Estado fuerte y eficaz con la irrupción de comunidades autónomas dotadas de un amplio poder político. Esta es la clave de la profunda transformación del Estado operada en virtud del ejercicio del derecho a la autonomía, que en modo alguno puede confundirse con un modelo de simple descentralización administrativa. En consecuencia, el Estado dejó de tener el monopolio del poder político desde el momento en que las comunidades autónomas asumieron potestades legislativas capaces de producir innovaciones del ordenamiento jurídico en el ámbito de su respectivo territorio.


  Los constituyentes podían haber optado por un modelo rígido y uniforme de reparto del poder político, definiendo con toda precisión las competencias atribuidas al Estado y las reservadas a las comunidades autónomas. Pero no lo hicieron. Es verdad que en el artículo 148 de la Constitución se relacionaron las competencias exclusivas de las comunidades autónomas. Pero a la hora de definir en el artículo 149 las competencias exclusivas del Estado, se atribuye en muchos casos a las autonomías el desarrollo legislativo o la ejecución de las bases de ordenación o de la legislación básica del Estado, lo que supone que en la práctica se trata de competencias compartidas. Por otra parte, al amparo de la facultad de dictar las bases de ordenación de la economía o de otras materias, el Estado ha intervenido en materias de la exclusiva competencia autonómica. Todo ello provocó, sobre todo en un principio, una fuerte conflictividad entre el Estado y las comunidades autónomas, obligando al Tribunal Constitucional a ejercer su función de intérprete de la carta magna para definir el alcance de las respectivas competencias.


  Por otra parte, la Constitución no solo no definió el mapa autonómico sino que estableció varios procedimientos para la creación de comunidades autónomas, lo que permitía ritmos diferentes de acceso al autogobierno. Y así, el País Vasco, Cataluña y Galicia, por haber tenido tiempo de elaborar durante la Segunda República un estatuto, pudieron acceder a la autonomía máxima prevista en la Constitución desde el primer momento, así como también Andalucía, que en 1980 fue capaz de superar toda la carrera de obstáculos establecida en el artículo 151. El resto de las comunidades —salvo Navarra, que en 1982 pactó con el Estado el Amejoramiento de su Fuero histórico— accedieron al primer escalón autonómico a través del artículo 143 y habrían de esperar bastante tiempo para conseguir la reforma de sus estatutos y equipararse a las comunidades del artículo 151.


  Esta es la razón por la que se puede hablar en propiedad del «proceso autonómico» que, en teoría, habría debido de culminarse con la equiparación de todas las comunidades al asumir las competencias previstas en el artículo 149 de la Constitución. Pero no ha sido así. Porque hay en la Constitución un artículo, el 150, 2, que ha impedido el cierre del modelo autonómico al permitir la asunción por las comunidades autónomas de competencias no estatutarias que «por su naturaleza» sean susceptibles de transferencia o delegación. Como nadie ha sido capaz de definir cuáles son tales competencias, este precepto constitucional se esgrime ahora por los nacionalistas para justificar el desbordamiento de las competencias estatutarias y, lo que es peor, del marco de la Constitución.


  


  


  Jaque mate a la Constitución


  


  Pues bien, 35 años de vigencia del régimen autonómico es un periodo de tiempo suficiente como para hacer una evaluación del Estado de las Autonomías. Y el panorama actual no puede ser más descorazonador desde el punto de vista de la cohesión nacional, que requiere de la existencia de un Estado fuerte y eficaz con el que soñaban los constituyentes.


  El nuevo Estatuto de Cataluña ha significado otro elemento sumamente perturbador, al haberse pretendido por vía estatutaria —y conseguirse en parte— una auténtica reforma de la Constitución. La inconstitucionalidad radical del espíritu que animaba a los promotores del nuevo estatuto residía en la asunción de los postulados de los nacionalistas catalanes para quienes no hay otra nación que Cataluña. Los partidos catalanistas, en el momento de la elaboración del Estatuto no plantearon a las claras ni el derecho a decidir ni la independencia, sino que trataron de aprovechar, dando pasos de gigante hacia el objetivo final, la predisposición del presidente Zapatero a prestar su apoyo a cualquier propuesta que viniera avalada por una amplia mayoría del Parlamento de Cataluña, para transformar la comunidad autónoma en el Estat Català. El presidente, quizás sin proponérselo, pero prisionero de su propia irresponsabilidad por su compromiso de Barcelona, provocó así el dislocamiento del Estado autonómico cuyas nefastas consecuencias vivimos hoy y que ni siquiera sirvió para dar satisfacción a las exigencias del catalanismo.


  Los promotores del Estatuto, como acabo de decir, no discutieron, por el momento, la pertenencia al Estado Español, pero lo adjetivaron de «plurinacional», negando la existencia de España como nación. Se trataba de una vulneración radical de la Constitución. Solo mediante su reforma puede acordarse la plurinacionalidad del Estado si el pueblo español decide extender el certificado de defunción de la nación española. La Comisión Constitucional del Congreso introdujo algunos retoques estéticos en el proyecto. Y más tarde el Tribunal Constitucional limó alguna de las principales aristas inconstitucionales del estatuto aprobado. La sentencia del guardián de la Constitución declaró inconstitucionales 14 de sus preceptos y señaló en otros 27 cómo habían de aplicarse para no ser tachados como tales. Lo lamentable es que, tras conocer el fallo, el gobierno de Zapatero acordó con la Generalidad de Cataluña impulsar reformas legislativas para convertir en papel mojado los pronunciamientos del Tribunal Constitucional.


  Pero el nacionalismo no se rendiría y, como estamos viendo, ha vuelto a la carga, esta vez para dar el jaque mate a la Constitución. Es evidente que nuestro texto constitucional no es inmutable y que es legítimo abogar por convertir a España en un Estado plurinacional. Pero no es una reforma estatutaria el cauce para conseguirlo, pues conviene no olvidar que el poder constituyente reside única y exclusivamente en el pueblo español en su conjunto.


  La pésima labor del gobierno de socialistas e independentistas presidido por José Montilla provocó el regreso a la presidencia de la Generalidad de Convergencia i Unió (lo mismo ocurrió en el País Vasco, donde, como ya vimos, la aventura de la negociación con ETA impulsada por Zapatero acabaría con el efímero periodo de un gobierno constitucionalista).


  La crisis económica precipitó las cosas. El nuevo presidente Artur Mas, incapaz de sacar de la crisis a una comunidad arruinada y espoleado por un desencantado Pujol, decidió, al grito de «España nos roba», arrastrar a la sociedad catalana al independentismo.


  Nada le importa al iluminado Mas, que ya se ve como fundador de la nación catalana, ni las consecuencias dramáticas para la convivencia en Cataluña, al tratar de convertir en extranjeros en su propio país a buena parte de su población que se siente española, provocando así fuertes disensiones familiares. También permanece insensible al hecho de que desde Europa se le haya advertido por activa y por pasiva que la independencia llevará automáticamente aparejada la salida de la Unión Europea, lo que empeoraría todavía más su deterioro económico. En lugar de remar junto al gobierno de la nación en la misma dirección para hacer frente a la crisis, el presidente de la Generalidad hace caso omiso de las negativas repercusiones que para la recuperación de España —y, por ende, para la propia Cataluña—pueden tener su aventura secesionista.


  ¿Conseguirán los independentistas catalanes dar en 2014 jaque mate a la Constitución? En el año 2003, publiqué un libro titulado Jaque a la Constitución (Ediciones Académicas, Madrid) donde analizaba los diversos proyectos de nuevo Estatuto que por aquel entonces habían alumbrado ya las diversas fuerzas políticas catalanas. Escribí entonces, a modo de conclusión, las siguientes palabras que desgraciadamente han resultado proféticas:


  


  A la vista de lo que está por venir, presiento que Cataluña lleva camino de convertirse en un nuevo problema. Nadie pierde el sueño en Cataluña [al menos así lo parecía entonces] por la reforma del estatuto. Estamos tan solo ante un juego de esgrima de los políticos. Sin embargo, en los juegos peligrosos puede pasar cualquier cosa. Y si Dios no lo remedia, la vida catalana está a punto de una radicalización sin precedentes por causa de la irresponsabilidad de alguno de sus políticos. Y lo que es malo para Cataluña también lo es para el conjunto de España. No, como advirtió Pujol [en el debate de la Constitución], no podemos permitirnos un nuevo fracaso.


  


  


  Por una gran «convención constitucional»


  


  La perversión del Estado autonómico


  


  A la vista de esta situación, y con independencia de la cuestión catalana, no hay duda de que no podemos permanecer de brazos cruzados ante la actual deriva autonómica.


  En el insoportable e insostenible endeudamiento del sector público español, no solo el Estado sino también las comunidades autónomas tienen gran responsabilidad. A la llegada de las vacas flacas, los ciudadanos se han indignado al conocer cómo en épocas recientes se despilfarraron los recursos públicos. Y tienen razón en indignarse, porque los rectores de los gobiernos autonómicos han rivalizado a la hora de emprender obras faraónicas, como si España fuera el país más rico del planeta. Lo mismo ha ocurrido en los municipios. Pero para ser justos hay que decir que también aquí la responsabilidad debe repartirse entre los electos y los electores. Nadie quería quedarse rezagado a la hora de disfrutar de grandes infraestructuras, muchas de ellas necesarias y otras absolutamente superfluas, pues se temía perder el tren de la modernidad. La sociedad comenzó a acostumbrarse además a demandar de los poderes políticos ayudas de todo tipo. Y así han proliferado las ONG, es decir, las organizaciones no gubernamentales, que en unos casos desempeñan una labor extraordinariamente meritoria, pero que en otros son absolutamente prescindibles. Esto ha traído como consecuencia la creación de redes clientelares corruptas que son incompatibles con la pureza democrática. En cualquier caso, no podemos olvidar que el político que no diera satisfacción a tales demandas se exponía a que los electores le volvieran la espalda en las siguientes elecciones.


  Por otra parte, conviene no perder de vista que las comunidades autónomas asumen la gestión de tres grandes capítulos de gasto que son un pozo sin hondón. Es el caso de la educación, la sanidad y la asistencia social, que anteriormente gestionaba el Estado con gran insatisfacción de la ciudadanía. En teoría, la asunción por las comunidades de toda esta clase de servicios —que por cierto son los pilares del Estado del Bienestar— debería haber ido aparejada de un adelgazamiento paralelo de la Administración del Estado. Pero no ha sido así. El resultado es que el número de funcionarios públicos estatales, autonómicos y municipales se ha multiplicado de manera exponencial.


  A todo esto hay que añadir la parafernalia que rodeaba a la mayoría de los gobiernos autónomos, que por fortuna se ha corregido en buena medida, y eso, aunque sea triste decirlo, hemos de agradecérselo a la crisis. Algunos presidentes se comportaban como auténticos jefes de Estado, so pretexto de que así lo exigía el prestigio de la comunidad. Residencias palaciegas, una pléyade de asesores, gabinetes de comunicación que, en realidad, son departamentos de propaganda y promoción de la imagen presidencial, viajes al extranjero de dudosa rentabilidad autonómica, gastos de representación sin límite, vehículos de alta gama, etc. El colmo del dislate ha sido la proliferación de «embajadas» de algunas autonomías, que si se mantienen a pesar de la sangría económica que provocan es porque constituyen instrumentos de difusión de la idea de que son naciones sin Estado. El Estado tiene un eficiente servicio diplomático, que está a disposición de las comunidades cuando tengan necesidad real de asomarse al exterior.


  Añádase a todo lo anterior el descubrimiento de grandes escándalos de corrupción, de los que no se libra casi ninguna comunidad autónoma y que han recibido una desigual respuesta por parte de la Fiscalía y de la Justicia, en función de la adscripción ideológica de sus titulares. La conclusión de la ciudadanía es que «todos son iguales», lo que es mortal de necesidad para cualquier intento de regeneración democrática.


  


  


  Añoranza del centralismo


  


  No es de extrañar que a la vista de todo este panorama, que en ocasiones tiene tintes tragicómicos, hayan surgido voces que reclaman la vuelta al viejo Estado centralista, como si la concentración del poder político en Madrid fuera el bálsamo de Fierabrás, capaz de curar todas las dolencias que aquejan al cada vez más esquelético cuerpo de la sociedad española.


  Discrepo de esta apreciación. En el siglo XIX el liberalismo español creyó que la centralización y el progreso eran conceptos inseparables. Fue un gran error cuyo efecto inmediato sería la aparición de los nacionalismos vasco y catalán. El centralismo decimonónico provocó además la creación de un régimen caciquil, que se convirtió en un lastre para la consolidación del propio sistema constitucional. El régimen franquista haría del centralismo su principal herramienta para la consolidación de la dictadura.


  Por otra parte, el derecho a la autonomía en un país como España, cuya diversidad regional forma parte del propio ser nacional, es una manifestación de la libertad política. El sistema autonómico permite a los ciudadanos una mayor participación en las tareas públicas y además refleja la personalidad de los diversos pueblos de España. Todos somos españoles, pero el País Vasco, Cataluña, Galicia, Andalucía, Asturias, Cantabria, La Rioja, Murcia, Valencia, Aragón, Castilla-La Mancha, Canarias, Navarra, Extremadura, Baleares, Madrid y Castilla-León existen. Más aún, tienen derecho a existir. Unas por su pasado histórico, otras por su situación geográfica y todas ellas por la voluntad de sus ciudadanos.


  Tengo para mí que la supresión del Estado autonómico debilitaría aún más la cohesión nacional. Lo que hay que hacer es que todas las comunidades autónomas, además del Estado y de los ayuntamientos, se gobiernen conforme a los principios de austeridad, transparencia y eficiencia en el manejo de los recursos públicos.


  Algunos reclaman asimismo la devolución al Estado de ciertas competencias transferidas, como por ejemplo la educación y la sanidad. Se argumenta que el Estado se ha quedado sin instrumentos para garantizar la igualdad básica de los españoles, la protección del ejercicio de las libertades y derechos fundamentales y el cumplimiento de los grandes objetivos nacionales. Pero esto no es cierto. Es verdad que estamos lejos de aquel Estado fuerte y eficaz, armonizado con el derecho a la autonomía, con el que soñaban los constituyentes. Pero en su mayor parte la responsabilidad de la ineficacia del Estado reside en el desistimiento por los diversos gobiernos nacionales a la hora de ejercitar las competencias que el título VIII, aun con sus imperfecciones, le atribuyen.


  El ejemplo de lo ocurrido con las cajas de ahorros demuestra cómo el Estado conserva los resortes precisos para ejercer sus funciones. Ha bastado que el Ministerio de Economía y el Banco de España decidan ejercer las funciones que la Constitución atribuye al Estado para regular las bases de la economía, para que las comunidades autónomas se hayan visto obligadas a aceptar la reforma de las Cajas de Ahorro, incluida su fusión y aun su desaparición. Pero no podemos olvidar que unas instituciones que en su origen cumplieron una importantísima labor social, acabaron por operar en el mercado financiero como cualquier entidad bancaria de carácter privado, con el agravante de que en muchos casos se convirtieron en instrumento de la megalomanía de los gestores autonómicos, eso sí, con el consentimiento del propio Banco de España.


  


  


  El federalismo, otro elemento perturbador


  


  Todo lo anterior me lleva a la conclusión de que para fortalecer y mejorar el sistema autonómico sería imprescindible que los dos grandes partidos, con el concurso de las fuerzas políticas que quieran sumarse, formalizaran una gran «convención constitucional», de la que se deriven las correspondientes modificaciones de las leyes orgánicas y, si fuera necesario, la reforma de la propia Constitución.


  La dificultad reside en que el Partido Socialista, para satisfacer a su partido hermano, el Partido Socialista de Cataluña, y con la ingenua intención de calmar la fiebre independentista, aboga por la conversión de España en un Estado federal sin siquiera buscar el consenso con el Partido Popular.


  A juicio de los mentores de esta nueva fórmula taumatúrgica, los problemas de índole jurídica, económica y política que afecten al modelo de organización territorial de España podrían canalizarse a través de una reforma de la Constitución en clave federalista. Afirman que el federalismo es el mejor instrumento para cumplir dos objetivos: de un lado, articular un Estado fuerte y eficaz capaz de dar respuesta a los problemas de nuestro tiempo y de garantizar una alta calidad en la prestación de los servicios públicos; y de otro, garantizar el respeto a la diversidad y dar respuesta a las demanda de autogobierno de las entidades que lo componen. Aspiran así a lograr un Estado más eficaz, más democrático y más integrador. Los socialistas estiman que hay que dar respuesta a tres cuestiones que consideran básicas, a saber: determinar cuántos estados miembros deberían componer el Estado federal español; analizar qué competencias ha de ejercer el poder central y cuáles los estados miembros, con objeto de atribuir la competencia a quien pueda ejercerla de forma más eficaz y a menor coste y, por último, alcanzar un acuerdo sobre financiación del Estado y de los entes autonómicos rebautizados como Estados. Se añade, además, que el federalismo ha de ser asimétrico, para dar satisfacción a los mayores deseos de autogobierno de ciertas nacionalidades.


  Me resulta muy difícil de entender la razón de ser de esta nueva finta socialista. Porque el federalismo —ni simétrico ni asimétrico— no parece que sea el mejor camino para alcanzar los objetivos que dicen perseguir. Porque si son los que se nos ha explicado hasta ahora, no tiene ningún sentido modificar la Constitución para que los entes autonómicos en vez de denominarse comunidades autónomas pasen a llamarse estados, algo que no encaja en nuestra cultura política y que nos retrotrae a los tiempos cantonales de la fracasada Primera República de 1873. Y si se piensa que la fiebre independentista remitirá con unas cucharadas de federalismo el error es mayúsculo.


  Empezando por lo último, algunos deberían meterse en la cabeza que el fin último de todo nacionalismo es la independencia. Si no fuera así, no serían nacionalistas. Y también deben recordar que toda concesión que no sea razonada y razonable, hecha con el solo propósito de amansar a las fieras, tarde o temprano se vuelve contra quien la otorga.


  Lo ocurrido con las competencias en materia de educación es bien significativo. En el Estatuto de Cataluña de 1932 la educación era una competencia compartida. Las instituciones catalanas tenían la facultad de crear y sostener los centros de enseñanza en todos los grados y órdenes que estimara oportunos con independencia de las instituciones docentes y culturales del Estado, que, por lo tanto, podía mantener en Cataluña su propia red de centros educativos. El Estatuto de 1936 reconocía al País Vasco la facultad de crear y sostener centros docentes de todas las especialidades y grados, incluso el universitario, con respeto a los principios establecidos con carácter general en la Constitución y sin perjuicio de que el Estado pudiera mantener los centros de enseñanza ya existentes y crear otros nuevos. No podemos llegar a conclusiones sobre cómo funcionó este reparto de competencias porque en la República no hubo tiempo de ponerlas en práctica.


  En la Constitución de 1978 el Estado se reserva la competencia exclusiva para regular las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y elaborar normas básicas para desarrollar el artículo 27 de la Constitución, relativo al derecho fundamental a la educación y a la libertad de enseñanza, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia. A las comunidades autónomas les atribuye competencia exclusiva sobre el fomento de la cultura, la investigación y, en su caso, la enseñanza de la lengua de la comunidad autónoma. Por último, la Constitución prevé que las materias no atribuidas expresamente al Estado en su artículo 149 «podrán» ser ejercidas por las comunidades autónomas, en virtud de sus respectivos estatutos.


  Pues bien, tras la promulgación de la Constitución, el primero de los estatutos aprobados fue el del País Vasco. En el texto de la Asamblea de Parlamentarios Vascos acordado en Guernica, el País Vasco asumía la totalidad de las competencias educativas en todos sus grados sin intervención alguna del Estado. Los negociadores vascos sabían que el Estatuto de 1936 no amparaba esta pretensión. El presidente Suárez, que negociaba mano a mano el estatuto con Carlos Garaicoechea, por aquel entonces presidente del Consejo General Vasco (órgano preautonómico), pidió el parecer de sus colaboradores. Su principal asesor en materia de educación le informó de que el caos se apoderaría del sistema educativo si en un mismo territorio coincidían dos administraciones —la del Estado y la de la respectiva comunidad autónoma—, cada una con su propia red de centros de enseñanza. De modo que o bien el Estado se reservaba las competencias, o bien las transferían a la comunidad vasca. Suárez aceptó el consejo, pero de las dos opciones eligió la segunda. Para evitar el contagio con otras comunidades, se pretendió hacer ver que se trataba de una solución excepcional amparada por la disposición adicional primera de la Constitución, ya que en el pasado foral vasco la educación era competencia de las instituciones forales. Pero este cortafuego no sirvió de nada. Al tiempo que los vascos negociaban su estatuto, los catalanes hacían lo mismo con el suyo. Y al final, sin necesidad de apelar a la disposición adicional, se transfirieron las competencias educativas. Eso sí, en ambos estatutos se ejercerían reservando al Estado la «alta inspección», que en ambos casos ha sido papel mojado por la inhibición de las autoridades educativas estatales.


  Si a eso se añade que los gobiernos socialistas, al desarrollar el artículo 27 de la Constitución, transfirieron a las comunidades autónomas facultades tan importantes como la fijación de la mayor parte del currículo educativo, la consecuencia ha sido que hoy en Cataluña se niega a los ciudadanos el derecho a educar a sus hijos en castellano o español, que no solo es la lengua oficial del Estado, sino, además, la lengua materna de al menos la mitad de la población.126 Y eso es así en virtud de las leyes de inmersión lingüística que, so pretexto de conseguir la «normalización» del catalán, vulneran la libertad al obligar a los niños a estudiar no «el catalán» sino «en catalán». El franquismo hacía lo mismo, en sentido inverso, y por eso, aunque no solo por eso, se le tildaba de ser un régimen fascista y totalitario. Pero en Cataluña, el atropello de las libertades cívicas —como la obligación de rotular los establecimientos comerciales solo en catalán—, que se mantiene además con claro desacato a las resoluciones del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, se hace en nombre de la libertad. El mundo al revés.


  Otro precepto que está de adorno en la Constitución es el artículo 150, 3, que tendría efectos positivos si se aplicara para reducir, por ejemplo, la inflación legislativa de las comunidades autónomas. Dice este artículo que el Estado «podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones normativas de las comunidades autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de estas, cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales por mayoría absoluta de cada cámara la apreciación de esta necesidad». Ocurre que este precepto quedó demonizado por la triste experiencia de la LOAPA (Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico de 1982), que quedó tan esquelética tras su paso por el Tribunal Constitucional que ya nadie se ha vuelto a acordar de su existencia.


  En suma, para fortalecer al Estado en línea con los objetivos del federalismo socialista, bastaría con tener la voluntad de cumplir y hacer cumplir la Constitución. Como he dicho antes, la crisis ha puesto de manifiesto que el gobierno tiene resortes suficientes para imponer su política económica, no por capricho, sino porque España está en estado de necesidad.


  Por otra parte, no puede olvidarse que en el momento fundacional de un Estado federal, los estados llamados a federarse son titulares de la soberanía, a la que han de renunciar en beneficio del Estado federal. Y esto en España, en un momento como el que vivimos de exaltación nacionalista en Cataluña y en el País Vasco, es sumamente peligroso.


  


  


  La unidad constitucional


  


  En 2004, cuando acababa de conocerse la intención del presidente del Gobierno de promover la reforma de la Constitución, publiqué un opúsculo titulado La reforma de la Constitución. ¿Imparable o irresponsable? En él instaba a las dos grandes formaciones políticas nacionales a formalizar una «convención constitucional», una idea que he repetido una y otra vez, a fin de concretar el horizonte final del proceso autonómico.


  Lo primero que habría que intentar es concretar el concepto de unidad constitucional, que subyace en la Constitución de 1978 y que debiera ser el límite para el desenvolvimiento de la autonomía. Se trata de un concepto indeterminado al que no se refiere la Constitución expresamente, pero que está claramente presente en el título I y en el artículo 149 de la Constitución.


  En un intento de aproximación podríamos decir que unidad constitucional es el conjunto de principios y valores que informan el ordenamiento constitucional español y definen a España como un Estado Social y Democrático de Derecho. Y estos son que la soberanía nacional pertenece única y exclusivamente al pueblo español; que España es una nación de ciudadanos libres e iguales, debiendo el Estado asegurar a todos ellos el ejercicio de las libertades y derechos fundamentales, la igualdad básica ante la ley y el principio de solidaridad; que la unidad de la nación es indivisible e indisoluble; que la forma de gobierno es la monarquía parlamentaria; que el castellano o español es nuestro idioma común, sin perjuicio del respeto a las demás lenguas españolas; que la bandera rojigualda es el símbolo nacional; que todos los ciudadanos españoles tienen derecho a participar en las tareas públicas y en la formación de la voluntad popular mediante elecciones democráticas, por sufragio universal libre e igual; y que el Estado ha de estar dotado de las atribuciones imprescindibles para el cumplimiento de los grandes objetivos nacionales, facultad que tiene su proyección tanto en el interior de España como en el seno de la comunidad internacional.


  


  


  Algunas ideas para el consenso


  


  No tengo ninguna varita mágica para resolver los graves males —algunos gravísimos— que aquejan a nuestra nación, pero a lo largo de mi vida he tenido la oportunidad de armonizar pensamiento y acción. Tuve el honor de participar en las Cortes constituyentes, presidí una auténtica comunidad histórica donde jamás se apagó la antorcha de su libertad colectiva como pueblo, durante casi treinta años me senté —y no solo para calentar el escaño— en las Cortes Generales, primero en el Senado y después en el Congreso, donde en la última legislatura del gobierno Aznar presidí la Comisión Constitucional. Pero esa intensa actividad política no me impidió el desarrollo de mis otras grandes vocaciones, como el cultivo del Derecho sin que por ello me arrogue el título de jurista, la investigación histórico-jurídica sobre asuntos relacionados, sobre todo, con la foralidad navarra, así como el estudio de los problemas constitucionales y autonómicos de nuestro país. Escribió Cicerón que «la corona de la senectud es la autoridad». No pretendo, sin embargo, ponerme ninguna corona —y menos en los tiempos que corren—, y mi auctoritas puede ser más que discutible. Pero puedo decir que estas ideas son coherentes con lo que he dicho y defendido desde hace muchos años.


  En el año 1987 militaba en el Partido Demócrata Popular —la democracia cristiana española, para entendernos— y fui su portavoz en la primera sesión del Senado en que se debatió sobre el Estado de las Autonomías, que tuvo lugar los días 1 y 2 de diciembre. En ellas participó el presidente González. Con tal motivo, redacté y defendí ante el pleno de la cámara una moción del PDP para la mejora del proceso autonómico.


  Nada de cuanto propuse salió adelante. Pero lo más significativo es que abogaba ya entonces —y desde luego en esto, como en tantas otras cosas, no puedo considerarme hombre de fortuna— por una «convención constitucional» para culminar el proceso.127


  Cuando se celebró este debate en el Senado, la experiencia autonómica era todavía muy escasa. La mayor parte de las comunidades autónomas estaba muy lejos de alcanzar el máximo techo competencial, mientras Cataluña y el País Vasco ya reclamaban nuevas competencias al amparo del artículo 150, 2 de la Constitución, que permite a las Cortes transferir o delegar en las comunidades autónomas, mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal «que por su propia naturaleza» sean susceptibles de transferencia o delegación.


  Este es el motivo por el que el punto 1º de nuestra moción decía así:


  


  La culminación del proceso autonómico, cuya irreversibilidad se proclama, ha de alcanzarse en el marco de una «convención constitucional», que permita atribuir a las comunidades autónomas todas aquellas competencias que, en una interpretación no restrictiva del concepto de unidad constitucional y a tenor de lo establecido en el artículo 150, 2 de la Constitución, sean susceptibles de transferencia o delegación. Esta «convención constitucional» ha de alcanzarse mediante el diálogo abierto entre el gobierno del Estado, las comunidades autónomas y las fuerzas políticas de ámbito estatal y regional.


  


  Justifiqué la propuesta de promover esta «convención constitucional» por la necesidad de desarrollar el proceso autonómico hasta sus últimas consecuencias, «sin reformar la Constitución». Sostuve que no podíamos estar en un proceso «permanentemente abierto», pues ello redundaba en perjuicio de la eficacia de las administraciones públicas. Invité a las comunidades que ya habían alcanzado su máximo techo competencial a realizar «un esfuerzo de concreción de sus demandas futuras». El resultado final debería ser un marco autonómico generalizado, «pues no se puede mantener indefinidamente la actual situación de discriminación entre las comunidades autónomas desde el punto de vista competencial, salvo las excepciones contenidas en la Constitución que se derivan del reconocimiento de los derechos históricos inherentes a la foralidad o al hecho diferencial, cultural o insular de algunas comunidades».


  Ha llovido mucho desde entonces. Pero si algo se ha puesto de manifiesto es que ese artículo 150, 2 se ha convertido en un precepto perturbador que impide el cierre de un proceso que no puede mantenerse en la indefinición permanente. Quizás sea este uno de los preceptos que en una posible reforma constitucional habría que suprimir.128


  La «convención constitucional» definiría el alcance de las competencias irrenunciables del Estado con el objetivo de fortalecer su actuación por razones de interés general, y no para debilitarlo.


  Una vez resueltos todos los problemas que afectan al funcionamiento del Estado de las Autonomías, sería el momento de abordar la reforma del Senado. En la moción de 1987 también se abordaba esta cuestión capital en la última de sus propuestas: «La culminación del proceso autonómico debe concluir en una reforma del Senado, de forma que se configure como verdadera cámara de representación territorial».


  Esto fue lo que dije ante el pleno del Senado:


  


  Son recurrentes las apelaciones a la voluntad política de transformarlo en una cámara de representación territorial, pero no es solo cuestión de voluntad política, pues el hecho de que algunos debates que afecten a la política territorial se desarrollen en el Senado no altera su sustancia. No representamos a las comunidades autónomas en nuestra inmensa mayoría, salvo excepciones derivadas de los representantes de los parlamentos [autonómicos]. Carecemos de auténticas funciones colegisladoras. Servimos, señorías, para muy poco. Por eso, la culminación del proceso de reforma del Estado deberá concluir con la reforma misma de esta cámara. No somos tan imprudentes como para solicitar, aquí y ahora, una reforma de la Constitución, pero estamos seguros de que cuando de verdad se concluya el proceso autonómico, la sociedad española está preparada para asumir sin ninguna consecuencia traumática una reforma que convierta al Senado en la cámara de representación de las comunidades autónomas. En ese momento, señorías, la discusión entre federalismo y autonomismo dejará de tener sentido.


  


  Termino este capítulo sobre la dislocación del Estado autonómico con una cita de Mariano Rajoy. En la Convención Política del Partido Popular celebrada el 18 de noviembre de 2007, en su discurso de clausura, el presidente de los populares se pronunció por la necesidad de un «nuevo consenso» con estas palabras:


  


  Lo primero que se debe hacer, y será lo primero que hagamos en el gobierno: construir un nuevo consenso que nos devuelva la estabilidad perdida.


  Este Nuevo Consenso debe dejar establecido:


  Lo primero de todo, que España no alberga más que una sola nación, una gran nación de ciudadanos libres e iguales en derechos y obligaciones.


  Que el Estado de las Autonomías es el que recoge la Constitución, no solo en su Título VIII, sino en toda ella, especialmente en lo que se refiere a los derechos de los ciudadanos y a los principios constitucionales de unidad, de igualdad y de solidaridad.


  Que urge una reforma constitucional limitada para corregir los defectos de funcionamiento de nuestro sistema. Necesitamos que concluya esta subasta de transferencias que no tiene más razón de ser que las conveniencias políticas del momento ni más objetivos que el desmantelamiento del Estado. El modelo autonómico no puede estar permanentemente abierto. Han de garantizar la existencia de un Estado viable y ello exige fijar un núcleo básico de competencias del Estado que sean intransferibles.


  Conviene establecer en las Cortes mayorías de dos tercios para todas las reformas que afecten al bloque constitucional o a las principales instituciones del Estado. No es razonable que hoy se exijan dos tercios para elegir al Consejo de Radio Televisión Española y, en cambio, un estatuto de autonomía se apruebe por mayoría simple.


  


  En sus manos está el intentarlo.


  


  IV

  

  LA DESMEMORIA HISTÓRICA


  


  


  


  


  


  


  La Ley de Memoria Histórica


  


  No estaba en el programa electoral del PSOE de 2004. En el debate de investidura no dijo ni una palabra. Pero estuvo en su mente desde el primer momento. Su propia vivencia personal —un abuelo fusilado al que no conoció— prevaleció sobre el interés general de los españoles. Y no dudó en remover otro de los pilares de la Transición: la reconciliación de los españoles y el inicio de un nuevo periodo de paz y convivencia verdaderas. Tal vez le convenía generar tensión.


  Pertenezco a una generación que nació después de la Guerra Civil. Por eso suelo decir que no tengo que reconciliarme por nada ni con nadie. Pero en el momento en que pronuncié mi primer discurso político, en la primavera de 1976, afirmé:


  


  Nuestra acción ha de ser democrática. Democracia es convivencia, diálogo, respeto mutuo, participación popular, elecciones, sufragio universal. No es violencia, coacción, insulto. En un clima de terror, de amenazas, de miedo no es posible concebir la democracia. Democracia es aceptar el resultado de las urnas, aunque se pierda. Y admitir al perdedor la libre expresión de sus ideas, aunque se corra con ello el riesgo de que el poder vaya a sus manos, si así lo quiere el pueblo en la siguiente consulta popular. Para que la democracia en España sea factible es preciso restañar definitivamente las heridas de la Guerra Civil. Yo tengo un profundo respeto hacia cuantos de buena fe en uno u otro bando creyeron luchar por un futuro mejor. Pero a la vista de los horrores de aquella lucha entre hermanos el corazón se estremece y solo quisiera que esa triste página de nuestra historia nunca hubiera tenido lugar. La amnistía debe ser el último acto de la gran tragedia.


  La democracia ha de venir a España de la mayoría del pueblo español que no tiene que reconciliarse con nada ni con nadie. Estoy seguro de que cuando de verdad hablen las urnas, se demostrará que el país rechaza a cuantos pretenden conducirle por el camino de la violencia y la anarquía. Se probará entonces que el pueblo desea paz, orden, trabajo y libertad. Y nacerá entonces una clase política responsable ante el pueblo y dispuesta a conducirlo por la senda de la democracia, la justicia, la solidaridad, la igualdad y la libertad. Esta es precisamente nuestra exigencia, nuestro reto, el mejor legado que podemos dejar a nuestros hijos.


  


  Sin duda fui optimista en exceso al pronosticar que el régimen democrático traería una nueva clase política ejemplar. Pero lo que desde luego no podía imaginar es que al año siguiente, por voluntad del pueblo navarro, contribuiría con mi voto a la aprobación de la Ley de Amnistía, una de las primeras actuaciones del gobierno de Adolfo Suárez. Nunca olvidaré la emoción que a todos nos embargó. Así se forjó, con una formidable voluntad de concordia y entendimiento, el espíritu de la Transición. La amnistía ponía punto final a las dos Españas cainitas. A partir de entonces, borrón y cuenta nueva, aunque ello no supuso, sino al contrario, olvidarse de las víctimas.129


  La ley promovida por el presidente Zapatero en 2007 no tenía otro objeto que reabrir las heridas de la Guerra Civil. Porque cuatro años antes, en la Comisión Constitucional del Congreso, durante la segunda legislatura del gobierno de José María Aznar, contando por tanto el Partido Popular con mayoría absoluta, se aprobó por consenso de todos los grupos parlamentarios una moción de extraordinaria importancia política y que mantenía íntegramente el espíritu de la Transición en lo relativo a la Guerra Civil.


  La vicepresidenta María Teresa Fernández de la Vega, coordinadora de los trabajos que condujeron a la ley de 2007, reveló —a pesar de que el tono de su discurso fue aparentemente conciliador—, cuáles eran las verdaderas intenciones del gobierno:


  


  Esta ley señalará el día en el que los españoles decidieron solemnemente, a través de sus legítimos representantes, rendir homenaje a cuantos fallecieron o sufrieron violencia y exilio por defender los valores de la justicia y el pluralismo, de la libertad y de la igualdad, los mismos valores que hoy fundamentan el orden constitucional que rige nuestra convivencia. Ese es su único sentido. Ellos y todas las personas condenadas al olvido merecen nuestra gratitud porque por su sacrificio estamos hoy aquí y tenemos lo que tenemos. Se lo debíamos, nos lo debíamos.


  


  Es decir, en un bando estaban los liberticidas y en el otro quienes fallecieron o sufrieron violencia por defender la justicia, la igualdad, el pluralismo y la libertad. Doy por sentado que quienes fueron asesinados o fueron víctimas de una represión indiscriminada e injusta merecen todo nuestro respeto, sea cual fuere la ideología que profesaran. Pero convertir a los maquis o a los brigadistas internacionales en campeones de la democracia, de la libertad y del respeto a los derechos humanos es una gigantesca falsificación de la historia. Sin olvidar que entre esos supuestos demócratas a los que hemos de rendir homenaje se encuentran los responsables del genocidio religioso o de otros crímenes espantosos como las matanzas de Paracuellos. Los mismos que elevan a los altares cívicos a muchos que no se merecen ningún homenaje, protestan airadamente cuando la Iglesia —sin el menor rencor y con un espíritu de cristiana y auténtica reconciliación— beatifica o canoniza a quienes murieron porque no quisieron renegar de su fe.


  Eduardo Zaplana, en nombre del Grupo Popular, en uno de sus mejores discursos parlamentarios, dejó claras las cosas:


  


  En primer lugar, nos oponemos a este proyecto de ley en su conjunto porque rompe la herencia de consenso con la que se construyó la Transición democrática. Este proyecto de ley rompe el primero de los consensos en que se basó la Transición de la concordia y la reconciliación entre españoles: el acuerdo de mirar hacia adelante y no recurrir jamás a la peor de nuestras tragedias colectivas. El recuerdo de la Guerra Civil solo nos podía servir, según acordamos, para evitar entre todos los factores que la hicieron posible…


  La segunda de las razones de nuestra oposición está estrechamente ligada a la primera. Nos oponemos a esta ley —se ha dicho también esta mañana— porque es innecesaria para los efectos que declara perseguir y claramente perjudicial para la convivencia nacional…


  Aquí está la tercera razón de nuestra oposición a este proyecto de ley. Porque lo que ustedes persiguen realmente, estoy convencido de ello, es la quiebra de un proceso político en el que la inmensa mayoría de los españoles nos reconocemos, que es el surgido en la Transición. Ya lo han venido haciendo en toda la legislatura al acabar con la política de consensos desde el principio. Ustedes pretenden hacer borrón y cuenta nueva de la superación de nuestro pasado más conflictivo, del gran éxito de la Transición. Lo que persiguen es precisamente eso: deslegitimar nada más y nada menos que el pacto de la Transición; eso es lo que hay detrás de todo esto.


  


  Aquel día Zapatero no acudió al Congreso. Quizás para no tener que responder al reproche que a su olvidadiza memoria le hizo el portavoz popular al recordarle su intervención en un debate celebrado en 1999 sobre una ley del gobierno de José María Aznar que establecía medidas de reparación para los militares leales a la República. Resulta que el presidente no solo había votado a favor de la referida ley, como no podía ser de otra manera, sino que intervino para proclamar —y los términos son suyos— que era una norma «de último paso, de último resquicio e incluso de punto final en el proceso de restitución moral de las víctimas de un bando de la Guerra Civil». Y he aquí, concluyó Zaplana, que «el mismo que daba por culminado el proceso de reconciliación cuando estaba en la oposición decide reabrirlo y de la peor manera posible, cuando es presidente del Gobierno».


  


  


  La verdadera moción de punto final


  


  Vuelvo la memoria al año 2002. Siendo presidente de la Comisión Constitucional del Congreso tuve la oportunidad de redactar una moción sobre la Guerra Civil que sería unánimemente aprobada el 20 de noviembre del citado año, justo en el vigesimoséptimo aniversario de la muerte de Franco. En dicha moción, todos los grupos de la cámara, incluido el Grupo Popular, declararon, de forma unívoca e inequívoca, que «nadie puede sentirse legitimado, como ocurrió en el pasado, para utilizar la violencia con la finalidad de imponer sus convicciones políticas y establecer regímenes totalitarios contrarios a la libertad y a la dignidad de todos los ciudadanos, lo que merece la condena y repulsa de nuestra sociedad democrática».130


  La mera lectura de la moción aprobada por la Comisión Constitucional del Congreso, demuestra por sí sola cómo la Ley de Memoria Histórica promovida por el presidente Zapatero se aparta radicalmente del espíritu de la moción y supone una nueva carga de profundidad contra el núcleo esencial del pacto político de la Transición española.


  Por este motivo, para que juzguen los lectores por sí mismos, transcribo el contenido íntegro de la moción aprobada:


  


  La Constitución de 1978, llamada por todos con indudable acierto como la Constitución de la concordia, intentó poner punto final a un trágico pasado de enfrentamiento civil entre los españoles. Guerras civiles, pronunciamientos revolucionarios, dictaduras, en suma, regímenes políticos o sistemas basados en la imposición violenta de ideologías o formas de gobierno, habían sido hasta entonces el negro balance padecido por la inmensa mayoría del pueblo español, como si nuestro sino histórico fuera el del fracaso colectivo. Aquel triste lamento del poeta Machado —«Españolito que vienes al mundo, te guarde Dios. Una de las dos Españas ha de helarte el corazón»— es fiel reflejo de esta dramática realidad existencial de la nación española.


  Pero, por fortuna, en 1978 una generación de españoles, recordando el lamento de aquel otro gran español, Manuel Azaña, cuando abrumado por la magnitud de la tragedia civil pronunció aquellas dramáticas palabras desgraciadamente caídas en el olvido de «paz, piedad, perdón», decidió no volver a cometer los viejos errores, mirar hacia delante y apostar, con un generoso impulso de reconciliación, por un nuevo sistema democrático para que nunca más hubiera dos Españas irreductiblemente enfrentadas.


  Los portavoces de los principales grupos políticos dejaron en las Cortes constituyentes testimonios concluyentes de este espíritu de concordia nacional, que no es ocioso recordar en este momento.


  La actual Constitución Española está impregnada de esa voluntad de convivencia. Todos los constituyentes, en aras de aquel consenso básico orientado al establecimiento de un marco democrático duradero, hicieron importantes renuncias, incluso de posturas largamente defendidas a lo largo de la historia, para buscar puntos de encuentro capaces de superar viejos y endémicos conflictos.


  Pues bien, fue a los pocos meses de las primeras elecciones democráticas, con motivo de la aprobación de la amnistía que puso fin a las responsabilidades penales de ambos bandos derivadas de la Guerra Civil y de la posterior represión franquista, cuando se puso de manifiesto esta voluntad de entendimiento basado en el perdón y el olvido. De entre los muchos testimonios podemos destacar los siguientes:


  «Para nosotros, tanto como reparación de injusticias cometidas a lo largo de estos cuarenta años de dictadura, la amnistía es una política nacional y democrática, la única consecuente que puede cerrar ese pasado de guerras civiles y de cruzadas. Queremos abrir la vía a la paz y a la libertad. Queremos cerrar una etapa; queremos abrir otra. Nosotros, precisamente, los comunistas, que tantas heridas tenemos, que tanto hemos sufrido, hemos enterrado nuestros muertos y nuestros rencores. Nosotros estamos resueltos a marchar hacia delante en esa vía de la libertad, en esa vía de la paz y del progreso» (diputado Camacho Abad, portavoz del Grupo Comunista.)


  «[La amnistía es fruto de] la voluntad de enterrar un pasado triste para la historia de España y de construir otro diferente sobre presupuestos distintos, superando la división que ha sufrido el pueblo español en los últimos cuarenta años» (diputado Benegas, portavoz del PSOE).


  «[La amnistía] es simplemente un olvido... una amnistía para todos, un olvido de todos para todos... No vale en este momento aducir hechos de sangre, porque hechos de sangre ha habido por ambas partes, también por el poder y algunos bien tristes, bien alevosos... La amnistía es un camino de reconciliación, pero también de credibilidad y de cambio de proceder» (diputado Arzallus, portavoz del PNV.)


  «La amnistía es el presupuesto ético-político de la democracia, de aquella democracia a la que aspiramos que, por ser auténtica, no mira hacia atrás, sino que, fervientemente, quiere superar y trascender las divisiones que nos separaron y enfrentaron en el pasado» (diputado Arias Salgado, portavoz de UCD.)


  El voto prácticamente unánime dado por las Cortes a la Ley de Amnistía de 1977 fue un acontecimiento histórico, pues puso fin al enfrentamiento de las dos Españas, enterradas allí para siempre. Es cierto que algunos no quisieron sumarse a este espíritu de reconciliación y trataron por todos los medios a su alcance de impedir, mediante la violencia o el terror, que la voluntad de concordia nacional germinara en frutos de paz y libertad para todos. No lo han conseguido ni lo conseguirán nunca más.


  España ha cumplido en este año el vigésimo quinto aniversario de la recuperación de las libertades democráticas y el próximo podrá conmemorar el primer cuarto de siglo de vigencia de la Constitución de 1978. Han transcurrido 66 años desde el comienzo de la Guerra Civil de 1936. Apenas quedan supervivientes de la gran tragedia. Y, por supuesto, nada queda en la sociedad española del endémico enfrentamiento civil porque, consciente y deliberadamente, se quiso pasar página para no revivir viejos rencores, resucitar odios o alentar deseos de revancha.


  Por otra parte, en estos 25 años se han dictado numerosas disposiciones, tanto por parte de la Administración General del Estado como por parte de las comunidades autónomas, dirigidas a reparar, en la medida de lo posible, la dignidad de las personas que padecieron persecución durante el régimen franquista y a proporcionarles los recursos necesarios.


  Dentro de este grupo de personas que padecieron las terribles consecuencias de la guerra se encuentran los exiliados... En la diáspora del exilio lo perdieron todo y el dolor del éxodo nunca se ha podido superar, porque el forzado apartamiento de la patria es uno de los mayores padecimientos. La reconciliación no se compadece, en esta ocasión, con el olvido de este grupo de personas muchas de las cuales cuando pudieron regresar a España no lo hicieron porque durante 60 años habían tejido sus relaciones personales y familiares en las tierras de acogida...


  Por todo lo anterior, el Congreso de los Diputados ACUERDA:


  


  Primero. El Congreso de los Diputados, en este vigésimo quinto aniversario de las primeras elecciones libres de nuestra actual democracia, reitera que nadie puede sentirse legitimado, como ocurrió en el pasado, para utilizar la violencia con la finalidad de imponer sus convicciones políticas y establecer regímenes totalitarios contrarios a la libertad y a la dignidad de todos los ciudadanos, lo que merece la condena y repulsa de nuestra sociedad democrática.


  Segundo. El Congreso de los Diputados reitera que resulta conveniente para nuestra convivencia democrática mantener el espíritu de concordia y de reconciliación que presidió la elaboración de la Constitución de 1978 y que facilitó el tránsito pacífico de la dictadura a la democracia.


  Tercero. El Congreso de los Diputados reafirma, una vez más, el deber de nuestra sociedad democrática de proceder al reconocimiento moral de todos los hombres y mujeres que fueron víctimas de la Guerra Civil española, así como de cuantos padecieron más tarde la represión de la dictadura franquista. Cualquier iniciativa promovida por las familias de los afectados que se lleve a cabo en tal sentido, sobre todo en el ámbito local, deberá evitar que sirva para reavivar viejas heridas o remover el rescoldo de la confrontación civil.


  Cuarto. El Congreso de los Diputados insta al gobierno para que desarrolle, de manera urgente, una política integral de reconocimiento y de acción protectora económica y social de los exiliados de la Guerra Civil que incluya:


  
    	La recuperación, en su caso, de la nacionalidad española y su extensión a sus descendientes directos, con reconocimiento del derecho de voto.


    	La protección económica mediante un convenio especial con la Seguridad Social, que garantice a las personas exiliadas y a sus viudos o viudas la percepción de la cuantía mínima de las pensiones de jubilación y de viudedad en su modalidad contributiva en España.


    	Cobertura de la asistencia sanitaria mediante la ampliación del Plan de Salud.


    	Concesión de ayudas para el retorno de los exiliados que lo deseen, mediante un plan concertado con las Administraciones General del Estado, Autonómica y Local.


    	Ayudas a las asociaciones e instituciones dedicadas al exilio, orientadas a recuperar los archivos y documentos que permitan el conocimiento histórico del exilio.


    	Consideración expresa de los llamados «niños de la guerra» como exiliados políticos, a efectos de la posible aplicación a los mismos de las medidas de ayuda que se establezcan en el caso de que opten por la recuperación de la nacionalidad española.

  


  He resaltado en cursiva los puntos del acuerdo del Congreso que me parecen más relevantes. En primer lugar destaca la condena del recurso a la fuerza como método para imponer las propias convicciones políticas y establecer regímenes totalitarios de cualquier signo, «como ocurrió en el pasado». Hay en este punto una reafirmación de las convicciones democráticas y un rotundo rechazo a todos los actos de violencia política habidos en la España contemporánea. La condena, por tanto, no se reduce solo a la Guerra Civil de 1936, sino a otros movimientos insurreccionales, como el protagonizado por el Partido Socialista en octubre 1934 —la mal llamada Revolución de Asturias— y la sublevación de la Generalidad de Cataluña, presidida por Esquerra Republicana de Cataluña, contra el orden constitucional al proclamar, en coincidencia con la insurrección socialista, el Estado Catalán. El Grupo Popular —PP y UPN— promovió y votó a favor del acuerdo, por lo que es falso que no hayan condenado la Guerra Civil.


  En segundo lugar, se proclama como valor fundamental el mantenimiento del espíritu de concordia y de reconciliación que presidió la elaboración de la Constitución.


  Por último, el acuerdo del Congreso no hace distinción entre las víctimas y a todas expresa su reconocimiento moral, sea cual fuere el bando en el que murieron.


  


  


  La desmemoria revanchista


  


  Por desgracia, lo ocurrido después dio al traste con este pronunciamiento del Congreso. La campaña llevada a cabo por el gobierno del presidente José Luis Rodríguez Zapatero en pro de la «recuperación de la memoria histórica» ha generado un clima revanchista incompatible con el espíritu de la Transición a la democracia, al tratar de presentar la Guerra Civil como un trágico episodio en el que los «buenos» fueron derrotados por los «malos», con la particularidad de que casi ochenta años después se pretende hacer creer a la ciudadanía que en la arena política se enfrentan hoy los partidos de izquierda y nacionalistas, que padecieron persecución por defender la libertad y la democracia, con los herederos del franquismo, fascistas puros y duros, que anidan en los bancos del Grupo Popular. En el colmo del despropósito, y sumándose a este coro de descalificación democrática de «la derecha», el presidente de un poderoso grupo mediático progresista poco antes de morir llegó a acusar al Partido Popular de llevar a España de nuevo a la guerra civil.


  Hay incluso una creciente sospecha de que, en último término, la recuperación de la memoria histórica no es más que la tapadera para otra operación política de gran calado: la recuperación de la legalidad republicana. El argumento subliminal es bien claro. Si los fascistas de la derecha derribaron la República, todo cuanto vino después está viciado de raíz, incluida la restauración de la monarquía. Y si hasta ahora se respeta la figura de don Juan Carlos —un rey bastante republicano, según expresión del propio Zapatero, y a pesar de los abucheos que se produjeron en la última convención socialista celebrada en noviembre de 2013—, es porque impulsó el tránsito a la democracia e impidió en 1981 el triunfo del golpe de Estado del 23-F. Pero después ya veremos.


  Ocurre que el gobierno de Zapatero, so pretexto de impulsar la «recuperación de la memoria histórica», ha vuelto a abrir el telón de la gran tragedia, que no parece haber tenido otro objeto que mostrar los horrores protagonizados por el bando victorioso, enterrando en el olvido los de la zona republicana.


  El hispanista Ian Gibson, en una entrevista publicada en el diario El País (22 de septiembre de 2005), decía: «Las heridas de la Guerra Civil solo se curarán definitivamente cuando ambos bandos acepten la verdad de lo que pasó en sus respectivas retaguardias durante la contienda fratricida».


  Parece una reflexión razonable. Pero esta reflexión de Gibson parte de un supuesto equivocado, como es el de la existencia y permanencia en la España de hoy de los dos bandos enfrentados en la Guerra Civil. Y eso no es así, en primer lugar, porque la casi totalidad de los protagonistas de la gran tragedia han desaparecido y, en segundo lugar, porque la inmensa mayoría de los españoles creyó, con todo fundamento, que la Constitución de 1978 cerraba el paso definitivamente a las dos Españas. A partir de su promulgación solo habría ciudadanos españoles libres e iguales.


  Es evidente que la llamada recuperación de la memoria histórica no pretende conocer con objetividad el pasado sino resucitar a uno de los bandos, el vencido en la Guerra Civil, presentándolo como protagonista de una titánica lucha frente al fascismo totalitario en pro de la democracia, de los derechos humanos y de un sistema político, social y económico justo y benéfico. Los valores cívicos y morales de la Segunda República habrían sido aplastados por los sublevados de 1936, porque, dicen sus detractores, no podían soportar un régimen político donde la libertad, la igualdad y la solidaridad constituían el eje fundamental de la acción de los poderes públicos. Los vencidos renacen, pues, de sus cenizas, a través de sus naturales continuadores políticos en la España de hoy, para vindicar su memoria y, de paso, para denunciar la ferocidad genocida del bando vencedor. De ahí, insisto, a sentenciar la ilegitimidad de todo lo actuado en la Transición, bajo la tutela de los supuestos poderes fácticos del franquismo y de modo especial del Ejército, no hay más que un paso.


  Hay además otro hecho indiscutible. El bando vencedor de la Guerra Civil carece, por fortuna, de continuidad política. Nadie reivindica hoy la dictadura como régimen político, ni trata de justificar los crímenes cometidos durante la guerra ni con ocasión de la represión posterior. Los partidos políticos que protagonizaron el alzamiento cívico-militar de 1936 o han desaparecido o no pasan de ser formaciones puramente testimoniales. A Franco no hay quien le defienda. Dicho de otra forma, las formaciones de centro-derecha, como el Partido Popular, nada tienen que ver con el franquismo. Nacieron y se desarrollaron tras la instauración de la democracia con el compromiso claro y nítido de defender el marco de convivencia de nuestra Constitución. La pretensión de que el Partido Popular —y UPN en Navarra—, pidan perdón por los crímenes cometidos en la retaguardia en la Guerra Civil y por la represión franquista de la posguerra no tiene ningún fundamento. Ni uno ni otro partido pertenece ni reivindica a ninguno de los bandos enfrentados.


  Por el contrario, la izquierda española la integran los mismos partidos que tanto contribuyeron al fracaso de la República, como el PSOE, el Partido Comunista y Esquerra Republicana de Cataluña. Más aún, se da la circunstancia de que los partidos que gobernaban España cuando se tramitó la Ley de Memoria Histórica formaban el núcleo esencial del Frente Popular, que condujo a la Segunda República al precipicio.131 Aun con todo, esto no fue ningún obstáculo para lograr el consenso que permitió una Transición política ejemplar, pues los partidos metieron en el baúl de los recuerdos su pasado para mirar hacia delante. A nadie se le preguntaba de dónde venía, sino a dónde quería ir.


  Esto de la memoria histórica puede tener otro efecto perverso si los partidos históricos insisten en convertir aquel funesto episodio en una historia maniquea, de buenos y malos, para que los malvados vencedores de ayer sean derrotados por los buenos de hoy. Los partidos históricos del actual sistema democrático cuando reivindican con orgullo su pasado están en su derecho, pero no lo están tanto cuando omiten cualquier referencia a sus propias responsabilidades durante la República y la Guerra Civil. O cuando transmiten la idea de que el Partido Popular y UPN son los herederos ideológicos de quienes se consideraron legitimados en 1936 para derribar por la fuerza el poder establecido. Se intenta demonizar a la derecha para deslegitimarla como opción de gobierno. La misma política se practicó durante la Segunda República con la CEDA de Gil Robles y tuvo funestas consecuencias. Leyendo a los doctrinarios de la progresía se percibe la idea de que solo la izquierda tiene derecho a ejercer el poder, porque la derecha es puro fascismo. ¿Qué puede ocurrir si se sigue por este camino? Pues que, finalmente, acaben por reabrirse las heridas de la Guerra Civil que creíamos totalmente cicatrizadas y eso sí que es un esperpento o un desatino en pleno siglo XXI, cuando han transcurrido casi ochenta años.


  Al comentar la frase del hispanista Gibson dije que su proposición era imposible de llevar a cabo porque el bando vencedor ya no existe y es imposible que pida perdón. Por otra parte, la izquierda histórica tampoco parece estar dispuesta a hacerlo y no hay por qué exigírselo. ¿Entonces? La solución sería dejar hablar a la historia, con objetividad, sin apasionamiento ni espíritu revanchista. Y la historia no es cosa de los políticos, sino de los historiadores. En cualquier caso seamos conscientes de que obligar a los nietos o biznietos de la generación del 36 a tener que alinearse con una de aquellas dos Españas enfrentadas es volver a sembrar odio, resentimiento, confrontación civil. Reivindiquemos, pues, el espíritu de la Transición. Rechacemos toda suerte de extremismos. Tendamos la mano y no cerremos el puño. Somos ciudadanos de un país democrático y libre, cuyo nivel de bienestar social —a pesar de la crisis económica— es por fortuna radicalmente diferente al de la República.


  Por último, no puedo dejar de señalar el esperpéntico proceder del mundo abertzale en mi tierra navarra. Mientras reclaman que nos olvidemos de los crímenes de ETA, defiende una paz sin vencedores ni vencidos y reciben como héroes a los gudaris de su banda asesina, se sitúan a la cabeza de la reivindicación permanente de aquel trágico episodio de nuestro ya lejano pasado, porque —dicen— aún están entre nosotros los «herederos biológicos e ideológicos de los conspiradores del 36», que además «todavía siguen en el poder».


  Aprendamos las lecciones de la historia y por eso neguémonos a repetirla.


  


  V

  
 EL DESAFÍO SEPARATISTA CATALÁN


  


  


  


  


  


  


  Hubo un tiempo en que Cataluña tenía razón. Me refiero a la reivindicación de su autogobierno histórico en el momento de la Transición a la democracia. Cataluña tenía sus propias instituciones de autogobierno, que fueron suprimidas por Felipe V, al igual que ya lo había hecho con los demás reinos de la corona de Aragón. Los Decretos de Nueva Planta fueron leyes de castigo por haber sido fieles al archiduque Carlos, a quien habían reconocido como rey legítimo de España. El primer Borbón hispanizado asestó un duro golpe a la constitución histórica de España.


  Este agravio no prescrito, independientemente de que en otros órdenes, sobre todo en el económico, hubiera tenido efectos positivos para Cataluña, fue reparado por el Estatuto de autonomía de 1932, que tuvo una vida accidentada pues en 1934 sería suspendido a causa de la proclamación unilateral del Estat Català por el presidente de la Generalidad Lluís Companys. Después llegó la Guerra Civil y tras ella la vuelta a la uniformidad centralista.


  Por eso digo que Cataluña tenía razón. En las postrimerías del franquismo y desde la proclamación de la monarquía, la recuperación de su histórico autogobierno se había convertido en un auténtico clamor popular. Lo mismo que en otros lugares de España.


  Es triste comprobar cómo la pérdida de las libertades regionales siempre se ha producido en España después de sucesos violentos. Las libertades comuneras de Castilla serían las primeras en caer a comienzos del siglo XVI. Después, en el inicio del XVIII, llegarían los Decretos de Nueva Planta de Felipe V, donde Cataluña siguió la misma suerte que Aragón, Valencia y Baleares. La historia se repetirá en el primer tercio del sigloXIX con la desaparición del Reino de Navarra al final de la Primera Guerra Carlista, aunque consiguiera salvar los muebles al pactar un nuevo régimen de autonomía administrativa, el régimen foral, que quedaría plasmado en la Ley Paccionada de 1841. Si hubiera triunfado la intentona carlista en la guerra de 1872 a 1876, España se hubiera convertido en una monarquía respetuosa de las identidades regionales.132 Pero CarlosVII, rey legítimo para los carlistas, fue derrotado y en 1876 una nueva ley de castigo acabó con las instituciones forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, si bien sus efectos quedarían paliados por el nuevo régimen de concierto económico otorgado por Cánovas del Castillo. Franco derogó en 1938 el Estatuto Vasco y los Conciertos Económicos de Guipúzcoa y de Vizcaya. En 1938 hizo lo mismo con el Estatuto de Cataluña.


  La Constitución de 1978 pretendió resolver de manera definitiva cualquier agravio histórico de carácter territorial. La fórmula utilizada fue el reconocimiento de Cataluña como nacionalidad, concepto vinculado exclusivamente al ejercicio del derecho a la autonomía. Cataluña votó con fuerza en el referéndum constitucional. Participó en torno al 70 por ciento del electorado, con un 90,46 por ciento de votos afirmativos, lo que representaba el 61,20 por ciento del total de los electores catalanes. Con una participación similar en el conjunto de España, el sí obtuvo el 87,87 por ciento de los votos.


  En 1979 pasaría el examen de las urnas el Estatuto de Cataluña. Fue una sorpresa que solo acudiera a votar el 59,7 por ciento de los electores. De ellos un 88,15 por ciento votó sí, lo que representaba el 55,1 por ciento del censo electoral.


  Pero el que fracasó sin paliativos, aunque legalmente resultara aprobado, fue el nuevo Estatuto de Cataluña de 2006, sometido a referéndum cuando todavía no había pasado por el filtro del Tribunal Constitucional. Su déficit de legitimidad democrática lo demuestra el hecho de que no superó el listón del 50 por ciento, pues participó tan solo el 48,85 por ciento de los ciudadanos de Cataluña con derecho a voto, consiguiendo el sí el 73,23 por ciento de los sufragios.


  A la vista de estos resultados, es indiscutible que la Constitución de 1978 es la norma jurídica que, hoy por hoy, posee en Cataluña el mayor grado de legitimidad democrática medida en función del apoyo popular a todas las consultas que se han sometido a la libre decisión de sus ciudadanos. Gracias a la Constitución se restablecieron las antiguas instituciones adaptadas a las exigencias de nuestro tiempo democrático para ejercer, sin intervención alguna del conde de Barcelona, es decir, del rey común, un formidable haz de funciones legislativas y ejecutivas en casi todas las materias de la Administración Pública.


  Pues bien, si la Constitución desagravió a Cataluña por cualquier error histórico anterior, ¿por qué razón se ha frustrado este impecable intento de integración del catalanismo? En mi opinión, porque la recuperación del antiguo entramado institucional se ha contaminado con las aspiraciones del nacionalismo, para el que la autonomía no es otra cosa que una palanca para dar el gran salto hacia su fin último, que no es otro que la independencia. Porque si Cataluña es una nación sin Estado que se considera con derecho a separarse de España, la autonomía no es más que un paño caliente para soportar de manera provisional y transitoria las cadenas del sometimiento al Estado Español.


  Recordemos que en los debates constituyentes Pujol y Roca acuñaron la expresión «nación de naciones», que, a su juicio, era una innovación que permitía reconocer la integración de la nación catalana dentro de otra gran nación que es España. Pero los mismos que así se pronunciaron a la hora de formalizar el pacto constitucional se han echado atrás. En el nuevo estatuto trataron de plasmar su idea de la plurinacionalidad del Estado. Ahora han dado un paso más, que pretenden que sea el definitivo. Puesto que el Estado-nación se niega a reconocer su realidad plurinacional, las nacionalidades o naciones tienen derecho a romper amarras para poner rumbo a la independencia. Y aunque el Estado trate de imponer «su» legalidad impidiendo el ejercicio del derecho a decidir, la proclamación de la independencia llegará «sí o sí».


  No siempre la reivindicación del derecho de Cataluña a conservar su identidad se ha manifestado como incompatible con su pertenencia a la nación española. De un escrito en prosa de Joan Maragall, el poeta catalán de la Renaixença, publicado bajo el título de Visca Espanya, extraigo el siguiente párrafo:


  


  Espanyols? sí! més que vosaltres! Visca Espanya! Però, com ha de viure Espanya? No pas arrossegant-se pels carrerons provincians del caciquisme; no pas agarrotada, com fins ara, en els lligams d’un uniformisme que és contrari a la seva naturalesa; no pas en la buidor de sentit dels partits vells ni en l’aire corromput d’un centralisme tancat a tota penetració de l’aura popular… sino que ha de viure als quatre vents dels mars que la volten; ha de viure en la llibertat dels seus pobles; cadascú lliure en sí, traient del terrer propi l’ànima pròpia, i de l’ànima pròpia el govern propi, per a refer tots junts una Espanya viva, governant-se lliurement per si mateixa. Així ha de viure Espanya. Visca Espanya!133


  


  Otro político catalán liberal progresista, Francisco Pi y Maragall, fundador del movimiento federalista español en el siglo XIX, nos dejó estas palabras:


  


  Cataluña, como región española, quiere ser dueña de sí misma para su mayor grandeza, pero de ningún modo aspira a la disgregación de la patria común, porque esa disgregación sería para ella una desgracia. Cataluña necesita solo de la autonomía. No diremos que no haya ciertas aspiraciones a constituir una nación que figure libre y sola entre las demás naciones de Europa. Las hay que sueñan con organizar un reino en que entren Cataluña, Valencia, las Islas Baleares y las tierras que un día poseíamos al otro lado de los Pirineos; mas estas son lucubraciones vagas y sin realidad alguna, propias de hombres que no ven cuánto alteran y destruyen las viejas instituciones la guerra, los descuartizamientos de las antiguas monarquías y sobre todo las evoluciones políticas que van pasando los pueblos… Hay una patria para todos los hombres: la Tierra; hay una patria que nos han hecho siglos de comunes venturas y desventuras: la nación; hay una patria constituida por la lengua común, las comunes leyes, los comunes usos y costumbres: la región; la región en que nacimos y tenemos los sepulcros de nuestros padres. Seamos catalanes, españoles, hombres.


  


  He comenzado este capítulo afirmando que Cataluña tenía razón en el inicio de la Transición. Cataluña tenía derecho a exigir la devolución de los poderes e instituciones arrebatados durante la malhadada Guerra de Sucesión o, si no se quería ir tan lejos, el restablecimiento del Estatuto de 1932. Pero en modo alguno la invocación de sus derechos históricos amparaba a Cataluña para poner en marcha ningún proceso de secesión. La práctica totalidad de los diputados y senadores catalanes de todo el arco parlamentario en las Cortes constituyentes aceptaron este punto de partida. Ni siquiera exigieron que la devolución de sus instituciones de autogobierno tuviera como fundamento jurídico el reconocimiento de sus derechos históricos. Renunciaron así a que dicha devolución se produjera en virtud de una relación bilateral, similar a la que Navarra llevó a cabo para su Amejoramiento del Fuero. Aceptaron, por tanto, sujetarse al procedimiento establecido en la Constitución para ejercitar el derecho a la autonomía y acceder al autogobierno, aunque es verdad que la elaboración de los estatutos del artículo 151 tiene un cierto carácter paccionado. Se dieron por satisfechos con el establecimiento de un procedimiento singular. Cataluña renunció así a plantear un sistema de financiación similar al régimen de convenio económico de Navarra o a los conciertos vascos que, contra lo que se dice, no es más que una fórmula diferente a la del resto de las comunidades, pero en modo alguno constituye una bicoca como falsamente se hace creer.134


  La deriva independentista emprendida por el presidente Artur Mas supone una ruptura radical del pacto constitucional. Los socialistas catalanes no consiguen mantener una postura coherente ni garantizar siquiera su unidad interna. Comenzaron apoyando a los nacionalistas en la reivindicación del derecho y ahora tratan de buscar una salida airosa asumiendo la propuesta federalista de Pérez Rubalcaba, a la que por cierto el presidente catalán respondió con total displicencia. Tiempo atrás muchos españoles admirábamos el celebrado seny catalán y envidiábamos su espíritu europeísta. Alguien ha escrito que la mentalidad catalana tiene un permanente éxtasis transpirenaico, a pesar de que los catalanes del Rosellón y la Cerdaña también parecen tenerlo pero no reniegan de su patriotismo francés ni se dejan seducir por la ensoñación nacionalista. El seny brilla hoy por su ausencia. Grande es la responsabilidad histórica de unos dirigentes que son conscientes de que su apuesta separatista les conduce a la ruptura con Europa y al sufrimiento de su población, que hasta ahora era ejemplo de convivencia cívica.


  Dicen que rectificar es de sabios. En esta ocasión, el presidente Rajoy ha estado firme y contundente. No pretende poner de rodillas a Cataluña porque afirme una y otra vez que no habrá referéndum independentista y que garantiza que mientras él sea presidente Cataluña no se independizará de España, afirmación que significa que está dispuesto a utilizar todos los instrumentos que el Estado de Derecho le pone en sus manos para impedirlo.


  Se ha dicho que gobernar es resistir, aunque probablemente el presidente comparta el pensamiento de Cánovas del Castillo, el ideólogo del liberalismo conservador español, que matizó esta idea en uno de sus discursos parlamentarios:


  


  Al decir que gobernar es resistir, se ha querido dar a entender sin duda alguna que es primordial función del gobierno rechazar en provecho de la armonía general las violencias particulares y defender el orden común a toda acción o movimiento desconcertado, y que tienda a perturbar, destruir o hacer imposible la indispensable cohesión y combinación de las partes en el total organismo del Estado.


  


  El desafío independentista es otra penosa herencia de José Luis Rodríguez Zapatero. Cuando asumió el compromiso de dar su aprobación a cualquier proyecto de estatuto desencadenó un proceso cuyas consecuencias padecemos hoy. Sin duda no era esa su intención, pero debió tener en cuenta que gobernar es prever.135


  Y es lo que no hizo cuando en un mano a mano con Artur Mas, que tuvo lugar en La Moncloa el 21 de enero de 2006, accedió a que en el nuevo Estatut se reconociera que Cataluña es una nación.


  El proyecto de Estatuto aprobado por el pleno del Parlamento de Cataluña el 20 de diciembre de 2005 y que en principio Zapatero estaba comprometido a respetar, viene a ser la Constitución de una nación, Cataluña, en el seno una España que por voluntad de los estatuyentes queda convertida en un Estado plurinacional. No se trata de una interpretación subjetiva sino que así se desprende del preámbulo y del articulado del proyecto. En el preámbulo se manifiesta desde sus primeras líneas: «La nación catalana se ha hecho en el transcurso del tiempo». Y a partir de ahí no hay referencia a España ni siquiera para reconocer la existencia de un pasado común, de una historia compartida, de unos vínculos afectivos, culturales, sociales y económicos. Se habla de las relaciones «con los pueblos de España en un marco de libre solidaridad con las nacionalidades y las regiones que la conforman, compatible con el desenvolvimiento de un Estado plurinacional».


  El nuevo estatuto surgía de la libre decisión de la nación catalana. Se sustentaba en los principios que su propio Parlamento proclama. Entre ellos destaca esta rotunda afirmación: «Cataluña es una nación». Y esta otra: «Cataluña considera que España es un Estado plurinacional».


  Desde el punto de vista autonómico, el Estatuto venía a representar la transformación de la Comunidad Autónoma de Cataluña en un Estado. Así se dice, veladamente, pero se dice, en el artículo 3º, que se refiere a las relaciones de la Generalidad con el Estado que han de regirse «por el principio general según el cual la Generalidad es Estado» y también por el «principio de plurinacionalidad del Estado y por el principio de bilateralidad». Es cierto que se ha dicho con frecuencia que las comunidades autónomas también son Estado, mas no para reconocerles una estatalidad propia, sino justamente para lo contrario, es decir, para afirmar su integración en un Estado que es mucho más que la Administración Central. De modo que cuando los estatuyentes catalanes decían que Cataluña «es» Estado estaban sugiriendo que es «otro» Estado.


  También merece un comentario el principio de bilateralidad. Para los redactores del Estatuto dicho principio ampara el derecho de Cataluña a participar en la definición de las escasas competencias que aún se reservan al Estado. Si Cataluña es una nación que forma parte de un Estado plurinacional, la Generalidad ha de participar directamente en la toma de decisiones del gobierno central. El argumento sería impecable si no fuera porque el reparto del poder político entre el Estado y las comunidades autónomas no se corresponde con el propio de un Estado plurinacional. En materia de política exterior, por ejemplo, llegaron a pretender que cuando se tratara de competencias exclusivas (casi todas) o de asuntos que afectaran a los intereses económicos y administrativos de la comunidad catalana (prácticamente todos), la posición catalana sería «determinante» para el Estado. Semejante exceso quedaría atemperado en el trámite de ponencia en el Congreso como consecuencia de la introducción de una pintoresca disposición adicional que faculta al Estado para apartarse del criterio de la Generalidad en los asuntos en que su posición fuera determinante, si bien en tal caso «el gobierno del Estado debe motivarlo ante la Comisión bilateral Generalitat-Estado». Este precepto refleja una visión confederal —ni siquiera federal— de las relaciones entre Cataluña y España.


  Desde el punto de vista competencial, la aplicación del Estatuto de Cataluña tal y como se había concebido suponía la práctica eliminación de la presencia del Estado como prestador de servicios públicos en la Comunidad. Ni siquiera se contemplaba la presencia de la Delegación del Gobierno, figura regulada expresamente en la Constitución dentro de los preceptos relativos a la organización del Estado autonómico.


  Pues bien, aparte de las duras críticas al proyecto por parte del Partido Popular, tampoco en el PSOE las cosas estaban claras. Al presidente de la Comisión Constitucional, Alfonso Guerra, le chirriaban muchas cosas del Estatuto. Los socialistas se percataron de que no sería fácil de explicar en el resto de España que hubieran consentido la ruptura del marco constitucional al reconocer a Cataluña la condición de nación, la conversión de España en un Estado plurinacional y el nuevo modelo de financiación que suponía la atribución a la Generalidad de plena autonomía tributaria.


  Ante la posibilidad de que en la Comisión Constitucional del Congreso naufragara el Estatuto de Cataluña, Zapatero se reunió el 21 de enero de 2006, con el mayor de los secretos, con Artur Mas, ninguneando al propio presidente de la Generalidad, el socialista Montilla.


  La transacción consistió en suprimir la palabra «nación» del texto del Estatuto, y añadir en el último párrafo del preámbulo la frase que transcribo en cursiva: «El Parlamento de Cataluña, recogiendo el sentimiento y la voluntad de la ciudadanía de Cataluña, ha definido de forma ampliamente mayoritaria a Cataluña como nación. La Constitución Española, en su artículo segundo, reconoce la realidad nacional de Cataluña como nacionalidad».


  Zapatero aceptó que, por vez primera en la historia de España, un texto jurídico aprobado por las Cortes españolas reconociera que Cataluña es una nación. El preámbulo carece de valor normativo, dijeron los defensores de la fórmula pactada entre el presidente del Gobierno y el líder de Convergencia i Unió, y se limita a formular un mero relato histórico. Pero cualquier lego en Derecho advertirá que la definición del Parlamento de Cataluña como nación supone una distorsión del artículo2 de la Constitución al referirse a «la realidad nacional de Cataluña como nacionalidad», lo que es una manera de expresar que nación y nacionalidad son a todos los efectos términos equivalentes.


  Si a todo esto se añade que el Estatuto regula los «símbolos nacionales» de Cataluña en función de su condición de nacionalidad reconocida por el artículo 2 de la Constitución, es evidente que el presidente consintió en integrar la nación catalana, violando la Constitución, en el ordenamiento jurídico español. Amparó, por tanto, una reforma encubierta de nuestra ley fundamental sin que el pueblo español hubiera tenido la oportunidad de pronunciarse.


  No es de extrañar que Artur Mas, una vez conocido el resultado de la votación en el Congreso de los Diputados del nuevo Estatuto, con apoyo de todos los grupos parlamentarios salvo el Popular, estuviera exultante: «Es la primera vez que las Cortes Españolas asumen con su voto por mayoría una referencia explícita a que Cataluña es una nación».136


  Sin embargo, la euforia no se trasladó a la población catalana a la hora de refrendar el nuevo estatuto. Como ya dijimos, el 18 de junio de 2006 solo acudió a votar en el referéndum el 48,45 por ciento del censo. De los que votaron, un 73,23 por ciento dijeron sí. En consecuencia, tan solo el 35,77 por ciento de los ciudadanos de Cataluña le dieron su respaldo.


  La Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, se publicó en el Boletín Oficial del Estado el 20 de julio.


  Pero la batalla del Estatuto no había terminado. El Partido Popular interpuso recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, algo que enfureció tanto a sus mentores como a quienes habían apoyado su texto. Como es habitual, y más en un asunto en el que hubo presiones de todo tipo, el encargado de velar por la constitucionalidad de las leyes tardó cuatro largos años en tomar una decisión.


  Socialistas y nacionalistas acusaron al PP de no respetar la voluntad popular que había refrendado el texto aprobado por las Cortes. Unos y otros jugaron a ver quién era más catalanista. El presidente socialista de la Generalidad, José Montilla, ante la perspectiva de que el alto tribunal pudiera declarar la inconstitucionalidad de alguno de sus preceptos, llegó a proclamar que Cataluña «es una patria dispuesta a rebelarse cuando se la niega». Y lo dijo en el acto conmemorativo del 650 aniversario de la creación de la Generalidad. Las presiones sobre el tribunal se incrementaron conforme se filtraban noticias sobre la posibilidad de que se declararan inconstitucionales alguno de los preceptos del nuevo estatuto.


  El 26 de noviembre de 2009 se publicó un insólito editorial titulado «La dignidad de Cataluña» firmado conjuntamente por los directores de todos los periódicos catalanes, que demostraron la fidelidad al pensamiento único que a la postre impone el nacionalismo. Reproduzco dos de los párrafos más significativos, que hablan por sí solos:


  


  La definición de Catalunya como nación en el preámbulo del Estatut, con la consiguiente emanación de «símbolos nacionales» (¿acaso no reconoce la Constitución, en su artículo 2, una España integrada por regiones y nacionalidades?); el derecho y el deber de conocer la lengua catalana; la articulación del Poder Judicial en Catalunya, y las relaciones entre el Estado y la Generalitat son, entre otros, los puntos de fricción más evidentes del debate, a tenor de las versiones del mismo, toda vez que una parte significativa del tribunal parece estar optando por posiciones irreductibles. Hay quien vuelve a soñar con cirugías de hierro que cercenen de raíz la complejidad española. Esta podría ser, lamentablemente, la piedra de toque de la sentencia.


  Hay preocupación en Catalunya y es preciso que toda España lo sepa. Hay algo más que preocupación. Hay un creciente hartazgo por tener que soportar la mirada airada de quienes siguen percibiendo la identidad catalana (instituciones, estructura económica, idioma y tradición cultural) como el defecto de fabricación que impide a España alcanzar una soñada e imposible uniformidad. Los catalanes pagan sus impuestos (sin privilegio foral); contribuyen con su esfuerzo a la transferencia de rentas a la España más pobre; afrontan la internacionalización económica sin los cuantiosos beneficios de la capitalidad del Estado; hablan una lengua con mayor fuelle demográfico que el de varios idiomas oficiales en la Unión Europea, una lengua que en vez de ser amada, resulta sometida tantas veces a obsesivo escrutinio por parte del españolismo oficial, y acatan las leyes, por supuesto, sin renunciar a su pacífica y probada capacidad de aguante cívico. Estos días, los catalanes piensan, ante todo, en su dignidad; conviene que se sepa.


  


  No puedo menos que deplorar que los responsables de informar a los ciudadanos y creadores de opinión pudieran suscribir estas palabras que encerraban una clara amenaza dirigida a quebrar la imparcialidad del Tribunal Constitucional que, por su propia composición, es por regla general perfectamente previsible en sus resoluciones: «No estamos ante una sociedad débil, postrada y dispuesta a asistir impasible al menoscabo de su dignidad».


  El Tribunal Constitucional pasaba por una grave crisis interna porque los dos grandes partidos nacionales no acababan de ponerse de acuerdo para su renovación. Al final fueron diez los magistrados encargados de dictar sentencia, siendo ponente la propia presidenta María Emilia Casas Baamonde.137


  Por fin, y después de varios intentos fallidos, el 28 de octubre de 2010 se hizo pública la sentencia. El Tribunal Constitucional declaraba inconstitucionales 14 artículos del estatuto y respecto a otros 27 declaraba su constitucionalidad en la medida en que fueran interpretados tal y como la sentencia expresaba.


  Respecto al controvertido asunto de la definición de Cataluña como nación, la sentencia declara que el uso de dicho término en el preámbulo es legítimo, aunque desprovisto de alcance jurídico interpretativo:


  


  De la nación puede, en efecto, hablarse como una realidad cultural, histórica, lingüística, sociológica y hasta religiosa. Pero la nación que aquí importa es única y exclusivamente la nación en sentido jurídico-constitucional. Y en ese específico sentido la Constitución no conoce otra que la nación española.


  


  El Tribunal Constitucional admite que Cataluña tenga «símbolos nacionales», pero declara que se refieren únicamente a «su condición de símbolos de una nacionalidad constituida como Comunidad Autónoma en ejercicio del derecho que reconoce y garantiza el art. 2... Se trata, en suma, de los símbolos propios de una nacionalidad, sin pretensión, por ello, de competencia o contradicción con los símbolos de la nación española». Por todo ello, concluía el tribunal, «los términos “nación” y “realidad nacional” referidos a Cataluña utilizados en el preámbulo, carecen de eficacia jurídica interpretativa… y el término “nacionales” es conforme a la Constitución el sentido de que dicho término está exclusivamente referido, en su significado y utilización, a los símbolos de Cataluña, “definida como nacionalidad” (art. 1 EAC) e integrada en la “indisoluble unidad de la nación española”».


  Excede del ámbito de este trabajo analizar los pormenores de la sentencia en otros preceptos como los referidos a la lengua, al poder judicial, a la bilateralidad, a las consultas populares y otros aspectos del Estatuto que o bien se declaran inconstitucionales o bien han de aplicarse conforme a los criterios interpretativos expuestos en la misma.138


  En Cataluña las reacciones fueron de gran indignación. Solo el Partido Popular expresó su acatamiento a la sentencia. La declaración institucional del presidente Montilla139 tuvo un tinte cuasi revolucionario al anunciar que no estaba dispuesto a acatar el fallo y haría cuanto estuviera en su mano para eludir su aplicación. Convergencia i Unió se abrazó a Montilla y ERC, socio privilegiado del presidente Zapatero desde que accedió al poder, llegó aún más lejos al afirmar que el único camino posible después de la sentencia es el de la independencia de Cataluña. El honorable Montilla no solo dio por roto el pacto estatutario, sino que proclamó que Cataluña daba por pulverizado el pacto constitucional de 1978.


  Uno de los argumentos esgrimidos fue que un Estatuto refrendado por el pueblo catalán no podía ser revisado por el Tribunal Constitucional. No hay duda de que se trata de una afirmación contraria a la Constitución. Pero ha de recordarse que fue el gobierno de Felipe González el que, en 1985, suprimió el recurso previo de inconstitucionalidad contra las leyes aprobadas por las Cortes Generales, contemplado en la Ley del Tribunal Constitucional. Al parecer, hay coincidencia en estos momentos entre el presidente Rajoy y el líder del PSOE, Pérez Rubalcaba, en la conveniencia de restaurar dicho recurso, de forma que, tras la aprobación de las reformas estatutarias por las Cortes Generales, el Tribunal Constitucional pueda pronunciarse sobre su posible inconstitucionalidad antes de someterlas a refrendo popular.


  Demasiado tarde. Aunque nunca lo es si la dicha es buena.


  No hay duda de que estamos ante un problema vital para España y para Cataluña ante el que no sirven las soluciones simplistas o la demagogia de políticos oportunistas, que instan al presidente Rajoy a que suspenda la autonomía catalana, recordando que ya lo hizo la Segunda República. Sin duda, habría que tratar de convencer a los dirigentes catalanistas de Convergencia i Unió de que deben echar marcha atrás. Sería conveniente un diálogo leal, franco y sincero sobre la realidad estatutaria y su aplicación. Pero para ello debe cesar la escalada verbal que ofende al conjunto de los españoles.


  Surgen ahora voces que reclaman un referéndum en el que participen todos los españoles. No nos engañemos, eso no sería más que una manera de enmascarar el derecho a decidir. Supongamos que la pregunta es si estamos conformes en que se modifique el artículo 2 de la Constitución de forma que pueda admitirse la segregación de una parte del territorio nacional. No tengo la menor duda de cuál sería el resultado global de esta consulta popular. Mas ¿qué ocurriría si el sí venciera en Cataluña? Lo mejor, para no quemarse, es no jugar con fuego.


  


  VI

  
 EL CÁNCER DE LA CORRUPCIÓN


  


  


  


  


  


  


  La reputación internacional de España se ha deteriorado en los últimos tiempos por la corrupción. No se nos percibe todavía como uno de los países más corruptos del mundo, pero nuestro crédito ante el resto de los europeos está por los suelos.


  En este caso, la responsabilidad no corresponde en exclusiva al presidente Zapatero, pues ninguno de los gobiernos de la democracia ha sido capaz de dar una respuesta contundente a la cancerígena patología de la corrupción. Es verdad que en el último minuto de la segunda legislatura del gobierno de Zapatero, los socialistas se avinieron a revisar aspectos fundamentales de la legislación sobre financiación de partidos políticos, rectificando la postura mantenida en 2007. Por su parte, el gobierno del Partido Popular ha dado importantes pasos para atajar la corrupción, como es el caso de la reciente aprobación de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, promulgada en diciembre de 2013.


  Los teólogos explican que la corrupción está impresa en la naturaleza humana a causa del pecado original, el que cometió nuestro padre Adán cuando quiso moverle la silla nada menos que al propio Creador, y que acabó con el designio divino de hacer de la Tierra un paraíso. Y dicen también que en la lucha perenne entre el bien y el mal, este último lleva las de ganar porque los hijos de las tinieblas son más despiertos que los hijos de la luz.


  Pero semejante manera de pensar no debe conducirnos a la pacífica aceptación de la corrupción, como si se tratara de una más de las calamidades inevitables que estamos obligados los humanos a soportar en este mondo cane.


  Desde los primeros tiempos, el camino está meridianamente marcado. En el Sinaí, junto a otros mandamientos dirigidos a poner un poco de orden y amor en las relaciones humanas, se esculpieron en las Tablas de Moisés dos mandatos imperativos como son el de «no robarás» y el de «no codiciarás los bienes ajenos». Como los judíos —y los demás mortales— eran duros de corazón, las admoniciones morales sirvieron para bien poco. Así que no hubo más remedio que echar mano del Código Penal.


  Pero si el temor a las penas del infierno no fue suficiente freno a la corrupción en otras épocas en que oficialmente se creía en ellas, en la sociedad de nuestros días las penas de cárcel tampoco surten demasiado efecto. En el llamado Código Penal de la democracia de 1995 se tipificaban todas las posibles conductas corruptas. Se podrá discutir si se deben o no endurecer las penas y si los plazos de prescripción son demasiado cortos, como sucedió en el año 2010, pero lo cierto es que la tipificación de los delitos es prácticamente exhaustiva. Y, sin embargo, la corrupción no cesa.


  Por supuesto, la principal causa de las conductas corruptas es la codicia individual. El afán de enriquecerse personalmente o el propósito de enriquecer a otros, con el compromiso o la esperanza de obtener futuras compensaciones, es el que mueve a un cargo público a traicionar la confianza depositada en él por sus electores y por su partido político. Ocurre que el poder, en ocasiones, nubla la mente y crea en el que lo ejerce la sensación de que es impune, por lo que no vacila en entrar de hoz y coz en el Código Penal con la convicción de que nada ni nadie logrará apearle del coche oficial. El político dispuesto a corromperse se escuda en aquello de que «todo el mundo hace lo mismo», y confía en la ley de las probabilidades, que hace difícil que le descubran.


  


  


  La financiación de los partidos políticos


  


  En los años de la Transición ya se hablaba de la necesidad de erradicar la corrupción. «Repudiamos toda forma de corrupción social y económica, así como cualquier actividad especulativa que trafique con las necesidades básicas de la persona». Así rezaba el punto 36 del ideario del primer partido del que fui fundador en 1976.140 No es que tuviéramos una idea clara del alcance de la corrupción, pero barruntábamos que el urbanismo tenía mucho que ver con ella. Llegamos por ello a introducir otro punto en nuestro programa ideológico, que debo decir que me granjeó el calificativo de «rojo» por algunos sectores conservadores navarros, en el que propugnábamos —creo que con acierto— que «el suelo de expansión de las grandes ciudades y núcleos urbanos, cuya propiedad privada ha demostrado ser factor fundamental de especulación antisocial, deberá ser socializado, atribuyendo su propiedad a los municipios». Estábamos convencidos de que la democracia y la economía de mercado serían el mejor antídoto contra la corrupción. Éramos unos ingenuos. Como lo fueron los constituyentes de Cádiz, cuando creyeron que por proclamarlo así en la Constitución de 1812, los españoles serían en lo sucesivo «justos y benéficos».


  La financiación de los partidos políticos se llevó por delante la esperanza de acabar con la corrupción. En 1979, nada más producirse las primeras elecciones municipales, el principal partido de la oposición, el PSOE, remitió una circular a sus alcaldes indicándoles que las contratas municipales, especialmente las de recogida de basuras, cuya gestión ya había comenzado a privatizarse, podían ser un buen instrumento de financiación.


  Esto tuvo un efecto perverso. Hizo ver a los empresarios que ofrecer dinero para financiar a un partido en el poder podía ser una buena tarjeta de presentación. Los alcaldes, sin sonrojarse, pedían o aceptaban la dádiva generosa de sus contratistas porque era para una causa tan noble como el sostenimiento del partido. Cuando recibieron los primeros maletines rebosantes de dinero negro se dieron cuenta de que si distraían una parte para su uso personal no pasaba nada. Por supuesto, fueron muchos los que resistieron la tentación, pero el camino estaba abierto. En nombre del partido se cometieron las primeras tropelías. Después, ya no hubo necesidad ni siquiera de ampararse en él. Y se buscaron otras justificaciones. Si un empresario, como consecuencia de una decisión municipal, iba a obtener un gran beneficio, ¿por qué no había de compartirlo con quién lo hacía posible?


  La típica picaresca española se encargó de todo lo demás. Surgió así la figura del «conseguidor», que evitaba al político corrupto pasar por el incómodo trance de pedir comisiones, y se perfeccionaron los procedimientos múltiples para dar apariencia legal al desvío ilícito de fondos públicos.


  En los primeros años de la década de los noventa, la corrupción, centrada sobre todo en la financiación de los partidos, hizo irrespirable la vida democrática española. Fui portavoz del Grupo Popular en la Comisión de Investigación del escándalo Filesa. Grande fue mi estupor cuando descubrimos que la misma persona que en 1987 había defendido en la tribuna de oradores del Congreso la Ley Orgánica de Financiación de los Partidos y en su discurso había asegurado que desde entonces los españoles podíamos confiar en la transparencia financiera de las formaciones políticas, se había ocupado, en paralelo con otros miembros de la tesorería de su partido, de crear sociedades fantasmas, para facturar a las principales empresas del país por servicios inexistentes. El importe de sus pingües beneficios se destinaba a pagar gastos electorales para eludir los límites establecidos en la legislación, con lo que se alteraba la libre concurrencia y la igualdad de oportunidades entre los distintos partidos. Y lo peor de todo es que, según quedó acreditado, la idea tan inocente de poner en marcha un sistema tan perverso había sido de uno de los siete grandes de la banca española de aquel entonces.


  La investigación parlamentaria de aquel caso se cerró en falso, pero no así la acción de la Justicia, aunque en el banquillo solo se sentaron dos jefes de las finanzas socialistas y ninguno de los empresarios que se habían prestado al juego.


  Hoy vivimos en un clima similar al que ya padecimos en los últimos años de gobierno de Felipe González. Todos los partidos políticos se encuentran actualmente envueltos en escándalos de corrupción, protagonizados por políticos corruptos o administradores desleales.


  Ante el estallido constante de escándalos de corrupción, en una reunión del Instituto de la Empresa Familiar que tuvo lugar a finales de 2009, su presidente, Simón Pedro Barceló, cosechó una gran ovación de su auditorio cuando afirmó que «la corrupción está paralizando el funcionamiento de algunas administraciones y está creando un clima de desconfianza que va a ralentizar la recuperación de la inversión. Esto nos parece inaceptable». Tenía razón, pero su denuncia hubiera tenido mayor credibilidad y eficacia si hubiera exhortado a renglón seguido a sus propios compañeros a abstenerse de cualquier contribución ilícita para la obtención de contratos o subvenciones, y no solo rechazaran todo intento de extorsión sino que lo denunciaran. Entre otras razones porque la corrupción altera las reglas del libre mercado, además de generar la desconfianza de los ciudadanos en el sistema democrático.


  


  


  Intervencionismo y discrecionalidad


  


  En principio, es la nuestra una economía de mercado basada en la libertad de empresa y la libre competencia. Pero no se contaba con que el vigilante del mercado, la Administración, se iba a convertir en un poder omnipotente y omnipresente. Todo está sometido a su control. Para cualquier cosa hay que pedir una autorización o una licencia y hasta demostrar que no eres un enemigo de la naturaleza. Esto da lugar a una gigantesca burocracia, que manifiesta su poder y se hace presente en todo.


  En el ámbito del urbanismo se ha acuñado una palabra benéfica y maldita al mismo tiempo. La llaman «recalificación». A quien la Administración toca con su varita recalificadora es como si le hubiera caído en suerte un pozo de petróleo. Al que desprecia, lo reduce a la nada. No he llegado a comprender cómo nuestra sociedad acepta sin pestañear un hecho tan manifiestamente injusto y que constituye un abuso del derecho de propiedad, pues no tiene otro nombre el enriquecimiento por el mero hecho de tener la fortuna de ser propietario de un terreno en un lugar de expansión urbana, cuando no se ha hecho nada, absolutamente nada, para obtener una contraprestación tan exorbitante. La consecuencia es que en España el valor del suelo de una vivienda era, al menos antes del estallido de la crisis del ladrillo, muy superior al costo de la propia construcción.


  Otro tanto ocurre en la contratación pública. La vieja figura de la subasta casi ha desaparecido al ser sustituida por el sistema de concurso. En teoría, este último procedimiento garantiza la selección de la mejor oferta desde el punto de vista del interés general. Adjudicar el contrato al mejor postor no es el sistema que mejor garantice su correcta ejecución. El problema es que para seleccionar al mejor, hay que evaluar la viabilidad económica de las empresas concurrentes, su capacitación y experiencia técnica y la idoneidad de su proyecto para cumplir los objetivos públicos. Para valorar todo ello la ley confiere a la Administración un amplio margen de discrecionalidad.


  Todo ello ha contribuido a la aparición de un nuevo poder, que no está en los libros de ciencia política, al que podríamos llamar «poder técnico». El ejercicio de la discrecionalidad se basa en informes de los funcionarios. Con ello se trata de evitar la posible arbitrariedad. Pero los técnicos también son humanos y en ocasiones se prestan a dar cobertura a decisiones que permitan al político de turno una perfecta coartada para el caso de que las cosas vengan mal dadas. Y ello sin perjuicio de la corrupción del propio poder informador.


  Vaya por delante que no pongo en duda la probidad y honradez de los diversos estamentos de la Administración Pública, que al igual que la mayoría de sus gestores políticos ejercen su función con probidad. Pero sí quiero dejar constancia de que el incremento del intervencionismo de los poderes públicos y el aumento de la discrecionalidad rayana en la arbitrariedad en la contratación pública son un campo abonado para que pueda crecer la hierba mala de la corrupción.


  


  


  Deficiente reacción política


  


  Cuando el estruendo de los escándalos de corrupción es insoportable, las fuerzas políticas con representación parlamentaria primero se inquietan, luego se reúnen y al final anuncian a los cuatro vientos que van a impulsar nuevas medidas contra la corrupción. Pretenden así dar respuesta a la alarma social que tales hechos provocan. Pero, por regla general, en cuanto pasa la tormenta el asunto se olvida.


  Debo decir que la única virtud de la legislación vigente en materia de financiación de los partidos políticos ha sido la supresión de las donaciones anónimas, que aunque suponían el chocolate del loro en el sostenimiento de los grandes partidos, daban lugar a que se especulara sobre las cuentas de los grupos beneficiarios de tan opacas donaciones.


  Desde la tribuna de oradores del Congreso provoqué en 2007 un gran enfado del grupo mayoritario, entonces el PSOE, al desgranar todo un decálogo de escándalos, que a juicio del Grupo Popular jalonaban la nueva Ley de Financiación de Partidos y que suponían un gran fraude. Me referiré a alguno de ellos.


  Una gran parte de la corrupción anida en los aledaños del poder municipal. Eso no lo discute nadie. Pues bien, los partidos políticos están obligados a llevar una contabilidad que sea fiel reflejo de su actividad económica y que se somete al control del Tribunal de Cuentas. Sin embargo, las de los comités locales de los partidos no se integran en la contabilidad general. En consecuencia quedan fuera del control del tribunal, razón por la que este en sus informes de fiscalización venía clamando año tras año para que se corrigiera esta gravísima anomalía. Una de nuestras enmiendas iba en tal sentido, pero fue rechazada por la mayoría de la cámara.


  Lo mismo ocurrió con nuestra pretensión de prohibir que los partidos políticos pudieran aceptar o recibir donaciones de constructores y promotores de viviendas. Es razonable que los concesionarios de servicios públicos no puedan realizar donaciones a los partidos, como estaba ya en la ley anterior. Pero no se entiende que los beneficiarios de las licencias urbanísticas tuvieran barra libre a la hora de hacer donaciones a los partidos.


  Idéntica suerte corrió nuestra propuesta de prohibir a las entidades financieras que perdonasen las deudas crediticias de los partidos políticos. Peor aún, se introdujo una disposición adicional para dar cobertura a la condonación de decenas de millones de euros al partido del gobierno, al PSC y a otros. Para justificar tal despropósito se alegó la insólita doctrina jurídica de que los partidos son instituciones «que se rigen por el derecho privado», razón por la que pueden formalizar los pactos que estimen procedentes con las entidades bancarias. Pero este argumento no se sostiene. Los partidos son asociaciones de relevancia constitucional, pues son un instrumento fundamental para la participación política. Prueba de ello es que dos leyes orgánicas se refieren a ellos (la de partidos y la de financiación). Para evitar operaciones sospechosas de corrupción y, en todo caso, contrarias al principio de igualdad y a la libre concurrencia electoral, no se deben permitir las condonaciones bancarias por no ser otra cosa que donaciones exorbitantes, capaces de comprometer la imparcialidad y objetividad de la acción de gobierno cuando estén en juego los intereses del generoso donante. Una persona física o jurídica no puede hacer a un partido político una donación superior a los 100.000 euros anuales. En cambio, un banco puede beneficiar a un partido con una donación —pues no otra cosa es la condonación— de millones de euros. Esto es vulnerar la letra y el espíritu de la ley. Por fortuna, en diciembre de 2013 el gobierno del Partido Popular ha remitido al Parlamento una serie de medidas regeneracionistas, entre las que figura la prohibición de condonar las deudas de los partidos políticos.


  En suma, un partido que se financia de forma ilegal es un jugador de ventaja, que tiene mayores oportunidades que sus competidores al contar con mayores recursos para gastar en propaganda o en los gastos ordinarios de funcionamiento. Esto supone desvirtuar la representación basada en el sufragio libre e igual. La ley no debe dar amparo a una situación semejante.


  


  


  La dudosa imparcialidad de la respuesta judicial


  


  La salud democrática de un país constituido en Estado de Derecho como el nuestro se mide, entre otras cosas, por la existencia de un poder judicial integrado por jueces y magistrados independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.


  Reconozco que en esto, como en tantas otras cosas, las previsiones de la Constitución no se han cumplido. El poder judicial está hoy estrechamente mediatizado en España por el poder político. Los constituyentes estábamos convencidos de que la independencia quedaba garantizada si se atribuía el gobierno de la Justicia a un organismo no gubernamental. Esta es la razón de ser del Consejo General del Poder Judicial, compuesto por 20 miembros, de los que 12 serían elegidos entre jueces y magistrados y los otros 8 por el Congreso y el Senado, entre juristas y abogados de reconocida competencia.


  En la primera ley constitutiva del Consejo tras la aprobación de la Constitución, se estableció que los 12 jueces y magistrados fueran elegidos por sufragio entre todos los miembros de la carrera judicial. El primer Consejo fue realmente independiente. Pero todo cambió cuando en 1986 alguien sentenció que Montesquieu, el definidor del trascendental principio de la separación de poderes, había muerto, para justificar, violando el espíritu de los constituyentes, que todos los miembros fueran elegidos por el Congreso y por el Senado, a razón de diez vocales cada uno.


  Para complicar más las cosas, se permitió a los jueces y magistrados —a los que la Constitución prohíbe pertenecer a partidos políticos y sindicatos—, constituir asociaciones profesionales, que en la práctica son un medio para eludir dicha prohibición, pues actúan como auténticos sindicatos y se comportan, en muchas ocasiones, como si fueran la sección judicial de un partido político. La perversión del sistema llegó hasta el extremo de que en la penúltima renovación del Consejo fuera el presidente Zapatero quien anunciara a la opinión pública el nombre de su candidato a presidir el Tribunal Supremo, que, por supuesto, resultó elegido. Lo malo, o mejor, lo pésimo, es que a pesar de que el Partido Popular llevaba en su programa electoral de 2011 la vuelta al sistema de la primitiva Ley del Consejo, la reforma efectuada ha acentuado aún más la sensación de que el llamado órgano supremo de gobierno de la Administración de Justicia se ha convertido en la longa manu del gobierno, con la complicidad del principal partido de la oposición, que no ha ofrecido ningún reparo al sistema y ha participado en el reparto de la tarta sin rubor alguno. Pues bien, como lo he dicho muchas veces lo repito aquí y ahora. La fórmula establecida en la nueva ley es contraria a la Constitución, pues vulnera la doctrina del Tribunal Constitucional que en una sentencia de 1986 avaló la constitucionalidad del sistema introducido por Felipe González pero dejó bien sentado que el nombramiento de los representantes de los jueces y magistrados por el Congreso y el Senado solo tendría encaje en la Constitución si los partidos no se repartían los puestos a cubrir mediante el sistema de cuotas, lo que, por cierto, es pedir un imposible.


  Dado que posee la facultad de nombrar a los cargos más relevantes de la magistratura, el Consejo se ha convertido en un nuevo escenario de confrontación entre los dos grandes partidos. La batalla por los nombramientos suele acabar en un descarado reparto de cuotas, de forma que no siempre prevalece el principio de mérito y capacidad. La consecuencia es una Justicia politizada, que se pone de manifiesto de manera especial cuando se trata de enjuiciar los casos de corrupción. Todo esto contribuye a minar la confianza de los ciudadanos en la Justicia.


  La Sentencia del Tribunal Constitucional de 29 de julio de 1986 desestimó el recurso interpuesto por el Grupo Popular contra la ley de Felipe González y su ministro de Justicia, Fernando Ledesma.141 Después de decir que el Consejo ha de reflejar el pluralismo de la sociedad, algo discutible pues los jueces lo único que deben tener es competencia profesional, imparcialidad e independencia, concluyó «que esta finalidad se alcanza más fácilmente atribuyendo a los propios jueces y magistrados la facultad de elegir a 12 de los miembros del CGPJ es cosa que ofrece poca duda».


  No obstante, los magistrados del Tribunal Constitucional formularon una cautela fundamental:


  


  Ciertamente, se corre el riesgo de frustrar la finalidad señalada de la norma constitucional si las cámaras, a la hora de efectuar sus propuestas, olvidan el objetivo perseguido y, actuando con criterios admisibles en otros terrenos, pero no en este, atiendan solo a la división de fuerzas existente en su propio seno y distribuyen los puestos a cubrir entre los distintos partidos, en proporción a la fuerza parlamentaria de estos. La lógica del Estado de partidos empuja a actuaciones de este género, pero esa misma lógica obliga a mantener al margen de la lucha de partidos ciertos ámbitos de poder y entre ellos, y señaladamente, el poder judicial.


  


  No hay duda de que los magistrados que dictaron la sentencia eran angelicales o, reflejando el pluralismo de la sociedad —que en aquel entonces marcaba una aplastante mayoría socialista—, no se atrevieron a tumbar una reforma vital para el control por el poder político de la Sala Segunda del Tribunal Supremo —la Sala de lo Penal-, a la que corresponde decidir qué aforados se sientan en el banquillo y quiénes no.


  Por otra parte, la Constitución encomienda al ministerio fiscal la misión de promover la acción de la Justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley. Pero atribuyó al gobierno el nombramiento del fiscal general del Estado, que es el superior jerárquico de todos los fiscales, obligados, por tanto, a obedecer sus directrices. Dentro del ministerio fiscal está la Fiscalía Anticorrupción, que se ocupa de perseguir a los corruptos. Pero la experiencia demuestra que lo ha hecho de una manera selectiva y a veces sectaria. Nuestra ley fundamental ordena que el ministerio fiscal ejerza sus funciones con sujeción, en todo caso, a los principios de legalidad e imparcialidad, pero se equivocó por no garantizar su independencia al configurarlo como un órgano de carácter jerárquico.


  La Constitución también previó la existencia de una policía judicial para la persecución del delito y el aseguramiento del delincuente, bajo la dependencia de los jueces y tribunales. Pero los agentes destinados a esta función siguen bajo la dependencia jerárquica, aunque no funcional, del Ministerio del Interior, y pueden pensar que se juegan su futuro profesional si no secundan el criterio del gobierno en aquellos asuntos en los que este o su partido pudieran estar comprometidos.


  Hay otra amenaza a la independencia judicial que es directa consecuencia de la asunción por las comunidades autónomas de las competencias que anteriormente ejercía el Ministerio de Justicia en la provisión de los recursos humanos y de los medios materiales de los juzgados y tribunales. Las juntas de gobierno de los tribunales superiores de Justicia son un cero a la izquierda en todas estas cuestiones. No se entiende cómo se acepta sin discusión que las universidades públicas tengan plena autonomía a la hora de gestionar los recursos que proceden de los Presupuestos Generales del Estado o de las comunidades autónomas y, en cambio, se niega al órgano encargado del autogobierno de los jueces —el Consejo General del Poder Judicial— la facultad de disponer de los recursos destinados a la financiación de la Administración de la Justicia.


  


  


  El papel de los medios de comunicación


  


  En esta visión, ciertamente pesimista, sobre la actual situación de la lucha contra la corrupción, queda todavía un lugar para la esperanza. Es el que ocupan en nuestra sociedad democrática los medios de comunicación. Muchos casos de corrupción se han descubierto gracias a su infatigable labor de investigación, que ha obligado en muchas ocasiones a poner en marcha la maquinaria de la Justicia contra los presuntos implicados en estos oscuros asuntos, salvo en algunos casos en que la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo ha inadmitido querellas contra algún aforado por basarse en informaciones meramente periodísticas, sin realizar la menor actuación investigadora.


  También hay sombras que pueden marchitar esta esperanza. Ya sabemos que la libertad de prensa está en manos de unas cuantas sociedades capitalistas, que son quienes monopolizan el derecho a la libre expresión. Es verdad que aquí manda el mercado y los lectores, por fortuna, se pueden librar del pensamiento único. De ahí que los periódicos, salvo algunos casos excepcionales de medios que han logrado mantener su independencia y están abiertos a la libre expresión del pluralismo político y social, si quieren sobrevivir han de conectar con el sentir de alguno de los proyectos ideológicos en liza. Solo por ello puede afirmarse que los medios son fiel reflejo del pluralismo de la sociedad.


  Todos los gobiernos que han sido, son y serán, han intentado, intentan e intentarán influir en los medios de comunicación. En España hay radios y televisiones públicas, a las que se destinan cuantiosos recursos públicos, y que no tienen ninguna razón de ser.142 Por fortuna, la revolución tecnológica nos permite elegir entre una impresionante oferta de canales de televisión y de emisoras de radio. El oligopolio televisivo en que hemos vivido en las últimas décadas toca a su fin. Y eso también es bueno para la libertad de expresión y de información. Sin contar con otra manifestación libertaria que son los medios digitales y el desarrollo de las grandes redes comunicativas, que contribuyen a promover el pluralismo.


  La prensa escrita es un caso especial. Los poderes públicos —y también los grandes grupos de interés— han tratado siempre de influir o controlar los medios de comunicación. Pues bien, los gobiernos han encontrado en los últimos tiempos un procedimiento de control que resulta altamente peligroso. Me refiero a la llamada publicidad institucional, que no es otra cosa que pura propaganda pagada con fondos públicos a mayor gloria de los gobernantes. Cuando la cuenta de resultados se convierte en un grave problema para la propia subsistencia de la empresa periodística, la publicidad institucional puede ser la única tabla de salvación. Todo esto, además de ser una amenaza para la libertad, refleja un comportamiento mafioso y corrupto. Es verdad que los recortes presupuestarios provocados por la crisis han reducido este riesgo, pero confiemos en que si algún día vuelve la época de las vacas gordas los gobiernos no vuelvan a las andadas.143


  Pero no siempre el papel de los medios es ejemplar. Algunos se prestan a realizar campañas teledirigidas desde el poder político en contra de sus adversarios y publican informaciones sesgadas, tergiversadas o no contrastadas, difunden ilegalmente los sumarios declarados secretos con filtraciones interesadas y presionan a los jueces y magistrados encargados de la instrucción y enjuiciamiento de determinadas conductas delictivas, sirviendo así a los intereses de una determinada formación política y no a la causa de la verdad.


  Todo esto también es corrupción.


  


  


  Reivindicación de la política y de los políticos


  


  A la vista del panorama que acabo de describir, donde existen muchas más sombras que luces, la erradicación de las prácticas corruptas parece una utopía propia de una sociedad de titanes.


  Aquí no vale decir «y tú más». Ni tampoco invocar aquella máxima evangélica de que «quien esté libre de culpa tire la primera piedra». Ninguna formación política está vacunada contra la corrupción de alguno de sus miembros. Pero del mismo modo que una manzana podrida puede corromper todo el cesto, la ciudadanía piensa que lo mismo ocurre en el cesto de la política, de modo que llega a la conclusión de que, al final, todos los políticos son iguales. Lo cierto es que el descrédito de la llamada clase política es brutal.


  Algo tendremos que hacer para evitarlo. Todo menos permanecer con los brazos cruzados. La inhibición es una actitud cobarde. La lucha contra la corrupción nos concierne a todos. Por ejemplo, con el voto libre y secreto. Pero podemos y debemos hacer mucho más. Eso de la «tolerancia cero» con la corrupción queda muy bien en los discursos de los responsables políticos, pero de las palabras hay que pasar a los hechos.


  Hay que exigir a todos los partidos que excluyan de las listas electorales e impidan el acceso a la función pública a quienes no tengan su casa en perfecto estado de revista.


  Los ciudadanos tienen derecho a exigir a los servidores de la res publica una total transparencia patrimonial y el estricto cumplimiento de las incompatibilidades, que eviten o detecten cualquier enriquecimiento no justificado o cualquier actuación contraria al interés general. Debemos congratularnos de que hoy en día este derecho se haya hecho realidad, lo que es un avance de gran importancia, aunque no pensemos que es la panacea para evitar la corrupción, pues el botín de los corruptos no suele aparecer en sus declaraciones de renta y de patrimonio.


  Asimismo, no estaría de más introducir por ley la limitación de mandatos de quienes ejerzan responsabilidades de gobierno. Me viene a la memoria una frase que figura en el acuerdo de la Diputación Foral que, a fines del siglo XIX, creó el Consejo Foral de Navarra con la finalidad de controlar su gestión presupuestaria y económica, y que me impresionó por su clarividencia: «El pueblo —cito textualmente— mira con recelo a quienes se perpetúan en el ejercicio del poder».


  Es imprescindible, además, reforzar la independencia de los miembros del poder judicial y del ministerio fiscal. La policía judicial no debe ser una correa de transmisión del poder político.


  Deben reforzarse al máximo los instrumentos de control de la contratación pública, para evitar que la discrecionalidad pueda convertirse en arbitrariedad. Y lo mismo en lo relativo a la concesión de subvenciones.


  Hay que repudiar al empresario que se acerca al poder para conseguir beneficios personales. Defender el interés de su empresa es plenamente legítimo, pero no a costa de convertirse en un cuatrero de los fondos públicos en perjuicio de sus competidores.


  Algo habrá que hacer también para reforzar la función fiscalizadora de los parlamentos en su papel de control a sus respectivos gobiernos. No puede ser que el poder ejecutivo controle al legislativo, cuando debe ser a la inversa. En las democracias parlamentarias, el jefe del Gobierno —sustentado en la mayoría— tiene un poder inmenso. De ahí la sabia advertencia de Lord Acton: «El poder tiende a corromper. Pero el poder absoluto corrompe absolutamente».


  La concertación de los grandes partidos para superar situaciones excepcionales no puede servir tampoco de coartada al poder político para eludir el control de su actuación por parte de la oposición.


  Por otro lado, los grupos parlamentarios no deben convertirse en asociaciones gregarias sin ninguna capacidad de decisión. Bien está la disciplina de partido para no desvirtuar el mandato del cuerpo electoral. Pero el funcionamiento interno de los grupos ha de ser plenamente democrático. No pueden limitarse a ser el brazo ejecutor en el Parlamento de las directrices emanadas de las cúpulas de los partidos. Resulta imprescindible revisar las leyes reguladoras del sistema electoral a fin de garantizar el derecho de los ciudadanos a dar su voto a la formación política que prefieran y armonizarlo con el derecho a elegir a aquellos candidatos de su partido que consideren más aptos para ejercer su representación. O sea, listas abiertas.


  En cualquier caso, es preciso reivindicar el buen nombre de miles y miles de personas entregadas, por vocación de servicio, a mejorar la vida de sus conciudadanos. No es cierto que todos los políticos sean iguales. La política, con minúsculas, puede llegar a ser un lodazal intransitable, pero la POLÍTICA, con mayúsculas, es una de las actividades más nobles del ser humano.144 Claro es que para ello hacen falta políticos honrados, valerosos, de gran autoridad moral y que, además, tengan principios y convicciones y los defiendan hasta la extenuación.


  Este capítulo lleva por título el cáncer de la corrupción. Hoy día se puede curar si no hay metástasis generalizada. Aunque el enfermo esté muy grave, porque está decaído y no parece dispuesto a luchar con aplomo contra la enfermedad, todavía tiene tratamiento: quimioterapia, radioterapia y si fuera necesario extirpación del tumor maligno. El problema es que el cáncer ha invadido a los propios cirujanos. Y esto, como diría Mariano Rajoy, no es un problema menor.


  


  


  


  EPÍLOGO

  
 TIEMPOS DE INCERTIDUMBRE
Y DE ESPERANZA


  


  


  


  


  


  


  Solo y en compañía de otros


  


  He expuesto hasta aquí los principales errores que, a mi juicio, cometió el presidente Zapatero en el terreno político durante sus ocho años de gobierno, y que están en el origen de los males que aquejan hoy a nuestro país. No son los únicos, desde luego, pero su análisis haría interminable este libro.


  A la vista de la actual situación política española es evidente que el 11-M produjo un verdadero terremoto político. La herencia del presidente Zapatero no pudo ser más calamitosa. El famoso buenismo del que hizo gala en su discurso de investidura, tan celebrado por muchos, quedó pronto sustituido por una política radical que resquebrajó los cimientos de la Transición.


  Bien entendido que el presidente no estuvo solo, sino en compañía de otros. Sin la colaboración y complacencia de quienes compartieron tareas de gobierno con él, así como de cuantos le jalearon y aclamaron cada vez que le convenía generar tensión, nada de esto hubiera ocurrido. Por eso, cuando no hace mucho el actual secretario general de los socialistas lanzó el grito «¡el PSOE ha vuelto!» en medio de una soflama incendiaria que parecía encender la mecha de la lucha de clases y de la persecución religiosa, resulta inquietante constatar que quienes se disputan la futura dirección del partido sean precisamente quienes se sentaron junto al expresidente en el Consejo de Ministros.


  Vivimos tiempos cargados de incertidumbre. En unos momentos en los que habría que hacer un gran esfuerzo común para afrontar la crisis económica y practicar la solidaridad, no con palabras sino con hechos, porque son muchos, demasiados, los españoles que lo están pasando muy mal, nos dedicamos a poner palos en la rueda de la recuperación.


  Es la hora de estadistas de verdad, no de oportunistas que a río revuelto pretenden ganancia de pescadores, porque la crisis institucional es demasiado profunda. Da la impresión de que los españoles nos hemos cansado de vivir en paz y en libertad.


  


  


  La corona


  


  Pero aún estamos a tiempo para evitar el derrumbamiento del «sistema», que, en realidad, sería el fin de la democracia. Hay quien añora que alguien, con peso suficiente en el país, resucite aquel famoso artículo «¡Delenda est Monarchia!», del gran filósofo José Ortega y Gasset, que allanó el camino a la revolución incruenta que acabó con el reinado de Alfonso XIII en 1931, olvidando que el filósofo a los siete meses de proclamada la República se lamentaría en otro memorable artículo, «¡No es esto! ¡No es esto!», en el que se preguntaba por qué los gobernantes republicanos «nos han hecho una vida agria y triste» y les advertía de que «el Estado naciente vivirá en continuo peligro y a merced de que cualquier banda de aventureros lo amedrente e imponga su capricho».


  En 1931, el rey fue víctima del error de haber consentido y refrendado la dictadura de Primo de Rivera, aunque el dictador hubiera sido llevado en triunfo desde Barcelona a Madrid para que pusiera fin a los grandes males que afectaban a España, entre ellos el de una agitación social incontrolable, tarea en la que colaboraría el dirigente socialista Largo Caballero, que más tarde sería aclamado como el Lenin español. Cuando Alfonso XIII quiso regresar a la normalidad constitucional era demasiado tarde.


  Por el contrario, desde su proclamación como rey el 22 de noviembre de 1975, será el propio don Juan Carlos quien impulsará aquella gran revolución incruenta que fue el tránsito pacífico de la dictadura a la democracia, con la diferencia respecto a 1931 de que nadie tuvo motivos para, a los pocos meses de entrada en vigor de la Constitución de 1978, proclamar: «¡No es esto! ¡No es esto!». Solo un grupúsculo de militares golpistas lo haría un aciago 23-F en que a punta de pistola secuestró al Congreso y al gobierno. El rey les hizo frente con inteligencia y valor e impidió que España se apartara de la senda de la constitucional.


  Es verdad que en la actualidad una institución clave de nuestro ordenamiento constitucional, llamada a garantizar la estabilidad democrática y fortalecer la cohesión nacional, se encuentra en horas bajas. Se puede ser comprensivo con las debilidades humanas del rey. En España, a diferencia de otros lugares, se ha entendido que la vida privada de los políticos no tiene por qué afectar a su vida pública. Hay algo, sin embargo, que quienes encarnan la corona han de tener siempre presente. Se puede pensar que es un anacronismo en estos tiempos conferir, con carácter hereditario, la Jefatura del Estado y la máxima representación de la nación a una dinastía por más que hunda sus raíces en nuestra historia. Esto solo se justifica si la corona ejerce eficaz y ejemplarmente su elevada función. Así lo han entendido los países democráticos que como el nuestro mantienen la institución monárquica y que figuran entre los más avanzados del mundo.145


  Es precisamente ese servicio permanente a la nación el que exige a quienes en cada momento encarnen la institución una dedicación y entrega total y absoluta. El respeto que se merece el rey y los privilegios inherentes a su cargo no se deben a él como persona, sino porque en él se ve la representación viva de la nación. El rey es rey las veinticuatro horas del día. Tiene derecho a disfrutar de momentos de ocio y de descanso, pero la corona no es una función sujeta a horario, como si se tratara de un alto cargo de la Administración. Sin duda esto constituye una servidumbre y una limitación de su libertad personal, pero quienes no estén dispuestos a soportarlo deben renunciar a sus privilegios para convertirse en ciudadanos como los demás. Por eso, la ejemplaridad de su conducta ha de ser requisito indispensable para mantener su estatus. Ejemplaridad en su vida personal y familiar.


  Hizo bien don Juan Carlos al prescindir de la corte que en otros tiempos rodeaba al monarca y lo distanciaba del pueblo. Pero no es bueno que el lugar de los grandes de España, lo ocupen o traten de ocuparlo personajes del mundo financiero y empresarios poderosos. Sería mejor que el rey se rodeara de personas del mundo académico o de la cultura no pertenecientes a ningún grupo de interés. No pongo en cuestión, sino todo lo contrario, que el monarca utilice su excelente relación con numerosos líderes mundiales para lograr todo aquello que redunde en beneficio de la economía española, siempre que cualquier actuación o gestión que realice en tal sentido cuente con el refrendo del gobierno, pues ahí reside la esencia de la monarquía parlamentaria y en ella se fundamenta la inviolabilidad e inmunidad que la Constitución confiere a la persona del monarca. El rey tiene derecho a administrar su patrimonio personal, siempre con el obligado asesoramiento de expertos independientes, pero no debe ni puede hacer negocios por más que la Constitución no lo prohíba expresamente. Creo que es innecesario argumentar el porqué de esta aseveración.


  En estos momentos cruciales para España, es una verdadera desgracia que la corona se encuentre en sus horas más bajas a causa, sobre todo, de las actividades presuntamente delictivas de uno de sus miembros, que, según reconoce la propia Casa Real, no actuó con la debida ejemplaridad. Ver a una infanta de España declarar como imputada es otro hachazo a la dignidad de la corona. Todo esto daña gravemente la imagen de la institución en unos momentos en que nuestro país está inmerso en una grave crisis nacional.


  La Constitución no otorga al rey ningún poder propio. En las monarquías parlamentarias el rey reina pero no gobierna. Ahora bien, reinar es algo más que recibir embajadores, promulgar las leyes, sancionar los decretos del gobierno o presidir eventos culturales, deportivos u otros actos que realzan los miembros de la corona con su presencia. Según proclama la Constitución, el rey es el símbolo de la unidad y permanencia del Estado, arbitra y modera el funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado Español en las relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ostenta el mando supremo de las Fuerzas Armadas. Tiene derecho a estar informado sobre los asuntos de Estado e, incluso, posee la facultad de presidir los Consejos de Ministros, cuando lo estime oportuno, si así lo requiere al presidente del Gobierno.


  Esta facultad arbitral o moderadora es de contenido indeterminado, pero descansa en la auctoritas del rey que la Constitución le reconoce en atención a su alta y permanente función institucional. En situaciones de crisis se acrecienta esa función. Mas para que pueda ejercerla con eficacia es preciso que el rey recupere todo su prestigio, que intacto lo transmita a su heredero y este lo mantenga.146


  Solo el rey es responsable de sus propios errores personales, pero no lo es de las conductas de terceras personas que, tal vez, abusaron de su cercanía y pudieron violar los deberes éticos exigibles a quienes ocupan un lugar en el orden sucesorio de la corona, aunque lo prudente sea esperar al veredicto de la Justicia.


  Don Juan Carlos ha prestado grandes servicios a España. Es el primer Borbón que se ha ganado la corona a pulso y posee plena legitimidad democrática. Por eso puede y debe poner toda la carne en el asador, pues tiene autoridad moral y está por encima de cualquier planteamiento partidista para promover los grandes acuerdos que España necesita.


  


  


  La «italianización» de la política española


  


  Ocurre que poco puede hacer la corona si los grandes partidos nacionales llamados a ponerse de acuerdo viven en otra galaxia, empeñados en debilitarse mutuamente y sumidos en una larga, dura y aun sórdida lucha interna por el poder. O si agobiados por las tareas de gobierno, sus líderes no tienen tiempo de ocuparse de la dirección del partido.


  En estas circunstancias resulta poco esperanzador que el único asunto en el que el Partido Popular y el PSOE se hayan puesto de acuerdo sea en el reparto de la cuota de cada partido a la hora de elegir a los miembros del Consejo General del Poder Judicial.


  Las encuestas revelan el declive electoral de los partidos mayoritarios, del que obtendrían rédito sus hasta ahora pequeños competidores. Es probable que los electores desencantados con su formación política saquen las uñas en las inminentes elecciones europeas, votando a los partidos minoritarios existentes o los que puedan proliferar hasta el momento en que se dé el pistoletazo de salida de las elecciones europeas de mayo de 2014.147 Sería una oportunidad para expresar su indignación. También es posible que los otros «indignados», los del 15-M, consigan agruparse en una lista propia o sumarse a quienes consideren más afines a su forma de ver la sociedad.


  Podemos adivinar las reacciones de la noche electoral de los comicios europeos. Si al PP le van bien las cosas dirá que es un respaldo a la gestión de Mariano Rajoy. Y si le van mal se consolará diciendo que las elecciones que verdaderamente importan son las autonómicas y sobre todo las generales. En la sede de Ferraz correrá el cava si la lista socialista es la más votada, lo que permitirá a Pérez Rubalcaba ser elevado en el pavés. Pero si no es así, echarán la culpa a un secretario general agotado y quemado, al que las primarias se encargarán de triturar.


  Estos juegos malabares no podrán ocultar, sea cual sea el resultado, que España parece caminar inexorablemente hacia una fragmentación política que podría impedir una acción de gobierno coherente y firme. Las opciones del Partido Popular son escasas si no revalida su mayoría absoluta. Es más que probable que ni siquiera podría intentar un pacto de investidura con los nacionalistas, cada vez más inmoderados, o quedaría en manos de un partido bisagra que defiende un neocentralismo inasumible para los populares, amén de otras discrepancias ideológicas difícilmente superables.


  Nadie quiere poner el cascabel al gato de una reforma electoral que permita una relación directa elector-elegido, sin tener el primero que someterse a la imposición de una lista única decidida por los aparatos de los partidos. Tampoco nadie parece dispuesto a establecer un sistema mixto que permita en las elecciones generales votar a los candidatos provinciales junto a una lista nacional. El sufragio proporcional más o menos puro puede que sea muy representativo, pero la gobernabilidad es también un valor constitucional.


  Los partidos tienen además dos asignaturas pendientes. Acabar con toda sospecha de corrupción en sus filas y democratizar su funcionamiento interno. Ambas cosas conducen necesariamente a la renovación de sus cuadros dirigentes. Mientras las listas electorales no estén cubiertas en su totalidad por personas libres de toda sospecha de corrupción, no cesará de aumentar la desconfianza de los ciudadanos.


  El Partido Socialista tiene una ventaja sobre los populares. La fidelidad de los votantes socialistas a su partido es muy superior a los electores del Partido Popular, que, por cierto, ha perdido la batalla mediática a la hora de presentarse como partido centrista y reformista, porque sus oponentes han conseguido imponer al PP la etiqueta de ser la derecha conservadora más extrema de Europa.148


  Más de una vez, en estos últimos tiempos, se ha recordado el triste final de Unión de Centro Democrático, la coalición transformada en partido tras el triunfo en las primeras elecciones democráticas de 1977, revalidado por Adolfo Suárez en 1979. ¿Podría ocurrir lo mismo con el Partido Popular? Ni lo creo ni lo deseo. Hoy las circunstancias son muy distintas. El de UCD era un electorado muy heterogéneo e ideológicamente poco compacto. Aunque los partidos que constituyeron la coalición centrista —liberales, democratacristianos y socialdemócratas, más los jóvenes reformistas del anterior régimen liderados por el propio Suárez— se unieron en un único partido, permanecieron las familias y sus respectivos «barones», que tenían muy presente aquel mítico juramento de los reyes de Aragón: «Nos, que somos tanto como vos y todos juntos más que vos…».149 En 1982 UCD falleció de muerte electoral, al pasar de 168 diputados a 11. Tras las escisiones que tuvieron lugar ese mismo año, Adolfo Suárez fundaría el Centro Democrático y Social, que obtuvo tan solo 2 diputados. Años más tarde el CDS se integraría en el Partido Popular.


  Hoy muchos reprochan al PP el incumplimiento de su programa electoral en materia económico-fiscal. Es posible, sin embargo, que en 2015 el gobierno pueda presentar resultados muy positivos en la marcha de la economía, que devuelvan la confianza en el partido. Por otra parte, el descontento por la supuesta debilidad de Mariano Rajoy ante el final de ETA o la deriva independentista de Cataluña, podrá remitir si finalmente la disolución de la banda terrorista se produce sin ninguna concesión en materia política ni penitenciaria, y si el plan que dice tener el presidente para impedir la secesión catalana tiene éxito. Esto permitiría acallar además las voces que consideran que los prolongados silencios del jefe del ejecutivo, aparentemente absorto en los asuntos económicos, son la demostración de que carece de un proyecto ilusionante capaz de superar el desánimo que ha hecho mella en muchos y del que se aprovechan quienes pretenden derribar el régimen constitucional.


  En vísperas del congreso de Valencia, celebrado en 2008, en unos momentos en que parecía tambalearse su liderazgo al frente del PP, publiqué un artículo titulado «Yo confío en Mariano Rajoy». Siendo justos, en sus dos largos años de gobierno, en la labor del presidente hay más luces que sombras. Y todavía tiene margen para rectificar el rumbo de las cosas, si no se encierra en La Moncloa, escucha más a la gente y menos a quienes se mueven en la penumbra como peces en el agua, sin asumir jamás responsabilidad alguna. Si así lo hace, merecería un nuevo voto de confianza. Antes de acudir a las urnas, quienes han apostado por el Partido Popular deberían reflexionar a dónde nos conduciría la «italianización» de la política española.


  Es hora de poner punto final. Me atrevo a sugerir tres palabras clave: regeneración, renovación y generosidad. Las dos primeras se explican por sí solas.


  La crisis económica ha obligado a adoptar medidas regeneracionistas para desterrar todo atisbo de corrupción. Pero hace falta una mayor audacia para culminar la tarea de regeneración de la democracia española.


  Renovar significa tratar de convencer a los mejores de que den un paso al frente en unos momentos en que la patria está en peligro.


  Esto solo será posible si quienes tienen en sus manos los resortes del poder en cada partido dan un paso atrás con generosidad y altura de miras.


  España ha vivido otros momentos de crisis, en los que todo hacía pensar que la nación no sobreviviría. Al final siempre ha conseguido superarlos. No nos hacen falta salvapatrias, solo estadistas y unidad democrática. Con tenacidad y esfuerzo, saldremos también de esta. No lo dudemos.


  


  


  
    
      Notas


      


      1Basel Ghalyoun y Mohannad Almallah Dabas serían absueltos por el Tribunal Supremo en su sentencia de 17 de julio de 2008, al igual que Abdelilah El Fadoual El Akil, condenado por la Audiencia Nacional como autor de un delito de colaboración con banda armada.

    


    

  


  
    
      2Más tarde se sabría que estos detonadores eran idénticos a los hallados en la mochila descubierta en la comisaría de Vallecas y desactivada en el parque Azorín en la madrugada del día 12, en el registro de una finca en Chinchón utilizada por la célula terrorista, y en el desescombro de la calle Martín Gaite de Leganés, tras el suicidio de la mayoría de sus componentes.

    


    

  


  
    
      3La sentencia no aclara cuál es la razón por la que los terroristas abandonaron en la bolsa los detonadores y el envoltorio de un cartucho de dinamita. La célula islamista preparó los artefactos en Morata de Tajuña y no necesitaban para nada transportar detonadores ni explosivos hasta la estación de Alcalá. Parece evidente que, dejando la cinta en árabe de los versículos del Corán y la bolsa con detonadores, los autores del atentado decidieron proporcionar una pista sobre la autoría del atentado.

    


    

  


  
    
      4Más preciso sería el CNI. En una nota informativa fechada el 16 de marzo de 2004, el Centro Nacional de Inteligencia aclaró que la cinta contenía la sura número tres del Corán e incluía algún versículo o aleya beligerante contra los infieles, lo que implicaba una auténtica reivindicación del carácter islamista del atentado. Sin embargo, entre los más de doscientos versículos de dicha sura se pueden encontrar también aleyas de respeto a judíos y cristianos, que al fin y al cabo creen en un solo Dios.

    


    

  


  
    
      5Este hecho sería muy relevante para fundamentar la condena a Emilio Suárez Trashorras. El testimonio del menor Gabriel Montoya, alias el Gitanillo, resultaría letal para el asturiano, pues en sus declaraciones policiales y judiciales le acusó de haber facilitado los explosivos a los terroristas. Refirió Montoya cómo en un momento dado, la noche en que se produjo el robo de los explosivos en Mina Conchita, Suárez Trashorras le dijo a Jamal Ahmidan, alias el Chino, que no se olvidara de recoger, además de los explosivos, «los tornillos y clavos».

    


    

  


  
    
      6El «bloqueo» se acabó la noche del 12 al 13 de marzo en un restaurante de Pozuelo próximo a la sede socialista de Gobelas. Según testigos presenciales, después de acudir a la manifestación de Madrid frente al terrorismo organizada por el gobierno, Pérez Rubalcaba se fue a cenar con José Blanco. En torno a las 0.15 horas del día 13, Pérez Rubalcaba recibe una llamada a su móvil de Margarita Robles. La exsecretaria de Estado de Seguridad del último gobierno de Felipe González le refiere una conversación que acababa de mantener con Laurence Levert y en la que la juez encargada en Francia de la lucha contra el terrorismo le había informado que el atentado era obra de los islamistas, no de ETA. Los testigos sostienen que cuando cortó la comunicación, Pérez Rubalcaba levantó su copa y dijo: «No ha sido ETA. Hemos ganado las elecciones». En la Comisión de Investigación, Pérez Rubalcaba negó que hubiera brindado con champán, como se publicó más tarde. Habrá que creerle, pues como es bien sabido siempre dice la verdad.

    


    

  


  
    
      7El mismo que había permitido a Pérez Rubalcaba su extemporánea comparecencia en televisión en plena jornada de reflexión y en momentos de máxima audiencia sería objeto de una infame campaña de acoso y derribo personal. Alfredo Urdaci es un gran periodista, profesionalmente competente y de honradez acrisolada.

    


    

  


  
    
      8Como en todo lo que rodea al atentado del 11-M siempre surgen dudas sobre lo que realmente ocurrió. Cuando el juez Del Olmo levantó el secreto del sumario, lo que hizo progresivamente desde finales de 2004, se conocieron informes y testimonios que revelaban la inexactitud de muchas de las cosas que se dieron por ciertas desde el mismo día del atentado. Es verdad que Telemadrid avisó al 091, pero una de las vigilantes de seguridad de la cadena se acordó de que su padre, José Vicente Ayala, policía en segunda actividad, tenía su domicilio en las proximidades de la mezquita. Avisado por su hija, llegó antes que sus compañeros y, con gran sigilo, revisó la papelera situada junto a un quiosco de helados hasta que descubrió una cinta de vídeo en el interior de un guante de lana de niño, de color azul. Con la cinta en la mano le encontraron los agentes de policía enviados como consecuencia del aviso de Telemadrid. Los autores del vídeo habían escrito a mano «MUY URGENTE». El estudio posterior de la Policía Científica reveló que la cinta se había adquirido en la tienda de los hindúes detenidos esa misma tarde y no se encontró en ella ninguna huella de la que pudiera desprenderse la participación de los miembros de la célula que el 3 de abril se suicidaría en Leganés. La grabación se había realizado la misma tarde del 11-M, entre las 17.01 y las 17.03. Se informó al juez de que el lector del comunicado tenía la voz de Jamal Ahmidan, alias el Chino, pero uno de sus hermanos no reconoció su voz en el juicio oral. Todas estas cosas las pudo conocer el juez Del Olmo muchos meses después. Resulta extraño que los terroristas hubieran tardado más de 48 horas en reivindicar el atentado, porque la noticia difundida por la agencia Reuters a las 21.30 del día 11 de marzo, que informaba de un comunicado firmado por una organización islámica denominada Las Brigadas de Abu Hafs atribuyéndose el atentado de Madrid, resultó ser rotundamente falsa. Por todo esto, hay quien tiene serias dudas, no sobre la existencia de la cinta encontrada junto a la mezquita de la M-30, sino sobre su autenticidad.

    


    

  


  
    
      9Esta afirmación de Díaz Pintado contradice la declaración que Juan Jesús Sánchez Manzano hizo ante la Comisión de Investigación del Congreso de los Diputados a la que nos referiremos más adelante. En ella, el jefe de los Tedax manifestó que la nitroglicerina era el componente de todas las dinamitas.

    


    

  


  
    
      10La fiscal Olga Sánchez pasaría a la historia forense como la fiscal vale ya. Dicha frase la pronunció en la vista ante la Audiencia Nacional de uno de los recursos interpuestos contra la negativa del juez Del Olmo a realizar diversas pruebas periciales sobre los explosivos. Tras el alegato del abogado Antonio Alberca, defensor de Rafá Zouhier, que sería condenado a diez años de prisión frente a cuarenta mil solicitados por el Ministerio Fiscal, Olga Sánchez no pudo contener su enfado y exclamó: «¡En los trenes estalló Goma 2 ECO! ¡Y vale ya!».

    


    

  


  
    
      11Miguel Ángel Santano era jefe de la Policía Científica de Madrid cuando se produjo el atentado del 11 de marzo. Proclive al PSOE, fue uno de los mandos policiales que prepararon su comparecencia ante la Comisión de Investigación del Congreso en la sede socialista de Gobelas, un soberbio edificio situado en el lujoso barrio de La Florida en Madrid.

    


    

  


  
    
      12El día 2 de abril la Guardia Civil descubrió la colocación de un artefacto explosivo en el kilómetro 61,200 de la línea del AVE Madrid-Toledo, que se atribuyó a la célula islamista que se inmolaría al día siguiente en el piso de Leganés.

    


    

  


  
    
      13El día 29 de febrero de 2004 la Guardia Civil detuvo en Cañaveras a Gorka Vidal e Irkus Badillo, cuando se dirigían a Madrid con una furgoneta cargada con más de 500 kilos de explosivos (506 kilos de cloratita, 30 de dinamita Titadyn, 90 metros de cordón detonante y un temporizador), que pretendían hacer estallar en el Corredor del Henares y que hubiera producido una masacre. Al conocerse esta detención, desde las filas socialistas se acusó al gobierno de oportunismo político en vísperas de las elecciones generales del 14 de marzo. Los etarras fueron condenados por la Audiencia Nacional a 27 años de cárcel por los delitos de integración en organización terrorista, conspiración de estragos terroristas y transporte de artefactos explosivos. Se da la circunstancia de que mientras el Chino y sus secuaces viajaban a Madrid el día 29 de febrero con la dinamita robada en Mina Conchita, al mismo tiempo entraban en España los dos miembros del comando Gaztelu con su mortífera carga explosiva. Por supuesto, el gobierno de Rodríguez Zapatero atribuiría este hecho a una pura casualidad.

    


    

  


  
    
      14Ante el juez Del Olmo, Parrilla declaró que había proporcionado su número de Canillas a Carmen Toro antes de que fuera detenida, para que se pusiera en contacto con él si recordaba algún detalle más de los hechos. Sobre el motivo de identificarse como Manzano, dijo que él solía usar ese alias en otras operaciones.

    


    

  


  
    
      15Por el episodio Manzano y otras cuestiones, Sánchez Manzano interpuso una demanda de protección al honor contra el director de El Mundo, Pedro J. Ramírez; su vicedirector Casimiro García-Abadillo; el redactor jefe Fernando Múgica y el columnista Federico Jiménez Losantos. El Juzgado de Primera Instancia número 56 de Madrid la desestimó íntegramente el 11 de septiembre de 2009. En la sentencia se declara: «En el caso presente, es lo cierto que la información contenida en los artículos enjuiciados es veraz en lo sustancial y no está basada en rumores ni en meras conjeturas. En esencia, ha quedado probada la sustancial conformidad con la realidad de los hechos expuestos o divulgados en ellos, los cuales están tomados de las diligencias policiales y actuaciones judiciales practicadas a fin de determinar la autoría, y las causas y motivos del atentado, y también de las declaraciones prestadas ante la comisión parlamentaria del 11-M, y ello como resulta de la prueba aquí practicada». El recurso de apelación interpuesto por Sánchez Manzano fue desestimado por sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 9 de diciembre de 2010.

    


    

  


  
    
      16La expresión se corresponde con el libro de Pilar Urbano titulado Garzón, el hombre que veía amanecer, Plaza & Janés, Barcelona, 2000.

    


    

  


  
    
      17En una «nota informativa» difundida el 6 de noviembre de 2003 el CNI alertaba sobre la posibilidad de que Allekema Lamari, que más tarde moriría «suicidado» en el piso de Leganés, estuviera preparando con algún grupo de argelinos un gran atentado contra un edificio mediante un coche bomba conducido por un suicida. Si el CNI alertaba sobre esta posibilidad es porque tenía conocimiento de las andanzas de este islamista, puesto en libertad en el verano de 2002 por un gravísimo error judicial del que nadie se ha hecho responsable. Pues bien, esa nota informativa cuyos destinatarios fueron todos los servicios de seguridad del Estado demostraba que el CNI seguía los pasos de Lamari. Entre el 6 de noviembre de 2003 y el 11 de marzo de 2004, ¿tuvo el CNI conocimiento de las andanzas del terrorista, que al parecer vivía de forma clandestina en La Ribera navarra?

    


    

  


  
    
      18La cúpula del Ministerio del Interior se quedó estupefacta cuando ese mismo día 17 de marzo el general Varela, subdirector general de Operaciones de la Guardia Civil, informó en una reunión presidida por Ignacio Astarloa, secretario de Estado de Seguridad, que Zouhier era confidente de la UCO.

    


    

  


  
    
      19En su comparecencia ante la Comisión, el todavía coronel Félix Hernando me impresionó cuando dijo que, al haberse descubierto su identidad como colaborador de la Guardia Civil, si Zouhier salía de la cárcel «era hombre muerto», dando a entender que la gente a la que él había denunciado ajustaría cuentas con él. Lo dijo de forma extemporánea, sin venir a cuento en aquel momento, y me impresionó lo gélido de sus palabras, máxime tratándose de una persona que corría grave riesgo precisamente por haber colaborado con la Guardia Civil.

    


    

  


  
    
      20Álvaro Cuesta ha sido nombrado, en fecha reciente, vocal del Consejo General del Poder Judicial y forma parte de su comisión permanente en régimen de dedicación exclusiva.

    


    

  


  
    
      21Las crónicas periodísticas dicen que el inspector García se quedó profundamente afectado por mis palabras, hasta el punto de que, con lágrimas en los ojos, pidió «perdón» a los familiares de las víctimas «si en algún momento, como dice S. S., he tenido algo que ver por negligencia o cualquier otro motivo, pero que quede claro que si ha sido así he sido totalmente engañado por una persona de la que creía que jamás me podía hacer una cosa de estas, jamás, porque lo hubiese detenido en el primer momento en que hubiese sabido cualquier cosa sobre explosivos, cualquier cosa que me hubiese comentado. No ha sido ese el caso y, por tanto, si me he equivocado en algo pido perdón a toda esta gente. Yo no he participado para nada, para nada en este tema, sino solamente a posteriori, cuando él se pone en contacto conmigo, me cuenta lo que hay y yo me limito a transmitirlo. Esto es lo que hay; no hay más, no hay más».

    


    

  


  
    
      22El ministro del Interior, José Antonio Alonso, cesó a Rodríguez Bolinaga en noviembre de 2004 y se le abrió expediente disciplinario por este motivo. Se le sancionó con diez días de pérdida de haberes. El Tribunal Supremo, en noviembre de 2007, confirmó dicha sanción por entender que había sido «claramente negligente». Quede claro que la negligencia no implica una conducta dolosa. Trasladado a la comandancia de Toledo, en el área de Informática, ese mismo año ascendió a coronel.

    


    

  


  
    
      23Miguel Ángel Fernández Rancaño cesó en julio de 2005, a petición propia, para dirigir la seguridad de la Caixa. Antes de ser nombrado jefe superior de Policía de Madrid había desempeñado el mismo cargo en Barcelona.

    


    

  


  
    
      24Cuando se produjo la explosión del piso de Leganés solo pudieron identificarse seis de los siete cadáveres.

    


    

  


  
    
      25Tras la muerte de Lamari un tal Abdelkrim Benesmail, al que el CNI consideraba su lugarteniente, recogió el testigo de su supuesto jefe. De nacionalidad argelina, en abril de 1997 fue detenido en Valencia acusado de pertenecer al grupo terrorista argelino GIA, junto a Allekema Lamari, emir de la célula del 11-M, con quien a pesar de estar en prisión mantenía contacto permanente. Estuvo cuatro años en la cárcel de Ocaña 1, donde trabó amistad íntima con Valentín Lasarte, asesino de Gregorio Ordóñez, y otros pistoleros de ETA como Fernando Elejalde. En julio de 2001 fue trasladado a la prisión asturiana de Villabona, donde se hizo amigo de los etarras encarcelados en dicha prisión como Juan María Igarataundi y el miembro de Jarrai José Luis Camarero. Este último dejó testimonio escrito de la admiración que el radicalismo islamista le provocaba. Benesmail coincidió en la cárcel con Antonio Toro cuando este, en el año 2001, ofrecía dinamita a diestro y siniestro. Se dice de él que era el lugarteniente de Lamari porque este, tras recobrar su libertad, le enviaba con frecuencia giros postales, el último unos días antes del 11-M. El CNI estableció contacto con Benesmail a través de su colaborador Fernando Huarte, destacado militante socialista de Gijón y presidente de la Asociación Nacional de Amigos del Pueblo Palestino Al-Fatah, relación que se mantuvo antes y después del 11-M, hasta que fue «detenido» el 24 de octubre de 2004 en su celda de Villabona, acusado por el juez Garzón de planear la voladura de la Audiencia Nacional en el marco de la operación Nova, el gran éxito de su lucha contra el terrorismo islamista, que exhibió el juez que veía amanecer antes de irse de España a hacer las Américas, algo que a su regreso le costaría serios disgustos. En el momento de su detención, Benesmail tenía en su poder la fórmula utilizada por ETA para la fabricación de cloratita, la dirección de los centros penitenciarios en los que cumplían condena cuatro de los más peligrosos asesinos de la banda etarra, Henri Parot, Harriet Iragui, Jorge García Certucha —implicado en el intento de asesinato del rey don Juan Carlos— y Fernando Iracula Albizu, así como varios ejemplares del periódico abertzale Gara. Como en todo lo que hacía referencia a ETA, el Ministerio del Interior negó que Benesmail estuviera en posesión de la fórmula de la cloratita. Sin embargo, en el juicio contra él y treinta personas más que tuvo lugar en 2007, el fiscal basó su acusación, entre otras cosas, en la tenencia de la fórmula para fabricar cloratita, el explosivo casero habitual de ETA. En febrero de 2008, la Audiencia Nacional condenó a Benesmail a 10 años de cárcel. Pero quedaba el Supremo, que dictó su última palabra en octubre de 2008. De los 20 condenados por la Audiencia Nacional 14 resultaron absueltos, entre ellos el propio Benesmail. Al líder de la célula Abderraman Tahiri, que la Audiencia Nacional había condenado a 14 años de prisión, se le rebajó la pena a 2. Lo de la voladura del edificio del tribunal más odiado por los terroristas no fue otra cosa que un pecado de pensamiento magnificado por el juez Garzón, cuyos sumarios no se caracterizaban precisamente por la excelencia.

    


    

  


  
    
      26La juez Belén Sánchez pertenece a la asociación «progresista» Jueces para la Democracia.

    


    

  


  
    
      27Este reconocimiento lo hago extensivo a la Policía Foral, que desde 1979 se ocupa de mi seguridad personal.

    


    

  


  
    
      28El 11-S, obra de Al Qaeda, se saldó con la muerte de 2.973 personas, la desaparición de otras 24 y los heridos fueron más de 6.000. También murieron los 19 terroristas suicidas.

    


    

  


  
    
      29En declaraciones a la cadena SER, la fiscal Sánchez explicó que la elección de ese día tiene una «gran carga simbólica y cabalística para los grupos locales de Al Qaeda». Manifestó que el atentado se cometió el primer 11 después de que los terroristas se hicieron con los explosivos, 911 días después del 11-S y sobre cuatro objetivos [cuatro trenes], al igual que en Estados Unidos. La fiscal añadió que el 18 de octubre de 2003 el propio Ben Laden ya había incluido a España entre los objetivos de Al Qaeda y que el 15 de abril de 2004 el líder de esa red terrorista reivindicó el atentado.

    


    

  


  
    
      30Al parecer Torronteras fue enterrado sin practicarle la autopsia. Nunca se detuvo a los autores de la profanación, que tuvo lugar el 19 de abril de 2004.

    


    

  


  
    
      31Me remito a cuanto expuse en mi libro 11-M. Demasiadas preguntas sin respuesta sobre el porqué de mi empeño en que se investigaran los indicios que, de confirmarse, demostrarían que no era cierta la afirmación de Jorge Dezcallar, director del CNI en el momento del atentado, de que etarras e islamistas «son como el agua y el aceite, que nunca se mezclan», lo cual no significa que ETA hubiera tenido participación en la gran masacre.

    


    

  


  
    
      32El juez Grande-Marlaska decretó prisión preventiva para Olano. Después de permanecer tres años en la cárcel, en marzo de 2013 se decretó su libertad provisional a la espera de la celebración del juicio.

    


    

  


  
    
      33Gómez Menor dirigió la investigación que condujo al descubrimiento del piso de Leganés donde se refugió la célula islamista a la que se le atribuye la comisión del atentado del 11-M.

    


    

  


  
    
      34A las 18.05 de la tarde del día 13, Paco González, codirector de Carrusel deportivo, comienza su programa de esta forma: «Aquí estamos, en esta jornada de reflexión. Reflexión doble, porque hay que votar mañana y por lo sucedido anteayer (...). Yo (...) prefiero no decir nada de lo ocurrido el jueves, porque... echaría más gasolina al fuego. Odio a Al Qaeda y odio a ETA. Siento mucho volcar este sentimiento de odio sobre un micrófono como el de la SER, que es permanentemente un ejemplo de información, de ayuda y de moderación, pero siento que debía decirlo, como en su día dije que me daba asco el ver que mi gobierno apoyara la guerra; pero no solo porque me temiera algo de esto, sino porque me repugnaba ver a niños iraquíes muertos o mutilados o huérfanos (...). Mañana hay elecciones, y yo, que soy ateo en política, pero extraordinariamente ateo en política, voy a ir a votar (...), porque no todos los políticos son iguales (...), hay unos políticos menos malos que otros, y hay políticos que nos mienten (...). Esta vez, después de lo que pasó el jueves, si no votamos es que no nos importa nada».

    


    

  


  
    
      35El abogado Gonzalo Boyé, especializado en atacar al Partido Popular (ejerce la acusación popular en el caso Bárcenas) o a la corona (es propietario de una infame publicación cuyo nombre omito para no hacerle propaganda, donde se hace eco de todos los infundios contra el «sistema»), es un chileno que perteneció al movimiento terrorista MIR. Después de estudiar economía en la Alemania comunista, en 1987 se estableció en España, donde colaboró con ETA participando en el cobro del rescate en los secuestros de Emiliano Revilla y Manuel de Prado y Colón de Carvajal. Fue detenido, juzgado y condenado por esta causa a catorce años de prisión, que no cumplió íntegramente. En el tiempo que estuvo en prisión aprovechó para estudiar la carrera de Derecho. Cuando salió de la cárcel, Boyé se estableció en Pamplona, se colegió como abogado y se convirtió en socio del despacho de Pachi Zabaleta, trabajando codo con codo junto a Vicente Nazábal, también condenado por la Justicia por el vil asesinato en 1979 de Jesús Ulayar, exalcalde de Echarri Aranaz (Navarra), en presencia de un hijo de catorce años. No hace mucho Boyé dejó de ser socio de Zabaleta, actual coordinador general de Aralar y que había pertenecido a la dirección de Herri Batasuna, para abrir un despacho en Madrid, en el barrio de Salamanca, donde trabaja con su esposa. Boyé mantiene una magnífica relación con el fiscal «progresista» Carlos Bautista, que intervino en el juicio del 11-M, con el que ha llegado a publicar una monografía jurídica titulada Comentarios a la ley de extradición pasiva, editada en 2012. Personas que lo vieron actuar durante la vista oral, comentan que saltaba como un resorte cuando alguien mencionaba a ETA. Pasa ahora por ser un gran defensor de los derechos humanos. Boyé presentó, a instancias de la asociación que preside Pilar Manjón, una denuncia contra los periodistas de El Mundo Casimiro García-Abadillo y Joaquín Manso, a los que acusaba de presionar a las testigos protegidas de nacionalidad rumana, que dijeron haber visto a Jamal Zougam en uno de los trenes explosionados el 11-M. El 20 de noviembre de 2012, el juez Juan Antonio Sáenz de San Pedro ordenó el archivó la denuncia.

    


    

  


  
    
      36Me remito al testimonio del periodista de El País, José María Irujo, en su libro El agujero.

    


    

  


  
    
      37Santiago Corella, alias el Nani, era un joven delincuente común que «desapareció» en noviembre de 1983 tras su paso por los calabozos de la Dirección General de Seguridad. Fue un caso de infame brutalidad policial. el Nani no soportó las torturas a las que fue sometido y se supone que sus torturadores consiguieron sacarlo de las dependencias policiales y enterrarlo en «cal viva». Los policías que lo interrogaron fueron condenados en 1988 a veintinueve años de prisión por los delitos de falsedad documental y detención ilegal con «desaparición forzada». El cadáver de el Nani hasta el momento no ha sido encontrado. Por aquel entonces el PSOE llevaba un año en el gobierno. Ante la magnitud del escándalo que sobrevino por estos hechos, los socialistas adujeron que todavía no habían tenido tiempo de transformar los cuerpos policiales heredados del franquismo en una policía democrática, pese a que hacía ya diez años que el dictador había muerto. Al tiempo que el Nani desapareció, el ministro del Interior, José Barrionuevo, había recibido vía libre para organizar los Grupos Antiterroristas de Liberación (GAL) con el fin de eliminar a los etarras en su guarida del sur de Francia. La guerra sucia contra ETA consiguió que el gobierno francés comenzara a perseguir a los terroristas, considerados hasta entonces como luchadores de la libertad. Pero los GAL hicieron un gravísimo daño a la legitimidad democrática en la lucha contra el terrorismo. En cualquier caso, al denunciar la ignominiosa desaparición del infortunado Santiago Corella, el editorialista de El País tenía toda la razón, aunque para entonces los socialistas llevaban ya seis años en el poder y habían tenido tiempo más que suficiente para acabar con la mafia policial, que proyectaba una amplia zona de penumbra sobre el poder.

    


    

  


  
    
      38Se debatían en la Diputación Permanente sendas proposiciones del PNV y de IU que solicitaban la comparecencia del ministro del Interior en una sesión extraordinaria de la Comisión de Interior para que explicara las circunstancias concurrentes en el operativo de la Guardia Civil que habían provocado en la madrugada del 7 de enero de 2008 el ingreso hospitalario de Igor Portu y Martín Sarasola, con graves lesiones que se concretan en rotura de costillas y neumotórax. Igor Portu y Martín Sarasola fueron detenidos por ser los autores del atentado contra la T-4 en el aeropuerto de Madrid-Barajas. En una carta intervenida al que había sido número uno de la banda criminal, Mikel Garikoitz Aspiazu, alias Txeroki, detenido en Francia, se reconocía que la denuncia por torturas era falsa. Sin embargo, un juez guipuzcoano acusó de torturas a los agentes de la Benemérita que habían participado en la detención. La Audiencia Provincial dictó sentencia condenatoria que sería anulada por el Tribunal Supremo el 15 de noviembre de 2011. Lo ocurrido confirma la tesis por muchos compartida de que el principio de sujeción al juez natural no debe operar cuando se trata de combatir a bandas terroristas o a grandes mafias criminales. En mayo de 2010, la Audiencia Nacional condenó a Sarasola, Portu y Mikel San Sebastián a 1.040 años de cárcel cada uno por el atentado de la T-4, que tuvo lugar el 30 de diciembre de 2006 y que supuso la ruptura de la tregua acordada con el gobierno de Zapatero.

    


    

  


  
    
      39El PSOE obtuvo 164 escaños (42,59 por ciento), frente a 148 del Partido Popular (37,71 por ciento), con una diferencia de 4,9 puntos porcentuales. Los doce escaños que le faltaban a Zapatero para alcanzar la mayoría absoluta se los proporcionarían Esquerra Republicana de Cataluña, que contaba con 8 escaños, más los 5 de Izquierda Unida-Iniciativa Verds. Otros aliados naturales de Zapatero serían el Bloque Nacionalista Gallego (2 escaños) y la Chunta Aragonesista (1 escaño). Los nacionalistas «moderados» obtuvieron 21 diputados (10 Convergencia i Unió, 7 el PNV, 3 Coalición Canaria, 1 Eusko Alkartasuna).

    


    

  


  
    
      40El resultado de la votación de investidura fue de 183 votos a favor, 148 en contra y 19 abstenciones. Votaron a favor de Zapatero, además del PSOE, Esquerra Republicana, Izquierda Unida, Coalición Canaria, Bloque Nacionalista Gallego y Chunta Aragonesista. Se abstuvieron Convergencia i Unió, Partido Nacionalista Vasco, Eusko Alkartasuna y Nafarroa Bai.

    


    

  


  
    
      41En Suresnes se enfrentaron los viejos socialistas del exilio con los jóvenes socialistas procedentes del interior, encabezados por Felipe González (Isidoro) y Alfonso Guerra. Vencieron los jóvenes renovadores pero el resultado del congreso no fue aceptado por la mayoría de los militantes en el exterior y se produjo la escisión del partido. De modo que cuando en 1976 se legalizaron los partidos se registraron dos partidos socialistas: el histórico y el renovado. En el primero se agrupaba la mayor parte de los socialistas del exterior. Su líder era Rodolfo Llopis, que había sido durante muchos años secretario general del partido e incluso presidente de la República en el exilio (1947). El PSOE de Felipe González obtuvo 5.371.866 votos (29,32 por ciento) y 118 escaños, mientras que el PSOE histórico, a pesar de haber formado la coalición Alianza Socialista con otros grupúsculos de ideología socialista, cosechó un rotundo fracaso con apenas 125.000 votos. Tras el aplastante triunfo de Felipe González en las elecciones de octubre de 1982, los históricos acabaron por disolverse.

    


    

  


  
    
      42La «Resolución sobre Nacionalidades y Regiones» de Suresnes decía literalmente:


      «Ante la configuración del Estado Español, integrado por diversas nacionalidades y regiones marcadamente diferenciadas, el PSOE manifiesta que: 1. La definitiva solución del problema de las nacionalidades que integran el Estado Español parte indefectiblemente del pleno reconocimiento del derecho de autodeterminación de las mismas que comporta la facultad de que cada nacionalidad pueda determinar libremente las relaciones que va a mantener con el resto de los pueblos que integran el Estado Español. 2. Al analizar el problema de las diversas nacionalidades el PSOE no lo hace desde una perspectiva interclasista del conjunto de la población de cada nacionalidad, sino desde una formulación de estrategia de clase, que implica que el ejercicio específico del derecho de autodeterminación para el PSOE se enmarca dentro del contexto de la lucha de clases y del proceso histórico de la clase trabajadora en lucha por su completa emancipación. 3. El PSOE se pronuncia por la constitución de una república federal de las nacionalidades que integran el Estado Español por considerar que esta estructura estatal permite el pleno reconocimiento de las peculiaridades de cada nacionalidad y su autogobierno a la vez que salvaguarda la unidad de la clase trabajadora de los diversos pueblos que integran el Estado Español. 4. El PSOE reconoce igualmente la existencia de otras regiones diferenciadas que por sus especiales características podrán establecer órganos e instituciones adecuadas a sus peculiaridades».

    


    

  


  
    
      43Entre los países no alineados se encontraban dictaduras comunistas o socialistas como Cuba, Vietnam, Camboya, Laos, Irak, Nicaragua, Argelia, Camboya, Angola, Corea del Norte, Yemen, Afganistán y regímenes teocráticos como Irán y la mayoría de las monarquías islámicas, junto a numerosos países del Tercer Mundo con regímenes escasamente democráticos.

    


    

  


  
    
      44El 31 de agosto de 1976, publiqué en Diario de Navarra un artículo del que extraigo su último párrafo: «El día en que el socialismo español, despojándose de su complejo de inferioridad frente al comunismo, renuncie a su ideología marxista y abandone sus objetivos revolucionarios para entregarse de verdad a la defensa de los intereses del pueblo trabajador que desea paz, justicia, progreso y libertad, ese día el país habrá dado un paso importante hacia la conquista de un sistema socialmente justo, igualitario y auténticamente democrático».

    


    

  


  
    
      45En el XXVIII Congreso del Partido Socialista Obrero Español, celebrado en mayo de 1979, se rechazó la propuesta de Felipe González de eliminar la definición marxista del partido. Esto provocó su inmediata dimisión como secretario general. Pero en el mes de septiembre del mismo año, en un congreso extraordinario, Felipe González logró que su propuesta fuera aprobada. El PSOE, desde entonces, se define como un partido socialista democrático y de organización federal.

    


    

  


  
    
      46Pablo Iglesias fundó el Partido Socialista Obrero Español el 2 de mayo de 1879. Lo hizo en la clandestinidad y la reunión constitutiva tuvo lugar en una taberna de la calle Tetuán. Acompañaban a Pablo Iglesias, que era tipógrafo de profesión, 25 compañeros: 16 tipógrafos, 4 médicos, 1 doctor, 2 joyeros, 1 marmolista y 1 zapatero. El programa fundacional del PSOE defendía: «Abolición de clases, o sea, emancipación completa de los trabajadores. Transformación de la propiedad individual en propiedad social o de la sociedad entera. Posesión del poder político por la clase trabajadora». Pablo Iglesias sería elegido diputado el año 1910. En su primer discurso en el Congreso proclamó: «[El partido socialista] viene a buscar aquí lo que de utilidad puede hallar, pero la totalidad de su ideal no está aquí; la totalidad entiende que ha de obtenerse de otro modo. Es decir, que este partido... estará en la legalidad mientras la legalidad le permita adquirir lo que necesita; fuera de la legalidad, como han estado todos los partidos, cuando ella no le permita realizar sus aspiraciones». Ante la posibilidad de una vuelta al poder del político conservador Antonio Maura, Pablo Iglesias pronunció en medio de un gran escándalo estas tremendas palabras: «Tal ha sido la indignación producida por la política del gobierno presidido por el Sr. Maura en los elementos proletarios, que nosotros, de quienes se dice que no estimamos a nuestra nación, que no estimamos los intereses de nuestro país, amándolo de veras, sintiendo las desdichas de todos, hemos llegado al extremo de considerar que ante que S. S. suba al poder debemos llegar hasta el atentado personal». Quince días después, el 22 de julio, en Barcelona, Manuel Posa disparó contra Maura, al que afortunadamente solo hirió en una pierna. Se dijo entonces que Iglesias apuntó y Posa disparó. El lema «Cien años de honradez» lo utilizó el PSOE en 1979 para conmemorar el centenario del partido.

    


    

  


  
    
      47En el fondo, las teorías de Philip Pettit pueden ser asumidas desde otras perspectivas no socialistas, como la demócrata cristiana. El concepto de «economía social de mercado», propio del humanismo cristiano inspirado en la doctrina social de la Iglesia católica, implica la obligación del Estado de intervenir para corregir las desigualdades e injusticias producidas por el capitalismo liberal. El Estado ha garantizar la libertad y la igualdad de todos, así como una sociedad justa y solidaria. Nada que ver con la pretensión de reducir al Estado a su mínima expresión y sí mucho con la voluntad de implantar lo que se ha dado en llamar «sociedad o Estado del bienestar».

    


    

  


  
    
      48En estos asuntos Zapatero hace gala de un falso progresismo y de un feminismo a ultranza. Prueba de que su postura no puede calificarse dogmáticamente de «progresista» son las recientes declaraciones del presidente de Ecuador, Correa, al que supongo que nadie acusará de reaccionario. El 28 de diciembre de 2013, Rafael Correa hizo una dura crítica de la ideología de género. Dijo respetar a quienes la defienden, pero rechazó que «traten de imponer sus creencias a todos», como es la idea de que «no existe hombre y mujer natural, que el sexo biológico no determina al hombre y a la mujer, sino las “condiciones sociales”. Y que uno tiene “derecho” a la libertad de elegir incluso si uno es hombre o mujer. ¡Vamos, por favor! ¡Eso no resiste el menor análisis!». Denunció el adoctrinamiento en esa ideología a la que tildó de «peligrosísima» en muchos centros escolares. Mostró su radical oposición al aborto y defendió la familia natural, aunque con ello se arriesgara a ser considerado un «cavernícola» y «conservador». Por supuesto, comparto cuanto dijo y valoro la valentía del presidente ecuatoriano. Correa lidera el partido Alianza País, que se define revolucionario de izquierdas y pretende conducir a Ecuador hacia «el socialismo del siglo XXI» o «socialismo del buen vivir».

    


    

  


  
    
      49En 1998, los nacionalistas vascos (PNV), catalanes (CiU) y gallegos (BNG) firmaron la «Declaración de Barcelona», en la que se define una estrategia común para lograr la conversión de España en un Estado plurinacional, de naturaleza confederal. Sería una ingenuidad pensar que una vez conseguido este objetivo renunciarían a su objetivo final, que no es otro que alcanzar la independencia.

    


    

  


  
    
      50Al final de la primera legislatura de Zapatero el buenismo había desaparecido de la escena política si es que alguna vez lo había estado. Un micrófono abierto al término de una entrevista electoral con Iñaki Gabilondo le traicionó. Fue el 11 de febrero de 2008, en los prolegómenos de la campaña de las elecciones del 9 de marzo. Al comentarle Gabilondo cómo pintaban los sondeos, el candidato contestó sin saber que seguía grabándosele: «Bien, sin problemas, lo que pasa es que nos conviene que haya tensión. Yo voy a empezar este fin de semana a dramatizar un poco. Pero nos conviene mucho, porque si no la gente...». La «tensión» incluía levantar el tono contra la Conferencia Episcopal. La frase de Zapatero desvela gran parte de la estrategia socialista —buscar polémicas para luchar contra la abstención de su electorado, como la confrontación con la Conferencia Episcopal— y la acusación al PP de ser responsable de generar crispación y de haber practicado «la oposición más destructiva, intolerante y con más insultos en toda la historia de la democracia». Podemos imaginar qué hubiera ocurrido si lo de dramatizar y generar tensión lo hubiera dicho el candidato popular.

    


    

  


  
    
      51El Acuerdo por las Libertades y Contra el Terrorismo, más conocido como Pacto Antiterrorista, se formalizó entre los dos grande partidos nacionales el 8 de diciembre de 2000.

    


    

  


  
    
      52Como muestra de esta voluntad de entendimiento, anunció la remisión a la cámara de un proyecto de ley de reforma del Consejo de Estado para incorporar a los expresidentes del Gobierno a dicho órgano consultivo. Cumplió, en efecto, este compromiso, del que resultaría ser, hoy por hoy, su único beneficiario, dado que el expresidente Aznar renunció en marzo de 2006 a su condición de consejero nato.

    


    

  


  
    
      53El concepto de «patriotismo constitucional» se debe al politólogo alemán Dolf Sternberger, que lo acuñó en 1979 para defender la identidad nacional de Alemania frente al nacionalismo exacerbado del régimen nacionalsocialista. Dolf Sternberger identificaba el patriotismo constitucional con la defensa de un sistema político democrático plasmado en la Ley Fundamental de Bonn, garante de la libertad y la igualdad. Pero sería el filósofo Jürgen Habermas quien conseguiría, en los años ochenta del siglo pasado, que la izquierda europea aceptara la doctrina del filósofo alemán como concepto complementario del «republicanismo». Sin embargo, esta alusión de Zapatero expresa su malestar por la pretendida apropiación de la idea del «patriotismo constitucional» llevada a cabo por el Partido Popular, que lo había incorporado a la ponencia política aprobada en su XIV Congreso, celebrado en enero de 2002, como un antídoto frente a los nacionalismos excluyentes. El propio Habermas expresó su disgusto en una entrevista al diario El País publicada el 15 de mayo de 2003: «No puedo imaginarme que el patriotismo constitucional sea una idea de derechas». La ponencia del PP decía, entre otras cosas: «El nacionalismo excluyente es la adhesión a toda costa, incondicional, acrítica, moralmente indiferente, a la propia comunidad de pertenencia. Para ese nacionalismo se es bueno si se es nacionalista, y si se está con la comunidad de pertenencia con razón o sin ella. Por el contrario, el patriotismo constitucional es una adhesión crítica y moralmente exigente. Es un sentimiento racionalizado y dotado de una fuerte brújula ética y moral, que no convierte en algo absoluto el hecho de pertenecer a un grupo nacional. Al patriotismo constitucional no le basta el mero hecho nacional, aunque no lo ignora, sino que busca sus cimientos en sólidos principios y valores éticos, rasgos de civilización y normas de convivencia para la libertad. Quien solo exalta a su patria no hace nada por ella. Lo hace quien trabaja para que la libertad, la democracia, el pluralismo y la justicia sean una realidad en su país. Lo hace quien sustituye la insatisfacción y el victimismo permanentes por el ejercicio maduro de sus libertades y de sus responsabilidades. Sabemos que, no obstante la dimensión universal del patriotismo constitucional, este tiene una expresión concreta, histórica y cultural, en cada país. El patriotismo constitucional es la idea de patriotismo que responde a la cultura política que a la altura de nuestro tiempo comparten los países de Occidente, dotados de instituciones libres y democráticas. Entendemos que los fundamentos históricos y morales del patriotismo constitucional en España son los valores inspiradores del gran pacto de la Transición democrática, los plasmados en la Constitución y desarrollados en los estatutos de autonomía. Nuestro patriotismo constitucional encierra el orgullo racional y crítico por haber superado siglo y medio de enfrentamientos civiles, por haber resuelto gran parte de nuestros problemas e insuficiencias históricas, por haber establecido un régimen democrático genuino y estable, articulado sobre derechos y libertades, y autonomías territoriales». Está claro que Habermas no había leído ni una sola línea de la ponencia cuando formuló tan tajante descalificación.

    


    

  


  
    
      54Conviene recordar que de no haber sido por la traumática desaparición de la Segunda República, como consecuencia de la Guerra Civil de 1936, las demás regiones españolas hubieran seguido el mismo camino que las mal llamadas «comunidades históricas».

    


    

  


  
    
      55Zapatero asumió este compromiso el 13 de noviembre de 2003, en el curso de un mitin de apoyo a la candidatura de Pasqual Maragall a la presidencia de la Generalidad de Cataluña, que tuvo lugar en el Palau de Sant Jordi y ante un auditorio de más de 20.000 personas. Para entonces se conocían los proyectos de reforma presentados antes de la disolución del Parlamento Catalán por los diversos grupos parlamentarios, entre ellos los de Convergencia i Unió y del PSC. A finales de 2003 publiqué un libro titulado Jaque a la Constitución, donde se analizaban ambos proyectos. Esta fue mi conclusión final: «A la vista de lo que está por venir, presiento que Cataluña lleva camino de convertirse en un nuevo problema... Estamos tan solo ante un juego de esgrima de los políticos. Sin embargo, en los juegos peligrosos puede pasar cualquier cosa. Y si Dios no lo remedia, la vida catalana está a punto de una radicalización sin precedentes por causa de la irresponsabilidad de alguno de sus políticos». Lamento haber sido profético.

    


    

  


  
    
      56Cataluña no es un territorio foral y la disposición adicional solo tiene como destinatarios a Álava, Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra. La pretensión de buscar en la disposición adicional un portillo por el que pudiera Cataluña salirse del marco constitucional no tiene ningún fundamento jurídico.

    


    

  


  
    
      57Resulta sorprendente que este pensamiento soberanista haya encontrado apoyatura en los argumentos expuestos por Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, para quien los derechos históricos son consecuencia de la existencia en España de diversos corpora politica como expresión indisponible del propio ser de sus titulares. Las nacionalidades históricas, expresamente reconocidas en la disposición transitoria segunda de la Constitución y, en concreto el País Vasco, Cataluña y Galicia, así como la Navarra foral, participaron, según Herrero, en la elaboración de nuestra ley de leyes. Lo hicieron a través de los representantes de los referidos territorios en las Cortes Generales y de otros agentes políticos y sociales. Cuando se elaboraron los Estatutos de autonomía fuerzas políticas de cada nacionalidad pactaron entre sí y luego lo hicieron conjuntamente con el gobierno estatal. En consecuencia, el poder constituyente no fue el ejercicio unilateral de una potestad incondicionada, sino una serie de «pactos de unión» generadores para todos, las partes y el conjunto, de un nuevo orden de vida. Esta es, precisamente, la esencia de lo que se denomina pacto de estatus. Por ello, cuando la comunidad es plural, porque a su vez se compone de diferentes corpora politica, el proceso permanente de legitimación constitucional, correlato de la integración política que la Constitución debe instrumentar, solo es posible si se mantiene la unión de voluntades generadora del pacto de estatus, que es de suyo irreversible, pero quiebra si cesa la unión de voluntades que lo hace vivir y, en una sociedad abierta las consecuencias de esta quiebra no pueden ocultarse ni inhibirse a la larga. Por otra parte, aunque la Constitución proclame la unidad de la soberanía, el pactismo surgido del ser de los corpora politica conduce indefectiblemente a la cosoberanía y a la consideración de España como una realidad plurinacional. Esto le lleva además a reconocer a los corpora politica el derecho de autodeterminación, como una indeclinable reivindicación de la conciencia nacional. La autoidentificación en la que la autodeterminación consiste, según la construcción doctrinal de Herrero, es distinta de la autodeterminación reconocida en las Declaraciones Universales de los Derechos Humanos y ha de responder a las señas de identidad de cada pueblo sujeto de la misma. La autodeterminación no es invención arbitraria sino necesidad histórica. De esta forma, los derechos históricos, en cuanto a priori material, posibilitan, pero también delimitan, cualquier despliegue de voluntad de autodeterminación, obligada a respetar la identidad originaria, por ejemplo, en sus aspectos territoriales, institucionales, relacionales y culturales. Una autodeterminación así entendida cabe en nuestro bloque de constitucionalidad. No es de extrañar que el autor de estas teorías fuera designado en 2009 por el gobierno de Rodríguez Zapatero consejero permanente del Consejo de Estado.

    


    

  


  
    
      58Ana de Austria, hija de Felipe III, se casó con el rey francés Luis XIII. En sus capitulaciones matrimoniales renunció a cualquier derecho a la corona española para sí y sus sucesores, renuncia que fue declarada ley general de la monarquía española el 3 de junio de 1619. Lo mismo hizo María Teresa de Austria, hija de Felipe IV, al contraer matrimonio con el rey Luis XIV de Francia. Por lo tanto, el primer Borbón que reinó en España, Felipe de Anjou, nieto de María Teresa y biznieto de Ana de Austria, usurpó el trono al archiduque Carlos.

    


    

  


  
    
      59El mismo día 11 de septiembre de 1714, fecha de la caída de la ciudad de Barcelona en poder de las tropas borbónicas (franco-españolas), Rafael Casanova, conseller en cap del Consejo de Ciento y máximo responsable político y militar de la ciudad, dirigió una proclama a sus conciudadanos exhortándoles a acudir a los puestos que tenían asignados para resistir el último y definitivo asalto de las tropas del duque de Berwick. De la proclama entresacamos los siguientes párrafos: «Se hace saber a todos ... que la deplorable infelicidad de esta ciudad, en la que hoy reside la libertad de todo el Principado y de toda España, está expuesta en último extremo, de sujetarse a una entera esclavitud (....). Se confía, que todos, como verdaderos hijos de la patria, amantes de la libertad, acudirán a los lugares señalados a fin de derramar gloriosamente su sangre y vida, por su rey, por su honor, por la patria y por la libertad de toda España». Los historiadores catalanistas ocultan esta proclama así como que el militar que dirigió la heroica resistencia de Barcelona durante casi un año fue el general Antonio de Villarroel, nombrado para dicha misión por el archiduque Carlos de Austria. Su padre era un militar gallego y su madre asturiana. Villarroel, que había desertado del ejército de FelipeV, murió en una prisión militar, mientras que Casanova, que consiguió salir de la ciudad, regresó a Barcelona donde continuó ejerciendo su profesión de abogado hasta su muerte en 1743. De modo que cuando las «fuerzas vivas» catalanas acuden cada 11 de septiembre (fecha en que se celebra la «diada nacional») para depositar coronas de flores ante el monumento a Casanova, rinden homenaje a un legitimista español. Así que la pretensión de elevar al último conseller en cap a los altares del independentismo es una espuria manipulación de la historia.

    


    

  


  
    
      60De Prim, uno de los catalanes más ilustres del siglo XIX, es la frase: «A España se la vence, pero no se la deshonra». Compatibilizó la carrera militar con un escaño en el Congreso de los Diputados, donde defendió los intereses de Cataluña. Reclamó una política proteccionista para el comercio y la industria española, en unos momentos en que la mayor parte de la incipiente industrialización se hallaba en el principado.

    


    

  


  
    
      61La Renaixença (renacimiento) fue una revista cultural catalanista que se publicó en Barcelona entre 1871 y 1905.

    


    

  


  
    
      62En la sesión de control que tuvo lugar en el Senado el 8 de noviembre de 2004, el portavoz del Partido Popular, Pío García Escudero, interpeló al presidente preguntándole si mantenía unas recientes declaraciones en las que había sostenido que el concepto de nación estaba ya superado y que no había diferencias entre nación y nacionalidad. Zapatero fue claro y conciso en su respuesta. Señaló que «como no podía ser de otra manera, el gobierno considera plenamente vigentes los conceptos constitucionales en todos sus preceptos», pero tenía la «obligación intelectual» de decir que «en algunos casos estamos ante conceptos discutidos y discutibles». Dicho esto, el presidente se reafirmó en que si hay un concepto «discutible y discutido en la teoría política y en la ciencia constitucional» ese es precisamente el de nación.

    


    

  


  
    
      63El Parlamento de Vitoria tiene 75 escaños. Estos han sido los resultados del PNV desde las primeras elecciones autonómicas: 1980, 25; 1984, 32; 1986, 17 (el descenso se debió a la escisión de Carlos Garaicoechea); 1990, 22; 1994, 22; 1998, 27 (en coalición con EA); 2001, 33 (en coalición con EA); 2005, 29 (el PSOE obtuvo 18 y el PP 32, pero no fueron suficientes para desbancar al lendakari Ibarreche); 2009, 30; 2012, 27. La única excepción a esta especie de PRI nacionalista fue la legislatura de 2009, en que los constitucionalistas obtuvieron mayoría absoluta al sumar los 25 escaños del PSE a los 13 del PP. Los populares permitieron un gobierno socialista monocolor bajo la presidencia de Pachi López. Pero la única vez en la historia democrática del País Vasco en que los constitucionalistas llegaron al poder resultaría ser un fiasco.

    


    

  


  
    
      64En la declaración de Barcelona se formulaba el siguiente pronunciamiento: «Al cabo de veinte años de democracia continúa sin resolverse la articulación del Estado Español como plurinacional. Durante este periodo hemos padecido una falta de reconocimiento jurídico-político e incluso de asunción social y cultural de nuestras respectivas realidades nacionales en el ámbito del Estado. Este reconocimiento, además de justo y democrático, resulta absolutamente necesario en una Europa en proceso de articulación económica y política y que, además, apunta a medio plazo hacia una redistribución del poder político entre sus diversas instancias y niveles. Una Europa cuya unión debe basarse en el respeto y la vertebración de los diversos pueblos y culturas que abarca. Y lo es, también, en un mundo cada vez más independiente, sobre el cual pesa la amenaza de la uniformización».

    


    

  


  
    
      65Josu Ternera representará a la banda terrorista en las negociaciones abiertas por el presidente Zapatero en 2006. Y al día de hoy sigue en activo y en paradero desconocido. A finales de 2008, fuentes policiales filtraron la noticia de que el etarra padecía cáncer terminal. En aquellos momentos, Pérez Rubalcaba era ministro del Interior.

    


    

  


  
    
      66La modificación del Código Penal se introdujo in extremis mediante una disposición adicional de la Ley de Arbitraje. Se trataba de un procedimiento legislativo discutido y discutible. Socialistas y nacionalistas se negaron a participar en la votación de la ley orgánica complementaria de la de Arbitraje y protagonizaron uno de esos episodios circenses que de cuando en cuando sacuden el tedio en el hemiciclo del Congreso. La ley se promulgó el 26 de diciembre de 2003, cinco días antes de la disolución de las Cortes. El Grupo Socialista interpuso un recurso de inconstitucionalidad, que sería estimado por el Tribunal Constitucional, bajo la presidencia de Pascual Sala, en junio de 2011, al considerar que el procedimiento utilizado para la reforma del Código Penal había sido inconstitucional. De la sentencia se infiere que nada impide penalizar la convocatoria ilegal de refrendos siempre que la reforma del Código Penal se tramite cumpliendo los requisitos legales correspondientes. De todas formas, el pronunciamiento del Constitucional fue extemporáneo, porque en 2005 el gobierno Zapatero promovió una nueva ley orgánica derogando los preceptos introducidos por el gobierno Aznar. De modo que convocar refrendos ilegales no es delito.

    


    

  


  
    
      67En el comunicado de ETA de 28 de noviembre de 1999 anunciando la ruptura de la tregua acordada unilateralmente durante el primer gobierno de José María Aznar, justifica su decisión en la negativa del gobierno español a negociar su propuesta política consistente en «que los ciudadanos de Araba, Bizkaia, Lapurdi, Nafarroa y Zuberoa elijan libre y democráticamente un parlamento constitucional soberano en una circunscripción única. Esto es, que el voto de cada ciudadano vasco valga lo mismo en toda Euskal Herria».

    


    

  


  
    
      68La elección de Perpiñán tenía un significado simbólico. Para un independentista como Carod Rovira la reunión se celebraba en territorio catalán, pues esta ciudad francesa había sido la capital histórica del Condado del Rosellón, que pertenecía al Principado de Cataluña, y que España se vio obligada a ceder a Francia en virtud de la Paz de los Pirineos en 1659. Los enormes gastos producidos por el mantenimiento de la hegemonía española en Europa, obligaron al conde duque de Olivares, valido de Felipe IV, a exigir a los reinos dependientes de la corona española un gran esfuerzo económico-militar. En Cataluña hubo resistencia a tales medidas agravadas por los abusos cometidos por el ejército real en la guerra con Francia. El descontento popular se convirtió en una revolución en toda regla de los campesinos o segadors, que el día del Corpus de 1640 asesinaron al virrey catalán, conde de Santa Coloma. A partir de ese episodio tan traumático, las instituciones catalanas iniciarán su primera aventura secesionista. Aprovechando que los ejércitos de la monarquía española debían multiplicar su presencia en otros lugares de Europa, proclamaron la república el 17 de enero de 1641. Seis días duró la experiencia republicana, pues ante la llegada del ejército enviado por Felipe IV para sofocar la revuelta la Generalidad reconoció como conde de Barcelona al rey Luis XIII de Francia, al que sucedió en 1643 su hijo Luis XIV. El ejército real fue derrotado y Cataluña pasó a formar parte de la monarquía francesa. Pero fue peor el remedio que la enfermedad y el pueblo también se rebeló contra este disparate, pues los catalanes padecieron en sus propias carnes lo que significaba vivir bajo el poder absoluto del Rey Sol. El descontento volvió a apoderarse del pueblo catalán. Por fin, en 1651, el ejército de Felipe IV tomó la ciudad de Barcelona y con ella volvió Cataluña al seno de la monarquía. Todos estos acontecimientos debilitaron a España en el tablero europeo. Nuestro declive se había iniciado tras la Paz de Westfalia en 1648, que puso fin a la Guerra de los Treinta Años pero no a las hostilidades entre Francia y España. Tras la derrota sufrida por España frente a un ejército anglo-francés en la batalla de las Dunas (Dunquerque), Felipe IV levantó bandera blanca y en 1659 firmó con Luis XIV el Tratado de los Pirineos, en la Isla de los Faisanes, situada en la desembocadura del río Bidasoa. La aventura secesionista catalana será causante de la pérdida del Rosellón y la Cerdaña. A partir de entonces, la unidad territorial de Cataluña quedaría rota por gracia de la revuelta de los segadors y los Pirineos marcarían en lo sucesivo la frontera entre Francia y España. A pesar de que en el pacto de la Isla de los Faisanes, LuisXIV se comprometió a respetar los fueros o usatges del Rosellón y Cerdaña, al minuto siguiente se olvidó de ellos y desde entonces los catalanes de ultrapuertos «padecen» la «ominosa opresión» del centralismo francés. Si fuera cierto aquello de que los pueblos que olvidan su historia están condenados a repetirla, quizás los políticos catalanes deberían reflexionar sobre todo esto antes de enredar a su pueblo en nuevas aventuras en las que siempre salen ganando los poderosos y siempre pierden los humildes.

    


    

  


  
    
      69El salón del Tinell está situado en el Palacio Real Mayor de Barcelona y en él se firmó el «Acuerdo para un Gobierno Catalanista y de Izquierdas en la Generalidad de Cataluña» suscrito el 14 de diciembre de 2003 por el Partido Socialista de Cataluña, Esquerra Republicana de Cataluña e Iniciativa per Catalunya-Verds-Esquerra Alternativa (ICV-EA) para la formación de un gobierno de coalición tripartito tras las elecciones el 16 de noviembre de 2003. Contenía una cláusula que excluía la posibilidad de cualquier pacto de gobierno o el establecimiento de pactos de legislatura con el PP, tanto en el ámbito de la Generalidad como en las instituciones estatales.

    


    

  


  
    
      70En un mensaje a través de Twitter, Carod Rovira escribió el 4 de enero de 2014: «Hoy hace diez años. Me cambió la vida pero la violencia ha dejado de existir y de interferir en el independentismo. Tenía que hacerse. Valió la pena».

    


    

  


  
    
      71No deja de ser paradójico que fuera Zapatero el que impulsara la dimisión de Carod Rovira, pues pocos meses después daría su visto bueno a los contactos con ETA-Batasuna del presidente del PSOE vasco, Jesús Eguiguren, que condujeron a las negociaciones de paz con la banda terrorista.

    


    

  


  
    
      72En su libro ETA las claves de la paz. Confesiones de un negociador (Aguilar, Madrid, 2011), cuya autoría comparte con el periodista de El País Luis Rodríguez Aizpeolea, Jesús Eguiguren reconoce haber iniciado sus primeras conversaciones con Otegui en el año 2000, de las que era conocedor el secretario general del PSE, Pachi López. Otegui y Eguiguren eran diputados autonómicos vascos, lo que les permitía mantener una relación fluida al amparo de su condición parlamentaria. Y, aunque no lo menciona, no sería descartable que en esas conversaciones participara el propio Josu Ternera, también diputado, que más tarde sería su interlocutor oficial en la negociación del gobierno con ETA.

    


    

  


  
    
      73En su réplica al discurso de Zapatero, Mariano Rajoy le formuló esta pregunta: «¿Todas las comunidades autónomas tienen derecho al mismo nivel competencial si lo deciden sus parlamentos? O dicho de otro modo: ¿va a imponer usted la asimetría?». En mi opinión, la pregunta no estaba correctamente formulada, porque la asimetría ya se contempla en el título VIII de la Constitución. Una cosa es que todas las comunidades puedan acceder al mismo nivel de autonomía (salvo, como ya he repetido varias veces, las excepciones derivadas de la existencia de una lengua propia, de la foralidad histórica y de la insularidad) y otra distinta es que tengan derecho a obtener lo que las Cortes pueden delegar o transferir a todas las comunidades o a una sola, conforme al artículo 150,2 de la Constitución, facultades correspondientes a materias de la titularidad estatal que, por su naturaleza, sean susceptibles de transferencia o delegación. El problema está cuando la asimetría se invoca para despojar al Estado de sus facultades esenciales o para utilizarla como trampolín para aspiraciones independentistas. Y esto último es lo que podría deducirse de la doctrina Zapatero sobre la asimetría.

    


    

  


  
    
      74Jaque a la Constitución. De la propuesta soberanista de CiU al federalismo asimétrico de Maragall, Ediciones Académicas, Madrid, 2003.

    


    

  


  
    
      75Meses antes de su asesinato, que tuvo lugar el 21 de noviembre de 2001, Ernest Lluch había publicado ese mismo año con Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón una obra colectiva titulada Derechos históricos y constitucionalismo útil. El exministro de Sanidad con Felipe González planteaba que era preciso adaptar la Constitución para la búsqueda de una salida política al terrorismo, respetando los derechos individuales y colectivos. Lluch se había pronunciado abiertamente por la negociación con ETA para la búsqueda de una solución dialogada al conflicto. Esta postura, durante la tregua, había sido agriamente censurada por los sectores más radicales del abertzalismo radical. Lluch había contestado: «Dejadles, porque por lo menos han pasado de utilizar las armas, a utilizar los insultos». Estaba equivocado, porque poco después sería vilmente asesinado en Barcelona. Una manifestación de repulsa de un millón de personas recorrió las calles de la Ciudad Condal. Nunca entendimos por qué ETA, que acababa de romper la tregua de 1998 porque el gobierno de José María Aznar se negaba a negociar ninguna condición política, asesinó a quien defendía justamente lo contrario. Pero no es fácil saber qué pasa por la cabeza de criminales que se creen con licencia para matar porque para ellos los supuestos derechos colectivos del pueblo vasco están por encima del derecho a la vida y a la libertad.

    


    

  


  
    
      76Se refería al ataque sufrido por la base española Al-Andalus de Nayaf, donde no murió ningún soldado español aunque sí dos soldados salvadoreños, a pesar de la violencia de los combates. La batalla de Nayaf tuvo lugar el 4 de abril de 2004, cuando la base española Al-Andalus fue atacada por milicianos del Ejército de al-Mahdi, liderado por el clérigo radical chií Muqtada al-Sadr. En las primeras elecciones democráticas de Irak, celebradas en enero de 2005, tan solo obtuvo tres escaños en el nuevo Parlamento.

    


    

  


  
    
      77Batasuna acusaría al PNV de haber renunciado al principio de territorialidad y, por tanto, pretender dar carta de naturaleza a la partición de Euskal Herria.

    


    

  


  
    
      78Lo mismo ocurrió en el País Vasco francés. Nunca Labourd o Lapurdi y Soul o Zuberoa, territorios vascos del sur de Francia, disfrutaron de un régimen propio. La Baja Navarra, conocida originariamente como Tierra de Vascos, fue incorporada en el año 1200 al reino de Navarra por donación del rey de Inglaterra, el renombrado Ricardo Corazón de León, en agradecimiento por el apoyo que su cuñado Sancho VII el Fuerte le había prestado para retener para su corona el territorio de la Guyena (Aquitania), reclamado por los reyes franceses. So pretexto de que su defensa era muy costosa al estar situada al otro lado de los Pirineos, el emperador Carlos V la abandonó a su suerte en 1530 y poco después Enrique II, señor del Bearne y sucesor de los reyes Catalina de Foix y Juan de Albret, destronados en 1512, tomaría posesión del territorio como rey de Navarra. La Baja Navarra mantuvo su condición de reino hasta 1789, porque sus ciudadanos prefirieron ser ciudadanos libres en la república francesa nacida de la revolución a súbditos de un monarca absolutista. No parece que los vasco-franceses, que hacen gala de su patriotismo galo, tengan la menor intención de sumarse a ningún proyecto separatista. Todo esto quiere decir que al menos cuatro de los territorios llamados a participar en la construcción de la nación vasca o Euskal Herria la rechazan.

    


    

  


  
    
      79El auto de inadmisión mereció el voto discrepante de su presidente Manuel Jiménez de Parga y de los magistrados Guillermo Jiménez, Roberto García-Calvo y Jorge Rodríguez-Zapata. No es ocioso recordar que el mes anterior el gobierno recurrente había perdido las elecciones.

    


    

  


  
    
      80El discurso de Rajoy fue impecable en el fondo y en la forma. Defendió, con argumentos jurídicamente contundentes, por qué el Partido Popular iba a rechazar la toma en consideración. Rajoy confiaba en esta materia tan trascendental para España en el promotor del Acuerdo por las Libertades y Contra el Terrorismo, es decir, Zapatero, sin saber que en aquellos momentos este ya maniobraba en la oscuridad, con absoluta deslealtad, para llegar a un acuerdo con ETA, con la vana creencia de que, con su clarividencia y una buena dosis de buenismo claudicante, podría conseguir la disolución de la banda terrorista.

    


    

  


  
    
      81En su libro antes citado Jesús Eguiguren, presidente del Partido Socialista de Euskadi-PSOE, relata que en el verano de 2004 se desplazó a Francia para recoger una carta de ETA dirigida al presidente Zapatero en la que la banda terrorista le manifestaba «su disposición a comenzar un diálogo conducente a resolver el conflicto» (p. 37). Eguiguren, con la autorización del presidente y la tutela de Alfredo Pérez Rubalcaba, se puso a ello.

    


    

  


  
    
      82Hermann Hesse (1877-1962) fue un escritor alemán que obtuvo la nacionalidad suiza en 1922. En 1946 recibió el Premio Nobel de Literatura. Su estancia en la India, en la primera década del siglo XX, le llevó a escribir su novela Siddharta (1922), que refleja su experiencia allí, y que años más tarde sería el libro de cabecera de los primeros hippies, introductores en Occidente de la cultura budista.

    


    

  


  
    
      83El fallido «Tratado por el que se establece una Constitución para Europa» fue sometido a referéndum en España el 20 de febrero de 2005. Se abstuvo el 57,67 por ciento del censo electoral. Del 42,33 por ciento que acudió a las urnas, un 76,7 por ciento votó sí y un 17,2 votó no.

    


    

  


  
    
      84PSOE, PP, Coalición Canaria, IU, Chunta Aragonesista, IU votaron en contra. A favor lo hicieron los diputados del PNV, EA, Nafarroa Bai, CiU, ERC y BNG. Los dos diputados de Iniciativa per Catalunya-Verds se apartaron de sus compañeros de Izquierda Unida y se abstuvieron.

    


    

  


  
    
      85En el debate en el Congreso de los Diputados del Plan Ibarreche, a raíz de una intervención de la portavoz de Nafarroa Bai, Uxúe Barcos, pedí la palabra e invoqué el reglamento de la cámara, que permite a cualquier diputado, en cualquier momento del debate, solicitar la lectura de algún documento que viniera al caso. Insté la lectura de un acuerdo del Parlamento de Navarra, adoptado el 11 de enero de 2005, en el que se rechazaba la propuesta del Parlamento Vasco por entender absolutamente improcedente que se incluyera a Navarra como parte integrante del «pueblo vasco». El punto 2º de dicho acuerdo decía así: «El Parlamento de Navarra rechaza el proyecto de reforma del Estatuto Vasco por las referencias a Navarra, que suponen inaceptables injerencias en nuestra capacidad de autogobierno, falta de respeto a su proyecto político, desafuero por transgresión de sus capacidades y un intento de ordenar lo que solo al pueblo navarro corresponde, así como una inaceptable intromisión en la realidad institucional de la Comunidad Foral de Navarra».

    


    

  


  
    
      86«El posible diálogo entre el gobierno del Estado y la organización ETA —según Benegas— tendría como única finalidad resolver los siguientes problemas: el cese definitivo de la violencia; el tratamiento de las personas condenadas por delitos de terrorismo o con causas judiciales pendientes; y los procedimientos para la entrega o destrucción de las armas». Benegas proponía la reforma de la ley penitenciaria para introducir la figura del cumplimiento de condena «en régimen de “libertad vigilada” supeditada al cese definitivo de la violencia y aplicada de modo individual, que no supone ningún indulto, ni perdón, ni condonación de la pena que debe cumplirse, si bien bajo esta modalidad, íntegramente». Consciente de que esta propuesta iba a levantar ampollas añadía: «A lo largo del proceso tiene una gran importancia dedicar atención permanente a las víctimas del terrorismo».

    


    

  


  
    
      87Benegas pretendía superar la división de foros de diálogo surgidos en el pasado: «La generosidad que requiere todo proceso de paz implica estar dispuestos a superar los foros o pactos que han existido hasta el momento presente, especialmente el Pacto de Ajuria-Enea (1988) y el de Lizarra-Estella (1998), sin que ello suponga necesariamente hacer dejación de lo allí firmado, para dar paso a un nuevo lugar de encuentro en el que participemos todos. Podría constituirse, por ejemplo, un Consejo de Partidos por la Paz».

    


    

  


  
    
      88José María Benegas, diputado en el Congreso desde 1977, escribió en un excelente artículo publicado en diciembre de 2013 en la revista Temas, que cuando el presidente de la Generalidad Lluís Companys proclamó, en 1934, el Estado Catalán, «la revuelta acabó con la autonomía suspendida y con Companys, en la cárcel. La lección es sencilla: España y sus instituciones de gobierno y representación no van a permitir la secesión unilateral de ninguna parte de su territorio». En 1991 Txiki Benegas, que era el número tres del PSOE, padeció lo que él mismo calificó como «terrorismo telefónico», cuando la cadena SER emitió una conversación grabada ilegalmente en la que decía a su interlocutor que el problema para el partido no era Carlos Solchaga, el entonces todopoderoso ministro de Economía y Hacienda, sino el one, es decir, Felipe González, al que denominó «dios». La difusión de esta grabación estuvo a punto de acabar con la carrera política de Benegas.

    


    

  


  
    
      89Según Eguiguren, «cuando Espartero, en 1839, tenía ya derrotado y arrinconado el terrorismo (la cursiva es mía) en las Provincias Vascas, intensificó su faceta política ofreciendo salidas personales a los carlistas que se rindieran y el mantenimiento de los fueros al país en general». Aparte de la absoluta improcedencia de definir como terrorismo el enfrentamiento en el campo de batalla de las tropas leales a don Carlos, al que sus seguidores consideraban rey legítimo de España, con los ejércitos de Isabel II, el paralelismo entre el final negociado de la violencia de ETA y el fin de la Primera Guerra Carlista en 1839 es una aberración histórica. Es cierto que en el Convenio de Vergara, que acabó con esa guerra en el norte, se reconocía a los generales, jefes y oficiales del ejército de don Carlos la conservación, a todos los efectos, de sus grados, empleos y condecoraciones militares si se comprometían a defender «la Constitución de 1837, el trono de Isabel II y la regencia de su augusta madre», o en caso contrario la posibilidad de «retirarse a sus casas los que no quieran seguir con las armas en la mano». Pero el convenio no contenía ninguna concesión política, pues, aunque se hacía referencia a los Fueros de Navarra y de las Provincias Vascongadas, tan solo contemplaba el compromiso del general Espartero de recomendar con el mayor interés al gobierno su conservación o modificación. El convenio no resolvió el conflicto dinástico, pues el carlismo protagonizó dos nuevas guerras civiles en 1848-1849 y 1872-1876.

    


    

  


  
    
      90«Su contenido —escribe Eguiguren— es de todo punto políticamente incorrecto, y no se corresponde en nada con los planteamientos hoy en boga, sean estos nacionalistas, radicales, moderados, constitucionalistas o meramente autonomistas. Soy consciente, por otra parte, de su inviabilidad práctica. Para que fuera realizable en un caso hipotético, la política del gobierno central, la del gobierno vasco y la del nacionalismo radical tendrían que ser muy distintas a lo que son hoy. Si, finalmente, he optado por su inclusión ha sido por no ceder a las imposiciones del pensamiento único y a las tentaciones de autocensura». Esta frase encierra una clara oposición a la política antiterrorista llevada a cabo por el gobierno de Aznar y al Acuerdo por las Libertades y Contra el Terrorismo, suscrito a iniciativa del propio Zapatero y que abogaba por asfixiar a ETA en todos los ámbitos hasta conseguir su rendición.

    


    

  


  
    
      91Votó el 58 por ciento del electorado vasco. El sí alcanzó el 91,17 por ciento.

    


    

  


  
    
      92Dicen las crónicas que en un encuentro clandestino celebrado en Oslo por los negociadores del gobierno con el dirigente de ETA, Josu Ternera, este llevaba en las manos el libro de Eguiguren. Él lo niega, pero admite que Josu Ternera tenía entre sus papeles fragmentos del libro. Probablemente sería una fotocopia del epílogo. Lo que sí sabemos es que el presidente Zapatero, en un mitin celebrado en Baracaldo el 21 de mayo de 2006, tras dar por bueno el alto el fuego y anunciar que en el mes de junio solicitaría el apoyo de los partidos para iniciar la negociación con la banda terrorista, le dedicó unas cálidas palabras de elogio por todo cuanto había hecho para llegar hasta ese momento. Los medios dejaron constancia de que cuando Zapatero pronunció el nombre de Eguiguren el público «tronó».

    


    

  


  
    
      93Así llaman los nacionalistas a los territorios vascos del sur de Francia.

    


    

  


  
    
      94Las elecciones arrojaron el siguiente resultado: PNV-EA, 29 escaños; PSE-PSOE, 18; Partido Popular, 15; EHAK, 9; Ezker Batua-Berdeak, 3 y Aralar, 1. La suma de los partidos abertzales era 38 diputados frente a 33 de los constitucionalistas. Pero si el PSE se sumaba a la concertación de un nuevo marco para Euskadi se superaban los dos tercios del Parlamento Vasco contando con Ezker Batua y sin necesidad de los votos de Batasuna disfrazada de Partido Comunista.

    


    

  


  
    
      95La singularidad consiste en que no hay un proceso de investidura sucesivo, sino que todos los candidatos aspirantes a la presidencia del gobierno vasco han de presentar sus respectivos programas de gobierno en la misma sesión. A continuación se procede a la votación, en la que no se vota sí o no a cada uno de los candidatos, sino que cada diputado ha de incluir expresamente en su papeleta el nombre de su preferido o votar en blanco. De esa forma se evitan los «noes». Quien obtenga mayoría absoluta en primera vuelta resulta investido lendakari. Si no lo hay, se repite la votación y resulta designado el candidato que obtenga el mayor número de votos. Este procedimiento, en el que solo cuenta el número de votos obtenido por cada candidato, ha permitido al PNV gobernar en minoría desde 1979, salvo la experiencia fugaz de Pachi López, en 2009, que obtuvo la mayoría absoluta gracias al voto del PP y cuyo desdichado mandato frustró las expectativas de los constitucionalistas de mantenerse en el poder y desmontar el régimen nacionalista que lleva más de treinta años gobernando en el País Vasco.

    


    

  


  
    
      96Libertad Digital, 29 de abril de 2004.

    


    

  


  
    
      97El punto 9 del pacto no podía ser más explícito: «El objetivo de este acuerdo, impulsar conjuntamente las libertades y la política contra el terrorismo, exige una colaboración permanente entre el Partido Popular y el Partido Socialista Obrero Español, que implica el intercambio de información, la actuación concertada en los ámbitos recogidos en el presente Acuerdo —reformas legislativas, política penitenciaria, cooperación internacional, movilización ciudadana e instituciones— y la búsqueda de posiciones conjuntas ante todos los acontecimientos que afecten a la política antiterrorista».

    


    

  


  
    
      98Eguiguren dice que durante los dos años en que Josu Ternera ocupó un escaño en el Parlamento de Vitoria no había cruzado con él ni una sola palabra.

    


    

  


  
    
      99Afirma Eguiguren que «en ETA, además de cuidar de su seguridad, gustan mucho las formalidades y los papeles».

    


    

  


  
    
      100El Tribunal de Estrasburgo tumbaría en 2013 la llamada «doctrina Parot», al estimar un recurso interpuesto por la etarra Inés del Río en 2009. La sentencia contó con el voto favorable del magistrado Luis López Guerra y produjo la excarcelación inmediata de sesenta sanguinarios etarras. En el curso de la negociación, ETA había exigido su derogación. No hay duda de que la postura del magistrado español habría influido en los demás magistrados. De aquellos barros vienen estos lodos.

    


    

  


  
    
      101La historia se repite ahora. ETA, Batasuna y el PNV siguen invariables en exigir paz por presos.

    


    

  


  
    
      102Nunca he sabido qué es lo que había hecho Julián Lacalle, aunque me lo imagino. Lacalle es un periodista navarro, con largos años de trayectoria profesional como periodista independiente en Madrid. En el Congreso de los Diputados se hizo gran amigo de Zapatero. Cuando este accedió a la secretaría general del PSOE, se lo llevó como jefe de prensa. Una vez en Moncloa, lo nombró director general de Comunicación. Es de tendencia vasquista y, por esta causa, mantuvimos alguna que otra discusión en los pasillos del Congreso. En 2012 se publicó que había sido contratado como consultor externo por la Fundación de La Caixa, que preside Isidro Fainé.

    


    

  


  
    
      103Esta declaración del presidente demuestra que era plenamente consciente de que a lo largo del proceso podían ocurrir «atentados» como el de la voladura del aparcamiento del aeropuerto de Barajas donde fallecieron dos personas. Por eso, el accidente de Barajas no tuvo otra consecuencia que la de una suspensión temporal del proceso en sus manifestaciones públicas, sin perjuicio de continuar las conversaciones en la oscuridad.

    


    

  


  
    
      104Es evidente que ningún informe de verificación pudo decir al presidente que ETA había cesado en su actividad delictiva y estaba total y absolutamente inactiva. Y si lo hubo, un informe semejante era radicalmente falso.

    


    

  


  
    
      105El 15 de noviembre de 2006, Koldo Tellitu, nuevo presidente de la Confederación de Ikastolas de Euskal Herria, declaraba a Gara que «el movimiento de ikastolas nació y continúa con la clarísima vocación de construir la escuela nacional de Euskal Herria, Euskal Herriko Eskola Nazionala, y el acuerdo de base cuadra con el nuestro (...). En cualquier debate que haya relacionado con la construcción nacional de Euskal Herria, las ikastolas tienen que tomar parte. Una parte sustancial del futuro de este país depende de la educación y, en este ámbito, las ikastolas tienen un papel clave». ¿Exageramos cuando denunciamos que las ikastolas se utilizan como centros de adoctrinamiento político? Cuando las pruebas son evidentes, se recurre a la descalificación de quien las descubre. ¿Que resulta que hay profesores que son o han sido de ETA? Pues se monta una gran campaña para denunciar a un Estado que espía a los ciudadanos vascos. Pero no hace mucho hemos conocido que el convenio colectivo de centros concertados del País Vasco, entre ellos las ikastolas, prevé la concesión de permisos especiales retribuidos para que los profesores con familiares presos por delitos de terrorismo etarra puedan visitarlos en las cárceles situadas fuera del País Vasco. Y recientemente ETA ha ordenado a sus seguidores tratar de conseguir por todos los medios la implantación del modelo educativo vasco.

    


    

  


  
    
      106Las discrepancias sobre el proceso de paz habían vuelto a encender el enfrentamiento entre el PP y el PSOE. Eduardo Madina Muñoz, diputado por Vizcaya, víctima de un atentado de ETA que le seccionó una pierna y cuyo nombre suena ahora como uno de los posibles candidatos a sustituir a Pérez Rubalcaba en la secretaría general del PSOE, escribió en junio de 2006 en su blog personal un comentario sobre el secretario general del PP, Ángel Acebes, que rebasaba todos los límites de la injuria. Madina se refería a él con expresiones tales como «guiñol», «cura franquista cargado de odio y rencor» y «con predisposición permanente al vómito, característica de los demócratas de centro reformista». Una foto de Acebes le sirvió de inspiración para insertar estos dos párrafos abyectos: «Si se fijan bien, da la sensación de que incluso un hilillo de mala baba cae por la boca en la línea recta que marca la corbata hasta desaparecer detrás de la atril. Cae y cae hasta perderse, suponemos, por las alcantarillas de Génova. Es como si la gaviota del PP, ya manchada en su ala derecha, estuviera huyendo despavorida de la baba de vinagre que se desprende de Acebes». No contento con esto añadió: «Es la desembocadura del odio, de la agresividad y la manipulación, un afluente contaminado del río Le Pen. Son los dientes manchados de FAES y de impotencia. Es el grito de guerra de los Guerrilleros de Cristo Rey. Podrían ser los dientes del “se sienten coño” y del “estense tranquilos” pero no se dejen engañar por la estética de la foto, el frontis y todo eso, son tan solo los dientes de Acebes».

    


    

  


  
    
      107El magistrado Pedraz suele aplicar por principio la máxima in dubio pro reo, cuando se trata de autorizar o prohibir las manifestaciones abertzales.

    


    

  


  
    
      108Al día siguiente, el diario Gara dedicó, además de la portada, nada menos que 9 páginas al desarrollo de la sesión. Su director, Josu Juaristi, presente también en Estrasburgo, publicó un extenso comentario con este significativo título: «Ya no es un asunto interno».

    


    

  


  
    
      109En 1986, De Juana Chaos pertenecía al llamado «Comando Madrid» de ETA, que bajo sus órdenes perpetró 25 asesinatos. El terrorista confesó la autoría del atentado con coche bomba contra un convoy de la Guardia Civil en el que murieron doce agentes en prácticas de la Agrupación de Tráfico y resultaron heridas 45 personas.

    


    

  


  
    
      110Por el PSE acudieron a Loyola Jesús Eguiguren y Rodolfo Ares; por el PNV, Josu Jon Imaz, presidente del Euskadi Buru Batzar, máximo órgano del partido, e Iñigo Urkullu, el actual presidente vasco; y por Batasuna, Arnaldo Otegui y Rufino Echeverría.

    


    

  


  
    
      111Aunque no había nacido en Navarra, Javier Moscoso comenzó su carrera profesional como fiscal de la Audiencia Territorial de Pamplona a finales de los años cincuenta del siglo pasado. Elegido diputado de UCD por Navarra en 1979, fue uno de los primeros en abandonar dicho partido junto a Francisco Fernández Ordóñez para fundar el partido Acción Democrática, de ideología socialdemócrata, que acabó integrándose en el Partido Socialista. Su padre, capitán del Ejército, estaba destinado en Pamplona cuando el general Emilio Mola fue nombrado gobernador militar de Navarra, lo que le permitió colaborar estrechamente con él en la preparación del alzamiento contra la Segunda República de 1936.

    


    

  


  
    
      112Por una trágica paradoja, el vehículo del diputado por Navarra Juan Moscoso, hijo de Javier Moscoso, uno de los negociadores del gobierno con ETA, quedó totalmente destruido.

    


    

  


  
    
      113El pasado 19 de enero de 2014 falleció Joseba Elosua. Acusado de formar parte del aparato de extorsión de la banda terrorista había sido detenido en la Nochebuena de 2006, pero fue puesto en libertad por el juez Garzón en marzo de 2010, a solicitud del fiscal de la Audiencia Nacional, Carlos Bautista, por su delicado estado de salud y después de haber sufrido varios síncopes en la prisión guipuzcoana de Martutene.

    


    

  


  
    
      114Junto a Currin los demás firmantes eran el arzobispo Desmond Tutu, Nobel de la Paz; el expresidente de Suráfrica y también Nobel de la Paz, Frédérik Leclerc; la Fundación Nelson Mandela; la expresidenta de Irlanda, Mary Robinson; el Nobel de la Paz, John Hume; el exprimer ministro de Irlanda, Albert Reynolds; Jonathan Powell, jefe de Gabinete del exprimer ministro británico Tony Blair; Nuala O’Loan, primera defensora del Pueblo en materia policial en el Ulster; el exsecretario general de Interpol, Raymond Kendal; Betty Williams, Nobel de la Paz por su labor en superar el conflicto en Irlanda; Denis Haughey, asistente del citado John Hume; Aldo Civico, director del Centro para la Resolución de Conflictos Internacionales de la Universidad de Columbia; la directora del Instituto para la Paz de Estados Unidos, Sheryl Brown; la directora del Instituto para el Análisis y Resolución de conflictos de la Universidad George Mason, Andrea Bartoli; Alan Smith, de la Cátedra Unesco en Educación para la Paz; Cristopher Mitchell, profesor de investigación de conflictos; John P. Linstrot, de la Universidad de Oslo; el profesor estadounidense Hurst Hannum; el profesor en Stanford Jon Etchemendy, y William Kelly.

    


    

  


  
    
      115En el momento de entregar el original de este libro a la editorial, el diario El Mundo revela el 6 de febrero de 2014 que el lendakari Urkullu «ofrece a Rajoy un plan de excarcelación total de ETA». En síntesis, se aplicaría tras la disolución de la banda y cada recluso estaría obligado a firmar un documento de «arrepentimiento». La propuesta supondría una salida escalonada de presos y su acercamiento gradual a las cárceles del País Vasco. A los etarras condenados por delitos de sangre cometidos en los últimos diez años se les aplicaría un «plan específico».

    


    

  


  
    
      116La charla informal entre Jordi Sevilla, ministro de Administraciones Públicas, y el presidente Zapatero, que tuvo lugar «a micrófono cerrado» pero que resultó estaba abierto, fue así:


      Sevilla: Esto está chupao, a no ser que quieras hacer una tesis doctoral.


      Zapatero: Sí, pero es complicado, ¿tú prefieres que lo entienda?


      S: Se te nota todavía inseguro. Has cometido un par de errores. Has dicho que aumenta la progresividad en lo del sistema fiscal y lo que aumenta es la regresividad... pero son chorradas.


      Z: ¿He dicho progresividad?


      S: Lo que tú necesitas saber para esto... son dos tardes.


      Z:¿Sabes lo peor de todo esto? Que me gusta.

    


    

  


  
    
      117Frase atribuida a Lord Acton, historiador inglés de origen italiano del siglo XIX.

    


    

  


  
    
      118Me refiero al cierre —e incluso voladura de su edificio dos años después— del diario Madrid en 1971. Seis años después, su último director, Antonio Fontán, miembro destacado del Opus Dei, maestro de periodistas en la Universidad de Navarra —muchos de cuyos alumnos llegarían a la cima de la profesión periodística, como José Javier Uranga, Pedro J. Ramírez, Iñaki Gabilondo, Ramón Pi, Federico Ysart, Juan Pablo Villanueva, Antonio Herrero, Enrique Sopena, Carmen Rigalt y un largo etcétera—, se convertiría en presidente del primer Senado democrático en 1977. Había sido miembro del consejo privado de don Juan de Borbón, padre de don Juan Carlos, pero sobre todo era un gran humanista, conocedor como nadie de la cultura grecorromana. Tuve el honor de desempeñar, bajo su presidencia, un puesto de secretario en la Mesa de la Cámara. Fue también la época dorada de las revistas políticas como Triunfo, Cambio 16, Cuadernos para el Diálogo y El Ciervo, entre otras. Recuerdo asimismo a Javier María Pascual, director de El Pensamiento Navarro, el último periódico carlista, que sufrió seis meses de destierro en la localidad segoviana de Riaza, y que más tarde se convertiría en director de la Agencia EFE.

    


    

  


  
    
      119El régimen presumía de ser una democracia «orgánica», porque en las Cortes se sentaban representantes de las entidades locales, el ejército, el clero, los sindicatos verticales de empresarios y trabajadores, las universidades, las familias y el partido único. Pero a la hora de la verdad la mayoría de los procuradores en Cortes eran designados por Franco, que murió sin permitir que ni siquiera los presidentes de las diputaciones y los alcaldes fueran elegidos por sufragio popular.

    


    

  


  
    
      120Es el nombre que se dio a la comisión formada por representantes de nueve grupos políticos de la oposición que negociaron con el presidente Suárez en diciembre de 1976 y enero de 1977 la ley electoral aplicable a las primeras elecciones democráticas del 15 de junio de 1977. Formaron parte de la comisión Enrique Tierno Galván y Felipe González (por los partidos socialistas), Francisco Fernández Ordóñez (por los socialdemócratas), Joaquín Satrústegui (por los liberales), Antón Cañellas (por los democratacristianos), Santiago Carrillo (por los comunistas), Jordi Pujol (por los catalanistas), Valentín Paz Andrade (por diversos grupos gallegos) y Julio Jáuregui (por diversos partidos vascos). A las reuniones con el presidente asistió una comisión reducida de los «nueve» compuesta por Francisco Fernández Ordóñez, Felipe González, Valentín Paz Andrade, Jordi Pujol, Antón Cañellas y Enrique Tierno Galván. Santiago Carrillo había regresado a España en febrero de 1976 de forma clandestina. En febrero de 1977 organizó una cumbre eurocomunista en Madrid, donde fue detenido, quedando poco después en libertad bajo fianza. Así permaneció hasta la legalización del Partido Comunista, en abril del mismo año. Previamente se habían aprobado las normas electorales que se promulgaron por un decreto-ley de 23 de marzo de 1977.

    


    

  


  
    
      121La Constitución de la Segunda República prohibía a las congregaciones religiosas crear y mantener centros educativos, salvo los destinados a la formación de sus miembros. La expulsión de la Compañía de Jesús por aplicación directa de un precepto constitucional provocó el cierre de todos los colegios regentados por los jesuitas.

    


    

  


  
    
      122Plan Español para el Estímulo de la Economía y el Empleo aprobado en enero de 2009. Con él pretendía Zapatero crear 200.000 nuevos empleos y resistir el impacto de la crisis con la esperanza de que a finales de 2010 o principios de 2011 llegaría la recuperación. Entre esta medida y otras similares se despilfarraron, según algunas fuentes, 55.000 millones de euros.

    


    

  


  
    
      123El «tijeretazo», como se le llamó al real decreto-ley de congelación de las pensiones y otras medidas de recorte presupuestario, convalidado el 28 de mayo de 2010 por 169 votos a favor frente a 168, pulverizó otro de los objetivos del presidente del Gobierno: afrontar la crisis sin reducir el gasto social.

    


    

  


  
    
      124El artículo 135 de la Constitución se introdujo para garantizar que todas las administraciones públicas adecúen sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria. En este asunto de especial trascendencia los dos grandes partidos nacionales estuvieron a la altura de las circunstancias y pactaron el contenido de la reforma constitucional.

    


    

  


  
    
      125Quizás haya llegado el momento de introducir medidas legislativas que impidan la obtención de plusvalías por el simple hecho de que un terreno rústico se convierta en virtud de la «recalificación» —palabra mágica capaz de desatar las peores pasiones— en un solar edificable.

    


    

  


  
    
      126Cada vez que un gobierno del Partido Popular intenta mejorar la calidad de la enseñanza y acabar con la manipulación educativa de los nacionalistas, encuentra la frontal oposición del PSOE. Así ocurrió con la ley promovida por la ministra Pilar del Castillo, que fue derogada por Zapatero tan pronto como accedió al poder, y ha vuelto a suceder ahora con la ley del ministro José Ignacio Wert, objeto de una feroz campaña de descalificación. Pérez Rubalcaba, al frente de esa especie de Frente Popular que pretende encabezar, ya ha anunciado que si regresa al poder lo primero que hará será proceder a su derogación.

    


    

  


  
    
      127En un diálogo sobre la independencia de Cataluña, celebrado el pasado mes de diciembre de 2013, en el que participaron los ponentes de la Constitución Miquel Roca y Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, este último defendió una «convención o mutación constitucional» para, sin necesidad de reformar la Constitución, dar satisfacción a las demandas catalanas, si bien se mostró radicalmente contrario a la ruptura de la unidad de España. Justificó su propuesta porque «en la Constitución cabe todo», algo que no puedo compartir porque en ese «todo» no es posible encajar el derecho a decidir para conseguir la independencia.

    


    

  


  
    
      128Eduardo García de Enterría, el gran maestro del Derecho Público español, recientemente fallecido, se mostró especialmente crítico con este precepto: «Lo que el artículo 150, 2 de la Constitución permite delegar o transferir son facultades concretas, no titularidades definitivas. Otra cosa sería absurdo. ¿Podría transferirse o delegarse la Jefatura del Estado, la competencia de declarar la guerra a otra potencia, la de llevar la política exterior, etc.? Facultades son aspectos parciales derivados de una titularidad sustantiva, nunca la titularidad misma. Sería absurdo lo contrario, de forma que el Estado pudiera despojarse ilimitadamente de todos sus poderes, o de los más sustanciales, o de alguno, si se quiere, que le configuran como tal Estado a favor de una de sus partes (puesto que parte del Estado es una comunidad autónoma se quiera o no, como el Estado miembro lo es de la federación más laxa, incluso de una confederación), despojo irreversible sin el consentimiento posterior de dicha parte. Habría, simplemente, dejado de ser Estado. Si toda interpretación que conduce al absurdo debe ser excluida tajantemente de la hermenéutica de cualquier texto legal, mucho más esta, puede decirse, cuya capacidad destructiva del sujeto de que se predica es virtualmente absoluta».

    


    

  


  
    
      129Por el contrario, fueron numerosas las disposiciones dictadas desde el advenimiento de la monarquía para paliar las penalidades y sufrimiento de la Guerra Civil, sin distinción del bando en el que las hubieran padecido. Un decreto de 1976 equiparó a los mutilados de guerra que no hubieran podido integrarse en el Cuerpo de Caballeros Mutilados conforme a la legislación del régimen franquista. En 1979 se promulgó la Ley de reconocimiento de pensiones, asistencia médico-farmacéutica y asistencia social a favor de las viudas, hijos y demás familiares de los españoles fallecidos como consecuencia o con ocasión de la pasada Guerra Civil. Luego se promulgaría la ley de 26 de junio de 1980 sobre pensiones a los mutilados excombatientes de la zona republicana; la de 22 de octubre de 1984 de reconocimiento de derechos y servicios prestados a quienes durante la Guerra Civil formaron parte de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden Público y Cuerpo de Carabineros de la República. Y en la ley de presupuestos de 1990 se introdujo una disposición adicional fijando las indemnizaciones a favor de quienes sufrieron prisión como consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley de Amnistía.

    


    

  


  
    
      130La sesión de la Comisión Constitucional de 20 de noviembre de 2002 tenía por objeto debatir una serie de proposiciones no de ley presentadas por diversos grupos políticos, entre ellos Izquierda Unida y el PSOE, sobre diversos asuntos relacionados con la Guerra Civil. El diputado José Antonio Bermúdez de Castro ejercía de portavoz del Grupo Popular en la comisión. En mi condición de presidente mantenía con Alfonso Guerra, que ejercía la vicepresidencia, una fluida relación. Al reunirme con Bermúdez de Castro para fijar la posición de nuestro grupo sobre las referidas proposiciones, convinimos que debíamos intentar una fórmula transaccional que pusiera fin, de una manera definitiva, a los debates recurrentes sobre cuestiones relacionadas con la Guerra Civil. Después de obtener el visto bueno de nuestro portavoz en el Congreso, Luis de Grandes, hablamos con Alfonso Guerra, que se mostró de acuerdo. Quedé encargado de redactar la propuesta de resolución y al atardecer del 19 de noviembre conseguimos la conformidad de todos los grupos, comenzando por la del Partido Socialista, representado por Guerra. Al día siguiente, abierta la sesión, di lectura a la fórmula transaccional unánimemente aprobada. En honor a la verdad, debo decir que previamente habíamos tenido que vencer alguna reticencia —aunque mínima— de algunos diputados de nuestro grupo.

    


    

  


  
    
      131El documento de constitución del Frente Popular, hecho público el 16 de enero de 1936, está firmado por Izquierda Republicana, Unión Republicana, el Partido Socialista Obrero Español, la Federación Nacional de Juventudes Socialistas, el Partido Comunista, el Partido Sindicalista y el Partido Obrero de Unificación Marxista.

    


    

  


  
    
      132En Cataluña se rinde homenaje a Rafael Casanova, el conseller en cap del Consejo del Ciento de la ciudad de Barcelona, considerado el héroe de la defensa frente a las tropas borbónicas en 1714, pero nadie se acuerda de quien ostentó posteriormente el cargo de presidente de la Generalidad, Joan Mestre i Tudela, institución restablecida por Carlos VII y que ejerció sus funciones en las numerosas comarcas catalanas dominadas por los carlistas en la guerra de 1872 a 1876. El monarca carlista «derogó» los Decretos de Nueva Planta. «Yo os devuelvo vuestros fueros, porque soy el mantenedor de todas las justicias; y para hacerlo, como los años no transcurren en vano, os llamaré, y de común acuerdo podremos adaptarlos a las exigencias de nuestros tiempos».

    


    

  


  
    
      133Traducción: «¿Españoles? ¡Sí! ¡Más que vosotros! ¡Viva España! Pero, ¿cómo ha de vivir España? No arrastrándose por los callejones provincianos del caciquismo; no agarrotada, como hasta ahora, en los lazos de un uniformismo que es contrario a su naturaleza; no en el vacío de sentido de los partidos viejos ni en el aire corrompido de un centralismo cerrado a toda penetración del aura popular... sino que tiene que vivir los cuatro vientos de los mares que la rodean; debe vivir en la libertad de sus pueblos: cada uno libre en sí, sacando del terruño propio el alma propia, y del alma propia el gobierno propio, para rehacer todos juntos una España viva, gobernándose libremente por sí misma. Así ha de vivir España. ¡Viva España!». Esto lo escribió en 1908. Lo que no podía prever era que en una Cataluña con un gobierno propio en una España libre pudiera anidar el viejo caciquismo.

    


    

  


  
    
      134La idea de que en Navarra no pagamos impuestos, somos insolidarios y por esta razón atamos los perros con longaniza es una leyenda negra carente de fundamento alguno. Precisamente, porque la imposición personal directa es más elevada que en otros lugares de España, se viene produciendo en los últimos tiempos una «fuga» constante de contribuyentes que trasladan su domicilio sobre todo a Madrid. Y cuando caen los ingresos, como ocurre actualmente a causa de la crisis económica, la Hacienda de Navarra tiene que ajustarse el cinturón hasta el último agujero porque no puede recurrir al papá-Estado para que le eche una mano.

    


    

  


  
    
      135La frase pertenece al escritor y periodista francés Emile de Girardin. La escribió en 1852. El texto completo dice así: «Gobernar es prever, y no prever nada es correr a la perdición».

    


    

  


  
    
      136El nuevo Estatuto de Cataluña fue aprobado en el Congreso de los Diputados el 30 de marzo de 2006. El Senado lo aprobó el 10 de mayo de 2006. En la votación final, el texto contó con el apoyo de todos los grupos políticos, salvo el Popular, que voto en contra. Esquerra Republicana de Cataluña se abstuvo.

    


    

  


  
    
      137Además de la presidenta Casas, participaron en el debate y votación del recurso del Partido Popular, entre cuyos firmantes me encuentro, los magistrados Guillermo Jiménez Sánchez, Vicente Conde Martín de Hijas, Javier Delgado Barrio, Elisa Pérez Vera, Eugeni Gay Montalvo, Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, Ramón Rodríguez Arribas, Pascual Sala Sánchez y Manuel Aragón Reyes. El tribunal aceptó por unanimidad la recusación presentada por el Partido Popular contra el magistrado Pablo Pérez Tremp, autor de un dictamen que avalaba la constitucionalidad del Estatuto y había sido utilizado como argumento de autoridad por el Instituto de Estudios Autonómicos de la Generalidad. El magistrado Roberto García Calvo había fallecido en mayo de 2008, sin que su vacante se hubiera cubierto. En el desfile del Día de la Hispanidad del 12 de octubre de 2007 se captó un diálogo entre la vicepresidenta del Gobierno, María Teresa Fernández de la Vega, y la presidenta del Tribunal Constitucional en la que la primera se permitía abroncar a la segunda. La conversación de la número dos del gobierno Zapatero no tenía desperdicio. Esta era una de las frases de la vicepresidenta: «Es un abuso. Para mí... te digo que es una putada. Es igual...». No es de extrañar que por aquel entonces se hablara de las presiones ejercidas por el ejecutivo al tribunal para que confirmara la constitucionalidad del Estatuto.

    


    

  


  
    
      138La sentencia tuvo cinco votos particulares. Cuatro de ellos fueron firmados por los magistrados Ramón Rodríguez Arribas, Jorge Rodríguez-Zapata, Vicente Conde y Javier Delgado, que votaron en contra de la sentencia. El quinto voto particular fue el del magistrado catalán Eugeni Gay, que votó en contra aunque por motivos radicalmente distintos a los expuestos por los anteriores.

    


    

  


  
    
      139Desde su designación como presidente de la Generalidad, José Montilla asumió el lenguaje nacionalista y siempre se refería a Cataluña y España como si se trataran de dos naciones diferentes en plano de igualdad. Para el honorable Montilla, el estatuto catalán era un pacto entre dos naciones en ejercicio de su respectiva soberanía, por lo que el Tribunal Constitucional «español» carecía de legitimidad para alterar un ápice su contenido y, mucho menos, después de haber sido refrendado por el pueblo catalán.

    


    

  


  
    
      140Me refiero al Partido Social Demócrata Foral de Navarra, constituido en 1976. Poco después se integró en el Bloque Socialdemócrata, presidido por Francisco Fernández Ordóñez, una de las formaciones políticas de la oposición que formó parte de la «comisión de los nueve» que negoció con el presidente Suárez las normas electorales de las primeras elecciones democráticas. Junto al Partido Demócrata Liberal liderado en Navarra por Jesús Aizpún, formó la coalición Unión de Centro Democrático, concurriendo a los primeros comicios del 15 de junio de 1977 y obteniendo seis de los nueve escaños asignados a la circunscripción navarra.

    


    

  


  
    
      141Fernando Ledesma presidiría más tarde la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo y actualmente es magistrado del Tribunal Constitucional.

    


    

  


  
    
      142En España, hasta ahora, solo ha habido dos gobernantes que se han atrevido a cerrar televisiones públicas totalmente ruinosas. Me refiero a María Salom, la actual presidenta del Consell Insular de Mallorca, y a Alberto Fabra, presidente de la Generalidad valenciana. Ambos son del Partido Popular.

    


    

  


  
    
      143Conozco el caso de un modesto pero emergente y combativo medio informativo semanal, perteneciente a un grupo de comunicación nacional, que tuvo la osadía o cometió la torpeza, según se mire, de publicar una información que molestó a quien tenía en su mano la administración de la tarta publicitaria en la comunidad donde se editaba. Todavía estaba en los kioscos el número de la revista que molestó al poder, cuando se comunicó a sus editores que el grifo de la publicidad institucional comprometida quedaba cerrado a cal y canto. La explicación del interlocutor público no pudo ser más sincera y significativa: «Yo no pongo dinero a quien me escupe a la cara».

    


    

  


  
    
      144Cuando a finales de 1974 anuncié a mi padre mi decisión de dimitir del alto cargo funcionarial que desempeñaba en la antigua Diputación Foral de Navarra, para dedicarme a la abogacía y tener así libertad de acción política, trató de disuadirme con estas palabras: «La política es un navajeo de rufianes». Le respondí con mi mayor aplomo: «Papá, eso era en tus tiempos, nosotros lo vamos a hacer mucho mejor». No hay duda de que yo todavía estaba en la edad de la inocencia.

    


    

  


  
    
      145En Europa, el Reino Unido, Suecia, Noruega, Dinamarca, Holanda, Bélgica, Luxemburgo y España son monarquías parlamentarias. Fuera de Europa son monarquías parlamentarias democráticas, entre otras, Japón, Canadá, Nueva Zelanda y Australia. Las monarquías en países musulmanes distan mucho de ser democráticas, pero contribuyen a garantizar la estabilidad en una zona extraordinariamente conflictiva por la irrupción del fundamentalismo islámico.

    


    

  


  
    
      146Recomiendo la lectura del comentario introductorio al título II relativo a la corona en el libro de Óscar Alzaga, diputado que fue de las Cortes constituyentes y catedrático de Derecho Político, titulado Comentarios a la Constitución Española de 1978, 12 tomos, Edersa, Madrid, 1996. Dicha obra refleja con precisión el debate sobre el dilema monarquía-república planteado por el PSOE en el Congreso de los Diputados. La idea de que los socialistas cedieron a la imposición de los poderes fácticos para plegarse ante la monarquía es radicalmente falsa.

    


    

  


  
    
      147No discuto en modo alguno la legitimidad de las nuevas opciones electorales, pues el derecho a crear nuevos partidos políticos está en la base de la democracia. Hay quienes aborrecen el actual bipartidismo y las mayorías absolutas, pero olvidan que en muchas ocasiones, de no obtenerse por ninguno de los dos partidos, el gobierno es rehén de las formaciones nacionalistas.

    


    

  


  
    
      148Un ejemplo de este sectarismo es la actitud que mantiene la izquierda política y mediática con el ministro de Justicia, Alberto Ruiz Gallardón, que era el más progresista de los dirigentes del PP hasta que, en plena coherencia con el programa electoral de 2011 y, sobre todo, con las convicciones de la gran mayoría de sus militantes y electores, ha presentado un anteproyecto de ley sobre la interrupción voluntaria del embarazo que respeta la doctrina del Tribunal Constitucional respecto a la ley de Felipe González, y que considera que el nasciturus está en el seno de la madre pero no es propiedad de ella y mucho menos para proceder a su eliminación violenta, realizada con premeditación y alevosía. Es posible que la ley tenga aspectos susceptibles de ser mejorados. Lo que no entiendo es que pueda haber algún militante del PP que acepte una ley de plazos que permite privar de la vida a un inocente por la mera voluntad de la gestante. En cualquier caso, lo que sí es exigible es que en este asunto los dirigentes políticos del partido no ofrezcan la menor duda de que no practicarán el aborto con la ley Gallardón, no solo porque preciso es cumplir el compromiso electoral, sino porque este es fruto de la convicción profunda de que la vida es el primer derecho sobre el que se asientan todos los demás.

    


    

  


  
    
      149El Justicia de Aragón, junto a los representantes del reino aragonés, tomaba juramento al rey con estas palabras: «Nos, que somos tanto como vos y todos juntos más que vos, os hacemos rey de Aragón, si juráis los fueros y si no, no».
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